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El 17 de octubre de 2012 el Consejo General del Instituto Federal Elec-
toral aprobó la creación de un Grupo de Trabajo para la Coordinación 
de la Redacción del Libro Blanco sobre el Proceso Electoral Federal 
2011-2012. El resultado, lejos de ser una memoria pormenorizada o 
descriptiva de la elección, es un documento analítico que da cuenta 
de problemas específicos y dilemas que se presentaron a lo largo del 
pasado proceso electoral federal. En el texto se exponen y sistemati-
zan una pluralidad de miradas que reflejan las diversas posturas de los 
integrantes del Consejo General. Por ese motivo, el lector no nece-
sariamente encontrará conclusiones únicas o reflexiones coincidentes 
para cada tema abordado, pero sí, en conjunto, un grupo ordenado de 
insumos que pretenden contribuir al debate ciudadano y legislativo, 
ofreciendo diagnósticos documentados sobre el sistema electoral 
vigente en nuestro país, que sirvan para la discusión de posibles, futu-
ras reformas.

En 13 capítulos el Libro Blanco desarrolla problemáticas puntuales 
que se refieren al modelo de comunicación política, al arbitraje elec-
toral, al monitoreo de espacios que difunden noticias, al papel de las 
encuestas en la elección de 2012, los partidos políticos y su financia-
miento; a las coaliciones, contiendas internas y reglas para la equidad 
de género, así como sobre el contexto para la realización de los debates 
presidenciales; temas vinculados al Registro Federal de Electores y al 
esquema vigente del voto mexicano en el extranjero; el conteo de los 
votos y la difusión de resultados electorales; las reglas para asigna-
ción de diputados y senadores y los retos para la implementación de 
la reforma política publicada en el Diario Oficial de la Federación en 
agosto de 2012.

Este catálogo de asuntos se desarrolló a partir de un índice pre-
viamente definido, luego de una deliberación en la que participaron 
todos los consejeros electorales, así como las representaciones de los 
partidos políticos y del Poder Legislativo, quienes conocieron, revisa-
ron el borrador original y lo enriquecieron a partir de observaciones y 
comentarios que fueron tomados en cuenta en la versión final que aquí 
se presenta.

Cada apartado en lo particular incluye una introducción breve, su 
base normativa y legal, los problemas detectados, la forma en que fue-

i. INTRODUCCIÓN

ron atendidos por la autoridad y, a manera de conclusión, visiones y 
reflexiones diversas, con propuestas y alternativas de solución, para 
las que se han tomado en cuenta todas las posturas de los consejeros 
electorales, pero también las preocupaciones de los partidos políticos y 
los representantes del Poder Legislativo ante el Consejo.1

En síntesis, el Libro Blanco es un esfuerzo colectivo que pretende 
ofrecer al lector un abanico de problemáticas con propuestas y alterna-
tivas de solución, para fortalecer y mejorar las reglas existentes, pero 
reconociendo que no hay fórmulas o interpretaciones únicas sobre 
un mismo hecho y que por ello es fundamental impulsar la reflexión 
pública, documentada y plural, de un proceso electoral en el que por 
primera vez se aplicaron los nuevos elementos de la reforma constitu-
cional y legal de 2007-2008 para comicios presidenciales; y en donde, 
como es habitual en cualquier sistema democrático, se presentaron re-
tos de ejecución, disyuntivas e intensos debates que derivaron en una 
robusta normatividad electoral, con criterios y decisiones que dieron 
viabilidad al modelo adoptado en la reforma constitucional, pero que 
también dejaron elementos que merecen ser analizados en sus méritos, 
considerando matices, perspectivas y diagnósticos diversos, que no 
pueden ser –ni este libro pretende que así sean– un cuerpo homogéneo 
de posturas únicas o autorreferenciales. Es por ello que el lector encon-
trará un marco de preocupaciones comunes con visiones y conclusio-
nes no siempre coincidentes entre sí.

Es importante señalar que el Consejo General aprobó, el 6 de fe-
brero pasado, resolver la fiscalización de las campañas presidenciales 
en julio de 2013, para permitir que ocurra de manera simultánea con la 
relativa a diputados y senadores, por lo que el análisis de este asunto 
fundamental se hará en una publicación posterior y específica, la cual 
servirá de complemento a este Libro Blanco. En dicho documento se 
considerarán, entre otros asuntos, los topes de gasto de precampaña y 

1 Entre las preocupaciones manifestadas por algunos partidos al interior del Con-
sejo –pero que no se desarrollan en el presente documento por haber sido reci-
bidas después de haberse definido los contenidos del Libro Blanco– señalaron la 
necesidad de revisar los modelos de selección de quienes integran los órganos 
electorales, así como llevar a cabo un diagnóstico general de las experiencias que 
dejó la contienda 2012 y a partir de ello fortalecer el entramado legal acotando las 
zonas de desconfianza.
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campaña; la pertinencia de que se realicen informes preliminares, así 
como la presentación adelantada del gasto de la campaña presidencial 
o de todas las campañas en su conjunto; el procedimiento extraordi-
nario y el programa de fiscalización; el monitoreo existente y los me-

canismos de verificación de gasto; los procedimientos de quejas en 
materia de financiamiento y gasto de los partidos políticos, así como la 
responsabilidad de precandidatos y candidatos al presentar sus infor-
mes de precampaña y campaña.                                     



El Proceso Electoral Federal (PEF) 2011-2012 representó un reto de 
gran dimensión para el Instituto Federal Electoral, pues constituyó el 
escenario para que se consolidaran las premisas constitucionales y le-
gales que enmarcan el modelo de comunicación política derivado de 
la reforma electoral 2007-2008, en la renovación del Poder Ejecutivo 
Federal y de las dos Cámaras del Congreso de la Unión, así como de 
15 elecciones locales y un proceso electoral extraordinario (Morelia, 
Michoacán) que coincidió en la jornada electoral el 1 de julio de 2012, 
además del proceso extraordinario de Hidalgo que concurrió en la eta-
pa de precampaña del PEF.

Para cumplir con los diversos mandatos constitucionales, consoli-
dar el nuevo modelo de comunicación política electoral y desarrollar 
las funciones legales que le son impuestas, el IFE tuvo que desarro-
llar cuatro grandes campos de acción (de relaciones institucionales, de 
desarrollo normativo, de instalación tecnológica y de procedimientos 
sancionadores) que pueden resumirse de la siguiente manera:  

i. Establecer relaciones y regular efectivamente a 2 mil 335 estacio-
nes de radio y canales de televisión en el conjunto del territorio de 
la República. 

ii. Desarrollar reglamentos, normas, acuerdos y criterios coherentes 
para poner en práctica el modelo constitucional y legal de comuni-
cación política. 

iii. Consolidar la operación de un vasto equipo tecnológico para veri-
ficar con certeza que los concesionarios y permisionarios estuvie-
ran transmitiendo los promocionales electorales durante los 197 
días que duró el PEF 2011-2012, desde el inicio de la precampa-
ña federal y hasta la jornada electoral, incluyendo el desarrollo de 
15 procesos electorales locales y dos procesos extraordinarios, en 
Morelia e Hidalgo, respectivamente. 

iv. Establecer una serie de procedimientos internos que permitieran a 
las diversas áreas del Instituto contar con los elementos necesarios 
para sustanciar los procedimientos administrativos sancionadores 
que se derivaran de la presentación de quejas o el inicio oficioso de 
los mismos.

Este esfuerzo institucional se tradujo en una serie de acciones con-
cretas que permitieron la consolidación del IFE como autoridad plena 
para la administración de los tiempos del Estado en materia electoral. 
Dichas acciones se sintetizan en los siguientes agregados:      

a) La aprobación de una reforma al Reglamento de Acceso a Radio y 
Televisión (RART) que permitió:

• La actualización y coherencia con criterios del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), del Consejo 
General (CG) y del Comité de Radio y Televisión (CRT);

• La descentralización de funciones en los órganos del IFE en 
cada entidad federativa; 

• Una mayor eficiencia operativa, flexibilidad y simplificación 
del modelo de comunicación política;

• La modernización y uso intensivo de la tecnología disponible a 
fin de impulsar mejores condiciones en la notificación de órde-
nes de transmisión y materiales.

b) La emisión de 74 Acuerdos en diversos órganos de deliberación y 
decisión (Consejo General, Junta General Ejecutiva y Comité de 
Radio y Televisión) que materializaron la definición de criterios 
especiales para consolidar la aplicación del modelo de comunica-
ción política, y con base en ello, posibilitaron la aprobación del 
catálogo de emisoras, la asignación de tiempos a autoridades elec-
torales, la aprobación de modelos de pauta  y, como consecuencia, 
la elaboración de las pautas que fueron notificadas a los medios de 
comunicación obligados.

c) La consolidación del Sistema Integral para la Administración de 
los Tiempos del Estado (SIATE) que derivó en lo siguiente:

• El Sistema de Pautas versión 2.0 permitió la generación de pau-
tas y órdenes de transmisión que pudieron ser verificadas por el 
Sistema Integral de Verificación y Monitoreo (SIVeM);

• Los mecanismos y dispositivos tecnológicos para el control 
de los promocionales entregados por los partidos y autoridades, 
posibilitaron una mejora en los tiempos para realizarlo, en los 
plazos o términos establecidos en el nuevo RART;

ii. administración de Los tiemPos deL estado en radio y teLevisión
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• La operación de un sistema satelital para la transmisión de los 
promocionales a las televisoras de todo el país y de un sitio 
de internet para la radio permitió distribuir promocionales de 
video a 85 puntos en todo el país;

• La consolidación operativa y tecnológica del Centro Nacional 
de Control y Monitoreo (CENACOM) y los Centros de Ve-
rificación y Monitoreo (CEVEM), permitió la generación de 
reportes periódicos y sistemáticos sobre el cumplimiento de la 
pauta a los partidos políticos y autoridades electorales, mismos 
que fueron presentados ante el Comité de Radio y Televisión;

• La operación del SIATE  permitió tener una radiografía amplia 
del comportamiento efectivo de los medios de comunicación 
electrónica: algo nunca antes alcanzado en la historia de la ra-
dio y la televisión mexicanas.

d) La puesta en marcha del sistema de monitoreo y verificación, me-
diante el cual el IFE contó con los medios necesarios para compro-
bar la existencia de posibles irregularidades y ejercer los actos de 
autoridad correspondientes. 

e) La administración del tiempo oficial del Estado y su distribución, 
así como la verificación de la transmisión correspondiente, que 
permitió, durante el PEF 2011-2012, el acceso a radio y televisión 
por parte de partidos políticos y autoridades electorales en condi-
ciones de equidad. 

f) Como se desprende de los informes de monitoreo y requerimien-
tos realizados durante el PEF 2011-2012, que fueron presentados al 
Comité de Radio y Televisión, la transmisión de los promocionales 
conforme a la pauta aprobada y el acatamiento de la normatividad, al-
canzaron un cumplimiento de poco más de 97% en las transmisiones.   

Pero más allá de estas gruesas premisas, la administración de los 
tiempos del Estado implicó una gama de problemas particularmente 
complejos, que ameritan una reflexión puntual y específica. El pre-
sente capítulo expone los temas que el Instituto Federal Electoral, en 
su carácter de autoridad única en la administración de los tiempos del 
Estado, atendió durante el proceso electoral federal, y plantea los pro-
blemas y dilemas, así como las conclusiones y propuestas de mejora 
que se identifican en cada caso.

Sujetos regulados:

Partidos políticos

ii.1. tiemPos que corresPonden a Partidos PoLíticos 
 nacionaLes, individuaLmente, y cuando inteGran
 coaLición totaL o ParciaL
 
Introducción

El conjunto de elecciones federales, locales y extraordinarias en las 
que el IFE administró los tiempos en radio y televisión entre 2008 y 
2011, destaca por el registro de 36 coaliciones totales, que obligó a 
la modificación de la pauta en el segmento correspondiente al 30% 
igualitario, de conformidad con el artículo 98, párrafo 3, del código de 
la materia.

Cuando los registros o las disoluciones de coaliciones totales obli-
gan a modificar pautas, en cumplimiento al artículo 98, párrafo 5, del 
COFIPE, los plazos de dicha modificación han impedido en algunos 
casos que los pautados inicien su vigencia en correspondencia con una 
determinada etapa del proceso electoral. El caso más emblemático se 
recoge en el “Acuerdo del Comité de Radio y Televisión del Instituto 
Federal Electoral por el que se modifica el ‘Acuerdo del Comité de Ra-
dio y Televisión del Instituto Federal Electoral por el que se aprueban 
el modelo de distribución y las pautas para la transmisión en radio y 
televisión de los mensajes de los partidos políticos durante la precam-
paña y la campaña del proceso electoral ordinario dos mil once en el 
estado de Nayarit’ identificado con el número ACRT/006/2011, con 
motivo del registro de coaliciones totales ante el Instituto Estatal Elec-
toral de Nayarit”, identificado con la clave ACRT/007/2011, con mo-
tivo del retiro del Partido Acción Nacional de la coalición denominada 
“Nayarit, Paz y Trabajo”, identificado con la clave ACRT/013/2011.

Marco normativo

Artículo 98, numeral 3, del Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales (COFIPE).

Implementación del marco normativo

Durante el PEF 2011-2012 no existió ningún problema con la modifi-
cación de pautas con motivo del registro de coaliciones, pero conside-
rando el precedente del caso Sonora2 en 2009 es importante valorar si 
2 En 2009, el IFE comprobó que por un error de carácter operativo, las pautas que 

fueron notificadas a las emisoras de radio y televisión de Sonora no correspondían 
a las aprobadas por el Comité mediante el acuerdo ACRT/014/2009. El problema 
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para una mejor y más eficiente administración de los tiempos del Es-
tado es más conveniente que se dé el mismo trato a coaliciones totales 
y parciales, es decir, si con independencia del tipo de coalición, todos 
los partidos políticos deberían contar con espacios en la pauta del 30% 
individualmente.

Conclusiones

Resulta necesario mencionar que algunos partidos al interior del Con-
sejo General consideran que una interpretación del artículo 98-4 del 
COFIPE, en lo que respecta a la elección de Presidente, implica que 
los partidos coaligados accederán a sus derechos por separado. Con-
sideran también que incorporar al resto de las elecciones legislativas 
implicaría dar trato a la coalición como a un solo partido.

Tal como se presentó en el Informe General sobre la Implementa-
ción de la Reforma Electoral durante el Proceso 2008-2009, se sugiere 
eliminar el trato diferenciado en radio y televisión a coaliciones par-
ciales y coaliciones totales, pues su efecto es el de introducir condicio-
nes aún más complejas a la administración de los tiempos del Estado 
al obligar modificaciones a la pauta.

Desde otra perspectiva, podría también optarse por darle trata-
miento de un solo partido a cualquier coalición, en el reparto iguali-
tario del 30% del tiempo disponible, para evitar que en caso de que 
muchos partidos estuvieran coaligados, se diera una distribución con 
suma acumulada de tiempos en favor de una misma candidatura, 
por ejemplo, afectando a los partidos y candidatos competidores que 
no fuesen en coalición. Esta visión considera que permitir una suma de 
promocionales de forma individual también en el reparto igualitario 
de tiempo, equivaldría a permitir que el tope de gasto de campaña 
fuera por partido y no por candidato, con posibilidad de incremen-
tarse sensiblemente a partir del número de partidos que se sumasen  
a la misma candidatura. Por ello es importante considerar las venta-
jas y desventajas de asignar la totalidad del tiempo disponible de for- 
ma individual. 

Finalmente, sobre la pertinencia de eliminar el trato diferenciado, 
hay quienes opinan que debería  replantearse la interpretación del ar-
tículo 98-4 en relación con los artículos 96-5 y 98-3 del COFIPE res-
pecto al acceso a radio y TV de las coaliciones parciales y totales.

consistió en que la pauta notificada consideraba erróneamente que la alianza de 
los partidos era total, cuando se trataba en realidad de una coalición parcial, con 
derecho a un acceso ligeramente mayor en la distribución de los promocionales 
de la entidad.

ii.2. Horarios FiJos en Los Pautados

Introducción

A partir de la reforma electoral 2007-2008, en periodos electorales el 
IFE administra 48 minutos diarios en cada estación de radio y canal de 
televisión con cobertura en el espacio al que corresponda la elección 
de que se trate. Esos 48 minutos se distribuyen de la siguiente manera:

• Tres minutos por cada hora : 6:00 a 12:00 horas
• Dos minutos por cada hora : 12:00 a 18:00 horas
• Tres minutos por cada hora : 18:00 a 24:00 horas

Los promocionales pueden ser de 30 segundos, uno o dos minu-
tos según lo defina el Comité de Radio y Televisión. Cada pauta debe 
reunir los requisitos señalados en el artículo 34 del Reglamento de 
Radio y Televisión. Por ello, es importante analizar las posibilidades y 
conveniencia de un tipo de pauta distinta.

Marco normativo

El artículo 34 del RART.

En este marco y bajo las reglas constitucionales y legales de asig-
nación de tiempos, los horarios de la pauta cuentan con definiciones 
precisas y por disposición legal no es posible acumular tiempos (ar-
tículo 74 del COFIPE).

Implementación del marco normativo

Durante el PEF 2011-2012, las pautas fueron construidas atendiendo 
los criterios constitucionales y legales, por lo cual se puede afirmar 
que la equidad en la distribución y en la emisión de promocionales 
por partido político estuvo garantizada, lo cual demuestra la viabilidad 
práctica del modelo constitucional de comunicación política y electo-
ral en México.

Ahora bien, el RART prevé la notificación de las pautas con 20 
días de anticipación a su entrada en vigor, y en caso de modificacio-
nes, con cuatro días de antelación. En un esfuerzo de planeación y de 
comunicación permanente con cada órgano electoral estatal, durante 
el proceso electoral se aprobaron modelos de distribución de tiempos 
conforme a las normas constitucionales, legales y reglamentarias para 
4,810 pautas específicas, mismas que fueron notificadas con oportu-
nidad, de tal forma que cada concesionario y permisionario de radio 
y/o televisión contó con el tiempo suficiente para programar los 48 
minutos del tiempo diario que corresponde al Estado. 
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 Se aprobaron 4,810 pautas (3,486 de radio y 1,324 de televisión), 
de acuerdo al tipo de elección (proceso electoral federal sin coali- 
ción, proceso electoral federal con coalición, proceso electoral local co- 
incidente, proceso electoral local coincidente con coalición local, 
proceso electoral extraordinario, proceso electoral local coinciden-
te con coalición federal, proceso electoral extraordinario modifica-
do por el TEPJF, proceso electoral extraordinario con coalición lo-
cal, precampaña electoral local coincidente, campaña electoral local 
coincidente).

En todos los casos se aprobaron pautas de 48 minutos, distribuidos 
en tres minutos por cada hora (de las 6:00 a 12:00 horas y de las 18:00 
a 24:00 horas) y dos minutos por cada hora (de las 12:00 a 18:00 ho-
ras), con promocionales de 30 segundos.

Del tiempo que correspondió a los partidos políticos durante el pe-
riodo en que la precampaña local se desarrolló de forma simultánea 
a la precampaña federal, los horarios de la pauta en las estaciones de 
radio y canales de televisión que cubrieron el proceso local conforme 
al catálogo aprobado por el Comité de Radio y Televisión, fueron los 
siguientes:

a. Se destinaron 11 minutos diarios a cubrir la precampaña federal 
y siete minutos diarios para atender la precampaña local.

b. Se destinaron 26 minutos diarios a cubrir la campaña federal y 15 
minutos diarios para atender la campaña local. 

Resultados 

Con las reglas constitucionales, legales y reglamentarias, el IFE diseñó 
pautas para transmitir promocionales de partidos y autoridades elec-
torales, de modo que por cada día de transmisión se colocó un listado 
ordenado de promocionales, uno por uno hasta llegar a 96, entre las 
06:00 y 24:00 horas. La secuencia en que aparecieron se definió por 
sorteo y la distribución fue tan equitativa que todos los partidos políti-
cos contaron con espacios en todos los horarios de transmisión. Como 
instrumento jurídico, las pautas de transmisión se convirtieron en el 
vehículo de comunicación permanente entre la autoridad electoral y 
cada medio de comunicación en el país, y permitieron un entendimien-
to cabal de la industria de la radio y la televisión mexicana respecto de 
las instrucciones de transmisión del IFE. En los hechos, concesiona-
rios y permisionarios cumplieron en más del 98% con lo ordenado por 
la autoridad electoral. 

Problemáticas

El artículo 74, numeral 1, del COFIPE señala que “el tiempo en ra-
dio y televisión que determinen las pautas respectivas no es acumu-
lable; tampoco podrá transferirse tiempo entre estaciones de radio o 
canales de televisión, ni entre entidades federativas. La asignación de 
tiempo entre las campañas electorales se ajustará estrictamente a lo 
dispuesto en este capítulo, a lo que, conforme al mismo, establezca el 
reglamento en la materia, y a lo que determine el Comité de Radio y 
Televisión del Instituto”. Por ese motivo, la pauta mantiene un modelo 
rígido, pero ha probado su viabilidad en esas circunstancias.

Conclusiones

Tal como se argumentó en el Informe General sobre la Implementa-
ción de la Reforma Electoral durante el Proceso 2008-2009, es desea-
ble que se permita la acumulación de los tiempos oficiales para poder 
flexibilizar las formas de comunicación política. 

Algunas voces en el Consejo General han considerado que es im-
portante que los partidos políticos tengan la posibilidad de articular 
estrategias que supongan la determinación de un horario específico 
para la transmisión de sus promocionales y que éstos puedan tener 
una mayor duración, a fin de que sea posible explicar con mayor de-
talle sus propuestas y programas de campaña, al público específico 
que ellos decidan. Con las determinantes legales vigentes, hoy resulta 
imposible.

Debe quedar claro: cualquier modificación a la ley para disminuir 
el número de promocionales se verá reflejada en una pauta más ágil, 
clara y fácil de cumplir, sin que ello implique aumentar ni disminuir 
los 48 minutos diarios.

ii.3.  eL Formato de Los PromocionaLes

Introducción

A partir de la reforma electoral 2007-2008, en periodos electorales el 
IFE administra 48 minutos diarios en cada estación de radio y canal de 
televisión con cobertura en la elección de que se trate. Los promocio-
nales pueden ser de 30 segundos, uno o dos minutos según lo defina el 
Comité de Radio y Televisión. Desde un principio, el Comité de Radio 
y Televisión y, destacadamente, los partidos políticos han preferido or-
ganizar sus estrategias de comunicación a partir de  promocionales de 
30 segundos. Como resultado de esta decisión, durante el pasado PEF 
2011-2012 se pautaron 9,097 distintas versiones de promocionales en 
2,335 emisoras (853 de radio AM, 741 de radio FM y 741 de televi-
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sión), lo que implicó una transmisión individual de 96 promocionales 
al día por emisora. Lo anterior, nos da un total de 43 millones 756 mil 
493 promocionales entre partidos políticos y autoridades electorales 
de todo el país.

Este ha sido, sin duda, el efecto no deseado de la reforma electoral 
2007-2008 que ha cobrado  más relevancia. Vale recordar que uno de los 
propósitos de la citada reforma fue precisamente reducir el uso de pro-
mocionales, por considerar que se trata de una práctica que banaliza la 
política, deteriora la democracia y desalienta la participación ciudadana.

Marco normativo

Los artículos 55 y 56, numeral 4, del COFIPE.

Implementación del marco normativo

La Junta General Ejecutiva y el Comité de Radio y Televisión apro-
baron modelos de distribución de tiempos conforme a las reglas cons-
titucionales, legales y reglamentarias para 4,810 pautas específicas 
para todo el PEF 2011-2012, las 15 elecciones locales y el proceso ex-
traordinario en Morelia. En total, se pautaron 43 millones 756 mil 493 
promocionales de 30 segundos entre partidos políticos (22’473,033) y 
autoridades electorales (21’283,460) de todo el país.3

Resultados 

La administración del tiempo oficial del Estado y su distribución, así 
como la verificación de las transmisiones  correspondientes, permitió 
durante el PEF 2011-2012 el acceso a la radio y la televisión por parte 
de partidos políticos y autoridades electorales.

Los concesionarios y permisionarios de la radio y la televisión 
mexicana cumplieron con sus obligaciones. Como se desprende de 
los informes de monitoreo y requerimientos realizados durante el PEF 
2011-2012, que fueron presentados al Comité de Radio y Televisión, 
la norma general en todo el país fue que se acató la normatividad y 
se transmitieron los promocionales conforme a la pauta aprobada. El 
cumplimiento fue ligeramente superior al 97% en las transmisiones, 
aún con la rigidez del modelo de pauta vigente, que implica la admi-
nistración de más de 43 millones de promocionales de 30 segundos. 
De esta manera, el IFE se consolidó como autoridad plena para la ad-
ministración de los tiempos del Estado en materia electoral.

3 Para consultar las cifras a detalle, referirse al anexo técnico, apartado II.3., sobre 
El formato de los promocionales.

Problemáticas

No hay duda de que la administración de más de 43 millones de pro-
mocionales resultó un reto de alta complejidad, aunque no hubo queja 
alguna de partidos políticos o autoridades electorales con motivo de 
promocionales mal distribuidos o de promocionales no transmitidos a 
causa de la operación del IFE.

Es un logro indudable. No obstante,  es claro que conviene revisar 
algunos temas. En primer lugar, convendría discutir si es correcto que 
durante todo el PEF 2011-2012 prácticamente la mitad del tiempo se 
haya destinado a autoridades electorales y la otra mitad a los partidos 
políticos. Igualmente importante es revisar el esquema para el caso de 
campañas coincidentes, donde  los partidos políticos nacionales tienen 
casi el 90% del tiempo y los partidos que compiten en elecciones loca-
les sólo el 10% (una consecuencia  de lo asincrónico de los calendarios 
electorales). De igual forma es necesario valorar si tiene sentido la emi-
sión de casi 10 millones de promocionales de autoridades electorales 
durante la intercampaña. Se transmitió una cantidad de promociona- 
les que parece excesiva, la reflexión al respecto sugiere que el modelo 
de comunicación política podría acaso ser más eficiente con un  número 
menor de promocionales, de mayor duración; desde luego, sin dejar de 
emplear los 48 minutos de tiempo del Estado.

Conclusiones 

A pesar de lo elocuente de los resultados, parece importante revisar y 
discutir si tal cantidad de promocionales es adecuada o si se requiere 
que los dispositivos constitucionales y legales modifiquen las reglas,  el 
uso del tiempo disponible y el número de promocionales que derivan 
de su cumplimiento. Como se indicó desde el Informe General sobre 
la Implementación de la Reforma Electoral durante el Proceso 2008-
2009, los campos de ajuste necesarios deben incluir usos alternativos 
del tiempo del Estado en radio y televisión con fines electorales: men-
sajes de inicio y cierre de campaña en cadena nacional y por partido, 
debates obligatorios también en elecciones intermedias, debates para 
contraste de las plataformas programáticas, entre otros. Además, como 
ya se indicó en otro apartado, también sería  deseable que se permitiera  
la acumulación de los tiempos oficiales para dar mayor flexibilidad a 
las formas de comunicación política. Con las determinantes legales 
vigentes, hoy resulta imposible.
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ii.4.  eL artícuLo 60 deL coFiPe: PorcentaJe que deben 
destinar Los Partidos a cada tiPo de eLección FederaL

Introducción

Por primera vez desde que el IFE administra los tiempos del Estado en 
radio y televisión en materia electoral, se puso a prueba la aplicación 
del artículo 60 del COFIPE, tratándose de una elección presidencial.

La ley prevé que al existir dos tipos de campaña a nivel federal, 
para los poderes Ejecutivo y Legislativo, los partidos políticos deben 
destinar un 30% (al menos) para un tipo de campaña. Sin embargo, 
es muy difícil determinar con seguridad a qué campaña corresponde 
cada promocional, puesto que eso requeriría una valoración del conte-
nido en la que no puede evitarse un sesgo subjetivo. 

En este contexto, el IFE determinó dejar en libertad de decisión 
sobre la clasificación de los promocionales a los partidos políticos, a 
efecto de no intervenir en la valoración del contenido del promocional 
para catalogarlo como correspondiente al Ejecutivo o al Legislativo.

Marco normativo

El artículo 60 del COFIPE.

Implementación del marco normativo

A lo largo del proceso electoral y de manera periódica, la Dirección 
Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos consultó a los partidos 
políticos con el propósito de que indicaran el tipo de campaña federal 
a la que pertenecían cada uno de sus promocionales. 

Al finalizar el PEF 2011-2012, el Comité de Radio y Televisión dio 
cuenta del número de versiones que cada partido político pautó a nivel 
federal, así como el número de impactos que cada versión ocupó en 
la pauta. Los datos están sustentados en la base de datos del Sistema 
de Pautas v 2.0 y abarcan consultas para las 2,335 emisoras de radio y 
televisión incluidas en el Catálogo de Emisoras que cubren el Proceso 
Electoral Federal 2011-2012. El periodo reportado fue del 30 de marzo 
al 27 de junio de 2012.

1. Número de versiones de promocionales por partido político
y número de impactos (30 de marzo al 27 de junio de 2012)

Partido político Número de
versiones en radio

Número de
versiones en TV Total de versiones Total de impactos

Partido Acción 
Nacional 94 105 199 4,068,605

Partido
Revolucionario 
Institucional

125 118 243 5,078,742

Partido de la
Revolución
Democrática

21 21 42 1,693,507

Partido Verde
Ecologista
de México

16 20 36 1,737,059

Partido del Trabajo 23 29 52 708,940

Partido Nueva 
Alianza 24 34 58 1,290,175

Partido Movimiento 
Ciudadano 27 26 53 562,006

Total 330 353 683 15,139,034
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Sobre esta base de versiones de promocionales, cada partido contes-
tó formalmente respecto a su clasificación. Los resultados se ven en el 
siguiente apartado.

Resultados 

Resultados del conteo por tipo de campaña según información pro-
porcionada por cada partido político en respuesta a los oficios 
DEPPP/5784/2012, DEPPP/5922/2012 y DEPPP/6162/2012 (dirigidos 
al PMC); DEPPP/5785/2012, DEPPP/5923/2012 y DEPPP/6163/2012 
(dirigidos al PAN); DEPPP/5786/2012, DEPPP/5927/2012 y 
DEPPP/6167/2012 (dirigidos al PNA); DEPPP/5787/2012, 
DEPPP/5924/2012 y DEPPP/6164/2012 (dirigidos al PRD); 
DEPPP/5789/2012, DEPPP/5925/2012 y DEPPP/6165/2012 (dirigidos 
al PT); DEPPP/5790/2012, DEPPP/5926/2012 y DEPPP/6166/2012 
(dirigidos al PVEM); de fecha 14 de mayo de 2012, 13 de junio de 
2012 y 05 de julio de 2012, respectivamente:

Partido Total de impactos Ejecutivo % Legislativo %

Partido Acción Nacional 4,068,605 2,675,349 66 1,393,256 34

Partido Revolucionario Institucional 5,078,742 3,360,783 66 1,717,959 34

Partido de la Revolución Democrática 1,693,507 941,507 56 752,000 44

Partido Verde Ecologista de México 1,737,059 895,632 52 841,427 48

Partido del Trabajo 708,940 335,453 47 373,487 53

Partido Nueva Alianza 1,290,175 774,243 60 515,932 40

Partido Movimiento Ciudadano 562,006 268,163 48 293,843 52

Como se advierte, todos los partidos políticos cumplieron con la 
norma bajo el criterio adoptado por el IFE.

Problemáticas

Para verificar  el cumplimiento de  lo dispuesto en el artículo 60, el IFE 
enfrentó un dilema: calificar el contenido de un promocional o dejar en 
libertad a los partidos políticos para hacerlo. A la luz de la experiencia, 
la primera postura implica el riesgo de una valoración subjetiva, dis-
cutible, del contenido de un mensaje. Por ejemplo, ¿cómo calificar un 
promocional cuando aparecen juntos el candidato al Poder Ejecutivo 
y un grupo de legisladores?, ¿cómo definir a qué campaña pertenece 
un mensaje en que legisladores de un partido señalan al candidato al 
Ejecutivo?, ¿cómo clasificar un mensaje alusivo a algún tema de co-
yuntura sin que se mencione o aparezcan aspirantes al Ejecutivo o al 
Legislativo? En esta circunstancia, el IFE determinó dejar en libertad 
de decisión sobre la clasificación de los promocionales a los partidos 
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políticos y fueron exclusivamente ellos quienes señalaron el tipo de 
campaña al que pertenecía cada promocional.

Conclusiones

El dispositivo 60 del código comicial federal relativo a los conteos por 
tipo de campaña resulta muy complejo de cumplir si se deja en manos 
de la autoridad el juicio sobre la clasificación de los promocionales.  
Por lo tanto, debe dejarse en manos de los partidos políticos la asigna-
ción del tipo de mensajes que quieran ofrecer al electorado, el tipo de 
campaña al que quieran darle más peso. 

Otra posible solución sería añadir como requisito legal la obliga-
ción de incorporar una leyenda y un mensaje sonoro que dijese de 
qué campaña es el promocional, lo que permitiría tener huella acústica 
y verificar el mandato a través del sistema de monitoreo del IFE, y al 
mismo tiempo, permitir una distribución de mensajes no tan centrada 
en los candidatos presidenciales.

Emisoras

ii.5. maPas de cobertura, catáLoGo y bLoqueos
 de transmisiones en emisoras rePetidoras

Introducción

En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 62, párrafo 5, del  
COFIPE, el Comité de Radio y Televisión elaboró, para atender el PEF 
2011-2012 y las elecciones locales coincidentes, el catálogo de emi-
soras que se ven y escuchan en cada entidad federativa y actualizó 
los mapas de cobertura de todas las estaciones de radio y canales de 
televisión del país. Aunado a ello, determinó su alcance efectivo, in-
corporó información relativa a la población total comprendida por la 
emisora correspondiente en cada entidad, e hizo del conocimiento pú-
blico las estaciones de radio y canales de televisión que participarían 
en la transmisión de las elecciones federales y locales durante 2012.

De esta manera, el catálogo nacional de estaciones de radio y cana-
les de televisión se conformó por el listado de concesionarios y permi-
sionarios de todo el país que: 

a. Tuvieron la obligación de transmitir las pautas para la difusión de 
los promocionales de partidos políticos y autoridades electorales 
que les fueron notificadas; y

b. Estuvieron obligados a suspender la transmisión de propaganda 
gubernamental durante el periodo de campañas.

 En números agregados, el catálogo se integró por 2,335 emisoras 
(853 de radio AM, 741 de radio FM y 741 de televisión).

No obstante, las diversas modalidades de transmisión en la indus-
tria de la radio y la televisión obligaron al Consejo General a definir el 
alcance del catálogo en el tema de los “bloqueos”, es decir, en la capa-
cidad de un concesionario o permisionario para insertar contenidos 
distintos de la transmisión que originalmente reciben. En este caso, 
insertar los promocionales correspondientes.

Marco normativo

Los artículos 41, apartados A y B de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 49, 55, 57, 58, 59, 62, numeral 5; 64, 65 y 
66 del COFIPE; y 44, 45 y 46 del RART.

Implementación del marco normativo

El Consejo General del IFE aprobó el Acuerdo del Consejo General 
(CG117/2012) del Instituto Federal Electoral por el que se Modifi-
ca el Catálogo de Estaciones de Radio y Canales de Televisión que 
Participan en la Cobertura del Proceso Electoral Federal 2011-2012, 
así como de los Procesos Electorales Locales con Jornada Comicial 
Coincidente con la Federal, con la finalidad de resolver en definitiva 
el tema de bloqueos.

Resultados 

A lo largo de los procesos electorales, tanto federales como locales, 
transcurridos a partir de 2008, y para los cuales el IFE administró los 
tiempos de radio y televisión, la autoridad electoral ha buscado que la 
obligación de transmisión de los pautados se cumpla cabalmente. Sin 
embargo, también ha sido consciente de las dificultades que ello ha 
implicado para las emisoras.

En la determinación de las emisoras que se incluirían para cubrir 
la pauta local de distintas entidades se privilegió a aquellas zonas y 
entidades donde se celebraron procesos electorales locales de manera 
concurrente con el Proceso Electoral Federal 2011-2012.

La prerrogativa de los partidos políticos nacionales que participa-
ron en el ámbito local para diferenciar sus promocionales respecto de 
la pauta federal no se refiere exclusivamente a aquellas entidades o 
municipios en los que se llevan a cabo procesos electorales locales; no 
obstante, se priorizaron aquellas entidades donde se celebraran comi-
cios estatales.
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Así, para la determinación del criterio a adoptar, se valoraron las 
prerrogativas de los partidos políticos y la importancia de la transmi-
sión de pautados diferenciados, por un lado, y las dificultades técnicas 
y materiales que representaba para las emisoras el cumplimiento de su 
obligación, por el otro.

De esta manera, aplicando el criterio de racionalidad, se dio priori-
dad al cumplimiento de la obligación de bloquear –es decir, de insertar 
programación local en las señales retransmitidas para cumplir la pauta 
ordenada por el IFE– en aquellas entidades donde se llevaron a cabo 
procesos electorales concurrentes con el federal, toda vez que durante 
la celebración de los procesos electorales locales en los cuales los par-
tidos políticos y las coaliciones buscaron darle a conocer a la ciudada-
nía sus plataformas políticas para una entidad y un cargo en particular, 
resultó indispensable que el electorado de dichas entidades conociera 
de manera específica la oferta política e ideológica existente respecto de 
los cargos de elección a nivel estatal, distrital y municipal.

En este contexto, para los casos de concesionarias del Grupo Tele-
visa y de Televisión Azteca, se determinó que un conjunto de emisoras 
bloquearan su señal de origen para dar paso a la transmisión de promo-
cionales locales en todas las entidades federativas del país.

Sobre la base de los criterios de máxima eficiencia y racionalidad 
adoptados y ratificados por el TEPJF, toda emisora incluida en el ca-
tálogo transmitió 48 minutos diarios a partir del 18 de diciembre de 
2011; y todas transmitieron los mensajes con mayor agilidad que en 
cualquier otra elección desde 2008. De esta forma, toda candidatura 
tuvo la posibilidad de ser vista o escuchada en su localidad; todas las 
elecciones locales coincidentes con la federal contaron con espacio 
en las señales nacionales; y todas las capitales y ciudades con mayor 
población en el país, pudieron ser informadas con las señales de ma- 
yor audiencia y a la velocidad del nuevo modelo derivado de la refor-
ma al Reglamento de Radio y Televisión. Es decir, el criterio adoptado 
por el Consejo General no implicó en forma alguna que el IFE dejara 
de disponer de los tiempos oficiales que indica la Constitución, pues 
desde el inicio del periodo de precampañas y hasta el día de la jornada 
electoral, todos los concesionarios y permisionarios del país difundie-
ron 96 promocionales de los partidos políticos y de las autoridades 
electorales, de acuerdo con las pautas que aprobaron tanto el Comité 
de Radio y Televisión como la Junta General Ejecutiva.

Problemáticas

Durante los procesos electorales, los concesionarios y permisionarios 
de radio y televisión están obligados a participar en la cobertura de 
las elecciones que transcurran en las entidades en las que operen, sin 

que las distintas modalidades de operación les eximan de este deber 
constitucional y legal. 

No obstante, por las dificultades que ello ha implicado para la in-
dustria de la radio y la televisión,  el Consejo General definió el alcance 
del catálogo en el tema de los “bloqueos”, es decir, identificó con base 
en una verificación técnica y directa, la capacidad de un concesionario 
o permisionario para insertar contenidos diversos a la transmisión que 
originalmente reciben.

De un total de 157 emisoras bajo análisis, el Consejo General de-
terminó que 28 de ellas transmitieran la pauta local y 129 conforma-
ron un grupo de emisoras que transmitieron exclusivamente la pauta 
federal. Se estableció un plazo perentorio (31 de diciembre de 2012) 
para que todas las emisoras estuvieran en posibilidad de realizar los 
bloqueos.

Vale destacar que en este caso el IFE realizó el primer ejercicio 
de análisis documental, verificación censal y en campo mediante el 
cual se evaluaron las condiciones materiales con las que trabajaban 
las emisoras para desarrollar su capacidad de bloqueo.4 Hasta enton-
ces, nunca se había realizado un estudio general, emisora por emisora, 
para conocer su capacidad técnica y operativa real. A partir de 2012, 
se cuenta con nuevos elementos objetivos, medibles y comprobables 
para apoyar las diferentes decisiones que deba emprender la autoridad 
electoral.   

El IFE inició con los trabajos de validación que le permitieron de-
terminar cuáles de las 129 señales que transmitían exclusivamente la 
pauta federal, eran monitoreadas en ese momento por el Instituto, de-
terminando las causales precisas de aquellas emisoras cuya captación 
no fuera posible, conforme a los siguientes tres supuestos:

a) La potencia con que transmiten estas emisoras es muy baja y no 
permite la captación de la señal a través de ninguno de los 143 
Centros de Verificación y Monitoreo (CEVEM) que tiene operando 
el Instituto a nivel nacional.

b) Las poblaciones en donde se encuentran domiciliadas estas emi-
soras están muy distanciadas de algún CEVEM instalado por el 
Instituto.

c) La región en donde se encuentran ubicadas algunas de estas 
emisoras presentan una orografía irregular, lo que impide que el 
radio de cobertura de las señales sea mayor y con posibilidad de 
ser captadas.

4 Ver Informe sobre factibilidad de 157 emisoras de televisión que argumentan im-
posibilidad de realizar bloqueos, presentado por la Secretaría Ejecutiva en sesión 
extraordinaria del Consejo General celebrada el 15 de febrero de 2012.
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Sin embargo, el IFE continúa desarrollando nuevos mecanismos 
técnicos que permitan alcanzar la captación total de las emisoras ubi-
cadas en estos supuestos.

Asimismo, de acuerdo a la experiencia y previo análisis de la le-
gislación, han surgido diversos dilemas que la autoridad está obligada 
a plantear: los mapas de cobertura ¿pueden ser ajustados por el IFE a 
partir de las verificaciones de campo o de consultas casuísticas, o de-
ben conservarse tal y como los valide la COFETEL?, ¿en los catálogos 
de emisoras debe privilegiarse el domicilio legal, el territorio prepon-
derantemente cubierto o la audiencia también?

Conclusiones

Los artículos 62, párrafo 5, del Código Federal de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales y 48 del Reglamento de Acceso a Radio y Te-
levisión en Materia Electoral indican que los catálogos de emisoras de 
radio y televisión para los procesos electorales deberán incluir a cada 
estación y canal obligado a transmitir la pauta correspondiente a una 
elección determinada. Cada estación de radio y canal de televisión 
que se incluya en el catálogo para transmitir la pauta de un proceso 
electoral local, se encuentra obligada a destinar, desde el inicio de la 
precampaña y hasta el día de la jornada electoral, 48 minutos diarios a 
la difusión de promocionales de partidos políticos y autoridades elec-
torales conforme a la pauta notificada por el Instituto Federal Electo-
ral. En el pasado proceso, todo ello se cumplió cabalmente. 

Al respecto, en las sentencias dictadas en los recursos de apelación 
identificados con los números de expedientes SUP-RAP-204/2010 y 
acumulados; y SUP-RAP-211/2010 y acumulados, el TEPJF estable-
ció que la frase “cada estación de radio y televisión” es clara, en cuan- 
to a que se refiere a todas las estaciones de radio y canales de televi-
sión, sin exclusión, lo cual se ve enfatizado con lo prescrito en el inciso 
d), apartado A, base III, del citado artículo 41 constitucional, en cuanto 
a que se establece categóricamente “las transmisiones en cada esta-
ción de radio y canal de televisión”, lo cual no se puede interpretar 
en forma diversa a la totalidad de las estaciones de radio y televisión.

Adicionalmente, la Sala Superior del TEPJF en su tesis de jurispru-
dencia identificada con el número 21/2010, rubro Radio y Televisión. 
Los Concesionarios y Permisionarios Deben Difundir los Mensajes de 
los Partidos Políticos y de las Autoridades Electorales, con Indepen-
dencia del Tipo de Programación y la Forma en que la Transmitan, 
estableció que cada estación de radio y canal de televisión tiene la obli-
gación de transmitir los mensajes de las autoridades electorales y de los 
partidos políticos en el tiempo que administra el Instituto, con indepen-
dencia del tipo de programación y la forma en la que la transmitan.

Aunado a lo anterior, para la elaboración de los catálogos de emi-
soras para los procesos electorales, resultó aplicable la tesis identifi-
cada con el número XXIII/2009, rubro Radio y Televisión. El Instituto 
Federal Electoral Carece de Atribuciones para Eximir a los Concesio-
narios y Permisionarios de su Obligación de Transmitir los Mensajes 
de las Autoridades Electorales y de los Partidos Políticos, conforme a 
la cual el IFE bajo ninguna circunstancia puede establecer excepciones 
o condiciones a los mandatos constitucionales y legales relativos a la 
transmisión de los tiempos del Estado en materia electoral.

De acuerdo con los precedentes citados, durante los procesos elec-
torales, los concesionarios y permisionarios de radio y televisión están 
obligados a participar en la cobertura de las elecciones que transcurran 
en las entidades en las que operen, sin que las distintas modalidades de 
operación les eximan de este deber constitucional y legal.

Con respecto al problema de los mapas, si pueden ser ajustados por 
el IFE a partir de las verificaciones de campo o de consultas casuísticas, 
o deben conservarse tal y como los valide la COFETEL, la solución 
parece sencilla. Los mapas de cobertura se realizan en conjunto con la 
autoridad competente, pero sugerir que el Instituto se encargue de 
la elaboración o modificación de los mismos por medio de verifica-
ciones de campo o consultas casuísticas resulta innecesario, dado que 
ya existe un órgano encargado para ello, y poco práctico, porque es 
sólo este órgano quien cuenta con toda la información necesaria para 
elaborar dichos mapas.

En relación a si debe privilegiarse el domicilio legal, el territorio 
preponderantemente cubierto o la audiencia, la mejor opción es pri-
vilegiar el criterio de cobertura en relación con la población a la que 
llega, ya que como el Reglamento de Radio y Televisión en Materia 
Electoral lo establece, los mapas de cobertura se elaboran en función 
de estos dos elementos.

Aplicar el criterio del domicilio no resulta práctico, en virtud de 
que varias emisoras se encuentran domiciliadas en estados ajenos a 
su cobertura, y eso implica que de las disposiciones normativas esta-
blecidas en el reglamento referido se entiende que deben tomarse en 
cuenta los criterios de territorio y población para garantizar el derecho 
tanto de los partidos políticos de presentar su ideología, propuestas y 
plataforma, como de los ciudadanos de ser informados al respecto.

En otras palabras, en el catálogo de emisoras que participarán en 
un proceso electoral local se deberá incluir invariablemente a las emi-
soras que transmitan en esa entidad (domiciliadas), y en segundo lugar, 
a las emisoras que a pesar de no transmitir desde ésta, llegue su señal. 
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Algunas voces del Consejo consideran que ello debe realizarse to-
mando en cuenta la población y la suficiencia de las transmisiones. 
Criterios señalados por la autoridad administrativa y judicial, que ya 
fueron incorporados dentro del marco normativo en la materia.

Otras voces consideran que, derivado de la obligación constitucio-
nal establecida para “cada estación de radio y televisión”, el criterio 
de suficiencia de las transmisiones no debe ser considerado en los tér-
minos de lo resuelto por el TEPJF al pronunciarse sobre el RART, en 
la sentencia SUP-RAP-535/2011 y acumulada.

Por su parte, algunos partidos al interior del Consejo General con-
sideran que, tal como lo establece el artículo 62 del COFIPE, los mapas 
de cobertura deben realizarse basándose en la información proporcio-
nada por la COFETEL, pero con verificaciones sobre la cobertura 
efectiva realizadas por el Instituto, siendo el criterio preponderante que 
las señales sean vistas y escuchadas en un determinado territorio.

ii.6. emisoras comunitarias

Introducción

De conformidad con la Asociación Mundial de Radios Comunitarias 
(AMARC),5 la radio comunitaria es definida a partir de tres aspectos 
que la caracterizan: 

1. Se trata de una actividad con fines no lucrativos;
2. La comunidad tiene el control sobre la propiedad; y 
3. Está caracterizada por la participación de la comunidad.

En la AMARC se encuentran registradas 15 radios comunitarias 
mexicanas,6 de las cuales nueve ya cuentan con permiso para transmitir 
por parte de la Comisión Federal de Telecomunicaciones (COFETEL) 
y, por lo tanto, ya cuentan con pauta para transmisión de promocionales 
de partidos políticos y autoridades electorales emitida por el Instituto 
Federal Electoral. Estas emisoras se localizan en Jalisco (1), Estado 
de México (1), Michoacán (3), Oaxaca (3) y Sonora (1). Las seis ra-
dios comunitarias restantes aún no cuentan con registro oficial ante la 
COFETEL pues está pendiente su aviso de instalación final. Éstas son:

1. Teponaztle Cultura y Comunicación, A. C., XHRTPZ-FM, 92.3 
MHz, Tepoztlán, Morelos; 

5 Una organización no gubernamental internacional al servicio del movimiento de 
la radio comunitaria, que agrupa la cerca de 3,000 miembros y asociados en 110 
países.

6 Para consultar las cifras a detalle, referirse al anexo técnico, en el apartado II.6., 
sobre Emisoras comunitarias.

2. Por la Igualdad Social, A. C., XHTYL-FM, 98.5 MHz, Monterrey, 
Nuevo León; 

3. Cultura y Comunicación de Zaachila, A. C., XHZAA-FM, 96.3 
MHz, Villa de Zaachila, Oaxaca ;

4. Radio Aro, A. C., XHARO-FM, 104.5 MHz, Netzahualcóyotl, Es-
tado de México; 

5. Comunicadores Filo de Tierra Colorada, A. C., XHPXA-FM, 97.9 
MHz, San Miguel Xaltepec, Puebla;

6. Voz Flor y Canto, A. C., XHVFC-FM, 102.1 MHz, Otumba, Esta-
do de México.

Marco normativo

El artículo 51 del RART.

Implementación del marco normativo

A partir del reconocimiento particular de las radios comunitarias,7 fue 
importante establecer, a nivel reglamentario, el tratamiento específico 
aplicable a estas emisoras.

Como cualquier medio de comunicación permisionado, las radios 
comunitarias deben cumplir con todas las disposiciones constituciona-
les y legales en materia electoral, destacadamente:

1. Transmitir la pauta ordenada por el IFE (número de promociona-
les, orden, secuencia y en franjas horarias específicas);

2. Reprogramar y reponer promocionales, en caso de incumplimien-
tos; y,

3. Suspensión de propaganda electoral en periodos específicos.

Sin embargo, es fundamental reconocer que la radio comunitaria 
no tiene fines de lucro y su función es sobre todo cultural y social; que 
este tipo de emisoras se esfuerzan por promover la interacción con 
las comunidades (sobre todo indígenas) con objeto de lograr que los 
oyentes intercambien sus historias, sus tradiciones, costumbres y 
su música; que tienen como fin (primordial) preservar y enriquecer 
las lenguas indígenas, conocimientos y todos los elementos que cons-
tituyan su cultura e identidad; y que sus programas se suelen difundir 
en español y en otros idiomas indígenas. 

 La Constitución Federal establece que para promover la igualdad 
de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica discri-
minatoria, las autoridades establecerán las instituciones y determina-
rán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos 

7 Precedente del Consejo General del IFE/abril de 2010/Radio Calenda.
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de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunida-
des, las cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con 
ellos; asimismo,  para abatir las carencias y rezagos que afectan a los 
pueblos y comunidades indígenas, dichas autoridades tienen la obliga-
ción de establecer condiciones para que los pueblos y las comunidades 
indígenas puedan adquirir, operar y administrar medios de comunica-
ción; por esos motivos fue necesario establecer un marco normativo 
específico que permitiera a las radiodifusoras comunitarias tener una 
existencia acorde a sus particularidades.

Si bien es cierto que el RART ya contempla consideraciones par-
ticulares para emisoras comunitarias, se considera que dichos ajustes 
reglamentarios puedan ser revisados en una reforma legal.

A propósito de lo anterior, el 30 de julio de 2010, el entonces repre-
sentante nacional de la Asociación Mundial de Radios Comunitarias, 
entregó por escrito a la consejera y consejeros electorales del IFE, un 
“Informe sobre la situación de las radios comunitarias en el cumpli-
miento con los pautados del IFE”, ahí se expuso cómo cada una de 
las 15 emisoras agrupadas en dicha Asociación tienen particularida-
des que las ponen en clara desventaja para cumplir adecuadamente 
los pautados del IFE, frente a concesionarios e incluso frente a otros 
permisionarios.

El informe aludido se entregó en respuesta a la discusión que sos-
tuvieron los consejeros electorales el 28 de abril de 2010 en sesión 
extraordinaria del Consejo General, a propósito del ya mencionado 
procedimiento especial sancionador en contra de Radio Calenda, La 
Voz del Valle, ubicada en el Estado de Oaxaca.

Radio Calenda, al igual que otras emisoras comunitarias indíge-
nas y no indígenas, es una emisora que tiene permiso para operar, sin 
embargo, sus desventajas eran y son notables frente a otras emisoras 
permisionarias y concesionarias, lo que llevó al Consejo General a re-
conocer las condiciones distintas de este tipo de emisoras permisiona-
rias, que cuentan con permiso otorgado y debidamente registrado en 
la Comisión Federal de Telecomunicaciones, pero que cumplen una 
función social sin pago de por medio a sus colaboradores, sin subsidios 
públicos regulares o presupuesto asignado, sin ánimo de lucro, y sin 
oportunidad de recibir ingresos por la vía de la comercialización como 
sí pueden hacerlo las concesionarias.

Resultados 

Durante el PEF 2011-2012 no hubo un solo caso de medios comunita-
rios sancionados por incumplimiento a la pauta, por lo que es posible 
afirmar que bajo las condiciones reglamentarias actuales el modelo de 

comunicación política es viable también para estos permisionarios. Por 
supuesto, es deseable que la ley contemple los ajustes reglamentarios 
al igual que otros casos (si los hubiera) con respecto a condiciones que 
favorezcan la aplicabilidad del modelo y el cumplimiento de la pauta.

Problemáticas

Durante el PEF 2011-2012 no se presentó ningún problema respecto 
de la administración de los tiempos de radio y televisión en emisoras 
comunitarias. No obstante, subsiste el problema de garantizar el cum-
plimiento de la pauta por parte de este tipo de emisoras, y el de dar un 
trato equitativo a los permisionarios en los esquemas de pautado. 

Por otro lado, como puede apreciarse, muchas de estas emisoras 
comunitarias son operadas por voluntarios indígenas, por lo que en 
cumplimiento al artículo 2 constitucional, en su fracción VI, deben 
promoverse condiciones que garanticen su actividad social. Dicho ar-
tículo señala como derecho de los pueblos y comunidades indígenas:

VI. Extender la red de comunicaciones que permita la integración de 
las comunidades, mediante la construcción y ampliación de vías de 
comunicación y telecomunicación. establecer condiciones para que 
los pueblos y las comunidades indígenas puedan adquirir, operar y 
administrar medios de comunicación, en los términos que las leyes 
de la materia determinen.

En este sentido el reconocimiento de las características especiales 
de las emisoras comunitarias implica trasladar al ámbito legal los avan-
ces que ha alcanzado el IFE y avalado el TEPJF en una primera aproxi-
mación normativa, a efecto de generar condiciones para que este tipo 
de emisoras puedan dar cumplimiento adecuado a los pautados electo-
rales sin riesgo de ser sancionadas, y sin que se les dispense el mismo 
trato que a cualquier otra emisora, como si fuesen iguales, cuando es 
claro que no lo son; pues es comprobable que sus colaboradores son 
voluntarios y que no cuentan con ningún subsidio presupuestal regular 
que sí tienen otro tipo de emisoras permisionarias, como las radios o 
canales de televisión que son sistemas estatales públicos o federales.

 
Por lo anterior, el Consejo General incorporó en el “Reglamento 

de Radio y Televisión en Materia Electoral” la definición de “me-
dios comunitarios”, lo que sirvió para dar certeza sobre cómo se iba a 
clasificar y atender a este tipo de emisoras permisionarias en aras de 
promover el cumplimiento de los pautados sin dejar de reconocer las 
características particulares del caso. 
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Este tipo de permisionarios o “medios comunitarios” se definen 
en el Reglamento aludido como “Permisionarios Privados sin fines de 
Lucro”. Quedan incluidos en esa figura si acreditan contar con per-
sonal voluntario y carecer de techo presupuestal público. Cumplidas 
dichas condiciones, existen criterios muy puntuales definidos en el 
Reglamento que permiten ajustar las pautas para distribuir los promo-
cionales electorales en horarios en los que exista el personal que las 
opera manualmente, sin eximir ni un minuto de transmisión respecto 
a sus obligaciones electorales, pero permitiendo un reordenamiento de 
horarios en caso de ser solicitado.

Estos dos instrumentos fundamentales para dar certeza al cumpli-
miento de pautados y un trato justo a quienes tienen características 
especiales, podría fortalecerse con ajustes que establecieran tanto en 
el COFIPE, como en la Ley Federal de Radio y Televisión, las ca-
racterísticas ya detectadas de las emisoras comunitarias que operan 
legalmente en nuestro país.

Esta definición o claridad no se contrapone con el artículo 13 de la 
Ley Federal de Radio y Televisión, el cual señala a la letra:

Artículo 13.- Al otorgar las concesiones o permisos a que se refiere 
esta ley, el Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes determinará la naturaleza y propósito de las 
estaciones de radio y televisión, las cuales podrán ser: comerciales, 
oficiales, culturales, de experimentación, escuelas radiofónicas o de 
cualquier otra índole.

Como se aprecia, el IFE no fue más allá de lo que permite la ley, ya 
que ésta prevé a permisionarios “de cualquier otra índole”.

Conclusiones

Con las posibilidades expuestas, para dar un tratamiento especial a la 
radio comunitaria, es prioritario que en el marco de la reforma legal, 
estas emisoras queden ceñidas a un régimen que: 

1. Contemple que las reposiciones se realicen en un periodo de dos 
semanas (no como a los concesionarios y permisionarios que lo 
hacen una semana después de la omisión) y, sobre todo, que si se 
trata de fallas técnicas se omita la reprogramación correspondiente, 
habida cuenta que no poseen ni tecnología de punta, ni recursos 
materiales ni financiamiento para sustentar su operación.

2. Se incorpore la definición de las emisoras comunitarias en la Ley 
Federal de Radio y Televisión y en el COFIPE, a partir de las ca-
racterísticas ya detectadas y referidas en el Reglamento de Radio y 
Televisión en Materia Electoral respecto a un tipo de emisoras que 

tienen obligaciones en materia electoral pero condiciones desfavo-
rables para atenderlas.

ii.7.  La veriFicación de PromocionaLes transmitidos
 y Los instrumentos Garantes Para resarcir
 incumPLimientos: vistas, requerimientos
 y reProGramación de Los materiaLes

Introducción

La reforma electoral 2007-2008 modificó de manera sustancial el mo-
delo de comunicación política electoral, y estableció que tanto partidos 
políticos como autoridades electorales sólo podrían acceder a la radio 
y televisión a través de los tiempos oficiales del Estado, que serían 
administrados por el Instituto Federal Electoral.

Ante ello, en 2009 el IFE definió y puso en práctica una solución 
tecnológica sin precedentes, conocida como el Sistema Integral para 
la Administración de los Tiempos del Estado (SIATE), a partir de la 
cual ha dado cumplimiento a sus nuevas atribuciones en materia de 
radio y televisión. El SIATE ha permitido la generación y distribución 
de las pautas de transmisión a los permisionarios y concesionarios, así 
como la verificación de la transmisión de los promocionales pautados. 
El trabajo de verificación resulta relevante, pues sirve para validar el 
grado de cumplimiento por parte de la industria y, en su caso, identi-
ficar omisiones, con el objeto de aplicar las sanciones de ley, tanto en 
los procesos electorales federales y locales, como durante el periodo 
ordinario.

Marco normativo

Artículos 41, apartado A, de la CPEUM;  49, numeral 6; 74, numerales 
1, 2 y 3; 76, numeral 7; 350, numeral 1, inciso c), del COFIPE.

Implementación del marco normativo

Para el Proceso Electoral Federal 2011-2012 se monitorearon las seña-
les de 1,551 estaciones de radio y televisión, que representan el 70% 
de la totalidad de las emisoras que son pautadas y notificadas. El nú-
mero de señales que se monitorearon, se determinó en razón de la co-
bertura que tienen las emisoras de radio y televisión, así como por la 
ubicación geográfica de los Centros de Verificación y Monitoreo que 
administra el Instituto.

Para poder verificar y monitorear estas emisoras, el Instituto operó 
143 Centros de Verificación y Monitoreo (CEVEM), y un Centro Na-
cional de Control y Monitoreo en el Distrito Federal (CENACOM), a 
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través de los cuales se ejecutaron los procesos operativos necesarios 
para la emisión y generación de los reportes de monitoreo, que por obli-
gación se presentaron semanalmente al Comité de Radio y Televisión. 
Se trató de un trabajo fundamental para atender las atribuciones de ley 
que el Instituto desempeña para verificar el cumplimiento de la trans-
misión de las pautas durante el Proceso Electoral Federal 2011-2012.

Adicional a estas funciones, el Sistema de Verificación y Monito-
reo se emplea para atender los requerimientos de información produc-
to de las quejas que presentan los partidos políticos en materia de radio 
y televisión, atendiendo, en particular, solicitudes de información para 
dictar medidas cautelares, que requieren atención inmediata. 

Resultados 

Para cada periodo que integró el PEF 2011-2012 se identificaron di-
ferentes grados de cumplimiento por parte de las emisoras de radio y 
televisión monitoreadas; en todos los casos, el cumplimiento fue supe-
rior al 90%, conforme a los siguientes resultados:

• Precampaña

Durante el periodo de precampaña, del 18 de diciembre de 2011 al 
15 de febrero de 2012, el porcentaje promedio de cumplimiento nacio-
nal de la transmisión de los promocionales ordenados por el IFE fue 
del 96.61% en las 1,551 estaciones de radio y televisión monitoreadas.8

Del porcentaje presentado y sin considerar autoridades electorales, 
durante la etapa de precampaña se documentó el porcentaje de cumpli-
miento de los partidos políticos nacionales y locales.

• Intercampaña

Durante este periodo, del 16 de febrero al 29 de marzo de 2012, el 
porcentaje promedio de cumplimiento nacional de la transmisión de 
los promocionales ordenados por el IFE fue del 96.57% en las 1,551 
estaciones de radio y televisión monitoreadas.

Del porcentaje presentado y sin considerar autoridades electorales, 
durante la etapa de intercampaña se documentó el porcentaje de cum-
plimiento de los partidos políticos nacionales y locales.9

8 Para consultar las cifras a detalle, referirse al anexo técnico, en el apartado de 
II.7., sobre La verificación de promocionales transmitidos y los instrumentos ga-
rantes para resarcir incumplimientos: vistas, requerimientos y reprogramación 
de los materiales.

9 Idem.

Es importante mencionar que durante la etapa de intercampaña del 
proceso electoral federal se pautaron promocionales de partidos po-
líticos, debido a que algunas de las entidades con proceso electoral 
coincidente se encontraban en precampaña o campaña local.

• Campaña

Durante el periodo de campaña, del 30 de marzo al 27 de junio de 
2012, el porcentaje promedio de cumplimiento nacional de la transmi-
sión de los promocionales ordenados por el IFE fue del 97.62% en las 
1,551 estaciones de radio y televisión monitoreadas.10 

Grado de cumplimiento por tipo de actor

Del porcentaje presentado y sin considerar autoridades electorales, 
durante la etapa de campaña se documentó el siguiente porcentaje de 
cumplimiento de los partidos políticos nacionales y locales.

• Periodo de veda y jornada electoral

Durante el periodo de veda y jornada electoral, del 28 de junio al 1 de 
julio de 2012, el porcentaje promedio de cumplimiento nacional 
de las transmisiones de los promocionales ordenados por el IFE fue del 
97.35% en las 1,551 estaciones de radio y televisión monitoreadas, 
sin que se identificara la transmisión de promocionales para partidos 
políticos federales o locales.11

• Resumen general del Proceso Electoral Federal 2011-2012

A lo largo de todo el proceso electoral federal se generaron y presenta-
ron ante el Comité de Radio y Televisión 31 Informes Nacionales, (10 
en precampaña, siete en intercampaña, 13 de campaña y uno de veda 
y jornada electoral), los cuales reflejaron un grado de cumplimiento 
promedio acumulado del 97.08%.

Del porcentaje presentado y sin considerar autoridades electora-
les, durante las etapas que comprendieron el Proceso Electoral Federal 
2011-2012 se documentó el siguiente porcentaje acumulado de cum-
plimiento de transmisión de promocionales correspondientes a los par-
tidos políticos nacionales y locales:

10 Idem.
11 Idem.
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Actor Pautados Cumplimiento %

PAN 4,051,899 3,953,355 97.57

PRI 4,928,077 4,809,942 97.60

PRD 1,421,361 1,386,427 97.54

PT 467,277 454,424 97.25

MC 333,369 323,824 97.14

PVEM 1,602,925 1,564,043 97.57

PNA 1,244,707 1,213,506 97.49

Partidos locales 30,142 21,114 70.05

Total general 14,079,757 13,726,635 97.49

La siguiente gráfica muestra el nivel de cumplimiento de la trans-
misión de los promocionales que cada emisora dio a los diferentes 
partidos políticos. 

Porcentaje cumplimiento acumulado partidos nacionales

 

Con respecto a los partidos políticos locales es importante adver-
tir que se transmitieron sus promocionales en el 70.05% del tiempo 
que les correspondía, debido a que el 28.10% restante de su tiempo se 
destinó a promocionales de autoridades electorales, porque el IFE no 
recibió ningún material del partido político local (lo anterior se deci-
dió con base en el artículo 42, numeral 4, del Reglamento de Radio y 
Televisión en Materia Electoral).

El porcentaje de cumplimiento del 97.08% presentado al inicio de 
este apartado, integra las omisiones de las 65 estaciones de televisión 
que acreditaron la imposibilidad de bloquear, y en consecuencia la 
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incapacidad de transmitir a cabalidad los promocionales pautados en 
dichas emisoras. De no considerarse dichas omisiones en el porcentaje 
de cumplimiento de la pauta ordenada por el IFE, el nivel nacional 
acumulado de cumplimiento durante todo el proceso electoral federal 
sería del 98.08%. 

Cabe mencionar que derivado de los incumplimientos detectados 
en el sistema de verificación y el monitoreo respectivo, durante el 
periodo comprendido entre el 18 de diciembre de 2011 al 1 de julio 
de 2012, los concesionarios y permisionarios atendieron 230 requeri-
mientos de información:

Periodo
Requerimientos 

atendidos
Requerimientos 

ordinarios
Medidas

cautelares

18 diciembre 2011
1 julio 2012

230 156 74

Una vez recibidas las respuestas de los concesionarios y permisio-
narios, se analizaron los argumentos presentados, para estar en posibi-
lidad de determinar si la reprogramación cumplía o no con los requi-
sitos establecidos en el reglamento en la materia. En caso contrario, se 
analizó el impacto del incumplimiento para contar con los elementos 
necesarios con los cuales dar vista al órgano competente del Instituto 
Federal Electoral e iniciar el procedimiento administrativo sanciona-
dor correspondiente.

Problemáticas

La operación del SIATE ha sido fundamental para el cumplimiento 
de las obligaciones del IFE en materia de radio y televisión: las acti-
vidades de generación y distribución de pautas y todas aquéllas que 
corresponden a la verificación y monitoreo, son ejecutadas de manera 
diaria y atienden las necesidades propias de cualquier proceso electo-
ral, ya sea local o federal. Ahora bien,  los resultados y la experiencia 
indican que los problemas que se pueden identificar con respecto  a la 
operación del Sistema de Verificación y Monitoreo (SIVeM) obedecen 
fundamentalmente a la calidad de transmisión de las emisoras de radio 
y televisión, a factores climáticos u orográficos, o bien a fallas que se 
presentan en las estaciones de transmisión, y que afectan la recepción 
de la totalidad de las señales, es decir, obedecen a factores  técnicos, 
que no dependen directamente del Instituto. 

La reposición de los mensajes que no fueron transmitidos confor-
me a la pauta enviada por el IFE y que ordena a las concesionarias se 
subsane de inmediato dicha omisión utilizando el tiempo comerciali-

zable o para fines propios que la ley les autoriza, ha sido objeto de un 
intenso debate en el Consejo General desde 2009.12

Al respecto, la solución del Consejo General ante los primeros 
incumplimientos registrados durante el proceso electoral 2008-2009, 
fue subsanar el incumplimiento a la pauta instruyendo a la Secretaría 
Técnica del Comité de Radio y Televisión del IFE, para que una vez 
que fueran aprobados los pautados de reposición respectivos por dicho 
Comité o, en su caso, por la Junta General Ejecutiva, los notificara al 
concesionario. 

Asimismo, el Consejo instruyó al Comité de Radio y Televisión 
para que ordenara la reposición de los promocionales omitidos en 
tiempo correspondiente a las campañas electorales, cuidando que no 
se diese una presencia mayor a alguno de los partidos políticos afec-
tados con la omisión, pues ello implicaría darle una ventaja mayor en 
un momento que el  tiempo es más valioso en el contexto del proce-
so electoral. Lo anterior significa que en todo caso se debe ponderar 
si el incumplimiento del pautado implica un daño menor al proceso 
electoral, que la pretendida reposición. Finalmente,  se deberá valorar, 
incluso, si de acuerdo a la ponderación de principios y de la gravedad 
de la sanción, la infracción pudiera considerarse irreparable.    

Conclusiones

El trabajo de verificación de los promocionales ordenados por el IFE, 
operado a través del SIATE, resultó perfectamente viable y exitoso. 
Como quedó documentado, la industria de la radio y la televisión 
mexicana cumplió casi al 100% con su obligación de transmitir las 
pautas aprobadas para el Proceso Electoral Federal 2011-2012; se trató 
del más alto nivel de cumplimiento registrado desde la implementa-
ción de la reforma electoral 2007-2008. Los datos demuestran que el 
IFE garantizó el acceso de los partidos políticos y las autoridades elec-
torales a sus prerrogativas en tiempos de radio y televisión.

Al respecto, una de las voces del Consejo considera necesario aten-
der los resultados del cumplimiento a nivel local, así como fortalecer 
los mecanismos establecidos en el Reglamento de Acceso a Radio y 
Televisión para lograr una reposición efectiva dentro del mismo perio-
do electoral.

Con relación a la reposición de los mensajes que no fueron trans-
mitidos conforme a la pauta enviada por el IFE, algunas voces del 
Consejo General consideran que los incumplimientos deben subsa-

12 Para mayor referencia ver sesiones del 20 de marzo de 2009, puntos 3 y 4; 6 de abril 
de 2009, punto 5;  del 7 de mayo de 2009, punto único, y 15 de mayo, punto 5.
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narse a través de pautados de reposición que aprueben el Comité o 
en su caso, la Junta General Ejecutiva. Asimismo consideran que la 
reposición correspondiente se puede realizar en una etapa posterior del 
proceso electoral a aquélla en que se dio el incumplimiento. 

     
Otras voces expresaron su disenso (incluso con votos concurren-

tes) por las siguientes razones: 

a) El Comité de Radio y Televisión carece de facultades para pon-
derar bajo los principios de certeza y equidad, si es procedente o 
no la reparación, puesto que es el Consejo General quien posee la 
atribución para resolver.

b) La reposición de promocionales puede darse si y sólo si es posible 
que ello suceda durante la etapa del proceso electoral que se esté 
efectuando: precampaña o campaña; pues los efectos que se surtan 
en una etapa determinada deben agotarse en ella y por principio de 
definitividad no son susceptibles de ser reparados más allá de ésta.  

c) Por los anteriores motivos se propuso que el procedimiento de la 
reposición se presente en el proyecto de resolución del Consejo 
General y no a posteriori. Mediante dicho procedimiento se ase-
guraría su ejecución y se evitaría el desplazar una competencia 
exclusiva del Consejo General a un órgano supeditado.   

ii.8. criterios reLevantes Para La administración
 de Los tiemPos en radio y teLevisión en
 eLecciones LocaLes coincidentes con Las FederaLes

II.8.a.  Emisoras de la zona conurbada

Introducción

Una de las resoluciones más relevantes del IFE durante el PEF 2011-
2012, fue la disposición que permite al Distrito Federal y al Estado de 
México compartir el acceso a los tiempos del Estado en un conjun-
to de emisoras cuya señal se ve y se escucha en ambas entidades. El 
propósito era que ningún ciudadano se quedara sin ver o escuchar la 
oferta política de los procesos electorales en dichas demarcaciones y, 
al mismo tiempo, se pudiera garantizar que en esas entidades también 
se difundieran los mensajes de partidos políticos y autoridades electo-
rales federales.

Dado que ni la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos (CPEUM), ni el Código Federal de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales (COFIPE) prevén casos como éste, el Consejo General 
fue el órgano que aprobó un criterio especial para pautar estas dos 
elecciones coincidentes con la federal. 

Como se sabe, el domingo 1 de julio de 2012 tuvieron lugar las 
jornadas electorales en el Distrito Federal y en el Estado de México, 
con motivo de sus propios procesos comiciales, además de la jornada 
electoral federal, por lo que diversas estaciones de radio y canales de 
televisión cuya señal alcanza los territorios del Distrito Federal y 
del Estado de México transmitieron 18 minutos diarios para difundir 
simultáneamente hasta tres precampañas, a saber: la federal, la del 
Distrito Federal y la del Estado de México. 

En virtud de que el PEF 2011-2012 coincidió en sus principales 
etapas parcialmente con los procesos comiciales locales del Distrito Fe-
deral y el Estado de México, el IFE tuvo la obligación de armonizar la 
distribución de los tiempos en las estaciones de radio y los canales de 
televisión entre los distintos procesos electorales para dar un trato equi- 
tativo a los habitantes de la Zona Metropolitana de la Ciudad de México.

Marco normativo

Artículos 41, base III, apartados A y B, inciso a) de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM); 55, numeral 1; 
57, numeral 1; 58, numeral 1; 59; 62, numeral 1, del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE); 23, 24 y 25 
del Reglamento de Radio y Televisión en Materia Electoral (RART).

Implementación del marco normativo

Tratándose de los procesos electorales locales con jornadas electorales 
coincidentes con la federal, el legislador no previó que los periodos de 
precampañas y campañas locales pudieran no coincidir exactamente 
con las precampañas y campañas federales. En consecuencia, al darse 
ese caso, la aplicación de las reglas contenidas en los artículos enun-
ciados, resultó insuficiente para garantizar adecuadamente la distribu-
ción de tiempos en radio y televisión a los partidos políticos durante 
los periodos en que los procesos locales concurrieron con el federal.

¿Cuál fue la problemática? Definir de manera objetiva un criterio 
para que las emisoras del Distrito Federal que cubren también  los 59 
municipios que integran la Zona Metropolitana de la Ciudad de Mé-
xico (ZMCM) pudieran participar también en el proceso electivo del 
Estado de México.

Sobre ese dilema, el Consejo General emitió el “Acuerdo del Con-
sejo General del Instituto Federal Electoral (CG370/2011) por que 
se Emiten los Criterios para la Asignación y Distribución de Tiempos 
en Radio y Televisión Aplicable a los Procesos Electorales Locales 
con Jornada Electoral coincidente con la Federal, en Acatamiento 
a lo Mandatado por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
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Federación Mediante Sentencia que Recayó al Recurso de Apelación 
SUP-RAP-531/2011”, aprobado el 14 de noviembre de 2011, mediante 
el cual se ponderaron objetivamente la totalidad de las estaciones de 
radio y los canales de televisión domiciliados en el Distrito Federal y 
que cubren la zona conurbada de la Ciudad de México. A cada medio 
de comunicación se le identificó en su cobertura el total de ciudadanos 
inscritos en el Padrón Electoral y listado nominal para determinar el 
porcentaje de cobertura que tienen para cada entidad, y así poder fijar 
un criterio en la definición de los tiempos que se asignaron a partidos 
políticos en cada etapa del proceso electoral en que concurrieran el 
Distrito Federal y el Estado de México. Aplicando el criterio de pro-
porcionalidad de cobertura efectiva se obtuvieron diversos resultados 
que permitieron determinar con base en el porcentaje de cobertura en 
los 59 municipios de la ZMCM, el porcentaje de distribución de la 
pauta en el Estado de México y el Distrito Federal, como se muestra a 
continuación:

Televisión

Porcentaje de cobertura en los 59 municipios de la ZMCM Porcentaje de distribución de la pauta

Canal Padrón Electoral Lista Nominal EDOMEX DF

28 98.39467695 98.39170279 49.19585139 50.80414861

40 97.68171165 97.68259663 48.84129831 51.15870169

22 96.04958343 96.04566504 48.02283252 51.97716748

13 99.26996026 99.27363878 49.63681939 50.36318061

11 98.7701841 98.77976898 49.38988449 50.61011551

9 71.56643403 71.54744452 35.77372226 64.22627774

5 84.46903331 84.47909372 42.23954686 57.76045314

4 64.19163439 64.1682712 32.0841356 67.9158644

2 83.11790935 83.1281868 41.5640934 58.4359066

7 75.13295624 75.17535562 37.58767781 62.41232219

Radio

Porcentaje de cobertura en los 59 municipios de la ZMCM Porcentaje de distribución de la pauta

Frecuencia Padrón Electoral Lista Nominal EDOMEX DF

1220 Khz. 100 100 50 50

660 Khz. 100 100 50 50

1060 Khz. 100 100 50 50

830 Khz. 100 100 50 50

710 Khz. 100 100 50 50

...continúa
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Radio

Porcentaje de cobertura en los 59 municipios de la ZMCM Porcentaje de distribución de la pauta

Frecuencia Padrón Electoral Lista Nominal EDOMEX DF

690 Khz. 100 100 50 50

1000 Khz. 100 100 50 50

590 Khz. 100 100 50 50

940 Khz. 100 100 50 50

1030 Khz. 100 100 50 50

790 Khz. 100 100 50 50

970 Khz. 100 100 50 50

860 Khz. 100 100 50 50

900 Khz. 100 100 50 50

730 Khz. 100 100 50 50

88.1 Mhz. 100 100 50 50

1500 Khz. 99.45258759 99.45888482 49.72944241 50.27055759

90.5 Mhz. 99.18042709 99.1795867 49.58979335 50.41020665

98.5 Mhz. 98.82680757 98.82343839 49.41171919 50.58828081

107.3 Mhz. 98.28526491 98.28426407 49.14213204 50.85786796

91.3 Mhz. 95.98029435 95.97580728 47.98790364 52.01209636

100.9 Mhz. 98.98107751 98.98242961 49.4912148 50.5087852

97.7 Mhz. 95.19549642 95.1924166 47.5962083 52.4037917

1410 Khz. 99.2656297 99.27139216 49.63569608 50.36430392

1470 Khz. 99.085272 99.09288597 49.54644298 50.45355702

92.9 Mhz. 97.62043151 97.62254953 48.81127476 51.18872524

93.7 Mhz. 95.30493455 95.30511957 47.65255979 52.34744021

89.7 Mhz. 95.05873136 95.05446912 47.52723456 52.47276544

102.5 Mhz. 92.31129944 92.30551625 46.15275813 53.84724187

96.1 Mhz. 92.08783173 92.08217081 46.0410854 53.9589146

1530 Khz. 98.98064706 98.98837184 49.49418592 50.50581408

1380 Khz. 98.70183418 98.7097384 49.3548692 50.6451308

1440 Khz. 98.20387111 98.21035176 49.10517588 50.89482412

104.9 Mhz. 92.3246042 92.3211495 46.16057475 53.83942525

101.7 Mhz. 97.1924358 97.19540021 48.5977001 51.4022999

96.9 Mhz. 97.15763474 97.16069067 48.58034534 51.41965466

94.5 Mhz. 93.89764365 93.89163977 46.94581989 53.05418011
...continúa
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Radio

Porcentaje de cobertura en los 59 municipios de la ZMCM Porcentaje de distribución de la pauta

Frecuencia Padrón Electoral Lista Nominal EDOMEX DF

105.7 Mhz. 93.36840136 93.36384476 46.68192238 53.31807762

560 Khz. 98.09979401 98.10940032 49.05470016 50.94529984

1150 Khz. 90.21973977 90.22467214 45.11233607 54.88766393

92.1 Mhz. 95.84517283 95.85456983 47.92728491 52.07271509

103.3 Mhz. 86.21412151 86.19993438 43.09996719 56.90003281

104.1 Mhz. 86.1691984 86.15282193 43.07641097 56.92358903

1290 Khz. 95.00431231 95.02392047 47.51196023 52.48803977

88.9 Mhz. 82.17512397 82.15322234 41.07661117 58.92338883

95.3 Mhz. 83.68105267 83.65983696 41.82991848 58.17008152

99.3 Mhz. 82.65418646 82.63563307 41.31781653 58.68218347

1180 Khz. 94.35172711 94.36901224 47.18450612 52.81549388

106.5 Mhz. 82.3159848 82.29671324 41.14835662 58.85164338

107.9 Mhz. 91.06425258 91.06953234 45.53476617 54.46523383

1350 Khz. 83.43136677 83.42473999 41.71237 58.28763

100.1 Mhz. 67.46794337 67.4594825 33.72974125 66.27025875

90.9 Mhz. 64.68629735 64.68154963 32.34077481 67.65922519

Derivado de este análisis se encontró que los canales de televisión 
y estaciones de radio se podían agrupar en tres bloques en razón de su 
cobertura efectiva, definiendo a ésta como la población incorporada a 
la Lista Nominal de Electores. En función de la cobertura efectiva, se 
estableció un criterio de proporcionalidad en tres bloques para asignar 
los minutos a la pauta de cada entidad federativa de acuerdo a los por-
centajes del siguiente cuadro:

   

 Bloque Rango de distribución de 
la pauta

Porcentaje de tiempo a 
cada entidad

A) 45.01 a 55.00 50% Distrito Federal y 
50% Estado de México

B) 35.01 a 45.00 60% Distrito Federal y 
40% Estado de México

C)  25.01 a 35.00 70% Distrito Federal y 
30% Estado de México
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De esta manera, los pautados para las emisoras del Distrito Federal 
y del Estado de México que se encontraron obligados a transmitir hasta 
tres precampañas electorales, de conformidad con los catálogos apro-
bados por el Comité de Radio y Televisión y publicados por el Consejo 
General del IFE, se ajustaron a los siguientes criterios de distribución, 
basados en el criterio de proporcionalidad de cobertura efectiva en la 
Zona Metropolitana de la Ciudad de México descrito anteriormente:

a. Cubrieron simultáneamente sólo dos precampañas locales, se des-
tinaron 12 minutos diarios para cubrir ambas precampañas de ma-
nera proporcional siguiendo los criterios ya explicados.

b. Cubrieron simultáneamente las dos precampañas locales y la pre-
campaña federal, se destinaron once minutos diarios para cubrir la 
precampaña federal de los partidos políticos y otros siete minutos 
diarios para atender a ambas precampañas locales de manera pro-
porcional siguiendo los criterios ya explicados.

De igual forma, los pautados para las emisoras del Distrito Federal 
y del Estado de México que se encontraron obligadas a transmitir hasta 
tres campañas electorales, de conformidad con los catálogos aproba-
dos por el Comité de Radio y Televisión y publicados por el Consejo 
General del IFE, se ajustaron al siguiente criterio de distribución:

a. Cuando las emisoras obligadas a participar en la cobertura de hasta 
tres procesos electorales, de conformidad con los catálogos apro-
bados por el Comité de Radio y Televisión y publicados por el 
Consejo General del Instituto Federal Electoral, y deban cubrir si-
multáneamente las dos campañas locales y la campaña federal, se 
destinarán 26 minutos diarios para cubrir la campaña federal de los 
partidos políticos y otros 15 minutos diarios para atender a ambas 
campañas locales de manera proporcional.

Resultados 

Los tiempos electorales entre el PEF 2011-2012 y los relativos a los 
procesos electorales entre estas demarcaciones fueron los siguientes:

 

ENTIDAD 
FEDERATIVA

DICIEMBRE ENERO FEBRERO MARZO ABRIL MAYO JUNIO

PROCESO 
ELECTORAL

FEDERAL 2012

Precampaña federal
18 de diciembre al 15 de febrero

Intercampaña federal
16 de febrero al 29 de marzo

Campaña federal
30 de marzo al 27 de junio

DISTRITO 
FEDERAL Intercampaña local 29 de abril al 27 de junio8 de febrero al 18 de marzo

Intercampaña local 24 de mayo al 27 de junio

Precampaña local

5 al 14 de 
abril

Intercampaña local
Campaña local

MÉXICO
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Sobre esa base, las 49 emisoras cubrieron 50% la pauta del Distrito 
Federal y 50% la pauta del Estado de México, además del tiempo co-
rrespondiente al PEF 2011-2012.

Para el segundo criterio, 11 emisoras cubrieron 60% la pauta del 
Distrito Federal y 40% la pauta del Estado de México, además del tiem- 
po correspondiente al PEF 2011-2012.

Y finalmente, tres emisoras cubrieron 70% la pauta del Distrito 
Federal y 30% la pauta del Estado de México, además del tiempo co-
rrespondiente al PEF 2011-2012.

Problemáticas

Del análisis realizado, se puede afirmar que la problemática enfrentada 
en este caso fue definir de manera objetiva un criterio para que las emi-
soras del Distrito Federal que cubrieran los 59 municipios que integran 
la Zona Metropolitana de la Ciudad de México (ZMCM) pudieran par-
ticipar también en el proceso electivo del Estado de México.

Para definir qué emisoras cubren qué proceso electoral, el criterio 
utilizado ha sido incorporar al catálogo de cada entidad con elección, 
todas las emisoras ahí domiciliadas, las cuales quedan obligadas a te-
ner pautados específicos de esa contienda, y en un segundo momento, 
pautar también emisoras domiciliadas en entidades vecinas que se ven 
y escuchan, y como se ha señalado, en el caso de emisoras que están 
domiciliadas en el Distrito Federal, pero se ven y se escuchan en los 
59 municipios del EDOMEX que conforman la zona conurbada, el 
criterio asumido por el Instituto y validado por el TEPJF ha sido des-
tinar espacios proporcionales para la cobertura tanto de la elección del 
Distrito Federal como la del EDOMEX y la federal.

Conclusiones

Se resolvió un vacío en la normatividad electoral federal, pues el le-
gislador no previó que dada la localización de emisoras cuyas señales 
cubren simultáneamente dos o más entidades federativas, se hiciera 
necesario utilizarlas justamente para garantizar que cuando dos etapas 
electorales (precampaña o campaña) concurrieran entre estados, se uti-
lizara una misma estación de radio o canal de televisión para cubrir las 
entidades federativas en cuestión.

Se discutió un planteamiento alternativo, según el cual deberían 
haberse atendido también las condiciones específicas en que se cele-
braría la jornada electoral el 1 de julio en estas dos entidades, a saber, 
que los ciudadanos del Distrito Federal habrían de sufragar por tres 
cargos locales de elección popular, en tres boletas distintas, mientras 

que en el Estado de México sólo habrían de hacerlo respecto de dos 
cargos locales.

Sobre ello hay que decir que, si bien las determinaciones adoptadas 
por el Consejo General permitieron atender la problemática expues- 
ta, sería conveniente que este tipo de dilemas se resolviera mediante 
ajustes a la norma electoral.

Al mismo tiempo, como se puede apreciar a partir de los datos 
expuestos, sería pertinente dejar abierta la reflexión para que esa ruta 
de reformas y precisiones legales también pudiera considerar otros 
elementos para determinar los pautados locales. Una solución podría 
estar en retomar los criterios ya adoptados por el IFE y desarrollar el 
concepto cobertura efectiva, a partir de la ponderación de la audiencia 
efectiva, y no sólo la audiencia potencial, como se ha hecho hasta aho-
ra. La justificación es muy sencilla: un canal de televisión con mucha 
audiencia que cubre la zona conurbada puede tener en la práctica una 
mayor presencia como vehículo para comunicarse con electores de 
una entidad o municipio que un canal de televisión con baja audiencia 
efectiva aunque mucho potencial.

Finalmente, con respecto a la asignación de los 18 minutos dia-
rios planteados en el COFIPE, hay en el Consejo quienes consideran 
que sería conveniente revisar el alcance de dicho artículo en los 
casos en que una sola estación de radio y/o canal de televisión cubra 
dos campañas locales y la federal. Lo anterior, para tomar en conside-
ración especificidades como el número de elecciones en cada entidad 
y evaluar si debiera haber variaciones en el tiempo asignado a la elec-
ción federal.13

II.8.b. Distribución de tiempos en emisoras que atienden
 elecciones locales coincidentes con la federal: sin
 coincidencia en calendarios de sus respectivas etapas
 electorales, pero sí en su fecha de jornada comicial

Introducción

Desde su diseño constitucional y legal, las reglas de acceso a radio y 
televisión en materia electoral para procesos federales y elecciones 
locales coincidentes tuvieron como premisa que los calendarios elec-
torales locales se adecuarían a los tiempos federales. Sin embargo, 

13 Hay partidos que señalan que sería adecuado que el Distrito Federal cuente con 
una pauta propia y no se contemple en una conjunta con la parte conurbada del 
Estado de México. Adicionalmente, señalan que es necesario revisar la distribu-
ción del tiempo en elecciones coincidentes con la federal, así como la repartición 
proporcional del total de los minutos disponibles para los procesos involucrados 
(locales y el federal) que debe atender una misma emisora.
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ello no ocurrió, y el IFE como administrador único de los tiempos del 
Estado en radio y televisión, tuvo un reto de gran dimensión y com-
plejidad, debido al número de elecciones locales y extraordinarias (Hi-
dalgo y Morelia) que coincidieron en la jornada electoral el 1 de julio 
de 2012 (excepto Hidalgo), y cuyas respectivas etapas de precampaña 
y campaña se desarrollaron completamente desfasadas de los tiempos 
federales.

En octubre de 2011, el Consejo General del IFE determinó que 
la etapa de precampaña federal sería del 18 de diciembre de 2011 al 
15 de febrero de 2012, mientras que la campaña federal se llevaría a 
cabo del 30 de marzo al 27 de junio. Con este telón de fondo y, dado 
el panorama de precampañas y campañas locales, este año electoral se 
presentaron los supuestos que se muestran gráficamente:

Precampaña federal
18 de diciembre 2011
al 15 de febrero 2012

Intercampaña
16 de febrero al 29 de marzo 2012

Campaña federal
30 de marzo al 27 de junio 2012

Supuesto 1

Supuesto 2

Supuesto 3

Supuesto 4

Supuesto 5

Supuesto 6

Supuesto 7

Marco normativo

Artículos 57, numeral 1; 58, numeral 1; 62, numeral 1, del COFIPE.

Implementación del marco normativo

A falta de disposición expresa, el 14 de noviembre de 2011 el Consejo 
General adoptó un conjunto de criterios para resolver las situaciones 
no previstas en la ley para garantizar el acceso de los partidos políti-
cos a los tiempos oficiales en radio y televisión, tanto en los procesos 
electorales locales como en el de carácter federal, mediante el “Acuer-
do del Consejo General del Instituto Federal Electoral (CG370/2011) 
por el que se Emiten los Criterios para la Asignación y Distribución 
de Tiempos en Radio y Televisión Aplicable a los Procesos Electorales 
Locales con Jornada Electoral Coincidente con la Federal, en Acata-
miento a lo Mandatado por el Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación Mediante Sentencia que Recayó al Recurso de Ape-
lación SUP-RAP-531/2011”. 

Precampaña local

Precampaña local

Precampaña local

Precampaña local

Precampaña local

Precampaña local

Campaña local
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Resultados 

El Acuerdo adoptado por el Consejo General permitió administrar los 
tiempos del Estado en radio y televisión durante el PEF 2011-2012 
y en 15 elecciones coincidentes, además de dos procesos electorales 
extraordinarios, de acuerdo con los siguientes criterios: 

a. Si la precampaña local se desarrolla de forma simultánea a la pre-
campaña federal, del tiempo que corresponde a los partidos polí-
ticos, en las estaciones de radio y canales de televisión que deban 
cubrir el proceso local, se destinarán 11 minutos diarios a cubrir la 
precampaña federal y siete minutos diarios para atender la precam-
paña local; 

b. Durante el tiempo en que la precampaña local no coincida plena-
mente con la precampaña federal, o bien, en el lapso en que siga 
desarrollándose después del término de la precampaña federal y 
hasta antes del inicio de la campaña federal, en las estaciones de 
radio y canales de televisión que deban cubrir el proceso local, los 
partidos políticos gozarán de 12 minutos diarios, que se destina-
rán en su totalidad a cubrir la precampaña local, tal como ocurre 
en precampañas locales no coincidentes con un proceso electoral 
federal;

c. Cuando el periodo de precampaña local concurra con el periodo de 
campaña federal, los partidos políticos gozarán de siete minutos 
para la precampaña local y los 34 minutos restantes se destinarán a 
la campaña federal, en las estaciones de radio y canales de televi-
sión que deban cubrir el proceso local; 

d. En el lapso en que coincidan la campaña federal y la local, se des-
tinarán 15 minutos a la campaña local de los partidos políticos y 26 
minutos a su campaña federal, quedando los siete minutos restan-
tes a disposición del IFE para el cumplimiento de sus propios fines 
y de otras autoridades electorales.

Problemáticas

A la luz de la experiencia en 2009 y el complejo escenario de pre-
campañas y campañas locales coincidentes que vivimos en 2012, es 
claro que los tiempos de los procesos electorales locales y federales 
difícilmente coinciden exactamente. Esto es entendible, pues el Cons-
tituyente Permanente estableció que dentro del ámbito de facultades 
del legislador local se encuentra la libre determinación de los periodos 
en que se celebran las precampañas locales, cuya duración máxima 
debe ser, cuando más, el equivalente a las dos terceras partes de las 
campañas locales. El resultado: un rompecabezas de elecciones locales 
a las que se debe asignar tiempo de radio y televisión en un calendario 
asincrónico, para cuyo arreglo es necesario adoptar criterios de inter-
pretación de las reglas de distribución de tiempo establecidas en el 

COFIPE, en donde se asume que una misma emisora puede atender 
de forma simultánea dos elecciones, sin considerar que no se dedica el 
mismo tiempo a una campaña que a una precampaña, como tampoco 
se dedica el mismo tiempo a las distintas etapas del proceso a nivel lo-
cal y federal. Todo lo cual se agrava porque en las distintas elecciones 
coincidentes hay etapas electorales que coinciden en unos días sí, y en 
otros no.

Al respecto, si bien el artículo 62, numeral 1, del código electo-
ral hace referencia a “entidades federativas con procesos electorales 
locales con jornadas comiciales coincidentes con la federal”, la so-
lución que el Instituto adoptó para este complejo rompecabezas en su 
Acuerdo CG102/2011, atendió la problemática anteriormente descrita 
(relativa a los espacios temporales en que transcurren de forma simul-
tánea las etapas electorales de precampaña, intercampaña, campaña, 
veda o periodo de reflexión), y no la coincidencia en el día de la jorna-
da electoral respectiva.

En suma, bajo estas reglas de acceso a radio y televisión por tipo 
de proceso electoral (local y federal) y etapa (precampaña y campaña), 
sólo se puede asignar tiempo a comicios locales cuando la precam-
paña coincide con la precampaña federal o cuando la campaña local 
se circunscribe a los tiempos federales, es decir, en situaciones que se 
dieron sólo en dos de los siete casos que se presentaron en el año elec-
toral 2012. Varias preguntas surgen al respecto: ¿debe el IFE como 
administrador de los tiempos del Estado garantizar espacios en radio y 
televisión a partidos políticos frente a supuestos no previstos en la ley? 
Si es así, ¿cuánto tiempo se debe asignar a una precampaña local si 
ésta se desarrolla antes o después de la precampaña federal?, ¿cuánto 
tiempo se debe destinar para cubrir una precampaña local cuando ya 
está en marcha la campaña federal?

Conclusiones

Dada la falta de sincronía entre los calendarios electorales locales y 
los tiempos de precampaña y campaña federales, el IFE, a través de su 
Consejo General, estableció criterios que garantizaron a los partidos 
políticos acceso al tiempo en radio y televisión, y permitieron que la 
ciudadanía contara con la mayor información posible sobre su oferta 
política, propuestas y plataformas electorales. Indudablemente, estas 
definiciones constituyeron un gran paso en la construcción de certeza 
sobre las reglas de radio y televisión al inicio de la precampaña federal 
2012. Sin embargo, sería conveniente que este tipo de problemas se re-
solviera de manera permanente mediante ajustes a la norma electoral.

Algunas voces en el Consejo General han considerado que los 
ajustes se podrían realizar promoviendo la simultaneidad de etapas 
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electorales cuando existan elecciones coincidentes y definiendo con 
claridad, en caso de que no exista dicha simultaneidad en las etapas de 
procesos que tienen una misma fecha de jornada electoral, la distribu-
ción de tiempos con motivo de las mismas.

 
El artículo 62, numeral 1, del COFIPE establece expresamente que 

en el caso de que coincidan elecciones federales y locales, de los 41 
minutos disponibles para las campañas federales 15 se utilizan para la 
local coincidente; sin embargo, no se precisa cuántos minutos, de los 
18 disponibles para precampañas federales, se utilizan para el ámbito 
local en elecciones coincidentes. La solución que el IFE dio a este 
problema consistió en distribuir el tiempo en las mismas proporcio-
nes: 26 minutos para la federal y 15 para la local sobre un total de 
41 minutos en las campañas, y en consecuencia, siete minutos para 
la local y 11 minutos para la federal, sobre un total de 18 minutos 
en las precampañas. 

Siguiendo el criterio citado, el Acuerdo CG102/2011 del Consejo 
General del IFE adoptó dicha proporción de minutos para dividir los 
tiempos disponibles para las precampañas locales coincidentes con la 
campaña federal (en la emisora correspondiente del catálogo respecti-
vo), pero no aplicó dicha proporción en todo momento, sino sólo en los 
periodos en que coincidía exactamente la etapa de precampaña local 
con la etapa de precampaña federal, dando 12 minutos y no siete, a 
los días de precampaña local en que no hubiese simultáneamente pre-
campaña federal (por existir disposición expresa al respecto), aunque 
ambas contiendas tuvieran su jornada electoral el mismo día.

Debido a lo anterior, hubo opiniones diversas respecto al criterio 
adoptado por la mayoría de los consejeros electorales, y se propuso 
una solución alternativa: que las emisoras que cubrían las 15 entidades 
que tuvieron jornada electoral coincidente con la federal el 1 de julio 
de 2012, destinasen siete minutos para sus precampañas locales en 
toda su duración, y 15 minutos para sus campañas locales, igualmente 
en toda su duración.

En consecuencia, dichas emisoras podrían haber destinado 11 mi-
nutos para las precampañas federales y 26 minutos para las campañas 
federales en todo el tiempo que éstas duraran, salvo aquéllas que cu-
brían zonas conurbadas.

Aspectos técnicos para la implementación

ii.9. PLazos Para subir Los PromocionaLes Pautados
 a La PáGina de internet deL iFe, en Los que se
 indica La FecHa en que comenzará su transmisión

Introducción

Con el propósito de que los medios de comunicación cuenten de mane-
ra permanente con los promocionales de radio y televisión a transmi-
tir, tanto de partidos políticos como de autoridades electorales, el IFE 
diseñó un portal de internet en el que colocan todos los materiales que 
durante una etapa electoral son difundidos.

La página de internet es pública y, dado que el reglamento en la 
materia exige que los promocionales sean entregados o puestos a dis-
posición de concesionarios y permisionarios días antes de su trans-
misión, cualquier ciudadano puede consultarlos antes de que salgan 
al aire. 

Esta práctica resultó de gran utilidad para agilizar y facilitar el 
cumplimiento de las obligaciones de los medios de comunicación.

Sin embargo, hay que señalar que el hecho de que se publicaran 
anticipadamente los promocionales en la página de internet, hizo que 
éstos fueran objeto de análisis mediático en noticieros, programas de 
opinión, portales de internet de periódicos e incluso en medios de difu-
sión como youtube.com, antes de que su difusión en radio y televisión 
fuese ordenada por el IFE. Ello generó la presentación de diversas que-
jas por parte de distintos partidos políticos, y enfrentó a la autoridad 
administrativa al dilema de pronunciarse sobre solicitudes de medidas 
cautelares, previo a la difusión de los promocionales, lo que podría 
contravenir la prohibición constitucional de la censura previa. 

Marco normativo

El artículo 40, párrafos 3 y 4, del RART.

Implementación del marco normativo

Durante el PEF 2011–2012, el proceso de operación para colocar los 
promocionales de partidos políticos fue el siguiente:

1. El partido político o autoridad electoral ingresó a control de ca-
lidad el material, a más tardar a las 15 horas y seis días naturales 
antes de la entrada al aire.
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2. La Dirección de Pautado, Producción y Distribución (DPPyD) del 
IFE revisó las especificaciones técnicas del material y emitió un 
dictamen técnico el mismo día de su ingreso.

3. Cuando el material resultó óptimo, el actor político ingresó el ofi-
cio de transmisión con la estrategia de asignación, a más tardar a 
las 18 horas y seis días naturales antes de la entrada al aire.

4. La DPPyD asignó el material en la orden de transmisión respecti-
va, seis días naturales antes de la entrada al aire.

5. Se generó la versión con la vigencia específica para notificación a 
los medios, cinco días naturales antes de la entrada al aire.

6. Posterior a la generación de la versión se publicaron los materiales 
nuevos en el portal de pautas, cinco días naturales antes de la en-
trada al aire.

Sobre la base de estas reglas, debe decirse que en todo momento 
se respetaron los plazos reglamentarios, y todos los partidos políti-
cos tuvieron conocimiento de la misma información al mismo tiempo, 
sin distinciones. Cada partido o autoridad electoral pudo constatar el 
trabajo operativo del IFE y verificar que todos y cada uno de sus pro-
mocionales se ordenaran para ser transmitidos a través de los medios 
de comunicación. El dato relevante es que mediante ese sistema, la 
estructura ejecutiva del IFE que notifica las órdenes de transmisión y 
los promocionales estuvo en condiciones de redistribuir los materiales 
en todo el país de modo que llegaran en tiempo y forma a los 2,335 
medios de comunicación que dos veces por semana recibían dichos 
materiales.

Resultados 

Los promocionales colocados en la página de pautas permiten a cual-
quier persona ingresar y ver todos los promocionales que un partido 
político o autoridad electoral ha presentado para su transmisión du-
rante una etapa de un proceso comicial. Como consecuencia, dichos 
promocionales se han difundido en noticieros que dan cobertura y 
seguimiento a campañas electorales, candidatos y partidos políticos, 
incluso antes de que hayan sido transmitidos en los tiempos oficiales. 

Es evidente que la consulta no es masiva. En números duros (ge-
nerados por Google Analytics en el periodo del 22 de marzo al 12 de 
junio de 2012, la página de pautas reflejó 51,272 visitas, contando con 
20,765 usuarios del sitio, número que se replica al número de visitan-
tes exclusivos. Es decir, se trata de visitantes muy especializados, que 
son pocos y recurrentes, además de que mantienen escaso tiempo de 
visita al portal, por lo que se presume que únicamente revisan materia-
les para verificar nuevos contenidos o promocionales.

Al mismo tiempo que se generó certeza sobre lo que iba a transmi-
tirse al colocar en internet los promocionales de todos los partidos po-
líticos y autoridades electorales, también se generó un debate sobre la 
estrategia de comunicación de los mismos actores de la contienda, que 
evidentemente merece una reflexión sobre la mejor forma de distribuir 
promocionales a los 2,335 medios de comunicación que hay en el país.

Problemáticas

El procedimiento para entregar promocionales a los medios de comu-
nicación no presentó ningún problema, pues el modelo funcionó sin 
mayor complicación: todos los partidos políticos y autoridades electo-
rales del país pudieron constatar que cada promocional publicado en el 
portal de internet salió al aire en los tiempos establecidos a concesio-
narios y permisionarios. 

A partir de la experiencia, sin embargo, queda pendiente discutir 
sobre la pertinencia de que los promocionales aparezcan en la página 
de internet antes de su transmisión.

Conclusiones

Colocar de manera transparente y pública los promocionales de los 
partidos políticos en el portal de internet ofreció garantías de que el 
IFE actuó sin sesgo y apegado a sus principios rectores; sin embar-
go, si los mecanismos de entrega de materiales a concesionarios y 
permisionarios fueran directos, por vía electrónica, a cada medio de 
comunicación, se evitaría tener que colocarlos en un portal público 
de manera anticipada. 

El portal de pautas ha mostrado importantes ventajas para la indus-
tria de la radio y la televisión, pues garantiza que los materiales estén 
siempre disponibles para 2,335 medios de comunicación y en buena 
medida fortalece el cumplimiento de la pauta con las versiones que 
efectivamente deben transmitirse.

Incluso, más allá de si los promocionales deben o no subirse a la 
página de internet con antelación a su transmisión, o si la página debe 
contar con mayores elementos que restrinjan su publicidad, debe dis-
cutirse si el conocer por anticipado los promocionales favorece o no 
un debate público sobre los contenidos, los mensajes y las estrategias 
de los partidos políticos.
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ii.10. PLazos Para La sustitución de materiaLes

Introducción

En toda campaña política, la velocidad de cambio o sustitución de 
promocionales resulta de la mayor relevancia. Durante más de cuatro 
años, el modelo de comunicación política se administró con sustitu-
ción de materiales en plazos de 10 días hábiles. La reforma al RART 
tuvo como uno de sus ejes principales que la sustitución de un material 
al aire pudiera darse en la misma semana. Por ello, la reforma regla-
mentaria dispuso que el IFE entregaría órdenes de transmisión a los 
concesionarios y permisionarios de la radio y la televisión dos veces 
por semana.

Con base en estas reglas, todos los partidos políticos y autoridades 
electorales del país pudieron sustituir sus promocionales dos veces por 
semana, llegando a estar en posibilidad de realizar hasta 52 cambios en 
197 días que duró el PEF 2011-2012 en lo relativo a radio y televisión, 
es decir, entre el 18 de diciembre de 2011 y el 1 de julio de 2012.

Marco normativo

El artículo 40 del RART.

Implementación del marco normativo

Sobre este dispositivo legal, el Comité de Radio y Televisión aprobó 
el “Acuerdo del Comité de Radio y Televisión del Instituto Federal 
Electoral por el que se establecen términos y condiciones para la en-
trega de materiales por parte de los partidos políticos y autoridades 
electorales”, así como requisitos de las órdenes de transmisión y 
definió que la sustitución de materiales podía hacerse dos veces por 
semana. Por lo anterior, durante todo el PEF 2011–2012 las órdenes 
de transmisión se elaboraron los domingos y martes, y se notificaron a 
cada concesionario y permisionario de radio y televisión los días lunes 
y miércoles de cada semana.

Con ello, los partidos políticos y autoridades electorales pudieron 
sustituir sus promocionales al aire hasta dos veces cada semana, lo que 
propició un tipo de campaña más dinámica que las que el IFE había 
administrado hasta antes de la reforma reglamentaria.

Resultados 

Durante el PEF 2011–2012, hubo 18 cortes de transmisión14 en pre-
campaña, 12 en intercampaña, 26 en campaña y uno en periodo de 
veda. Cada corte implicó la elaboración de 2,335 órdenes de transmi-
sión que fueron debidamente notificadas a cada concesionario y per-
misionario de radio y televisión incluido en el Catálogo de Emisoras 
que cubrieron el PEF 2011–2012, dando un gran total de 133,095 órde-
nes de transmisión elaboradas y entregadas a medios de comunicación.

Atendiendo a los datos arrojados por etapa de rotación (precampa-
ña, intercampaña, campaña y veda), resulta que el 76% de los promo-
cionales de todas las etapas estuvieron al aire más de 10 días y sólo el 
24% tuvieron vigencias menores de 10 días. 

Problemáticas

Uno de los debates más relevantes del PEF 2011-2012 fue el relati-
vo a la reforma al Reglamento de Radio y Televisión. Sin duda, los 
concesionarios y permisionarios jugaron un papel fundamental en la 
definición de la velocidad de cambio de materiales. En un dictamen de 
factibilidad, el IFE afirmó que entre 2008 y 2011:

1. Se identifica con regularidad una tendencia muy importante: típi-
camente, el mayor volumen de materiales asociados a una orden de 
transmisión, se entregan al inicio de cada etapa electoral (precam-
paña y campaña). Lo anterior, permite al IFE planear correctamen-
te el flujo de comunicación con los concesionarios y permisiona-
rios de la radio y la televisión y, a estos últimos, anticipar adecuada 
y oportunamente los mecanismos necesarios para la transmisión 
oportuna de los promocionales de los partidos políticos y autorida-
des electorales.

2. El conjunto de elecciones bajo análisis entre 2008 y 2011 indica 
que la duración promedio de estos comicios fue de 136 días.

3. En esos 136 días, el promedio máximo de promocionales entre-
gados por orden de transmisión fue 28. El mínimo de materiales 
entregados en una orden de transmisión fue 0 (cero), en virtud de 
que no toda orden de transmisión implica la sustitución de mate-
riales, es decir, se pueden seguir transmitiendo los de una orden 
de transmisión anterior. El máximo de materiales entregados fue de 
101 (Baja California, 2010).

4. El promedio de materiales entregados (versiones diferentes de par-
tidos políticos y autoridades electorales) por elección fue 137, con  
 

14 Se refiere a cada vez que se notificó la asignación de materiales a concesionarios 
y permisionarios de radio y televisión.
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un máximo de 339 (Baja California, 2010) y un mínimo de 43 (Mé-
xico, 2011).

5. De la cantidad de datos asociados a cada orden de transmisión 
analizada, es decir, de las 447 analizadas (132 precampaña, 48 
intercampaña, 248 campaña y 19 veda), es claro que durante la 
precampaña el volumen de promocionales es significativamente 
menor que durante la etapa de campaña, y que durante los perio-
dos de intercampaña y veda prácticamente no hay sustitución de 
materiales.

6. Sobre la etapa de campaña, de las 248 órdenes de transmisión ana-
lizadas en estas 19 elecciones locales, se revela que el promedio 
de sustituciones por orden de transmisión es equivalente a ocho 
promocionales durante las campañas electorales.

7. En resumen, se puede concluir que:

• El 12.5% de las órdenes de transmisión no implican sustitución 
de materiales;

• El 62.9% de las órdenes de transmisión implican sustituir entre 
uno y 10 materiales;

• El 17.3% de las órdenes de transmisión implican sustituir entre 
11 y 20 materiales;

• El 3.6% de las órdenes de transmisión implican sustituir entre 
21 y 30 materiales; y,

• El 3.6% de las órdenes de transmisión implican sustituir más de 
30 materiales.

 
Si al menos el 75% de las órdenes de transmisión reflejan sustitu-

ciones entre cero y 10 promocionales y sólo casos extraordinarios y 
aislados implican a sustituciones mayores a 20 materiales por orden de 
transmisión (7.2%), no parece haber ninguna restricción ni dificultad 
técnica para que los concesionarios y permisionarios de la radio y la 
televisión mexicanas pudieran realizar los cambios de materiales en 
los plazos previstos en las propuesta de reforma reglamentaria.

Si se tiene en cuenta que los concesionarios y permisionarios que 
respondieron el cuestionario que sirvió de base para la consulta orde-
nada por el TEPJF, informaron que el volumen máximo de promocio-
nales distintos que las emisoras transmiten en un día típico (incluyendo 
los de carácter privado y los oficiales notificados por las autoridades 
competentes) es en promedio 219, aun en los casos extraordinarios en 
los que las sustituciones de materiales pautados por el IFE ascienda a 
20 promocionales, esto apenas significaría el 9.13% del total de pro-
mocionales que transmiten en promedio en un día ordinario.

Ahora bien, por lo que respecta al “tiempo en que se llevó a cabo la 
sustitución de materiales”, dato previsto en la resolución del TEPJF a 
que se ha hecho referencia, el periodo ha sido de cinco días hábiles en 

estricto cumplimiento al artículo 46 del reglamento de la materia, a los 
acuerdos ACRT/066/2009 y ACRT/040/2010 (por los que se estable-
cieron los términos y condiciones para la entrega de materiales durante 
los procesos electorales de 2010 y 2011, respectivamente), y a los ca-
lendarios que para cada proceso electoral aprobó el Comité de Radio 
y Televisión. Por lo que este lapso no es indicativo de la capacidad 
técnica de la industria para operar las sustituciones de los materiales 
electorales. 

De la misma manera, la información relativa a los tiempos máxi-
mos y mínimos en que los concesionarios y permisionarios sustituye-
ron los promocionales de los partidos políticos y de las autoridades 
electorales, no resulta indicativa de las posibilidades técnicas de las 
emisoras para llevar a cabo tal sustitución, porque de conformidad con 
el propio reglamento y los acuerdos del Comité de Radio y Televisión, 
la entrada al aire de los materiales debe ser en una fecha única para 
garantizar un tratamiento equitativo entre los distintos partidos políti-
cos, y para asegurar la certeza en el inicio de transmisiones a todos los 
actores involucrados. 

En síntesis, aquel dictamen concluyó que la reducción de plazos 
para realizar la sustitución de materiales (de cinco a tres días) era po-
sible y, de acuerdo con  la consulta pública a los concesionarios y 
permisionarios de la radio y la televisión, puede afirmarse también que 
estos plazos mantienen una relación favorable con las respuestas de 
dichos medios de comunicación.

Existen casos concretos en donde la acumulación de materiales 
notificados, producto de entregas en domicilio distinto al de la loca-
lización de las estaciones de concesionarios y/o permisionarios que 
efectivamente transmiten, implica la administración de una cantidad 
significativamente mayor de materiales que los de una concesionaria 
y/o permisionaria en particular. Es decir, que mientras el promedio del 
que se hizo referencia en estas conclusiones fue de 137 sustituciones, 
existen casos en los que, por ejemplo, durante el primer semestre de 
2010 se recibieron casi 2,000 materiales. Para esos casos debe prever-
se un plazo mayor a la regla general con al menos un día adicional.

Aunado a lo anterior, tal y como se ha hecho desde el inicio de 
2010, el Comité de Radio y Televisión y la Junta General Ejecutiva 
aprobaron calendarios en los que se precisaron los días en que los 
concesionarios y permisionarios recibirían los materiales y las ins-
trucciones para su difusión por parte del Instituto. Estos documentos 
fueron notificados al menos 20 días hábiles antes del inicio del pro-
ceso electoral de que se tratase, garantizando la certeza y permitiendo 
una adecuada planeación a la industria. De hecho, el proyecto de 
reforma previó como obligación de la autoridad, la elaboración y noti-



41

Li b r o bL a n c o •  Pr o c e s o eL e c t o r a L Fe d e r a L 2011-2012

ficación a las emisoras de estos calendarios, junto con las pautas y los 
acuerdos por los que se formalizara  su aprobación.

Conclusiones

El modelo de comunicación política es viable con una velocidad de 
sustitución de promocionales dos veces por semana, justo en los pla-
zos previstos por el Reglamento de Radio y Televisión. En la práctica, 
el 76% de los promocionales de todas las etapas estuvieron al aire más 
de 10 días y sólo el 24% tuvieron vigencias menores de 10 días. Por 
ello puede afirmarse que la velocidad de sustitución de promocionales 
instaurada con la reforma reglamentaria fue exitosa y resulta idónea 
para futuros procesos comiciales. De requerirse mayor velocidad en la 
sustitución deberán diseñarse mecanismos tecnológicos de entrega de 
materiales y órdenes de transmisión más expeditos, pues hasta ahora 
su entrega se realiza de manera personal y el recorrido de 2,335 me-
dios de comunicación en todo el país no puede realizarse más de dos 
veces por semana.

Algunas voces del Consejo General consideran que cualquier in-
tento de acortar los plazos de sustitución de materiales requeriría un 
análisis previo de los costos en los que incurrirían los concesionarios 
y permisionarios, así como de las condiciones y posibilidades técnicas 
para hacerlo posible. En el mismo sentido se ha advertido que de no 
existir una consulta a permisionarios y concesionarios, existe el riesgo 
de enfrentarse a incumplimiento masivo por la inviabilidad de cumplir 
con los tiempos. 

 
También se ha advertido en el Consejo la importancia de empatar 

la velocidad en el cambio de materiales con una eficaz y rápida apli-
cación de eventuales medidas cautelares, salvaguardando el principio 
de no censura previa, pero manteniendo la vigencia de las normas que 
prohíben la propaganda denigratoria o calumniosa. En otras palabras, 
si existe una sustitución muy rápida de materiales, deben existir tam-
bién garantías técnicas para una aplicación proporcionalmente veloz 
de las medidas cautelares que se lleguen a aplicar a los promocionales 
propagandísticos.

ii.11.  PLazos Para eL retiro de PromocionaLes
 aL aPLicar medidas cauteLares

Introducción

Las medidas cautelares en materia electoral son los actos procedi- 
mentales que determina el Consejo General o la Comisión de Quejas 
y Denuncias (CQyD), a solicitud de la Secretaría Ejecutiva, a fin de 

lograr la cesación de los actos o hechos que pudieran constituir una 
infracción a la normatividad electoral, con el objeto de evitar:

• La producción de daños irreparables en las contiendas electorales;
• La afectación de los principios que rigen los procesos electorales;
• La vulneración de los bienes jurídicos tutelados por las dispo-

siciones contenidas en la normatividad electoral, hasta en tanto 
se emita la resolución definitiva.

Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación las defi-
ne como resoluciones provisionales cuyas características esenciales 
consisten en ser sumarias y accesorias. Sumarias porque se tramitan 
en plazos de tiempo breves, y accesorias porque no constituyen un fin 
en sí mismas, ya que su objetivo es evitar que por la ausencia de una 
resolución definitiva se vulnere algún derecho ocasionando daños de 
difícil o imposible reparación. 

Marco normativo

Artículo 3, numeral 1, inciso c), punto v; artículo 5, numeral 1, inciso 
b); artículo 17, numeral 1, del Reglamento de Quejas y Denuncias, y 
artículo 64 del RART.

Implementación del marco normativo

Tratándose de procesos electorales de las entidades federativas, en los 
que la autoridad electoral local haya dado inicio al procedimiento san-
cionador, por violaciones a una norma electoral local, si advierte la 
necesidad de adoptar una medida cautelar en materia de radio o televi-
sión, remitirá al Secretario Ejecutivo del Instituto su solicitud.

En caso de que la queja y/o solicitud de medidas cautelares sea 
presentada directamente al Instituto local, éste la remitirá de inmediato 
al órgano electoral local –Vocal Ejecutivo– correspondiente para los 
efectos del párrafo anterior. Una vez recibida la solicitud, el Secretario 
abrirá un cuaderno auxiliar y una vez realizadas, en su caso, las dili-
gencias que estime necesarias, lo remitirá de inmediato a la Comisión, 
con un Proyecto de Acuerdo, para que ésta, en un plazo de 24 horas, 
se pronuncie exclusivamente sobre la adopción o no de la medida cau-
telar solicitada.

Al ordenarse la adopción de una medida cautelar en materia de 
radio y televisión, se instruye a los órganos del IFE para realizar las 
diligencias de notificación, conforme a los siguientes plazos:
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Día Acción

Día 1 Se ordena la adopción de medidas cautelares.

Día 2

Se notifica a los concesionarios y permisionarios de radio 
y televisión que suspendan la transmisión de los promo-
cionales objeto de la medida. Previo a esto, se notifica al 
partido político correspondiente, para que indique el ma-
terial de sustitución.
Se deja citatorio para la práctica de la diligencia al día si-
guiente, en el caso de no encontrarse al representante legal 
o persona autorizada para tal efecto.

Día 3
Se atiende el citatorio, e independientemente de que se 
encuentre el representante legal o no, se efectúa la noti-
ficación bajo el apercibimiento contenido en el citatorio.

Día 4
Se cumple el plazo máximo (24 horas) otorgado a los con-
cesionarios y permisionarios para suspender la transmi-
sión del promocional objeto de la medida.

Posteriormente, cuando el Secretario tenga conocimiento del in-
cumplimiento, por parte de los sujetos de responsabilidad, de alguna 
medida cautelar ordenada por la CQyD, puede dar inicio a un nue-
vo procedimiento para la investigación de estos hechos, o los podrá 
considerar dentro de la misma investigación. Asimismo, si lo juzga 
necesario, puede dictar algún medio de apremio para lograr el cumpli-
miento de la medida ordenada, por lo que los órganos del IFE deben 
dar seguimiento al cumplimiento de las medidas cautelares ordenadas 
e informar sobre cualquier incumplimiento al Secretario y al Presiden-
te de la CQyD.

Resultados 

Del 7 de octubre de 2011 al 31 de agosto de 2012, se recibieron 247 
solicitudes de medidas cautelares, de las cuales 208 correspondieron 
a quejas radicadas como procedimientos especiales sancionadores, 
35 a quejas que se radicaron como procedimientos ordinarios y cuatro 
se integraron como cuadernos auxiliares. De estas 247 solicitudes de 
medidas cautelares, 206 fueron del conocimiento de la CQyD y en 41 
asuntos la Secretaría Ejecutiva dictó diversos acuerdos por los cuales 
no fue procedente remitir las solicitudes a la CQyD. 

De las 206 solicitudes de medidas cautelares que analizó, la Comi-
sión de Quejas y Denuncias dictó 186 acuerdos (por la acumulación 
de quejas). 

Problemáticas 

La vigencia de una orden de transmisión para distribuir los materiales 
de los partidos políticos a los concesionarios y permisionarios, es la 
siguiente:

Periodo ordinario Miércoles 7 días

Periodo electoral 
Domingo 2 días

Martes 5 días

Debido al corto tiempo de atención que requiere la notificación de 
la adopción de una medida cautelar, en el caso de aquellos materiales 
contenidos en una orden de transmisión cuya vigencia es de dos días, la 
medida cautelar se quedaría sin materia, pues antes de ordenarse la sus-
pensión, el material ya se encontraría fuera del aire. Y, en aquellos casos 
en que la vigencia del material es de cinco días o más, el daño es cau-
sado en la mayor parte del tiempo en que se transmitió dicho material.

Como se observa, el problema consiste en determinar si el marco 
jurídico que regula la adopción y notificación de medidas cautelares, 
permite que éstas se apliquen de forma oportuna en atención a su natu-
raleza y a la vigencia de los materiales en una orden de transmisión. Lo 
anterior, tomando en consideración que las notificaciones de medidas 
cautelares tienen que ser personales, lo que implica que si no se loca-
liza al representante legal de la emisora en una primera búsqueda, es 
necesario dejar un citatorio para el día siguiente, lo que dificulta una 
mayor agilidad en su notificación y, en consecuencia, cumplimiento.

Conclusiones 

Se considera pertinente una posible reforma legal que contemple la 
factibilidad de implementar un mecanismo de notificación distinto, po-
siblemente electrónico y/o satelital que agilice el procedimiento, acor-
te los plazos y, según la opinión de algunos integrantes del Consejo, 
garantice que las 24 horas con las que se cuenta para retirar un material 
del aire sean efectivas.

Autoridades electorales locales y jurisdiccionales

ii.12. tiemPos Para autoridades eLectoraLes
 durante eL Periodo de intercamPaña

Introducción

Durante el periodo de intercampaña, los partidos políticos tienen como 
restricción acceder a los medios de comunicación social enunciados en 
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la CPEUM, es decir, a radio y televisión. Sin embargo, el artículo 55 
del COFIPE establece que dentro de los procesos electorales federales, 
a partir del inicio de las precampañas y hasta el día de la jornada elec-
toral, el Instituto Federal Electoral tendrá a su disposición 48 minutos 
diarios en cada estación de radio y canal de televisión, y tendrán ac-
ceso los partidos políticos y autoridades electorales, en cada etapa del 
proceso electoral, conforme a la siguiente tabla:

 

Precampaña Intercampaña Campaña Reflexión Jornada 
electoral

Partidos 
políticos √ ˟ √ ˟ ˟

IFE y
autoridades 
electorales

√ √ √ √ √

 
De lo anterior se desprende que durante el tiempo que va del fin de 

la precampaña y hasta un día antes de iniciar la campaña, los tiempos 
del Estado quedan a disposición de las autoridades electorales. En con-
secuencia, y tomando en consideración el periodo de intercampaña, la 
cantidad de promocionales que quedan a disposición de autoridades 
es significativamente alto. Para el caso de la intercampaña del PEF 
2011–2012, la cantidad de promocionales pautados fue de poco más de 
nueve millones, es decir, el 20% de los tiempos disponibles para todo 
el proceso electoral.

Marco normativo

Artículos 41, base III, apartado A, incisos b) y c), de la CPEUM y 19 
del RART.

Implementación del marco normativo

La Junta General Ejecutiva y el Comité de Radio y Televisión aproba-
ron modelos de distribución de tiempos conforme a las reglas consti-
tucionales, legales y reglamentarias para 4,810 pautas específicas para 
todo el PEF 2011–2012, las 15 elecciones locales y el proceso extraor-
dinario en Morelia.

Resultados 

Durante todo el PEF 2011–2012, las 15 elecciones locales y el proce-
so extraordinario en Morelia, para la intercampaña se pautaron nueve 
millones 156 mil 274 promocionales de 30 segundos exclusivamente 
para autoridades electorales de todo el país. 

El primer dato interesante consiste en que dos autoridades fede-
rales (IFE y FEPADE)15 pautaron siete millones 175 mil 327, es decir, 
entre ambos organismos ocuparon el 75% de la pauta. Por lo que en 
una primera reflexión cabe preguntarse si el modelo de distribución de 
tiempos para autoridades fue el más adecuado.

De un ejercicio realizado para identificar los promocionales más 
pautados durante 43 días de intercampaña, se obtuvo como resultado 
dos conclusiones: 1) los 20 promocionales más pautados fueron exclu-
sivamente del IFE y FEPADE (en obvia concordancia con la magnitud 
de espacios que dispusieron) y, 2) el nivel de rotación de los materiales 
fue muy bajo. Dicho en otras palabras, la mayor parte de los promocio-
nales se mantuvieron al aire durante periodos muy largos, lo que pone 
de manifiesto una posible saturación de audiencias.

El cumplimiento de la industria de la radio y la televisión fue su-
perior al 96% durante la intercampaña, por lo que puede decirse que 
la espotización durante esta etapa no afectó la viabilidad del modelo 
de comunicación política, aunque debe señalarse que esa cantidad de 
promocionales podría saturar al electorado dado el bajo índice de su 
rotación. No obstante, dado que el tiempo que va del fin de la precam-
paña y hasta un día antes de iniciar la campaña queda en manos de 
las autoridades electorales del país, debe apuntarse que no existió otra 
posibilidad para utilizar de mejor forma dichos tiempos.

Problemáticas

El dilema obligado en este apartado es si deben o no utilizarse los 48 
minutos del tiempo del Estado para autoridades electorales durante la 
intercampaña. Como se ha documentado, es deseable legislar sobre 
usos alternativos del tiempo del Estado en radio y televisión con fines 
electorales, así como permitir  la acumulación de los tiempos oficiales, 
para  favorecer una  mayor flexibilidad en las formas de comunicación 
política.

Conclusiones

Nuevamente, a pesar de lo frío y duro de los resultados, no deja de ser 
motivo de reflexión si tal cantidad de promocionales es adecuada o se 
requiere que los dispositivos constitucionales y legales tengan ajustes 
sobre la cantidad de tiempo disponible durante la intercampaña, su uso 
y el número de promocionales que derivan de su cumplimiento. Como 

15 Algunos partidos políticos consideran que la FEPADE, como parte de la PGR, 
sólo debiera disponer de los tiempos del Poder Ejecutivo, para optimizar los men-
sajes disponibles de las autoridades electorales en tiempos oficiales, considerando 
que dicha institución tiene posibilidades de contratar espacios, así como acceso a 
la franja de tiempos del Estado que administra la Secretaría de Gobernación.
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se demostró en el documento, es deseable legislar sobre usos alterna-
tivos del tiempo del Estado en radio y televisión con fines electorales, 
y que se permita la acumulación de los tiempos oficiales. Es posible 
que en un escenario de menor uso de tiempos del Estado, también se 
pueda utilizar el tiempo restante para que lo co-administre la Dirección 
General de Radio, Televisión y Cinematografía, pues contaría con ca-
pacidad para hacerlo hasta antes de que inicie la campaña electoral, 
y se suspenda el uso de propaganda gubernamental (aunque se corre 
el riesgo de propiciar la pérdida de autonomía del IFE en la adminis-
tración de esos tiempos contemplados para la intercampaña). Con las 
determinantes legales vigentes, hoy resulta imposible.

En relación con lo anterior, antes de determinar el uso que se debe 
dar a los tiempos del Estado en radio y televisión durante la intercam-
paña, también habría que valorar las necesidades institucionales de 
difundir promocionales, para el cumplimiento de las atribuciones del 
IFE con motivo del desarrollo de un proceso electoral federal.

Otro elemento a considerar es la pertinencia de acotar el flujo de 
recursos gubernamentales vía contratación de publicidad durante el 
periodo de intercampaña, y en ese sentido, la pertinencia que tendría 
destinar sólo tiempos oficiales a la difusión de los mensajes de entida-
des públicas durante esta etapa.

ii.13. comPetencia en radio y teLevisión
 de Las autoridades LocaLes

Introducción

Por mandato constitucional, el IFE es la única autoridad facultada para 
administrar los tiempos que corresponden al Estado en radio y televi-
sión, y por lo tanto, se encarga de destinar a partidos políticos, autori-
dades electorales y para sus propios fines, los tiempos que la ley otorga 
a cada cual.

Sin embargo, cada entidad federativa cuenta con la facultad so-
berana de regular a nivel local el procedimiento mediante el cual los 
partidos políticos acceden a sus prerrogativas en radio y televisión, y 
de este modo garantizar la asignación del tiempo que les corresponda 
conforme a la ley, en razón de lo cual cada autoridad electoral local 
propone al Instituto un modelo de distribución para las precampañas 
y campañas locales, que cumpla con las especificaciones de la legisla-
ción aplicable.

Y es competencia del Comité de Radio y Televisión conocer y, en 
su caso, modificar el modelo de distribución de las pautas proporcio-

nadas por los institutos electorales locales, en aquellos casos en los 
que se determine que dicho modelo no es acorde con los criterios de 
asignación o distribución que mandatan las disposiciones constitucio-
nales y legales.

Marco normativo 

Artículos 41, base III, apartados A y B, de la CPEUM; 49, numeral 5, 
51, numeral 1, del COFIPE y 4, numeral 1, del RART.

Implementación del marco normativo

Considerando que todas las entidades federativas cuentan con la facul-
tad soberana de regular a nivel local el procedimiento mediante el cual 
los partidos políticos acceden a sus prerrogativas en radio y televisión, 
y de este modo garantizar la asignación del tiempo que les corresponda 
conforme a la ley, cada autoridad electoral local propone al Instituto 
un modelo de distribución para las precampañas y campañas locales, 
que debe cumplir con las especificaciones de la legislación aplicable.

Así, durante el PEF 2011-2012, los institutos locales de las 15 enti-
dades con procesos electorales locales ordinarios (Campeche, Chiapas, 
Colima, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, Estado de México, Morelos, 
Nuevo León, Querétaro, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco, Yucatán y 
el Distrito Federal) y de las dos entidades con elecciones extraordina-
rias (Michoacán e Hidalgo), proporcionaron al IFE la propuesta para la 
distribución de la pauta en las elecciones respectivas.

El Comité de Radio y Televisión aprobó las pautas para la trans-
misión de los promocionales en radio y televisión conforme a la pro-
puesta de distribución de cada instituto local. En algunos casos se 
modificaron, para ajustar los calendarios de entrega y de órdenes de 
transmisión, y también cuando la autoridad electoral local informó del 
registro de coaliciones.

Resultados

El resultado de la aplicación de la legislación en materia de radio y 
televisión es favorable, toda vez que el IFE en su calidad de auto-
ridad única facultada para administrar los tiempos que corresponden 
al Estado en radio y televisión, ha logrado establecer mecanismos de 
comunicación con el resto de las autoridades electorales locales, para 
la adecuada implementación de esta atribución, sin vulnerar la facultad 
soberana de cada entidad de regular a nivel local su proceso electoral.
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Problemáticas

Si bien la problemática fue superada, existió una dificultad para lograr 
la aplicación y viabilidad armónica entre la normatividad federal y lo-
cal, con relación al desarrollo de las precampañas y campañas locales, 
conforme a los casos específicos de cada entidad federativa.

Conclusiones

Se puede afirmar que en este aspecto los canales de comunicación en-
tre el Instituto y el resto de las autoridades electorales locales han sido 
un factor determinante en la viabilidad de la aplicación armónica de la 
normatividad, pues se ha logrado respetar la facultad soberana de los 
estados de elaborar un modelo de distribución para las precampañas 
y campañas locales conforme a las necesidades propias de la realidad 
de su proceso electoral y su legislación, sin vulnerar la facultad del 
Instituto en su calidad de autoridad única en la administración de los 
tiempos del Estado, para su aprobación y, en su caso, modificación 
en los casos que se requieran ajustes, por ingreso de nuevos partidos 
políticos locales, creación, modificación o desintegración de coalicio-
nes, o cualquier otro motivo que la autoridad electoral local informe 
y requiera de un ajuste de pautas para salvaguardad la equidad en 
la contienda.

Finalmente, hay partidos que consideran que debe precisarse la 
competencia de las autoridades locales y federales en el procedimiento 
para la distribución de tiempos de campaña.

ii.14.  determinaciones de autoridades JudiciaLes
 distintas a Las eLectoraLes

Introducción

Tras la reforma constitucional y legal de 2007-2008, en la que se im-
plementó un nuevo sistema de comunicación político-social, existie-
ron diversas impugnaciones ante la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación que pretendieron combatir las limitantes que el nuevo siste-
ma de comunicación impuso tanto a los partidos políticos, como a 
los concesionarios y permisionarios de radio y televisión, así como a los 
ciudadanos. 

Problemáticas

Una vez emitida la normatividad secundaria que debería servir de base 
para reglamentar el acceso a la radio y televisión, se interpusieron me-
dios de impugnación constitucionales no electorales por parte de diver-
sas concesionarias, quienes inconformes con lo que consideraban una 

“imposición legal” promovieron juicios de amparo contra las refor-
mas a la Constitución y las distintas leyes que fueron modificadas. Por 
otra parte, los partidos políticos también promovieron instrumentos de 
control constitucional ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
a través de la acción de constitucionalidad 61/2008 y sus acumuladas 
62/2008, 63/2008, 64/2008 y 65/2008 (promoventes: partidos políticos  
nacionales Convergencia, del Trabajo, Nueva Alianza, Alternativa So-
cialdemócrata y Campesina y Verde Ecologista de México), en donde 
se consideraba inconstitucional y violatoria de diversas normas la re-
forma mencionada.

La Suprema Corte, al emitir el fallo de la acción de inconstitucio-
nalidad propuesta dictaminó lo siguiente: si bien es cierto que la norma 
señalada establece una prohibición expresa para contratar propaganda 
en radio y televisión, dicha prohibición va dirigida de manera especí-
fica a los sujetos normativos, por lo que no entra en conflicto con la 
libertad de expresión, de prensa o la manifestación de las ideas, ya que 
cualquier persona puede contratar propaganda en radio y televisión, 
con la única restricción de que tal propaganda no esté destinada a 
influir en las preferencias electorales. La Corte estableció una relación 
entre su análisis y lo dispuesto en el artículo 1° de la Carta Magna, 
relativo a que se trata de una restricción establecida directamente por 
el Constituyente Permanente, ya que “las garantías no pueden restrin-
girse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones que ella 
misma establezca...”. Es así que se determinó que la norma contenida 
en el artículo 41 no entraba en conflicto directo con derechos funda-
mentales contenidos en los artículos 5°, 6° y 7° constitucionales.

Por otro lado, y no obstante el pronunciamiento de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en relación con la reforma en materia de 
radio y televisión, tanto sindicatos patronales, como concesionarias 
de televisión y radio, presentaron sendos juicios de amparo indirecto, 
haciendo valer diversos conceptos de violación, como  el relativo a que 
la reforma constitucional no cumplió con los requisitos establecidos en 
el artículo 135 de nuestra Constitución. Amparos que, por materia de 
competencia, tocó conocer a los Jueces de Distrito en Materia Admi-
nistrativa. 

El artículo 114 de la Ley de Amparo señala la posibilidad de im-
pugnar, por esa vía, la constitucionalidad de una norma, lo que colocó 
al Instituto en la disyuntiva de aplicar una norma novedosa, sin pre-
cedente alguno en la legislación y que se encontraba en medio de una 
impugnación no electoral.

Por ese motivo, el Constituyente Permanente estableció la prohibi-
ción de suspender los procedimientos en la materia electoral, ya que la 
suspensión de los actos o resoluciones dictados por las autoridades elec-
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torales acarrearía una afectación a bienes jurídicos superiores de interés 
público a favor de la democracia, por lo que señaló concretamente:

En materia electoral la interposición de los medios de impugnación 
constitucionales o legales, no producirá efectos suspensivos sobre la 
resolución del acto impugnado.

Ante tal situación, la disyuntiva radicó precisamente en el hecho 
de que por una parte existe un legítimo derecho de las personas morales 
que interpusieron los juicios de amparo, en los que cabe la posibilidad de 
hacer valer la suspensión de los actos reclamados y, en otra parte, di-
chas personas, en su momento tenían la opción de presentar el medio 
de impugnación establecido en la base VI del artículo 41 constitucio-
nal, con la salvedad de que dichos medios de impugnación no pueden 
tener efectos suspensivos sobre la resolución o acto reclamado.

Es importante señalar que los amparos en materia de radio y tele-
visión que afectaron a la autoridad electoral no sólo fueron los que se 
presentaron en su momento en cuanto a la reforma constitucional y 
legal, sino sobre la aplicación directa de dicha normatividad, es decir, 
sobre la aplicación que daban las distintas autoridades electorales a 
esas normas en materia de radio y televisión.

Igualmente importa decir que de acuerdo a la doctrina “el juicio de 
amparo procede conforme a un criterio clásico de los derechos sub-
jetivos públicos, éstos se otorgan a los gobernados para exigir de los 
órganos del poder una abstención con el objeto de obtener el respeto 
a su esfera de libertad y, consecuentemente con esta idea, matizada 
hasta cierto punto con la consagración de los derechos o garantías 
sociales establecidas en nuestra carta fundamental de 1917, nuestro 
juicio de amparo procede únicamente contra actos y resoluciones de 
autoridad en sentido estricto”;16 por lo anterior, desde el punto de vis-
ta más estricto, no podía negarse a las personas morales que intentaron 
el juicio de garantías su derecho de interponerlo, de conformidad con 
los artículos 103 y 107 constitucionales, no obstante que dichos jui-
cios se pueden considerar improcedentes conforme a lo dispuesto en la 
fracción VII del artículo 73 de la Ley de Amparo en vigor, por tratarse 
de resoluciones o declaraciones de los organismos y autoridades en 
materia electoral. 

A manera de ejemplo de ese tipo de problemas, cabe recordar el 
caso de una televisora concesionaria que interpuso un amparo indi-
recto en contra de diversos oficios, en donde la autoridad electoral le 
notificó las pautas que estaba obligada a transmitir; mediante el am-

16 Héctor Fix Zamudio, Ensayos sobre derecho de amparo México, Instituto de In-
vestigaciones Jurídicas. Universidad Nacional Autónoma de México, 1993.

paro se solicitó la suspensión del acto reclamado, es decir, que no se 
transmitiesen dichas pautas.

En ese caso, el Juez de Distrito (expediente 1826/2009, radicado 
ante el Juzgado Décimo Tercero de Distrito en Materia Administrati-
va) colocó a la autoridad electoral en el dilema legal de ajustarse a la 
suspensión dictada o, en su caso, no acatarla.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de la facul-
tad de atracción 161/2010, determinó esencialmente no entrar al estu-
dio de las controversias planteadas por la vía del amparo, por existir 
una causal de improcedencia expresa en la ley de la materia y, como 
consecuencia de la determinación antes señalada, los asuntos que aún 
en 2012 estaban pendientes por resolverse, han sido resueltos en el 
mismo sentido y se emitió incluso jurisprudencia que ya claramente 
señala la improcedencia de la vía de amparo para impugnar normas o 
actos de carácter electoral que tienen que ver con los tiempos de radio 
y televisión.17

Conclusiones

Conforme a lo antes narrado, existe una evidente invasión de la esfera 
jurídica de competencia por parte de los Jueces de Distrito y Tribu- 
nales Colegiados en Materia Administrativa, en las actividades de las 
autoridades electorales. Dicha invasión de la competencia en la ac-
tualidad y en un futuro cercano, pudiera tener consecuencias no sólo 
jurídicas, sino de trascendencia política, pues el hecho de otorgar la 
suspensión del acto reclamado respecto de decisiones o actos de au-
toridad electoral, violenta de manera esencial los derechos político-
electorales de terceros, aunado a que de conformidad con el artículo 99 
de la Constitución federal, el órgano competente y máxima autoridad 
en la materia electoral es el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, ante quien se deben interponer los medios de impugnación 
que la ley de la materia ha establecido previamente.

Por ello, hasta en tanto no exista una reforma en materia de ampa-
ro que regule de manera concreta las causales de improcedencia que 
la Suprema Corte ha establecido a través de un criterio jurispruden-
cial, la complejidad del tema, la falta de precedentes constitucionales 

17 Jurisprudencia P./J.100/2008 Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
“INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. ES LA ÚNICA AUTORIDAD FA-
CULTADA PARA ADMINISTRAR LOS TIEMPOS OFICIALES EN RADIO 
Y TELEVISIÓN A QUE TENDRÁN ACCESO LOS PARTIDOS POLÍTICOS, 
INCLUSO TRATÁNDOSE DE ELECCIONES ESTATALES”.

 Jurisprudencia P.LX/2008 Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
“AMPARO. ES IMPROCEDENTE CUANDO SE IMPUGNAN NORMAS, AC-
TOS O RESOLUCIONES DE CONTENIDO MATERIALMENTE ELECTO-
RAL O QUE VERSEN SOBRE DERECHOS POLÍTICOS”.
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y legales, y lo novedoso desde el punto de vista jurídico, no puede 
considerarse un tema zanjado. Desde luego, es obligatorio acatar la ju-
risprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pero en este 
caso no deja de ser un criterio de interpretación que no ha trascendido 
al sistema normativo, donde debe establecerse de manera precisa en 
qué casos podrían ser improcedentes las resoluciones y actuaciones de 

las autoridades electorales; por otra parte, haría falta también ampliar 
el marco procesal de la ley de medios de impugnación electorales 
con la finalidad de dar a los particulares (personas físicas y morales), 
normas más claras y precisas para la impugnación de determinaciones 
en materia electoral.





La reforma electoral constitucional y legal de los años 2007–2008 
agregó nuevas atribuciones y facultades a las autoridades electorales. 
Al Instituto Federal Electoral (IFE) se le otorgaron 53 adicionales y 
con ellas se establecieron nuevas bases para conocer y, en su caso, 
sancionar las faltas a la legislación que alteren el adecuado desarrollo 
de los procesos electorales que organiza. 

Sintéticamente, el procedimiento especial sancionador está diseña-
do para evitar la propaganda ilegal, así como los actos anticipados de 
precampaña o campaña que afecten el curso de la competencia electo-
ral, además de otorgar instrumentos que doten de rapidez y contunden-
cia a la impartición de justicia y proporcionar un nuevo marco jurídico 
(y conceptual) para conjugar libertad y equidad.

El nuevo mecanismo legal para conocer de las faltas, implicó cam-
bios y ajustes institucionales importantes, entre ellos, el diseño y la 
puesta en práctica de un procedimiento adicional, denominado Especial 
Sancionador. El procedimiento que hasta entonces había sido el único 
mediante el cual se conocían las infracciones a la legislación electoral 
se mantuvo, ahora con la denominación de Ordinario Sancionador.

 A través del procedimiento ordinario, se tramitan las llamadas 
“faltas genéricas”, que son las que se cometen sobre todo fuera del 
desarrollo de los procesos electorales, o bien, dentro de éstos, pero 
que no tienen que ver con la propaganda de los partidos políticos, en 
especial con la propaganda difundida en radio y televisión.

Estas nuevas atribuciones se ubicaron en el Libro Séptimo del 
COFIPE. La inclusión de un libro específico y pormenorizado para 
el seguimiento de las denuncias y quejas, constituye toda una novedad 
para la historia electoral de México. En 54 artículos se desarrollan las 
siguientes temáticas generales:

1. La ampliación de los sujetos infractores ante la ley electoral, sus 
conductas sancionables y las sanciones correspondientes.

2. Los dos tipos de procedimientos sancionadores (el ordinario y el 
especial).

3. Las nuevas atribuciones de 300 juntas y consejos distritales para 
resolver quejas relacionadas con propaganda electoral mediante el 
procedimiento especial.

4. El procedimiento para quejas referidas al financiamiento y gasto de 
partidos políticos.

5. El procedimiento de sanción a los funcionarios del IFE por faltas 
en su función o faltas de tipo administrativo.

6. Las facultades y funciones de la nueva Contraloría General del 
Instituto.

Es cierto que algunas de las reglas establecidas a partir de la refor-
ma en comento han sido aplicadas por el Instituto Federal Electoral 
en 70 procesos electorales, pero también lo es que la prueba máxima 
respecto a la implementación en la totalidad de las mismas se presentó 
en el proceso federal para renovar al Poder Ejecutivo y al Congreso de 
la Unión en 2012.

Así, la experiencia adquirida en el proceso electoral federal permi-
te hacer un balance respecto a los problemas y dilemas detectados en 
la aplicación y desarrollo de las reglas que rigen a los procedimientos 
administrativos especiales sancionadores. 

iii.1. Potestad sancionadora deL
 instituto FederaL eLectoraL

Introducción

En el modelo normativo del IFE se establece la facultad que éste de-
tenta para investigar y, en su caso, sancionar las infracciones que los 
sujetos regulados cometan en el ámbito electoral.

A lo largo del tiempo, en el sistema constitucional mexicano se han 
actualizado las atribuciones del IFE para dotarlo de herramientas de 
carácter punitivo, entre las que destacan, como se ha dicho, el procedi-
miento ordinario sancionador y el procedimiento especial sancionador.

Ahora bien, el desarrollo del Proceso Electoral Federal 2011-2012 
suscitó algunas reflexiones en cuanto a la dinámica y al entendimien-
to de los procedimientos sancionadores que sustancia y resuelve el 

iii. Justicia eLectoraL eXPedita:
 eL Procedimiento sancionador eLectoraL
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IFE, de las cuales merece una especial atención la relacionada con 
mantener o no la potestad sancionadora como competencia de la auto-
ridad electoral.

En esa tesitura, en las líneas subsecuentes se abordará la disyunti-
va de si el IFE debería o no conservar la potestad sancionadora y, en 
cualquiera de los casos, de qué modo lo haría.

Marco normativo

La base constitucional de la potestad sancionadora del IFE se encuen-
tra prevista en el artículo 41, base III, apartado D, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los siguientes términos:

Las infracciones a lo dispuesto en esta base serán sancionadas por el 
Instituto Federal Electoral mediante procedimientos expeditos, que 
podrán incluir la orden de cancelación inmediata de las transmisiones 
en radio y televisión, de concesionarios y permisionarios, que resulten 
violatorias de la ley.

El mandato de la Constitución de sancionar las infracciones electo-
rales fue retomado por el legislador en el Código Federal de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales (COFIPE), dentro del artículo 118, 
párrafo 1, inciso w, en los siguientes términos:

1.  El Consejo General tiene las siguientes atribuciones:
(...)
w) Conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las sanciones 

que correspondan, en los términos previstos en este Código.

Problemáticas

Como ya se adelantó, el dilema que se plantea es si resulta conveniente 
o no, en atención a diferentes consideraciones, que el IFE mantenga 
la facultad de imponer sanciones a los sujetos regulados por la legis-
lación electoral.

En primer lugar, debe advertirse que el tema no es nuevo, pues ha 
estado presente en las discusiones que se suscitaron durante las distin-
tas reformas electorales previas (1991, 1994 y 1996). Incluso, en un 
periodo históricamente relevante, la potestad sancionadora administra-
tiva se encontraba fuera del IFE, en manos de órganos jurisdiccionales.

Ahora bien, las razones por las que resulta relevante el debate del 
tema que nos ocupa podrían clasificarse como: a) operativas, b) jurídi-
cas, y c) políticas.   

En el plano operativo la discusión está orientada a indagar si los 
procedimientos sancionadores en manos del IFE resultan ser eficaces 
y eficientes. Al respecto, cabe advertir la existencia de una evaluación 
estadística que permite calificar la atención que tuvieron las quejas y 
denuncias presentadas durante el Proceso Electoral Federal 2011-2012. 

A pesar de los múltiples problemas logísticos que representa el en-
cauzamiento de centenas de quejas en un proceso electoral –por ejem-
plo incremento de personal, complejidad en la ejecución de las notifi-
caciones, de la operación de notificación, simultaneidad en la atención 
de audiencias, sustanciación de quejas–, el presente documento se cir-
cunscribe a cuestiones de índole jurídica.  

Desde la perspectiva política, el hecho de que el IFE se constituya 
como autoridad investigadora, respecto de las conductas denunciadas 
por los partidos, siendo éstos en muchos casos los sujetos del proce-
dimiento, y el hecho de que tenga que imponerles sanciones cuando 
procede, representa un costo en su imagen y en la de sus órganos direc-
tivos que repercute en todas las demás acciones que le corresponden al 
IFE, incluso en la de realizar el conteo de los votos.

Así, se debe reflexionar si el tratamiento jurídico del régimen san-
cionador electoral en el sistema legal mexicano resulta adecuado. En 
otras palabras, las reflexiones deberían centrarse en dilucidar si la im-
posición de sanciones es compatible con la función principal de pre-
parar, organizar y conducir los procesos electorales y, en general, si la 
facultad sancionadora del IFE es necesaria para preservar la equidad 
de la competencia democrática. 

Alternativas 

Claramente se pueden identificar dos alternativas respecto al tema ex-
puesto con antelación:

1. Mantener el actual tratamiento jurídico de la potestad sancio-
nadora en materia electoral, a fin de que el IFE conserve las 
herramientas punitivas derivadas de la aplicación de los proce-
dimientos ordinarios y especiales. 

2. Modificar el régimen de sanciones en materia electoral, trasla-
dando la facultad de su imposición a un ente público distinto 
al IFE. En este sentido, parece que la opción más viable podría 
ser, en su caso, depositar la potestad sancionadora en sede ju-
risdiccional. Las posibilidades podrían ser:

- Crear un sistema de competencia dual, en el que el IFE con-
serve la facultad de instrucción y el Poder Judicial de la 
Federación detente la facultad de imponer la sanción.
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- Depositar tanto el órgano de instrucción como el órgano de 
decisión en sede jurisdiccional con el fin de dar la atención 
debida a los procedimientos sancionadores en todo el terri-
torio nacional.

Ahora bien, es preciso advertir que existen sólidos antecedentes 
históricos además de la experiencia de varios años (de 1991 a 1996) 
acerca de una potestad sancionadora electoral en sede jurisdiccional, 
dejando a cargo de la autoridad administrativa la etapa procesal corres-
pondiente a la “sustanciación” (aportación de documentos, expedien-
tes y de pruebas), mientras las Salas Regionales y Superior del Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federación se encargaban de su 
resolución.

Por otra parte, debe tomarse en cuenta que se está ante el tema de 
“infracciones” y no de “delitos” y, en razón de que las infracciones 
tienen naturaleza administrativa, resultaría peculiar18 que el Poder Ju-
dicial imponga sanciones por el quebrantamiento de mandatos legales 
que actualizan hipótesis de carácter administrativo.

De este modo, se estaría modificando la línea del derecho adminis-
trativo mexicano19 que propugna por la justiciabilidad de la potestad 
sancionadora de la administración pública (control jurisdiccional por 
parte de los tribunales contenciosos administrativos –en nuestro caso, 
contencioso electorales–) y no por la judicialización de la potestad 
sancionadora de la administración (poniéndola en manos del Poder 
Judicial). 

Conclusiones

El debate se encuentra abierto y las anteriores consideraciones son 
apenas un breve encuadre al mismo.

El mantenimiento o no de la potestad sancionadora al interior del 
IFE constituye una decisión, ante todo, jurídica, institucional y política 
que, entre otras cosas, debe ponderar la eficacia del procedimiento para 
salvaguardar la equidad del proceso electoral e inhibir las conductas 
infractoras futuras de manera expedita. Por ese motivo, la decisión no 
debe dejar de lado su pragmatismo, eficiencia y accesibilidad, aunque 

18 En efecto, salvo el caso de sanciones disciplinarias, no es común que los órganos 
jurisdiccionales impongan sanciones administrativas.

19 En el ámbito español, Manuel Rebollo Puig et al., Derecho administrativo sancio-
nador, LexNova, España, 2009, p. 61, señala que, en principio, el primer requisito 
para que pueda hablarse de una sanción administrativa es que la imponga un ór-
gano administrativo y, agrega el autor, que, de hecho, la diferencia más evidente 
entre sanciones administrativas y penas es que aquéllas las impone la administra-
ción y éstas los jueces.

sin lugar a dudas es una decisión que, en su caso, debe ser tomada por 
los legisladores. En caso de que la decisión se orientare a retirar de la 
órbita competencial del IFE la imposición de sanciones electorales, 
el primer paso que habría de tomarse sería llevar a cabo una refor- 
ma al artículo 41, base III, apartado D, de la CPEUM, y al Libro Sép-
timo del COFIPE.

Sin embargo, dentro del Consejo General hay quien considera que 
el planteamiento de retirar la potestad sancionadora al Instituto resul-
taría contraria al sistema electoral actual y al control de legalidad de 
los actos y resoluciones de las autoridades administrativas electorales 
por lo que señala, que de seguirse dicho planteamiento, la reforma al 
artículo 41 y al Libro Séptimo sería insuficiente debido a que, con 
la medida, se modificaría el diseño ius puniendi, así como el control de 
legalidad y constitucionalidad en el ámbito local y federal dadas las 
bases del artículo 116, párrafo IV, de la Constitución.

Además, entre los consejeros hay quienes consideran que debería 
mantenerse la facultad de arbitraje del IFE para conocer de los pro-
cedimientos administrativos sancionadores, porque se trata de uno de 
los mecanismos de protección de los principios constitucionales de las 
elecciones democráticas, dentro del derecho administrativo sanciona-
dor electoral, en donde se tipifican las conductas que causan afectación 
a esos principios y que se presentan como infracciones electorales, 
cuya finalidad es preventiva, al imponer una corrección al infractor 
con el fin de inhibir en él y en el resto de los actores políticos la rea-
lización de ese tipo de conductas, para así evitar que trasciendan a la 
elección correspondiente, precisamente para la protección de los prin-
cipios constitucionales. 

iii.2.  Funcionamiento y ámbito de comPetencia
 de La comisión de queJas y denuncias

La función de la Comisión de Quejas y Denuncias (en adelante, Comi-
sión)  puede dividirse en dos grandes rubros:

a) Para los procedimientos sancionadores ordinarios se constituye 
como un órgano intermedio de recepción y valoración de los pro-
yectos de resolución que instruye la Secretaría del Consejo Ge-
neral. En este caso, la Comisión se encarga de remitir al Consejo 
General los proyectos de resolución para que éste se erija en órga-
no de decisión, o bien, devuelva los proyectos a la Secretaría del 
Consejo General para la sustanciación de diligencias adicionales, 
exponiendo las causas que motiven la devolución y, en su caso, las 
diligencias que se estimen pertinentes para el perfeccionamiento 
de la investigación.
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b) Dentro del procedimiento de medidas cautelares, es un órgano de 
recepción, valoración y decisión, ya que se encarga de recibir la 
solicitud que, en su caso, remite la Secretaría del Consejo General 
(órgano de radicación e instrucción) y, posteriormente, valora y 
resuelve sobre su procedencia o no.

Este panorama permite advertir que la dinámica del funciona-
miento de la Comisión debería transcurrir en forma llana, no obstan-
te, durante el Proceso Electoral Federal 2011-2012, surgieron algunas 
problemáticas relacionadas, sobre todo, con el procedimiento para la 
adopción de medidas cautelares.

Marco normativo

El COFIPE prevé la existencia de la Comisión de Quejas y Denuncias 
del IFE en los siguientes términos: 

Artículo 116
(…)
2. Independientemente de lo señalado en el párrafo anterior, las co-

misiones de: Capacitación Electoral y Educación Cívica; Orga-
nización Electoral; Prerrogativas y Partidos Políticos; Servicio 
Profesional Electoral, Registro Federal de Electores, y de Quejas 
y Denuncias funcionarán permanentemente y se integrarán exclusi-
vamente por consejeros electorales designados por el Consejo Ge-
neral. Los consejeros electorales podrán participar hasta en dos de 
las comisiones antes mencionadas, por un periodo de tres años; la 
presidencia de tales comisiones será rotativa en forma anual entre 
sus integrantes. 

Artículo 356
1. Son órganos competentes para la tramitación y resolución del pro-

cedimiento sancionador:
 (…)
 b) La Comisión de Denuncias y Quejas, y
 (…)

Por lo que hace al tema de la actuación de la Comisión ante solici-
tudes de medidas cautelares en los procedimientos especiales y ordina-
rios sancionadores, el COFIPE señala lo siguiente:

Artículo 365
(…)
4. Si dentro del plazo fijado para la admisión de la queja o denuncia, 

la Secretaría valora que deben dictarse medidas cautelares lo 
propondrá a la Comisión de Quejas y Denuncias para que esta re-
suelva, en un plazo de veinticuatro horas, lo conducente, a fin [de]

lograr la cesación de los actos o hechos que constituyan la infrac-
ción, evitar la producción de daños irreparables, la afectación de 
los principios que rigen los procesos electorales, o la vulneración 
de los bienes jurídicos tutelados por las disposiciones contenidas 
en este Código.
(…)

Artículo 368
(…)
8. Si la Secretaría considera necesaria la adopción de medidas caute-

lares, las propondrá a la Comisión de Quejas y Denuncias dentro 
del plazo antes señalado, en los términos establecidos en el artículo 
364 de este Código.

El Reglamento de Quejas y Denuncias del Instituto Federal Elec-
toral (en adelante, Reglamento) establece en su capítulo octavo el trá-
mite a seguir en el caso de que se solicite la aplicación de medidas 
cautelares. Para los efectos de la presente exposición, resulta especial-
mente relevante el contenido del artículo 18, que prevé las medidas 
cautelares, tratándose de propaganda en radio y televisión, en asuntos 
de competencia exclusiva de los institutos electorales locales. En la 
parte que interesa, el aludido precepto establece:

1. Tratándose de procesos electorales de las entidades federativas, en 
los que la autoridad electoral local haya dado inicio al procedi-
miento sancionador, por violaciones a una norma electoral local, si 
advierte la necesidad de adoptar una medida cautelar en materia de 
radio o televisión, remitirá al Secretario del Instituto, su solicitud.

2. En caso de que la queja y/o solicitud de medidas cautelares sea pre-
sentada directamente al Instituto, éste la remitirá de inmediato al 
órgano electoral local correspondiente para los efectos del párrafo 
anterior.

3. Una vez recibida la solicitud, el Secretario abrirá un cuaderno au-
xiliar y una vez realizadas, en su caso, las diligencias que estime 
necesarias, lo remitirá de inmediato a la Comisión, con un pro-
yecto de Acuerdo, para que ésta en un plazo de veinticuatro horas 
se pronuncie exclusivamente sobre la adopción o no de la medida 
cautelar solicitada.

Problemáticas

La primera reflexión que debe abordarse es determinar si la Comisión 
debe o no otorgar medidas cautelares a partir de mandatos contenidos 
en leyes locales sin que exista un pronunciamiento previo de la auto-
ridad local.
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El artículo 18 del Reglamento (que tuvo su origen en lo dispues-
to por el TEPJF dentro del SUP-RAP-12/2010) estipula que cuando 
los institutos electorales locales soliciten a la Comisión la adopción 
de medidas cautelares, el IFE no desplegará su facultad sancionadora, 
sino únicamente su facultad de autotutela a través del otorgamiento 
de medidas cautelares mediante la apertura de un cuaderno auxiliar, 
quedando en la órbita de competencia de los organismos electorales 
locales la resolución del fondo de la queja presentada.

No obstante lo anterior, a fin de determinar si existe un daño jurí-
dico y la culpabilidad del sujeto imputado, el IFE se ve compelido a 
analizar la legislación local, por ser la materia del pronunciamiento de 
fondo –aunque no lo prejuzga–, en virtud de que se analiza la aparien-
cia del derecho invocado por los denunciantes, mismo que se encuen-
tra definido en el marco normativo de carácter local.

El procedimiento obliga a plantear una pregunta básica: ¿hasta qué 
punto resulta jurídicamente apropiado que un ente de carácter federal 
tenga que aplicar la legislación local? No sólo por razones de jerarquía 
normativa,20 las inquietudes surgen por problemáticas específicas que 
se han presentado durante los procesos electorales de 2010, 2011 y 
2012 y que con mucha probabilidad se podrían presentar en el futuro. 

Una de estas problemáticas es qué hacer cuando se soliciten medi-
das cautelares directamente ante el IFE, en asuntos de competencia de 
los institutos electorales locales, ya que si bien el artículo 18 del Regla-
mento de Quejas y Denuncias del Instituto Federal Electoral establece 
que en caso de que la queja y/o solicitud de medidas cautelares sea pre-
sentada directamente al Instituto, éste la remitirá de inmediato al ór-
gano electoral local correspondiente para que, en su caso, la autoridad 
electoral local dé inicio al procedimiento sancionador, por violaciones 
a una norma local y sólo si advierte la necesidad de adoptar una medi-
da cautelar en materia de radio o televisión, remita la solicitud al Se-
cretario Ejecutivo del Instituto Federal Electoral, lo anterior se apega 
al criterio de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación que establece que no se pueden dictar medidas caute-
lares si la queja no fue previamente admitida (SUP-RAP-213/2010) ya 
que podría darse la incoherencia jurídica de que se dictara una medida 
cautelar para un procedimiento que nunca se inició. 

20 En el sistema jurídico de México no existe relación de jerarquía alguna entre el 
orden local y federal, pues ambos se encuentran en el mismo nivel. Conforme a 
una visión puramente jurídica, la relación que entre ellos existe no es de jerarquía, 
sino de competencia. Cuando surge un problema entre ellos, lo que se indagará 
para resolverlo no será cuál orden es el superior, sino más bien cuál es el com-
petente. Vid. Jorge Carpizo, Estudios Constitucionales, UNAM, México, 1980, 
p. 117.

Sin embargo, el TEPJF en el SUP-RAP-107/2012 ordenó al IFE 
dar inicio al procedimiento para la adopción de medidas cautelares sin 
asegurarse de que la autoridad electoral local hubiera admitido la queja.

Otra problemática enfrentada ha sido que los plazos de resolución 
de las medidas cautelares en la mayoría de las ocasiones no permi-
ten realizar las investigaciones necesarias para su resolución. Para una 
mayor eficacia en esta tarea, algunos consejeros han considerado que 
sería conveniente contemplar la posibilidad de que la Secretaría Ejecu-
tiva pudiera resolver sobre las medidas cautelares.

Por otro lado, a través de los medios de comunicación como la 
radio y televisión  observamos a distintas horas del día promocionales 
o programas de partidos políticos, de propaganda gubernamental, los 
relativos a la rendición de informes de labores de servidores públicos, 
entrevistas, mesas de debate de comentaristas, conferencias de prensa 
o programas de cualquier índole, entre otros, en los que de una u otra 
forma participan o se ven involucrados los distintos actores de la vida 
política del país. 

Obviamente, ello en el ejercicio de sus derechos que constitucio-
nal y legalmente tienen tutelados, pero en ocasiones su contenido, 
la temporalidad en la que se difunden, la calidad de los sujetos que 
participan, o cualquier comentario que se haga, pudiera estar rebasan- 
do o trastocando los límites de dichos derechos y por ende infrin- 
giendo alguna norma electoral, y más cuando ello se presenta dentro 
del desarrollo de un proceso electoral federal o local. 

Es claro que cuando un sujeto, partido político o institución públi-
ca se siente agraviado, la ley electoral les concede la posibilidad de 
solicitar a la autoridad el otorgamiento de una medida cautelar, que en 
el caso de ser formulada al IFE se le encomienda a la Comisión, para 
que sea ésta la que analice, discuta y, en su caso apruebe, si es proce-
dente o improcedente. 

Lo anterior significa que de otorgarla, se ordena la suspensión de 
la transmisión del material denunciado, indicando a los concesionarios 
de la radio y la televisión la fecha a partir de la cual deben dejar de 
transmitirlo, apercibiendo que de no hacerlo incurrirán en desacato a 
lo ordenado por la autoridad electoral.

Lo mismo sucedía con aquellas solicitudes formuladas de manera 
oficiosa por los propios órganos del IFE, en cuyo caso era la propia 
Comisión la autoridad encargada para pronunciarse al respecto.

Sin embargo, la Sala Superior del TEPJF, el 5 de mayo de 2012, 
al resolver el recurso de apelación SUP-RAP-57/2012 interpuesto 
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por una televisora contra la resolución CG30/2012, de 25 de enero de 
2012, dictada por el Consejo General del IFE dentro del procedimien-
to administrativo sancionador ordinario SCG/QCG/184/2009, señaló 
que es el Consejo General, esto es, el órgano máximo de dirección del 
IFE, quien cuenta con la facultad originaria para decretar las medidas 
cautelares,21 empero, por virtud de una disposición legal expresa, esa 
potestad puede ejercerse también por la Comisión. 

Las medidas cautelares pueden dictarse por ambas autoridades, sin 
que exista una distinción precisa de en qué casos es competente una u 
otra, y pueden ser solicitadas a petición de parte o de manera oficiosa.  
La propia Sala Superior del TEPJF hace la distinción señalando que 
cuando la petición es oficiosa compete al Consejo General y que cuan-
do es a petición de parte le corresponde a la Comisión.

Conclusiones

Resultaría muy conveniente llevar a cabo una reforma legislativa en la 
que se adicionase al Libro Séptimo “De los regímenes sancionador elec-
toral y disciplinario interno”, Título Primero “De las faltas electorales 
y su sanción”, un capítulo de medidas cautelares en materia electoral, 
con la finalidad de establecer reglas claras y precisas sobre el trámite 
que se debe llevar a cabo tratándose de medidas cautelares relacionadas 
con infracciones tipificadas sólo en el ámbito local. La Secretaría Eje-
cutiva considera que las cautelares en materia de radio y televisión sólo 
proceden si se violan preceptos contenidos en leyes federales. 

Asimismo, hay voces al interior del Consejo que consideran que 
deben revisarse las previsiones del procedimiento especial sanciona-
dor, precisando el procedimiento y alcance de competencias dada la 
naturaleza de ley general del COFIPE en materia de radio y televisión.  
Lo anterior, porque consideran que IFE debería determinar en un aná-
lisis a primera vista o preliminar si se viola una norma electoral local 
para dictar las medidas cautelares si no la ha realizado o solicitado la 
autoridad local.

Cabe mencionar que la sugerencia anterior es contraria a lo esta-
blecido por la Sala Superior en el RAP12/2010 y a lo ordenado en el 
Reglamento de Quejas y Denuncias en el artículo 18, que señalan que 
cuando en una queja se denuncia que se viola normativa local se tiene  
 

21 Bajo el argumento de que es uno de los órganos del propio Instituto el denun-
ciante, su jerarquía, y la transparencia y objetividad con las que el Instituto debe 
desarrollar todas sus actividades, buscando evitar cualquier duda sobre la impar-
cialidad con la que deben actuar todos sus órganos, ya que al ser el Consejo Ge-
neral quien dicte la medida cautelar, se despeja todo resquicio que pueda empañar 
la legalidad de las medidas cautelares adoptadas.

que mandar al Instituto local antes de que lo conozca el Instituto Fede-
ral Electoral. Sin embargo, es relevante evaluar su viabilidad.

Con relación a la competencia para dictar medidas cautelares es 
deseable que en una posterior reforma se deje en claro los casos o 
supuestos de competencia del Consejo General y de la Comisión de 
Quejas y Denuncias, así como establecer las reglas mínimas para que 
el Consejo General pueda pronunciarse respecto de las solicitudes de 
medidas cautelares solicitadas de manera oficiosa.

De ahí que se advierta la necesidad de precisar los supuestos o 
hipótesis en los que cada uno de estos órganos del IFE pudieren ser 
competentes para pronunciarse respecto de las solicitudes de medidas 
cautelares, para que cada uno de ellos tenga bien definidas sus facul-
tades, y no se dé una posible invasión de competencias, que pudiera 
repercutir sobre la validez de sus actos, y en donde se señalen los trá-
mites de su sustanciación.

Todo lo anterior cobra especial relevancia cuando se trata de la 
competencia del Consejo General, ya que ello implicaría establecer en 
la normatividad interna el trámite específico para cumplir con la nor-
mas constitucionales y legales que tiene conferidas, sin olvidar la pro-
blemática de la necesidad de establecer que las sesiones en estos casos 
sean privadas, es decir, sin la asistencia de los demás integrantes del 
Consejo General como son los representantes de los partidos políticos, 
y los del Poder Legislativo, dada la propia naturaleza de una solicitud 
de la medida cautelar.

iii.3. FacuLtades de Las Juntas y conseJos LocaLes
 y distritaLes Para La sustanciación deL
 Procedimiento sancionador y eL recurso de revisión

Introducción

La distribución de competencia entre los órganos centrales y descon-
centrados del IFE es un elemento clave para el adecuado funcionamien-
to del mecanismo institucional en la organización de las elecciones.

Si ese elemento no cuenta con un diseño apropiado, entonces la idea 
de colaboración institucional que tuvo en mente el legislador22 se quebran-
ta y se corre el riesgo de poner en peligro alguna parte orgánica del IFE. 
22 La exposición de motivos del COFIPE estableció, en la parte que interesa, lo 

siguiente: “En lo que hace a los órganos desconcentrados del Instituto, juntas y 
consejos, la Iniciativa propone las adecuaciones que resultan necesarias para la 
congruencia del cuerpo normativo y su aplicación armónica. Al respecto, convie-
ne destacar el papel auxiliar que los órganos desconcentrados tendrán en materia 
de radio y televisión, así como la participación que en la Iniciativa se contempla, 
en esa materia, para los organismos electorales administrativos de ámbito local”.
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En esa tesitura, parece oportuno reflexionar si, conforme a la expe-
riencia que dejó el proceso electoral 2011-2012, resultan suficientes y 
adecuadas las reglas de distribución de competencia entre los órganos 
centrales y los distritales.

Marco normativo

La competencia de los órganos desconcentrados del IFE para sustan-
ciar procedimientos sancionadores se encuentra prevista en el primer 
párrafo del artículo 371 del COFIPE, el cual señala expresamente:

1. Cuando las denuncias a que se refiere este capítulo tengan como 
motivo la comisión de conductas referidas a la ubicación física o al 
contenido de propaganda política o electoral impresa, de aquella 
pintada en bardas, o de cualquier otra diferente a la transmitida por 
radio o televisión, así como cuando se refieran a actos anticipados 
de precampaña o campaña en que la conducta infractora esté rela-
cionada con ese tipo de propaganda se estará a lo siguiente:

 (…)

Por su parte, el párrafo segundo del mismo artículo estipula la 
facultad que tiene el Secretario del Consejo General para atraer los 
asuntos que, originalmente, son competencia de los órganos descon-
centrados:

2. En los supuestos establecidos en el párrafo 1 del presente artículo, 
si la conducta denunciada constituye una infracción generalizada 
o reviste gravedad, la Secretaría del Consejo General del Instituto 
podrán atraer el asunto.

El artículo 72 del Reglamento regula la facultad de atracción del 
Secretario en los siguientes términos:

1. Los procedimientos especiales sancionadores instaurados por la 
actualización de alguno de los supuestos previstos en el párrafo 1 
del artículo 371 del Código, podrán ser atraídos por el Secretario 
en cualquier momento procedimental previo al dictado de la reso-
lución, si la conducta denunciada constituye una infracción genera-
lizada o reviste gravedad.

2. El Secretario y otros órganos que reciban la queja o denuncia res-
pectiva, atenderán a lo siguiente:
a) Si se presenta ante el Secretario, éste valorará si ejerce o no 

la facultad de atracción que tiene conferida. En caso que éste 
determine que debe atraer el asunto, avisará de dicha determi-
nación a la junta o consejo distrital atinente.

b) Si el Secretario determina no ejercer la facultad de atracción, 
remitirá la queja o denuncia a la junta o consejo distrital compe-
tente a efecto de que el mismo sustancie el procedimiento.

c) Si la queja o denuncia es presentada ante las juntas o consejos 
locales, estos órganos informarán al Secretario de su interposi-
ción, y remitirán a las juntas o consejos distritales competentes 
las constancias que se hubieren presentado, para su posterior 
trámite y sustanciación.

d) Si la queja o denuncia se presenta ante las juntas o consejos 
distritales, éstos darán aviso de su interposición al Secretario 
mediante el sistema electrónico o digital institucional que se 
determine para tal efecto, y tramitarán el procedimiento res- 
pectivo.

3. De manera enunciativa, más no limitativa, el Secretario valorará 
como cuestiones susceptibles de ser atraídas las siguientes: 
a) Que la conducta denunciada como conculcatoria de la normativa 

comicial federal haya ocurrido en dos o más distritos electorales 
federales. 

b) Que los hechos denunciados hayan sido cometidos por funcio-
narios públicos federales, estatales, municipales o del Distrito 
Federal. 

c) Que en la propaganda denunciada se denigre o calumnie en tér-
minos de lo dispuesto por el Código.

d) Que la propaganda denunciada sea de carácter religioso.
e) Que la propaganda denunciada sea en medios impresos nacio-

nales o en portales de Internet.

Problemáticas 

a) Ámbito de competencia

El Proceso Electoral Federal 2011-2012 suscitó reflexiones en torno a 
si la actual distribución de competencias entre los órganos centrales y 
los desconcentrados del IFE resulta apropiada.

Si se pensara en modificar el modelo, una primera alternativa sería  
que la competencia originaria de los órganos centrales se circunscribie-
se exclusivamente a las quejas y denuncias que guardasen  relación con 
el medio comisivo de radio y televisión, por lo que cualquier infracción 
que fuese cometida a través de medios comisivos distintos –como inter-
net, medios impresos o mensajes de texto– debería quedar excluida de 
la esfera competencial (originaria) de los órganos centrales. 

La segunda alternativa sería que la competencia originaria de los 
órganos centrales se circunscribiera tanto a las quejas y denuncias cu-
yas infracciones tengan como medio comisivo la radio y la televisión, 
como a aquéllas cuyos medios comisivos tengan un alcance nacional 
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–como internet, medios impresos nacionales o mensajes de texto–, de-
jando fuera de su competencia originaria las infracciones que se come-
tieran a través de otros medios.  

Alternativas 

Para resolver esa clase de problemas sería necesario impulsar una re-
forma del párrafo primero del artículo 371, a fin de que se expresaran 
en forma clara los supuestos en que la competencia originaria corres-
ponde a los órganos distritales.

Cuando se esté ante circunstancias como la incidencia de la con-
ducta en varios distritos, una opción podría ser que la competente sea 
la instancia que prevenga el asunto.

En todo caso, permanecería la facultad de atracción del Secreta-
rio del Consejo General, la cual permitiría que los órganos centrales 
ejercieran la competencia (no original) de los asuntos en donde no 
estuviese involucrado el medio comisivo que fuera de su competencia 
original.

b) Facultad de atracción

Durante los primeros días del Proceso Electoral Federal 2011-2012, 
los órganos desconcentrados hicieron del conocimiento del Secretario 
del Consejo General todas las quejas cuyo trámite iniciaban, con el ob-
jeto de que éste ejerciera su facultad de atracción. Aunque en ninguno 
de los casos se ejerció dicha facultad, la sola atención de las solicitudes 
provocó una saturación en el área jurídica que ponía en riesgo su fun-
cionamiento a nivel central.

Con posterioridad, se hizo de conocimiento de los órganos distrita-
les que la atracción sólo podría darse cuando la infracción fuera gene-
ralizada o grave, y que siendo una facultad del Secretario Ejecutivo, 
implicaba, evidentemente, un juicio valorativo.

Ahora bien, al parecer existía un entendimiento por parte de los ór-
ganos desconcentrados de que la competencia estaba determinada por 
la calidad del sujeto infractor (candidatos presidenciales) o la impor-
tancia (mediática) del asunto, por lo que, aunque el asunto no estaba 
relacionado con radio y televisión, consideraban que en esos supuestos 
los órganos centrales deberían conocer de la queja.

En resumen, el problema es resultado de una insuficiente defini-
ción de: (a) qué órgano tiene la competencia originaria en asuntos en 
donde el medio comisivo no es la radio o la televisión, y (b) cuáles son 
los supuestos de procedencia de la facultad de atracción.    

Alternativas 

El problema podría atenderse si se considera lo siguiente:

Los órganos desconcentrados tienen competencia originaria por 
territorio para resolver los asuntos descritos en el párrafo 1 del artículo 
371 del Código. Por exclusión, fuera de esos supuestos, la competen-
cia será de los órganos centrales.

Por otro lado, el párrafo 2 del artículo 371 del Código establece 
una especie de avocación (tasada por el legislador), según la cual los 
órganos centrales pueden adoptar la competencia de los asuntos que, 
originariamente, corresponde conocer a los órganos desconcentrados, 
siempre que el Secretario Ejecutivo ejerza la facultad de atracción, 
cuando las infracciones sean generalizadas y graves.

Ahora bien, al emplear el legislador el vocablo “podrán”, resulta 
indudable que el ejercicio de la facultad de atracción por parte de los 
órganos centrales es potestativo. Esto significa que no siempre que se 
presente la generalización y la gravedad, ipso facto, la competencia 
sea de los órganos centrales, pues si esto fuese así, el verbo “atraer” 
no tendría sentido, ya que no podrían atraer un asunto del que tuvieran 
la competencia originaria. Los órganos desconcentrados mantienen la 
competencia originaria hasta en tanto los órganos centrales, en su caso, 
ejerzan la facultad de atracción.

La regulación del Reglamento es clara en este sentido. Por ejem-
plo, el inciso b) del párrafo 1 del artículo 70 señala que el Secretario 
puede ejercer o no la facultad de atracción. El párrafo 1 del artículo 72 
también utiliza expresiones que denotan facultades potestativas, pues 
expresa que algunos procedimientos podrán ser atraídos  por el Secre-
tario. Por su parte, el inciso b) del párrafo 2 del mismo precepto señala 
que el Secretario valorará si ejerce o no la facultad de atracción. 

La “valoración” implica un ejercicio lógico judicativo o de dis-
cernimiento, pues queda a criterio de la Secretaría determinar en qué 
supuestos se actualiza la generalización y gravedad. Este ejercicio de 
tamiz o filtro deviene de la naturaleza misma de la facultad de atrac-
ción, pues se entiende que ésta tiene el carácter de excepcional. 

No obstante, aunque el Reglamento (párrafo 3 del artículo 72) da cier- 
ta luz respecto a cuándo ha de entenderse que se está ante infracciones 
generalizadas y graves, la norma sigue otorgando al órgano central la 
potestad de “valorar” cada caso en concreto, pues en ningún momen-
to señala que los supuestos contenidos en los incisos actualizan, ipso 
facto, la competencia del órgano central o la obligación de ejercer su 
facultad de atracción.
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Conclusiones

Las reglas legales de distribución de competencias entre los órganos 
centrales y los desconcentrados del IFE son demasiado generales, 
puesto que mezclan criterios relacionados con el medio comisivo y 
con el tipo de infracción, además de que no aclaran qué debe enten-
derse por generalizado y grave para efectos de la facultad de atracción 
del Secretario del Consejo General. Esta circunstancia ha provocado 
confusión en la interpretación de los distintos entes que confluyen en 
su aplicación.

Conforme a tales razonamientos, sería menester llevar a cabo una 
reforma  del artículo 371 del COFIPE y del 72 del Reglamento,  para 
aclarar los supuestos en los que el Secretario del Consejo General po-
drá ejercer la facultad de atracción, y para establecer en forma preci-
sa y clara las reglas de distribución de competencia, atendiendo, ante 
todo, al medio comisivo, a fin de que:

a) En una alternativa, los órganos centrales únicamente podrían cono-
cer de asuntos relacionados con radio y televisión.

b) En otra, podrían conocer tanto de las quejas y denuncias cuyas in-
fracciones tengan como medio comisivo la radio y la televisión, 
como de aquéllas cuyos medios comisivos tengan un alcance 
nacional –como internet, medios impresos nacionales o mensajes 
de texto.

iii.4. reGLas de tramitación deL Procedimiento
 esPeciaL sancionador

Introducción

Varios son los tópicos que en este apartado se analizan, pero todos se 
refieren a la revisión del diseño procesal del procedimiento especial 
sancionador, en aras de mejorar su tramitación para que cumpla con 
los objetivos para los que fue creado.

De esta manera, se hará referencia a la naturaleza dispositiva del 
procedimiento especial sancionador y, tanto a la problemática que 
implica su paulatina evolución a un procedimiento inquisitivo (en-
tre otras, la práctica de diligencias que retarda sus efectos), como la 
exhaustividad que se ha logrado en las investigaciones, en aras de la ade- 
cuada protección de los bienes jurídicos tutelados, y el cumplimiento 
de los principios que rigen la función electoral. Adicionalmente, se 
abordará el tema de la insuficiencia de las causales de desechamiento 
y, en general, de las formas de simplificar el procedimiento.

Marco normativo

La dinámica procesal sobre la elaboración del proyecto de resolución 
y la resolución definitiva en el procedimiento especial sancionador se 
encuentra regulada en el COFIPE en los siguientes términos:

Artículo 370
1. Celebrada la audiencia, la Secretaría deberá formular un proyecto 

de resolución dentro de las veinticuatro horas siguientes y lo pre-
sentará ante el consejero presidente, para que éste convoque a los 
miembros del Consejo General a una sesión que deberá celebrarse, 
a más tardar, dentro de las veinticuatro horas posteriores a la entre-
ga del citado proyecto.

2. En la sesión respectiva el Consejo General conocerá y resolverá 
sobre el proyecto de resolución. En caso de comprobarse la infrac-
ción denunciada, el Consejo ordenará la cancelación inmediata de 
la transmisión de la propaganda política o electoral en radio y te- 
levisión motivo de la denuncia; el retiro físico, o la inmediata sus-
pensión de la distribución o difusión de propaganda violatoria de 
este Código, cualquiera que sea su forma, o medio de difusión, e im- 
pondrá las sanciones correspondientes.

Por cuanto hace a las causales de desechamiento, el COFIPE 
regula las hipótesis y la actuación de la autoridad dentro del procedi-
miento especial sancionador en el párrafo quinto y sexto del artículo 
368, los cuales señalan expresamente lo siguiente:

5. La denuncia será desechada de plano, sin prevención alguna, 
cuando:
a) No reúna los requisitos indicados en el párrafo 3 del presente 

artículo;
b) Los hechos denunciados no constituyan, de manera evidente, 

una violación en materia de propaganda político-electoral den-
tro de un proceso electivo;

c) El denunciante no aporte ni ofrezca prueba alguna de sus di-
chos; y

d) La materia de la denuncia resulte irreparable.
6. En los casos anteriores la Secretaría notificará al denunciante su re-

solución, por el medio más expedito a su alcance, dentro del plazo 
de doce horas; tal resolución deberá ser confirmada por escrito.

El Reglamento incorpora las reglas de la elaboración del proyecto 
de resolución y de la resolución final en el artículo 69, el cual, en la 
parte que interesa señala:

1. Celebrada la audiencia, el Secretario deberá formular un proyecto 
de resolución dentro de las veinticuatro horas siguientes y lo pre-
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sentará ante el Consejero Presidente, para que éste convoque a los 
miembros del Consejo a una sesión que deberá celebrarse, a más 
tardar dentro de las veinticuatro horas posteriores a la entrega del 
citado proyecto.

2. En la sesión respectiva el Consejo conocerá y resolverá sobre el 
proyecto de resolución. En caso de comprobarse la infracción de-
nunciada, se ordenará la cancelación inmediata de la transmisión 
de la propaganda política, electoral o gubernamental en radio y te-
levisión motivo de la denuncia, el retiro físico o la inmediata sus-
pensión de la distribución o difusión de propaganda violatoria de 
este Código, cualquiera que sea su forma o medio de difusión, 
e impondrá las sanciones correspondientes.

Problemáticas

a) Diligencias adicionales ordenadas por el Consejo General

Durante algunas de las sesiones del Consejo General en el transcurso 
del Proceso Electoral Federal 2011-2012 se presentaron discusiones 
a partir de las cuales se consideró pertinente devolver el expediente a 
la Secretaría del Consejo General, a fin de que se corrigieran deficien-
cias procedimentales graves o se llevaran a cabo diligencias de inves-
tigación adicionales. La decisión se adoptó a sabiendas de que dicha 
posibilidad no se encuentra prevista en forma expresa en la legislación 
electoral.

Lo anterior se hizo así por considerar que era necesario analizar 
y valorar el lugar de los procedimientos con respecto a los principios 
constitucionales. Concretamente, el artículo 1° constitucional establece 
a todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, “promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad”, y eso rige sin duda también para el IFE; de modo 
que es necesario aclarar si disposiciones procedimentales de natura-
leza legal podían sobreponerse a los principios constitucionalmente 
tutelados, a partir de la naturaleza de derecho público del derecho elec-
toral, que no debería estar sujeto al interés privado de las partes.

A partir de esta situación, surge la reflexión sobre la pertinencia 
de incluir la facultad del órgano de decisión final para solicitar al 
órgano de instrucción la práctica de diligencias complementarias o 
para devolver un proyecto de resolución, a fin de que se subsanen 
deficiencias procedimentales graves, tales como la falta o el indebido 
emplazamiento.

Alternativas 

Las opciones que se tienen son dos:

• Mantener las reglas procedimentales actuales.

El argumento central para negar la posibilidad de que el Consejo 
General solicite diligencias complementarias al Secretario del Con-
sejo General estriba en el apego irrestricto al espíritu original del legis-
lador, respecto a la naturaleza eminentemente sumaria que da premi-
nencia al principio de celeridad, aun y cuando la autoridad resolutora 
advierta violaciones procedimentales graves que podrían provocar, en 
caso de impugnación, la revocación del acto, y también respecto a la 
naturaleza dispositiva del procedimiento especial sancionador que im-
pide a la autoridad electoral ordenar mayores diligencias que las que 
aporta el denunciante y la Secretaría, como instancia instructora, pues 
la lleva a cabo para estar en posibilidad de determinar el inicio o no del 
procedimiento especial sancionador.

• Prever la existencia de diligencias adicionales y la facultad del 
Consejo General de ordenarlas.

La propuesta de inclusión de diligencias adicionales se fundamen-
ta en motivos de exhaustividad y en la necesidad de garantizar que el 
Consejo General esté en posibilidad de resolver los procedimientos con 
apego a los principios que rigen la función electoral. La imposibilidad 
de ordenar diligencias adicionales a menudo enfrenta al Consejo Gene-
ral a la necesidad de tomar decisiones de gran importancia con infor-
mación insuficiente, lo cual le resta efectividad al PES en general y, a 
largo plazo, disminuye la función inhibitoria de dicho procedimiento. 

La disyuntiva relativa a la facultad del Consejo General de orde-
nar diligencias adicionales, se ha presentado particularmente en casos 
donde la investigación llevada a cabo no permite generar certeza a los 
consejeros respecto de la actualización de la infracción denunciada y, 
en consecuencia, se ha considerado necesario replantear la metodolo-
gía de la investigación, ordenar la realización de diligencias adicio-
nales o, en su caso, el emplazamiento de sujetos involucrados con la 
comisión de los hechos denunciados.

También se puso de manifiesto la necesidad de ordenar diligencias 
tradicionales en casos en los que se ha sometido a consideración del 
Consejo General un proyecto de resolución en un sentido diverso a 
un pronunciamiento expreso del TEPJF vinculado al mismo,23 emitido 
23 Vale la pena recordar que en la sesión del 21 de julio de 2010, el Consejo General 

resolvió el procedimiento SCG/PE/PRI/CG/058/2010, en el que no había sido 
emplazado el Presidente de la República por una denuncia de difusión de pro-
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con posterioridad al emplazamiento a la audiencia de pruebas y alega-
tos, realizado por la Secretaría.

Para hacer frente a esa clase de situaciones, podría llevarse a cabo 
una reforma del párrafo segundo del artículo 370 del COFIPE, a fin de 
establecer los plazos en los que habrían de realizarse las diligencias, 
mismas que tendrían que armonizarse –en cuanto al carácter suma-
rio que diferencia el procedimiento especial sancionador, del procedi-
miento sancionador ordinario.

Ahora bien, como ya se dijo, el riesgo de adoptar esta opción es que 
se distorsionaría el procedimiento como actualmente está previsto, pues 
los plazos para la resolución definitiva aumentarían; no obstante, se 
cumpliría con el principio de exhaustividad en las investigaciones, que 
permitiría una adecuada tutela de los bienes jurídicos involucrados, y 
el cumplimiento de los principios que rigen la función electoral. 

Algunas voces del Consejo General han considerado que al ponde-
rarse la posibilidad de diligencias adicionales, se debe tomar en cuenta 
el criterio de proporcionalidad en las diligencias y prever que nuevas 
reglas de tramitación del PES no resulten en cargas desproporcionadas 
a sujetos involucrados para la sustanciación mediante diligencias. En 
particular, existe la preocupación de que se multipliquen las diligen-
cias, y los costos para los involucrados, para resolver casos de escasa 
importancia o infracciones mínimas. Esto podría redundar en costos 
desproporcionalmente elevados para el IFE, pero sobre todo para los 
denunciados para la resolución de asuntos mínimos.  

b) Causales de desechamiento

A partir de la experiencia que dejó el Proceso Electoral Federal 2011-
2012 en la sustanciación de los procedimientos sancionadores se pudo 
observar supuestos de posibles desechamientos que no encuentran so-
lución en la legislación actual, por lo que cabe valorar la inclusión de 
nuevas hipótesis de desechamiento de quejas y denuncias. 

Alternativas 

Para atender diversos problemas suscitados durante el proceso elec-
toral 2011-2012, podría pensarse en la pertinencia de reformar el ar-
tículo 368 del COFIPE, a fin de adicionar las siguientes causales de 
desechamiento:

paganda gubernamental en periodo prohibido, mientras que en esa misma fecha, 
la Sala Superior del TEPJF resolvía el recurso de apelación SUP-RAP-74/2010 
y acumulados, en el que, relacionado exactamente con los mismos hechos –pero 
respecto de la difusión en emisoras diversas–, revocaba la resolución emitida por 
el Consejo General, para que se emplazara al Presidente de la República.

• Cuando se presente la ausencia absoluta de un tipo adminis-
trativo. Se entiende que el vigente inciso b) del artículo 368, 
párrafo 5, del COFIPE se refiere, precisamente, a la ausencia 
absoluta de un tipo administrativo. No obstante, en la práctica, 
en algunas ocasiones se ha interpretado que hace alusión a la no 
adecuación a un supuesto típico. En el primer caso la conduc-
ta denunciada ni siquiera es materia electoral, pues no existe 
ninguna prohibición en la materia (y, en este sentido, se podría 
actualizar la incompetencia). En el segundo caso, sí existe un 
supuesto típico, pero los hechos denunciados no se encuadran. 
A este último caso se hace alusión en el inciso siguiente. 

• Cuando exista un tipo administrativo pero la conducta sea atí-
pica por no ajustarse a la hipótesis legal. Sólo por poner un 
ejemplo, piénsese en los casos en donde el tipo administrativo 
exige una calidad específica de alguno de los sujetos (activo o 
pasivo), pero en la queja no se actualiza esa calidad exigida. 

• Cuando no se compruebe una “probable responsabilidad” del 
denunciado. Como ejemplo, se puede decir que en ocasiones, 
las investigaciones realizadas arrojan que se está ante indeter-
minabilidad del denunciado, puesto que no se logra establecer 
a qué sujeto se le puede imputar la conducta denunciada, lo 
cual impide continuar con diligencias adicionales. 

• Cuando haya caducado la facultad sancionadora del IFE. El 
TEPJF estableció en la tesis XXIII/2012 que existe la cadu-
cidad de la potestad sancionadora dentro del procedimiento 
especial sancionador. No obstante, esta figura no se encuentra 
regulada en dichos procedimientos y, en ese sentido, debería 
incluirse como supuesto de desechamiento.

• Cuando la queja o denuncia resulte frívola. El tema de la fri-
volidad como causal de desechamiento se trata en un apartado 
completo más adelante.

• Por actos o hechos imputados a la misma persona que haya sido 
materia de otra queja o denuncia que cuente con resolución de 
fondo del Consejo o del Tribunal Electoral, o bien que habien-
do sido impugnada, haya sido confirmada por éste (principio 
Non bis in idem)

• Cuando se actualice la cosa juzgada.

c) El sobreseimiento dentro del procedimiento especial sancionador

El sobreseimiento no se encuentra legalmente previsto para el proce-
dimiento especial sancionador, pero se debería aplicar, pues no hay 
razones jurídicas suficientes para excluirlo.

Cabe precisar que si bien la figura del sobreseimiento se contempla 
en el artículo 363, párrafo 2, del COFIPE, lo cierto es que al encontrar-
se en el capítulo que regula el procedimiento ordinario sancionador, 
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se ha considerado que dicho dispositivo legal no es aplicable en el 
procedimiento especial sancionador.

En este sentido, cabe precisar que cuando cesa o desaparece el liti-
gio, por el surgimiento de una causal de desechamiento o porque cesa 
la pretensión (véase lo discutido en el SUP-RAP-28/2009), el proceso 
queda sin materia y, por lo tanto, pierde sentido jurídico el continuar 
con la sustanciación del procedimiento, aun cuando el mismo ya haya 
sido admitido.

En ocasiones se han admitido a trámite diversas quejas o denuncias 
a fin de dar atención a la solicitud de medidas cautelares, pero durante 
la etapa de investigación no ha sido posible identificar alguna transgre-
sión a la normativa electoral, o en su caso, no se cuenta con indicios 
mínimos suficientes para la prosecución del procedimiento. Por esa 
razón se considera pertinente la aplicación de la figura del sobresei-
miento en el procedimiento especial sancionador.

Aunado a lo anterior, cabe referir que el TEPJF, al resolver el 
recurso de apelación identificado con la clave SUP-RAP-415/2012, 
consideró que si durante la sustanciación de un procedimiento cesa 
o desaparece el litigio, pierde todo fin la emisión de la sentencia de 
fondo, es decir, la que resuelve el litigio planteado. Ante esta situación, 
lo procedente es dar por concluido el juicio o proceso, mediante el 
dictado de un acuerdo de desechamiento de la demanda, siempre que 
tal circunstancia se dé antes de la admisión de la demanda, o bien por 
medio de una sentencia de sobreseimiento, si la demanda ya ha sido 
admitida. Lo anterior, en el entendido que de conformidad con lo esta-
blecido en la jurisprudencia 16/2009, emitida por la Sala Superior del 
TEPJF, el cese de la conducta investigada no deja sin materia ni da por 
concluido el procedimiento especial sancionador.

El beneficio de establecer el sobreseimiento en este tipo de pro-
cedimientos sería evitar que la autoridad administrativa desplegase 
actuaciones y diligencias para llegar a una resolución de fondo que de- 
clarase infundada la queja, cuando previamente pudo advertir la actua-
lización de alguna causal que permitiese dar por concluido el asunto de 
manera anticipada y, con ello, evitar el desgaste de recursos materiales 
y humanos. Sería conveniente su incorporación a las reglas con base en 
las cuales se desarrolla dicho procedimiento, en supuestos tales como:

• Cuando el denunciante o la persona legitimada presenten escrito 
de desistimiento y lo ratifiquen ante la autoridad antes del dictado de 
la resolución de fondo, siempre que lo denunciado no vulnere nin-
gún principio rector de la función electoral;

• Cuando se advierta que los actos, hechos u omisiones no constitu-
yen violaciones al COFIPE, o éstos no se probaren en la audiencia 
respectiva;

• Por inactividad procesal, o porque opere la caducidad de la potes-
tad sancionadora, según el caso. 

Alternativas 

Conforme a las anteriores consideraciones, sería oportuno estimar 
la posibilidad de modificar el artículo 368 del COFIPE, a fin de re-
gular la figura del sobreseimiento dentro del procedimiento especial 
sancionador.

d) Caducidad 

El TEPJF ha determinado, por medio de la tesis XXIII/2012, que en 
el procedimiento especial sancionador –a pesar de que no se encuentra 
prevista en forma expresa en el texto legal– sí existe la caducidad. 

Debe precisarse que, a pesar de la confusión existente en los pro-
nunciamientos jurisdiccionales y en los del propio IFE,24 la tesis hace 
alusión a la caducidad de la potestad sancionadora y no así a la cadu-
cidad de la instancia. 

24 Debe entenderse que cuando el criterio hace alusión a caducidad, ésta se emplea 
en un sentido muy aproximado al de prescripción. Esto es así porque tradicional-
mente la ciencia procesal ha señalado que lo que prescribe es la acción, entendida 
ésta como pretensión y, en la especie, se trata de la pretensión punitiva de la au-
toridad electoral. A esto es a lo que se refiere la tesis cuando habla de “caducidad 
de la potestad sancionadora”.

 La idea de que la expresión “caducidad de la potestad sancionadora” debe enten-
derse como “prescripción de la potestad sancionadora” encuentra sustento en el 
contenido normativo del artículo 361, párrafo 2, del Código Federal de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales, el cual es aplicable al procedimiento ordinario 
sancionador, pero que la tesis cita para hacer derivar de él la existencia de una 
institución jurídica que extingue la potestad sancionadora en el procedimiento 
especial sancionador. El precepto citado textualmente señala que “la facultad de 
la autoridad electoral para fincar responsabilidades por infracciones administra-
tivas prescribe en el término de cinco años”.

 Como se ve, la norma alude a la “prescripción de la potestad sancionadora” y no 
a la “caducidad de la potestad sancionadora”.

 En este sentido, por el parentesco que existe con el derecho sancionador electo-
ral, puede acudirse al derecho penal para equiparar la prescripción de la potestad 
sancionadora a la prescripción de la acción penal. Así, se ha dicho que ésta se ma-
terializa “en la imposibilidad de imponer una pena al responsable de la infracción 
y/o ejecutar la pena ya impuesta al mismo”24 debido al transcurso de tiempo. En 
el caso que nos ocupa, se actualizaría un obstáculo para imponer una sanción al 
infractor merced al transcurso del tiempo.

 Así las cosas, con independencia de que se emplee el vocablo “prescripción” o 
el de “caducidad”, debe entenderse que con cualquiera de los dos se hace alusión 
al fenecimiento sustantivo de un derecho (en el entendido de que el ius puniendi 
tiene esta naturaleza) y no la extinción procesal de un procedimiento (más técni-
camente, de una instancia).
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Otro problema respecto a la caducidad se relaciona con el requisito 
temporal para que ésta opere y, en concreto, respecto al momento a 
partir del cual se comienza a computar el plazo de un año que marca 
la tesis aludida.

El problema surge porque existe una contradicción entre el texto 
de extracto de la tesis XXIII/2012 y el razonamiento a partir del cual 
surge ésta (SUP-RAP-525/2011). En la tesis se advierte que el plazo 
debe computarse a partir de la presentación de la denuncia o de su 
inicio oficioso, pero en el SUP-RAP-525/2011 se alude a que el plazo 
debe comenzar a correr a partir de la comisión de la conducta.25

Así las cosas, el dilema que surge para el IFE es determinar qué 
criterio específico habrá de prevalecer.

Alternativas

• Considerar que el plazo debe correr a partir de la presentación de 
la denuncia o del inicio oficioso del procedimiento. 

Si se opta por esta alternativa de interpretación se estaría aceptan-
do que la caducidad tiene una naturaleza procesal, pues emanaría de 
una fuente eminentemente adjetiva, como lo es el inicio del procedi-
miento. No obstante, ya se explicó que la caducidad a la que se refiere 
la tesis no es a la caducidad de la instancia (naturaleza procesal), sino la 
caducidad de la potestad sancionadora (naturaleza sustantiva). Luego 
entonces, se considera que esta interpretación no resulta ser la más 
adecuada.

• Considerar que el plazo debe correr a partir de la comisión de la 
conducta. 

En virtud de que la conducta tiene una naturaleza sustantiva, esta 
interpretación estaría acorde con el hecho de que lo que caduca es, 
no el procedimiento o instancia, sino la facultad para sancionar 
esa conducta.

25 En la parte que interesa, el pronunciamiento jurisdiccional señala: “El agravio es 
fundado y suficiente para revocar la resolución impugnada, aunque para ello esta 
Sala Superior supla la deficiencia de la queja, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 23, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impug-
nación en Materia Electoral, porque, efectivamente, la facultad de la autoridad 
administrativa electoral federal para sancionar a las personas morales recurrentes 
ha caducado, pues entre la fecha de comisión de la conducta imputada que se con-
sidera como falta a la normativa del partido y el momento en el cual se determinó 
la responsabilidad de los actores en el procedimiento de sanción, existe un lapso 
considerable”.

Como se ve, lo más correcto sería definir en forma positiva qué 
criterio habría de prevalecer, por lo que resulta deseable una reforma 
al COFIPE en este sentido.

e) Simplificación del procedimiento y ampliación de plazos

Por lo que hace al procedimiento especial sancionador, se trata de un 
procedimiento efectivo, mas no sumario. 

En efecto, de acuerdo con los plazos previstos en la legislación 
electoral, se puede advertir que el procedimiento especial sanciona-
dor se ideó para restablecer el orden jurídico de forma expedita, en 
el caso de ciertas conductas ilícitas. No obstante, el proceso electoral 
2011-2012 demostró que, por diversas circunstancias, es prácticamen-
te imposible que los órganos centrales del IFE –por la naturaleza de 
los hechos que conocen y los medios comisivos empleados– inicien y 
emitan la resolución correspondiente en menos de una semana.

Ante tal circunstancia, es menester reflexionar si es necesario mo-
dificar el diseño normativo a fin de, por un lado, simplificar su trámite 
y, en consecuencia, cumplir con los plazos previstos actualmente o, 
por otro lado, no modificar el trámite y solamente ampliar los plazos. 
Asimismo, se tendría que analizar si se debe aplicar el mismo procedi-
miento a nivel central que a nivel distrital, tomando en consideración 
la naturaleza de los hechos de que conocen, y los medios comisivos 
empleados.

En la práctica resulta que los plazos son tan cortos, que es casi 
imposible revisar adecuadamente los proyectos de resolución de los 
procedimientos especiales sancionadores, que suelen ser extensos y 
complejos, y se circulan para revisión de los integrantes del Consejo 
General con menos de 24 horas previas a la celebración de la sesión de 
Consejo General donde se analizarán.

Alternativas

• Simplificación del procedimiento.

En este tema, se estima que la solución no podría encontrarse en un 
nuevo diseño de la dinámica procesal, sino en el entendimiento de la 
razón esencial del procedimiento especial sancionador por cuanto hace 
a su carácter de procedimiento dispositivo.

En efecto, desde sus orígenes (SUP-RAP-017/2006), el procedi-
miento especial sancionador fue concebido como una solución jurídica 
sumarísima y, por lo mismo, la labor de investigación de la Secretaría 
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del Consejo General que existía en el procedimiento ordinario debía 
reducirse al máximo en el procedimiento especial.

Así, debe ponerse especial énfasis –a fin de que quede suficiente-
mente claro para todos los actores involucrados con la sustanciación 
y resolución del procedimiento especial sancionador– en que el carác-
ter dispositivo y sumario de éste implica que la resolución dependerá 
fundamentalmente de los datos que aporten las partes en sus respec-
tivos escritos postulatorios y no de la investigación de la Secretaría 
del Consejo General, la cual habrá de reducirse a recabar meros datos 
complementarios.

En el mismo sentido, tendrían que delimitarse los supuestos de 
procedencia del referido procedimiento a efecto de que no sean objeto 
del mismo aquellos derivados de infracciones en materia de radio y te-
levisión que conlleven un sinnúmero de sujetos indiciados, como es el 
caso de la propaganda gubernamental. Lo anterior, con el consecuen-
te riesgo de un daño irreparable que se pudiera ocasionar con estas 
conductas, debido a la incidencia que tienen los medios masivos de 
comunicación en la formación de la opinión pública, en términos de lo 
establecido en la jurisprudencia 10/2008, emitida por la Sala Superior 
del TEPJF.

Se estima, pues, que el entendimiento de esta circunstancia sería la 
mejor simplificación del procedimiento especial sancionador. 

• Ampliación de plazos para la sustanciación de los
 procedimientos.

Durante el Proceso Electoral Federal 2011-2012 quedó demostra-
do que para cumplir con el principio de exhaustividad en la investi- 
gación de los hechos denunciados, los plazos previstos por la legislación 
para que la Secretaría del Consejo General sustancie los procedimien-
tos especiales sancionadores, son insuficientes, puesto que resulta 
necesaria la realización de diligencias de investigación por parte de 
la autoridad, para lograr una adecuada tutela de los bienes jurídicos 
involucrados, y el cumplimiento de los principios que rigen la función 
electoral.

Se estima que la solución podría encontrarse en una reforma al ar-
tículo 368 del COFIPE, para prever la posibilidad de que la Secretaría 
realice diligencias preliminares de investigación.

Esta alternativa no limitaría los supuestos de procedencia del re-
ferido procedimiento respecto de infracciones en materia de radio y 
televisión, mismas que pueden llegar a provocar afectaciones irrever-
sibles, debido a la incidencia que tienen los medios masivos de co-

municación en la formación de la opinión pública, en términos de lo 
establecido en la jurisprudencia 10/2008, emitida por la Sala Superior 
del TEPJF.

Respecto de esta alternativa, la posibilidad de dictar medidas cau-
telares se convierte en un mecanismo para garantizar el principio de 
celeridad en la actuación de la autoridad administrativa que se buscó 
tutelar con el establecimiento del procedimiento especial sancionador.

Conclusiones

El diseño procesal actual del procedimiento especial sancionador re-
sulta perfectible y, para tal efecto, es menester llevar a cabo reformas 
legales que modifiquen las reglas adjetivas que aseguren la celeridad 
(ampliación o reducción de plazos de duración y normas claras sobre 
la terminación anticipada del procedimiento por la actualización de 
tipo sustantivo: caducidad) y que, a su vez, permitan una investigación 
y un estudio y exhaustivo de las resoluciones.

iii.5.  Las autoridades eLectoraLes Frente
 a La Presentación de queJas FrívoLas

Introducción

Una queja o denuncia frívola es toda aquélla que es claramente estéril, 
superflua, con falta de objetividad y que carece de relevancia en el 
campo del derecho.26

Ante tal circunstancia, resulta pertinente reflexionar sobre qué pa-
pel debe tomar el IFE sobre el tema.

 
Marco normativo

El tema de la frivolidad se encuentra regulado en el Reglamento en los 
siguientes términos: 

Artículo 29
1.  La queja o denuncia será desechada de plano, cuando:
 (...)

d) Resulte frívola, es decir, los hechos o argumentos resulten intras-
cendentes, superficiales, pueriles o ligeros.

26 Las ideas están inspiradas en lo señalado por Armando Cruz Espinosa, “Aspectos 
básicos del proceso electoral”, en (AA.VV.), Temas de Derecho Procesal Electo-
ral, Secretaría de Gobernación, México, 2010, p. 186.
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Problemáticas

a) La frivolidad como ilícito administrativo

En muchas ocasiones, la presentación de las quejas y denuncias no 
obedece a la genuina búsqueda de justicia, sino a estrategias político-
propagandísticas.

El IFE se convierte, así, en un escenario de espectáculo mediático-
político más que en un órgano de deliberación jurídico-electoral. Esta 
situación debe ser inhibida, pues supone un desgaste institucional in-
necesario, que afecta el correcto funcionamiento del Instituto.

No obstante lo anterior, el IFE no cuenta con herramientas que 
le permitan poner freno a esa utilización propagandística de quejas 
frívolas, por lo que valdría la pena pensar en un mecanismo que con-
tribuyese a reducirlas, como por ejemplo considerarlas como ilícitos 
administrativos. 

El TEPJF sí cuenta con la posibilidad de sancionar la frivolidad 
(artículo 189, fracción III, de la LOPJF), y un ejercicio de analogía de 
funciones llevaría a considerar que no existe razón jurídica para negar-
le la misma posibilidad al IFE.

Alternativas

Una solución viable al desgaste institucional originado en la atención 
de quejas y denuncias frívolas, sería otorgarle la facultad al IFE para 
que las sancione, para lo cual se requiere una reforma al COFIPE.27

27 Al respecto, debería tomarse en cuenta la parte final de la tesis de jurisprudencia 
33/2002 emitida por la Sala Superior del TEPJF, cuyo rubro es “FRIVOLIDAD 
CONSTATADA AL EXAMINAR EL FONDO DE UN MEDIO DE IMPUGNA-
CIÓN. PUEDE DAR LUGAR A UNA SANCIÓN AL PROMOVENTE”, en la 
que se señala que: “Tales conductas deben reprimirse, por lo que el promovente 
de este tipo de escritos, puede ser sancionado, en términos de la disposición legal 
citada, tomando en cuenta las circunstancias particulares del caso”. Dado que el 
TEPJF, en el artículo 189, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, cuenta con la competencia de apercibir, amonestar e imponer multas 
hasta por doscientas veces el importe del salario mínimo diario general vigente en 
el Distrito Federal al momento de cometerse la falta, a aquellas personas que pre-
senten impugnaciones o escritos frívolos; lo cual podría considerarse para que en 
una futura reforma el IFE contara con una facultad semejante a la antes señalada 
en el COFIPE, para que pudiera sancionar a los actores políticos que presenten 
quejas o denuncias frívolas, puesto que dada la naturaleza política que se incur-
siona en el derecho electoral hacen que el porcentaje de pretensiones frívolas se 
incremente aún más.

b) La frivolidad como causal de desechamiento 

La figura de la frivolidad como causal de desechamiento se encuentra 
prevista en forma expresa por el Reglamento –artículo 29, párrafo 1, 
inciso d)–, pero únicamente en relación al procedimiento ordinario san-
cionador, no así por lo que hace al procedimiento especial sancionador. 

El proceso electoral federal demostró que la práctica de la frivoli-
dad constituye un recurso recurrido, no sólo en los procedimientos or-
dinarios sancionadores, sino también en los especiales sancionadores. 

El problema al que se enfrenta el IFE es claro: ante la imposibi-
lidad jurídica de desechar desde un inicio las quejas frívolas, se ve 
obligado a sustanciar todo el procedimiento hasta su etapa final, para 
llegar a la conclusión que se sabía desde el principio: que los argumen-
tos eran intrascendentes o superficiales.

De acuerdo con algunas voces en el Consejo, esa vulnerabilidad 
sólo incentiva la judicialización de los procesos electorales, y con ello 
se afecta a la democracia misma y la confianza de los electores en los 
partidos políticos y en el sistema electoral. Entrar al fondo de asun-
tos notoriamente improcedentes y/o frívolos no es necesariamente 
una virtud sino un defecto del procedimiento en conjunto, que acarrea 
graves consecuencias perjudiciales.

Alternativas

Resulta difícil encuadrar este supuesto en alguno de los que permiten 
el desechamiento y que contempla el COFIPE dentro de un procedi-
miento especial sancionador, por lo que debería proponerse una re-
forma al párrafo 5 del artículo 368 del COFIPE, a fin de incluir una 
hipótesis adicional de desechamiento: la frivolidad.

Sin embargo, su regulación debe realizarse bajo parámetros objeti-
vos, para evitar que se considere como una denegación de justicia que 
violaría principios de acceso a la justicia, protegidos por el artículo 
17 de la Constitución Política de las Estados Unidos Mexicanos. Para 
poner en perspectiva el problema conviene recordar la gran cantidad 
de quejas que durante el pasado proceso electoral federal fueron trami-
tadas bajo el procedimiento especial sancionador y que se resolvieron 
como improcedentes al estar fuera de los parámetros jurídicos estable-
cidos para la procedencia.
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iii.6.  estadística GLobaL sobre queJas,
 medidas cauteLares y medios de imPuGnación

Introducción

De acuerdo con las cifras, el Proceso Electoral Federal 2011-2012 tuvo 
el más alto nivel de litigio desde la fundación del IFE, de tal suerte 
que la estructura ejecutiva y los consejeros electorales, invirtieron una 
gran parte de su tiempo efectivo en la instrucción y resolución de los 
procedimientos especiales sancionadores. 

Debe destacarse que la sustanciación y desahogo de los procedi-
mientos administrativos sancionadores en el Proceso Electoral Federal 
2011-2012 se caracterizó por una constante productividad; se dio prio-
ridad a los temas más apremiantes, de manera que se procuró en todo 
momento la protección de los bienes jurídicos tutelados por la ley y se 
evitó la producción de daños irreparables, cuidando permanentemente 
la legalidad en la contienda electoral. 

Para entender la magnitud del trabajo de los procedimientos liti-
giosos electorales, se presenta en un primer apartado la información 
cuantitativa de la atención a los procedimientos administrativos san-
cionadores y, en una segunda parte, la información cualitativa.

III.6.a. Información cuantitativa

Del 7 de octubre de 2011 al 31 de agosto de 2012 se recibieron en 
total, a nivel nacional, 1,587 quejas, de las cuales 1,371 se radicaron 
como procedimientos especiales sancionadores y 216 como procedi-
mientos ordinarios sancionadores. De las 1,371 quejas radicadas como 
procedimientos especiales sancionadores, 925 se radicaron en las jun-
tas distritales del Instituto Federal Electoral y 446 en la Secretaría del 
Consejo General del IFE.28

III.6.b. Información cualitativa

El procedimiento especial sancionador se inscribe dentro de un régi-
men sancionatorio centrado en acotar conductas ilegales en la propa-
ganda difundida durante los procesos electorales, y sobre todo, en la 
etapa de campaña electoral, por lo que la productividad y la oportuni-
dad con que se resuelvan las quejas radicadas como procedimientos 
especiales, debe ser parte de su naturaleza.

28 Para consultar las cifras a detalle, referirse al anexo técnico, en el apartado III.6., so-
bre Estadística global sobre quejas, medidas cautelares y medios de impugnación.

a) Productividad

El número de quejas radicadas como procedimientos especiales san-
cionadores concluidos durante el Proceso Electoral Federal 2011-2012 
ascendió a 361, lo que representa el 81%, es decir, se concluyó con 
más de las tres cuartas partes del total de las 446 quejas presentadas en 
la Secretaría del Consejo General.

De las 361 quejas concluidas, 69 fueron desechadas, remitidas a 
órganos desconcentrados, dadas de baja o se declaró incompetencia, 
y 292 fueron resueltas por el Consejo General a través de 217 resolu-
ciones, lo que implica que se entró al fondo de la materia en litigio en 
el 80.8% de los asuntos. 

La imagen siguiente muestra la representación gráfica de los asun-
tos concluidos durante el desarrollo del Proceso Electoral Federal 
2011-2012:

 

De octubre de 2011 a agosto de 2012, en promedio se concluyeron 
32 procedimientos especiales sancionadores por mes y se presentaron 
al Consejo General 26 proyectos de resolución.

Se puede afirmar que, en comparación con el Proceso Electoral Fe-
deral  2008-2009, se incrementó la productividad, toda vez que en éste, 
de 361 quejas radicadas como procedimientos especiales sancionado-
res, se concluyeron durante el proceso 309 de ellas, que representan el 
85.5% (porcentaje mayor al obtenido en el pasado proceso electoral 
federal). Sin embargo, sólo en el 40% de las 309 quejas concluidas se 
entró al fondo del asunto, en tanto que en el Proceso Electoral Fede-
ral 2011-2012 se duplicó dicha proporción, pues se entró al fondo del 
asunto en el 80.8% de los casos concluidos. 

80.8% 

19.2% 

Se entró al fondo 
No se entró al fondo 
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b) Oportunidad

Para el desahogo de los procedimientos especiales sancionadores, 
en los temas más recurrentes se privilegió la relevancia de las etapas 
del proceso electoral federal, como la de precampañas y campa- 
ñas. Del total de 93 quejas presentadas por actos anticipados de pre-
campaña o campaña, 90 (es decir, el 97%) fueron resueltas durante el 
proceso electoral, y de ellas 87 (93.4%) se resolvieron o concluyeron 
antes de la  jornada electoral, por lo que se puede afirmar que se resol-
vieron con toda oportunidad.

En la etapa de las campañas electorales se presentó un importante 
número de quejas sobre denigración o calumnia, cuya regulación había 
sido uno de los temas más discutidos durante el proceso de reforma 
constitucional y electoral realizada en 2007-2008. En total se presen-
taron 81 quejas por este motivo, de las cuales 64 se recibieron antes de 
la jornada electoral; de éstas, 60 (93.8%) se concluyeron o resolvieron 
por el Consejo General antes del 1 de julio, y al término del proceso 
electoral se habían resuelto 70; sólo 11 se concluyeron entre septiem-
bre y diciembre de 2012. 

Con relación a los demás temas, en todos los casos el porcentaje de 
procedimientos concluidos o resueltos es mayor al 60%: 

• Promoción personalizada de servidores públicos, en supuesta viola-
ción al artículo 134, párrafo octavo (o séptimo y octavo), de la Cons-
titución (y, en su caso, artículo 228, párrafo 5, del COFIPE): 86%.

• Adquisición o contratación de tiempo en radio y/o televisión: 82%.
• Difusión de propaganda gubernamental en periodo de campañas 

electorales: 72%.
• Propaganda contraria a la normatividad electoral: 63%.

c) Estadística sobre medidas cautelares

Del 7 de octubre de 2011 al 31 de agosto de 2012 se recibieron 247 
solicitudes de medidas cautelares, de las cuales 208 correspondieron 
a quejas radicadas como procedimientos especiales sancionadores, 
35 a quejas que se radicaron como procedimientos ordinarios y 4 se 
integraron como cuadernos auxiliares.

Por lo que respecta a la materia de las 247 quejas en las que se 
solicitó aplicar medidas cautelares, se tiene lo siguiente:

Materia Número
de quejas

Propaganda contraria a la normatividad electoral 56

Denigración o calumnia 52

Violaciones al artículo 134, párrafos séptimo y/u octavo 41

Difusión de propaganda gubernamental 33

Actos anticipados de precampaña o campaña 32

Contratación o adquisición de tiempo en radio y/o televisión 24

Coacción al voto  9

De estas 247 solicitudes de medidas cautelares, 206 fueron del 
conocimiento de la Comisión. En 37 asuntos el Secretario del Con-
sejo General dictó acuerdo en el que se hizo del conocimiento de los 
quejosos el motivo por el cual no fue procedente turnar su solicitud 
a la Comisión o se desechó el escrito de queja, o los hechos ya eran  
del conocimiento de la Comisión; 3 quejas fueron desechadas por el 
Consejo General; y en un caso de un cuaderno auxiliar, el Secretario 
del Consejo General determinó que los hechos denunciados no eran 
competencia de este Instituto, por lo que ordenó remitir las constan-
cias originales al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de 
Jalisco, haciéndolo del conocimiento del Presidente de la Comisión y 
del representante del PRI. 

La Comisión de Quejas y Denuncias analizó 206 solicitudes de 
medidas cautelares, y dictó 186 acuerdos (por la acumulación de que-
jas); de estos últimos, en 148 casos se negó la aplicación de medidas 
cautelares, en 35 se decidió aplicarlas, y en 3 se dictaron las medi- 
das en acatamiento a sentencias de la Sala Superior (inciso d), es decir, 
en total dictó la procedencia de medidas cautelares en 38 expedientes.

d)  Medios de impugnación

Del 7 de octubre de 2011 al 31 de agosto de 2012 el Consejo General 
dictó 399 resoluciones, de las cuales se impugnaron 171, mediante 
271 recursos de apelación, lo que en porcentaje representa el 43% del 
total. El número de impugnaciones rebasa en mucho al de las resolu-
ciones emitidas por el Consejo General que se recurrieron, toda vez 
que en varias ocasiones se cuestionó el mismo acto por diversos acto-
res. Se cita como ejemplo la resolución CG292/2012 relativa al expe-
diente de queja SCG/PE/CG/039/2011 y su acumulado SCG/PE/CVG/
CG/040/2011, que se impugnó 23 veces.
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Resoluciones de procedimientos sancionadores

De los 271 recursos de apelación que se tramitaron, el TEPJF ha 
dictado sentencia en 266, en los siguientes sentidos: 133 confirmados, 
106 revocados, 12 modificados, 2 sobreseídos y 13 desechados.

La siguiente imagen muestra la representación gráfica en porcentajes:
                

Sentido
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57% 
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No impugnadas 
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13 
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En términos generales, las sentencias que ha emitido el TEPJF re-
feridas pueden representarse de la siguiente manera:

 

Si se considera el total de las 399  resoluciones que el Consejo Ge-
neral emitió del 7 de octubre de 2011 al 31 de agosto de 2012, relativas 
a procedimientos administrativos sancionadores, el TEPJF revocó 57 
y modificó 9, quedando pendientes por resolver 4, de forma que han 
quedado intocadas 329,29 es decir, el 83% de los fallos en comento.

En la siguiente imagen se muestra la representación gráfica en 
porcentajes:

 

29 En esta cifra se incluyen las resoluciones del CG que no fueron impugnadas, así 
como aquéllas en las que el TEPJF dejó intocado el acto impugnado, ya sea por-
que la confirmó, desechó o sobreseyó la demanda del recurso de apelación.

e) Medios de impugnación en contra de medidas cautelares

Del 7 de octubre de 2011 al 31 de agosto de 2012 la Comisión de Que-
jas y Denuncias dictó 186 acuerdos, de los cuales se impugnaron 27, 
mediante 29 recursos de apelación, lo que en porcentaje representa el 
15%. El número de impugnaciones rebasa el de los acuerdos emitidos 
por la Comisión de Quejas y Denuncias que se recurrieron, toda vez 
que en dos ocasiones un solo acuerdo se cuestionó por diversos acto-
res. Tal es el caso de los acuerdos ACQD-31/2012 y ACQD-39/2012 
que fueron impugnados en dos ocasiones cada uno.

En la imagen siguiente se muestra la representación gráfica en 
porcentajes:

 

De los 29 recursos de apelación tramitados, 17 se confirmaron, 6 
fueron revocados, 2 sobreseídos y 4 desechados.

56% 

44% 

Favorables 

No favorables 

Revocados 
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2% 
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1% 
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15% 
85% 
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No impugnados 



68

Li b r o bL a n c o •  Pr o c e s o eL e c to r a L Fe d e r a L 2011-2012

En la siguiente imagen se muestra la representación gráfica en 
porcentajes:

              
Sentido

En términos generales, las sentencias que ha emitido el TEPJF re-
feridas pueden representarse de la siguiente manera:

 
 

Confirmados 

Revocados 

Sobreseídos 

Desechados 

17 
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4 
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En conclusión, tomando en consideración las cifras globales, se 
observa que de los 186 acuerdos que la Comisión de Quejas y Denun-
cias emitió respecto de la solicitud de medidas cautelares, el TEPJF 
revocó seis, de manera que quedaron firmes 180 acuerdos,30 es decir el 
97% de los fallos.

 

iii.7. comPra o adquisición de tiemPos en radio
 y teLevisión no Pautados Por eL iFe

Introducción

En la pasada reforma constitucional se buscó crear un nuevo modelo 
de comunicación política entre los partidos y la sociedad con el propó-
sito de evitar que el dinero y el poder de los medios de comunicación 
se erigiesen en factores determinantes de las campañas electorales. 

En tal sentido, el Constituyente estableció la prohibición total a 
los partidos políticos para contratar o adquirir tiempo, bajo cualquier 
modalidad, en radio y televisión. Asimismo, previó que ninguna otra 
persona física o moral, sea a título propio o por cuenta de terceros, 
pudiera contratar propaganda en radio y televisión dirigida a influir en 
las preferencias electorales de los ciudadanos, ni a favor o en contra de 
partidos políticos o de candidatos a cargos de elección popular.

Y para dar al IFE la fortaleza indispensable en el ejercicio de sus 
nuevas atribuciones, la ley estableció sanciones aplicables a quienes 
infringiesen el mandato constitucional. 

En el proceso electoral 2011-2012 se presentaron 90 quejas en las 
que se denunciaba la presunta compra, contratación o adquisición de 
30 En esta cifra se incluyen las resoluciones del CG que no fueron impugnadas, así 

como aquellas en las que el TEPJF dejó intocado el acto impugnado, ya sea por-
que la confirmó, desechó o sobreseyó la demanda del recurso de apelación.

tiempo en radio o televisión. Este tipo de quejas son complejas, pues 
en general se suele alegar que las restricciones entran en colisión con 
la garantía constitucional correspondiente a la libertad de expresión. 
Dilucidar cuándo se trata de un ejercicio periodístico y cuándo es una 
simulación, ha resultado ser uno de los asuntos más controversiales a 
la hora de resolver el procedimiento especial sancionador.  

En las líneas siguientes se analizarán los criterios sobre el estándar 
de prueba que en estos casos de simulación deben aplicarse.

Marco normativo

El artículo 41, párrafo segundo, base III, apartado A, de la CPEUM 
prohíbe la compra o adquisición de tiempos en radio y televisión no 
pautados por el IFE, en los siguientes términos:

Los partidos políticos en ningún momento podrán contratar o adquirir, 
por sí o por terceras personas, tiempos en cualquier modalidad de radio 
y televisión.
Ninguna otra persona física o moral, sea a título propio o por cuenta 
de terceros, podrá contratar propaganda en radio y televisión dirigida 
a influir en las preferencias electorales de los ciudadanos, ni a favor o 
en contra de partidos políticos o de candidatos a cargos de elección 
popular. Queda prohibida la transmisión en territorio nacional de este 
tipo de mensajes contratados en el extranjero.
Las disposiciones contenidas en los dos párrafos anteriores deberán 
ser cumplidas en el ámbito de los estados y el Distrito Federal confor-
me a la legislación aplicable.

Por su parte, el COFIPE estableció la prohibición constitucional en 
su artículo 49, párrafo tercero, el cual señala textualmente:

(…)
3. Los partidos políticos, precandidatos y candidatos a cargos de elec-

ción popular, en ningún momento podrán contratar o adquirir, por sí 
o por terceras personas, tiempos en cualquier modalidad de radio y 
televisión. Tampoco podrán contratar los dirigentes y afiliados a un 
partido político, o cualquier ciudadano, para su promoción personal 
con fines electorales. La violación a esta norma será sancionada en 
los términos dispuestos en el Libro Séptimo de este Código.

Revocados 
3% 

Intocados 
97% 
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Problemáticas

a) Simulación de géneros periodísticos

El dilema consiste en determinar criterios que aseguren el derecho a 
la libre expresión y, a la vez, se sancione la adquisición de tiempos 
a través de la simulación del trabajo periodístico.

Alternativas 

Las opciones para hacer frente a la problemática antes descrita, depen-
den del tipo de género periodístico o de propaganda en concreto. Así, 
podrían seguirse las siguientes ideas:

• Entrevistas.31

En principio, se presume que la persona física o moral que pro-
duce y transmite ese género noticioso, así como quien participa en el 
mismo, actúan al amparo de los derechos de libertad de expresión 
e información, consagrados en la Constitución y la ley.

Así entendida, la entrevista a un candidato en tiempos de campaña 
sobre un tema determinado no está impedida legal ni constitucional-
mente. De hecho, en tiempo de campaña no sólo son legítimas, sino 
necesarias para la emisión de las propuestas concretas y de los diag-
nósticos de los candidatos sobre los problemas públicos.

Los comentarios y los dichos de un candidato que se formulan en 
el contexto de la entrevista no son materia de sanción (libertad de ex-
presión). Lo que se debe analizar, entonces, son elementos objetivos 
como indicios de que esa entrevista haya sido contratada para ser em-
pleada como propaganda o promocional, derivado, por ejemplo, de su 
repetición o retransmisión en un número indeterminado de ocasiones, 
a la manera de promocionales.32 Algunas voces del Consejo han consi-
derado que éste es uno de los puntos más complicados de la reforma al 
modelo de comunicación política. Todos los partidos políticos se acu-
san entre sí, sin embargo al requerirse la autoincriminación para poder 
demostrarlo se convierte en una falta de imposible comprobación.

31 Se recomienda acudir a la lectura de los siguientes precedentes: SUP-
RAP-234/2009 y sus acumulados SUP-RAP-239/2009; SUP-RAP-240/2009; 
SUP-RAP-243/2009; SUP-RAP-251/2009; y SUP-RAP-589/2011.

32 Vid. SUP-RAP-589/2011.

• Reportaje.33

Cuando se lleva a cabo un reportaje, en tiempo de campaña, sobre 
un partido político o candidato, lo lógico es que se presenten imágenes 
del tema y que se haga referencia a sus actividades o propuestas, pues-
to que el medio de comunicación pretende aportar la mayor informa-
ción posible en torno al objeto, tema y candidato.

Ahora bien, a fin de determinar si un reportaje o cualquier otra in-
formación infringe la prohibición de adquisición de tiempos en radio y 
televisión, la autoridad debe analizar si los materiales denunciados con-
tienen elementos que permitan considerarlos propaganda, para lo cual 
resulta necesario valorar los componentes del quehacer periodístico:

̶ Objetividad. Si las crónicas aportan datos e información vera-
ces respecto al objeto del reportaje. Si existe una diferenciación 
entre los hechos y las opiniones del reportero o de las del parti-
do político o candidato.

̶ Imparcialidad. Si los reportajes son un medio para la denosta-
ción, calumnia o difamación de las personas.

̶ Debida contextualización (del tema, candidato, partido político 
o hecho materia del reportaje). Si el reportaje está debidamente 
identificado y la información proporcionada está colocada en 
su contexto.

̶ Forma de transmisión. Se debe verificar el número de transmi-
siones y la publicidad que se le da al reportaje, pues no es un 
género publicitario como el promocional.

̶ Gratuidad. No debe implicar el pago de una contraprestación.

Al respecto, cabe señalar que al momento de realizar esta valora-
ción, la autoridad no realiza un pronunciamiento sobre los elementos 
que son inherentes al género en cuestión, sino que debe hacer un aná-
lisis contextual de la difusión del material y sus características, con el 
propósito de identificar si se está en presencia de un material propa-
gandístico o informativo.

• Propaganda comercial.          

Se ha sostenido (jurisprudencia 37/2010 emitida por el TEPJF) que 
la publicidad comercial o de promoción empresarial, bien puede con-
tener propaganda electoral cuando se demuestre objetivamente que se 
efectúa también con la intención de promover una candidatura o un parti-
do político ante la ciudadanía, por incluir signos, imágenes, emblemas,  
nombres o expresiones que los identifican, aun cuando tales elementos 
se introduzcan en el mensaje de manera marginal o circunstancial. 

33 Se recomienda acudir a la lectura del SUP-RAP-280/2009.
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Entre los elementos que se han tomado en cuenta para determinar 
si una publicidad comercial contiene propaganda política o electoral 
encubierta destacan: la imagen preponderante del candidato en la pu-
blicidad, el nombre resaltado, la aparición del cargo al cual postula, el 
emblema del partido político, el ensalzamiento de bondades o virtudes 
a favor de algún partido o candidato dentro del mensaje, entre otros.

b) El estándar probatorio

Un dilema constante en las sesiones del Consejo General, durante el 
desarrollo del Proceso Electoral Federal 2011-2012, fue determinar 
qué estándar probatorio debe prevalecer en los asuntos de adquisición 
de propaganda en radio y televisión cuando no se cuenta con una fac-
tura en el expediente o un contrato con el cual se pueda determinar el 
vínculo entre los sujetos implicados y la conducta.

Por principio de cuentas ha de decirse que un elemento clave de 
diferencia entre la contratación y la adquisición puede encontrarse, 
precisamente, en que –en términos generales– en la adquisición se en-
cuentran ausentes documentos objetivos que evidencian la formaliza-
ción de acuerdos de voluntades, como el contrato o la factura.

En consecuencia, podría decirse que, como regla general, en los 
expedientes iniciados por adquisición nunca obrará la factura, contrato 
o convenio.

Ante la ausencia de un elemento probatorio de carácter objetivo, la 
problemática se hace evidente, pues los criterios para la acreditación 
de la adquisición se vuelven más subjetivos y, por lo mismo, es un 
tema en donde no existe acuerdo sobre dichos criterios entre los miem-
bros del Consejo General del IFE y del propio TEPJF.

Ante tal disparidad de criterios, se vuelve indispensable buscar una 
solución que ofrezca certidumbre, pero también que evite un abuso de 
la facultad punitiva.

Alternativas

En la búsqueda de un criterio que armonice las diferentes posturas que 
se han manifestado en el Consejo General, se plantean las siguientes 
alternativas:

• Estándar probatorio laxo.

Motivado por los precedentes del TEPJF, la postura que tradicio-
nalmente ha mantenido el IFE se ubica en el extremo del estándar 
probatorio relajado, pues, lo que se tendría que probar es: 

̶  La difusión de la propaganda electoral en radio y televisión 
fuera de los tiempos asignados por el IFE.

̶ Un beneficio o aprovechamiento.
̶ La reiteración en la difusión de la entrevista.

Es un estándar laxo porque desdeña la tradicional concepción ju-
rídica de responsabilidad con base en la culpa o el dolo, para aproxi-
marse más a una responsabilidad de tipo objetivo, además de que los 
medios de pruebas por excelencia serían los de tipo indirecto,34 como 
las presunciones. 

En otras palabras, no es necesario que se compruebe objetivamente 
la intención dolosa del infractor de adquirir tiempos, sino que, a través 
de indicios, se parte de un hecho conocido (cualquier cosa, circunstan-
cia o comportamiento), lo cual constituye la premisa de la inferencia 
presuntiva.35

Para quienes sostienen este criterio, dicha interpretación permite el 
establecimiento de responsabilidades y la inhibición de la realización 
de estas conductas, a partir de un análisis integral que, reconociendo la 
naturaleza de la infracción, pondera elementos contextuales que resul-
tan relevantes para su acreditación, en tanto que nos encontramos ante 
ejercicios de simulación que representan un fraude a la ley.  Del mismo 
modo, esta postura busca evitar que, al amparo de las libertades, se 
protejan ejercicios de simulación que vulneran tanto el propio ejercicio 
del periodismo, como el derecho a la información de la ciudadanía.

Una interpretación contraria a la expuesta sostiene que se podría 
correr el riesgo de que cada vez se relaje más el estándar probato-
rio y, consecuentemente, se vulneren los derechos de los presuntos 
infractores.

 

34 Se estará ante la presencia de una prueba indirecta cuando la prueba opera como 
premisa de una inferencia que tiene como conclusión el enunciado sobre el hecho 
a probar. En el caso en estudio, la prueba (indicio), demuestra un hecho secunda-
rio (beneficio), que sirve para establecer, mediante un razonamiento inferencial 
(presunción), la verdad del hecho principal (adquisición). Al respecto, véase Mi-
chele Taruffo, La prueba de los hechos, Trotta, Madrid, 2009, p. 456.

35 En general, en varios casos registrados en el proceso electoral, se ha difundido 
el término de posicionamiento como un nuevo estándar de análisis. Se puede ac-
tualizar de diversas formas, tales como: a) La aparición de un candidato en un 
programa destinado exclusivamente a él. b) La realización de una apología de la 
persona del candidato. c) Posición privilegiada que un familiar le genere a deter-
minado candidato por ocupar algún puesto directivo en la empresa que difunde. 
d) Calidad de candidato incompatible con su estatus de analista, comentarista o 
reportero. e) Divulgación de un emblema, propuestas e ideología de un partido 
político.
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• Estándar probatorio estricto.

Un camino interpretativo alterno al anterior –no alentado por los pre-
cedentes del TEPJF– se ubica en el extremo opuesto. Esta postura 
exige que se cuente con elementos más concretos y no sólo con in-
dicios, inferencias o presunciones, con el propósito de garantizar el 
principio de presunción de inocencia y de soportar la responsabilidad 
en probanzas directas e irrefutables.

Esta postura arropa los derechos del presunto infractor, y para 
quienes la sostienen propicia una más amplia libertad, circulación de 
mensajes y de información política. No obstante, requiere de un aná-
lisis contextual más exhaustivo, pues la evidencia de un contrato o 
una documental probatoria, en este tipo de casos se hace virtualmente 
imposible, por lo que de adoptarse como criterio tendería a volver nu-
gatoria la prohibición de los partidos políticos de adquirir tiempos en 
radio y televisión distintos a los que les otorga el IFE.

En este tenor, la postura que pugna por mantener un estándar pro-
batorio de esta índole, más exigente, busca que frente a contenidos 
editoriales opere una presunción del libre ejercicio del periodismo que 
debe desvirtuarse con pruebas que acrediten la contratación y adquisi-
ción. Asimismo, arguyen que el beneficio a un partido o candidato, es 
un indicio, pero que es insuficiente para acreditar una violación. Esta 
presunción es de suma importancia porque protege el periodismo libre 
y desinhibido, elemento fundamental de la vida democrática. 

Para quienes sostienen la postura contraria, con una interpretación 
como la expuesta se puede proteger la difusión de materiales que cons-
tituyen un fraude a la ley, a través de la simulación de un ejercicio de 
índole periodística, logrando el efecto contrario de lo que se pretende, 
pues en lugar de garantizar los derechos y libertades tuteladas consti-
tucionalmente, se vulneran mediante la difusión de propaganda simu-
lada. Del mismo modo, esta interpretación puede incentivar la comi-
sión de conductas que actualicen esta infracción, ante las dificultades 
que enfrenta la autoridad para su acreditación.

• Conciliación de posturas.

Ante los peligros que entraña el sostenimiento extremo de las an-
teriores posturas, se vislumbra que la alternativa más adecuada sería 
conciliarlas en un justo medio, en los siguientes términos:

̶ Establecer un coto al estándar probatorio laxo que simplifica la 
comprobación del ilícito en la ecuación: [difusión de propagan-
da no pautada] + [beneficio] = adquisición.

̶ Mantener los medios probatorios indirectos como base de la 
comprobación de la adquisición, pero reforzando los argumen-
tos de cómo, de ciertos hechos probados en forma directa, se 
puede inferir que se presentó la adquisición.36

̶ Plantear la posibilidad de reformar el COFIPE para incluir de-
finiciones sustanciales en materia  de propaganda electoral (por 
ejemplo, qué se entiende por “adquisición”).

Lo anterior, bajo el principio de que el criterio que debe prevalecer 
es que la autoridad electoral ha de resolver casuísticamente, tomando 
en cuenta diversos elementos o factores presentes en cada caso que es 
sometido a su consideración.

c) El deslinde

Existen ya pronunciamientos jurisdiccionales que establecen las con-
diciones37 que ha de cumplir el deslinde sobre una conducta infrac-
tora para que sea válido. No obstante lo anterior, la problemática de 
interpretación se encuentra en determinar qué sujetos y cuándo están 
obligados a realizarlo.

36 Siguiendo en este punto las ideas de Andrés Martínez Arrieta, “La prueba 
indiciaria”, en (AA.VV.), La prueba en el proceso penal, Centro de Estudios Judi-
ciales, España, 1992, sería oportuno tener en cuenta los siguientes aspectos en la 
dinámica de la eficacia de la prueba indirecta: a) El indicio debe estar acreditado 
a través de una prueba directa. En otras palabras, la acreditación del hecho base 
requiere que sea perfecto, a través de una prueba directa, sin que pueda admitirse 
que, a su vez, dicho indicio se acredite por medio de otro indicio. b) Los indicios 
deben ser sometidos a una constante verificación que afecte no sólo a su acredi-
tación, sino también a su capacidad deductiva. Así, se debe indagar sobre las pro-
babilidades, la certeza y la exclusión del azar y la posibilidad del falseamiento del 
indicio. c) Los indicios deben ser independientes. Con ello se pretende evitar la 
utilización de un único indicio que, acreditado por distintas fuentes, se presentan 
como plurales en la acreditación del hecho-consecuencia. Así, si hay, por ejemplo, 
tres pruebas directas que se refieren a un único indicio, sólo cabe una única infe-
rencia. d) Los indicios deben ser concordantes entre sí, de tal manera que conver-
jan en su conclusión. Si uno de ellos diverge, o se aparta del resto, el conjunto de 
la prueba indiciaria perderá eficacia probatoria, porque potenciará la concurrencia 
del azar, que obliga a aplicar el principio in dubio pro reo. e) La conclusión ha de 
ser inmediata, sin que sea consecuencia que al hecho, pueda llegarse a través 
de varias deducciones o cadena de silogismos.

37 Los partidos políticos, como garantes del orden jurídico, pueden deslindarse de 
responsabilidad respecto de actos de terceros que se estimen infractores de la ley, 
cuando las medidas o acciones que adopten cumplan las condiciones siguientes: 
a) Eficacia: cuando su implementación produzca el cese de la conducta infractora 
o genere la posibilidad cierta de que la autoridad competente conozca el hecho 
para investigar y resolver sobre la licitud o ilicitud de la conducta denunciada; b) 
Idoneidad: que resulte adecuada y  apropiada para ese fin; c) Juridicidad: en tanto 
se realicen acciones permitidas en la ley y que las autoridades electorales puedan 
actuar en el ámbito de su competencia; d) Oportunidad: si la actuación es inme-
diata al desarrollo de los hechos que se consideren ilícitos, y e) Razonabilidad: 
si la acción implementada es la que de manera ordinaria se podría exigir a los 
partidos políticos.
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Alternativa

La solución a la heterogeneidad de opiniones sobre el tema podría sal-
varse si se adopta un criterio uniforme con base en el razonamiento de 
que los sujetos obligados a deslindarse son los partidos y los precandi-
datos o candidatos, en los siguientes términos:38

• Partidos. La obligación de los partidos de deslindarse encuen-
tra su origen en el deber de vigilancia (artículo 38, párrafo 1, 
inciso a), del COFIPE) respecto a los actos de terceros. En ese 
sentido, el TEPJF ha establecido que si las expresiones de un 
candidato fueron difundidas por un medio de comunicación 
con cobertura nacional o local, máxime si se da en un noticie-
ro, se presume que el partido político postulante conoció tales 
intervenciones y, por lo mismo, estaba obligado a deslindarse.

• Candidatos o precandidatos. A diferencia de la situación con 
los partidos, el deslinde de los candidatos o precandidatos no 
es, como tal, una obligación, pues no existe un precepto legal 
que les imponga el deber de vigilancia. Más bien, se trata de 
un argumento que podría oponerse como excepción y operaría, 
no como un elemento de la infracción, sino como una espe-
cie de eximente de responsabilidad respecto de la infracción 
que se le imputa. De esta manera, debe quedar claro que el 
deslinde no debe ser el argumento central en la imputación del 
ilícito de adquisición a los candidatos y precandidatos, sino que 
únicamente serviría para orientar a la autoridad en la investiga-
ción y la determinación de la responsabilidad.

• Sería pertinente que se incluyera en el texto de ley el deber de 
vigilancia de los candidatos y precandidatos para dotar de prin-
cipio de legalidad la obligación de deslinde.

d) Compatibilidad entre la calidad de candidato y comentarista

Durante el proceso electoral 2011-2012 se presentó otro problema:39    
determinar el criterio aplicable para la actualización de la adquisición, 
a través de una posible incompatibilidad de funciones en el caso de 
sujetos que ostenten la calidad de candidatos, pero a la vez sean habi-
tualmente comentaristas o analistas en algún medio de comunicación.  

38 Se recomienda acudir a la lectura de los siguientes precedentes: SUP-
RAP-234/2009 y acumulados SUP-RAP-239/2009, SUP-RAP-240/2009, SUP-
RAP-243/2009 y SUP-RAP-251/2009; SUP-RAP-505/2011; SUP-RAP-549/2011; 
SUP-RAP-589/2011; SUP-RAP-12/2012 y acumulados SUP-RAP-14/2012; SUP-
RAP-18/2012 y SM-RAP-41/2012.

39 Se recomienda acudir a la lectura de los siguientes precedentes: SUP-RAP-548/2011; 
SUP-RAP-549/2011 y resolución CG672/2012 del Consejo General del IFE.

Alternativas

El criterio que debe prevalecer es que la autoridad electoral ha de re-
solver casuísticamente, tomando en cuenta diversos elementos o fac-
tores que determinan o condicionan el contexto en el que se dan las 
intervenciones denunciadas, de tal manera que, si bien en principio 
ambos caracteres resultan incompatibles, la obligación de separarse de 
una participación o actividad presumiblemente periodística, no opera 
en todo caso, sino con base en la exigencia de un deber de cuidado 
razonable al candidato.

Se han dado casos en los que la participación del candidato como 
comentarista o analista en algún programa haya sido algo aislado; que 
la participación en tal carácter no se desarrollaba de manera regular, 
permanente u ordinaria, sino singular; que la participación no obede-
ció a una posición diferenciada con respecto al resto de los candidatos; 
y en ese sentido, no podía existir la obligación de separarse de una 
participación o actividad que era producto de un ejercicio periodístico 
pasajero o circunstancial. En todo ello es necesario ponderar la expo-
sición pública del candidato que en cada caso se implique y las cir- 
cunstancias que rodean su aparición, pues es en razón de la equidad 
que estas medidas se han diseñado.

Conclusiones

La trascendencia que tuvo el tema de radio y televisión en la refor-
ma constitucional pone en evidencia el grado de responsabilidad que 
detenta la autoridad electoral para hacer cumplir el mandato del Cons-
tituyente respecto de la prohibición del mercado de tiempos en radio 
y televisión.

Resulta evidente la dificultad de calificar la adquisición de tiempos 
en radio y televisión debido a la infinidad de formas que ésta puede 
tener, de manera que algunas voces del Consejo General estiman 
que deberían establecerse convenciones claras, y asentar normativa-
mente qué formatos de aparición en radio y televisión deben conside-
rarse como adquisición, y a partir de qué criterios, de modo que exista 
certeza para los sujetos regulados. Se propone lo anterior a sabiendas 
de que existe siempre la posibilidad de que haya formas de simula-
ción, ya que parece valioso, en términos democráticos, privilegiar las 
libertades y la certeza jurídica y abandonar la actitud paternalista que 
tienen muchas autoridades en el ejercicio de sus atribuciones.

Otras voces del Consejo General consideran que el análisis de 
los hechos denunciados debe ser casuístico, a fin de analizar y valorar los 
elementos específicos que se presentan en cada caso, con el propósito 
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de evitar que la formalización favorezca conductas que pudieran cons-
tituir un fraude a la ley.

iii.8. criterios en cuanto a deniGración y caLumnia
 en ProPaGanda PoLítica en radio y teLevisión

Introducción

La denigración y calumnia adquirieron trascendencia dentro de las 
conductas reprochables en materia electoral, puesto que se trata de in-
fracciones a la normativa constitucional.

Lo que no hizo el Constituyente fue plasmar una definición de lo 
que debía entenderse por denigración y calumnia. Así, ante la ausencia 
de definición normativa, el análisis de los casos específicos se encuen-
tra sujeto a la percepción de quien actúa como juzgador, por lo que el 
IFE ha tenido que establecer una interpretación casuística de la misma, 
en la que los integrantes del Consejo General han sostenido posturas 
diversas. 

Un tema que se abordará en las líneas subsecuentes será la posible 
acotación conceptual de denigración y calumnia, sin que ello implique 
desconocer que la presentación de quejas o denuncias a ese respecto 
obliga siempre a la autoridad a realizar una valoración de las circuns-
tancias que rodean a cada caso en particular.

Además, también derivado de la trascendencia (constitucional) que 
tiene la denigración y calumnia, se hace necesario vislumbrar horizon-
tes sobre la forma más eficiente y expedita de proteger el bien jurídico 
que se tutela. 

Marco normativo

El Constituyente prohibió la inclusión de expresiones denigratorias y 
calumniosas en el artículo 41, párrafo segundo, base III, apartado C, de 
la CPEUM, mismo que textualmente señala:

En la propaganda política o electoral que difundan los partidos debe-
rán abstenerse de expresiones que denigren a las instituciones y a los 
propios partidos, o que calumnien a las personas.

Por su parte, el COFIPE establece la obligación a los partidos po-
líticos de incluir expresiones denigratorias o calumniosas en su propa-
ganda. Textualmente, su artículo 38, párrafo 1, inciso p), señala:

Son obligaciones de los partidos políticos nacionales:
p) Abstenerse, en su propaganda política o electoral, de cualquier 

expresión que denigre a las instituciones y a los partidos o que 
calumnie a las personas. Las quejas por violaciones a este pre- 
cepto serán presentadas ante la secretaría ejecutiva del Instituto, 
la que instruirá un procedimiento expedito de investigación en los 
términos establecidos en el Libro Séptimo de este Código. En todo 
caso, al resolver sobre la denuncia se observará lo dispuesto por el 
primer párrafo del artículo 6o. de la Constitución;

Ahora bien, el artículo 233 del COFIPE reitera la prohibición ante-
rior en los siguientes términos:

1. La propaganda y mensajes que en el curso de las precampañas y 
campañas electorales difundan los partidos políticos se ajus-
tarán a lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 6o. de la 
Constitución.

2. En la propaganda política o electoral que realicen los partidos po-
líticos, las coaliciones y los candidatos, deberán abstenerse de ex-
presiones que denigren a las instituciones y a los propios partidos, 
o que calumnien a las personas. El Consejo General del Instituto 
está facultado para ordenar, una vez satisfechos los procedimien-
tos establecidos en este Código, la suspensión inmediata de los 
mensajes en radio o televisión contrarios a esta norma, así como el 
retiro de cualquier otra propaganda.

Finalmente, el tipo administrativo de denigración y calumnia como 
tal, se encuentra previsto en el artículo 342, párrafo 1, inciso j):

1.  Constituyen infracciones de los partidos políticos al presente
 Código:

j)  La difusión de propaganda política o electoral que contenga ex-
presiones que denigren a las instituciones y a los propios parti-
dos, o que calumnien a las personas.

Problemáticas

a) Acotación conceptual de la calumnia

El tema de la denigración y calumnia es, para el IFE, una especie de 
“rompecabezas” jurídico que se resuelve siempre de manera casuísti-
ca, contextual y contingente. 

Este problema es intrínseco al tipo administrativo: lo que se consi-
dera en cierto contexto calumnioso, en otra, no lo es. También es cierto 
que su dificultad proviene de la gran variedad de criterios que existen 
en el seno del Consejo General y del TEPJF respecto a qué debe en-
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tenderse por denigración y calumnia. No obstante, hay una ausencia de 
una definición legal de denigración y calumnia.

Específicamente por lo que hace al ilícito de calumnia, cabría 
preguntarse si debe circunscribirse a la imputación de un delito o si 
existen otras expresiones que podrían considerarse calumniosas sin 
que necesariamente se impute la comisión de delitos, al respecto 
la Sala Superior del TEPJF en el SUP/RAP/482/2011 señaló que: “… la 
interpretación gramatical y teleológica del artículo constitucional, así 
como la funcional de los preceptos legales conducen a sostener, que el 
concepto calumnia adoptado en las normas invocadas no es el de un 
ilícito concebido en el derecho penal. Es decir, lo que se prohíbe en la 
propaganda de los partidos políticos es utilizar un lenguaje innecesario 
o desproporcionado, en relación con los derechos a la imagen de los 
partidos y coaliciones así como la vida privada de los candidatos y en 
general de las personas. Por ende, la infracción de calumnia en comen-
to no debe ser concebida como una integración de elementos de índole 
penal, pues la Constitución y la ley no lo establecen así”.

Alternativas

La solución al cruce de criterios es clara: debe reformarse el COFIPE 
para que sea el propio legislador el que defina qué es lo que debe 
entenderse por calumnia dentro de la materia electoral, no obstante 
la definición debe dejar un rango de interpretación al aplicador de la 
norma que permita que no se haga nugatoria la prohibición. En ese 
sentido, dicha delimitación conceptual debe precisar si la imputación 
de un delito forma parte esencial de la calumnia o no. En seguida se 
presentan las dos posturas antagónicas:

• La imputación del delito debe formar parte intrínseca
 de la definición de calumnia.

La postura mayoritaria es la que señala que la calumnia sólo se 
actualiza cuando se le imputa expresamente a una persona la comisión 
de un delito. El origen de esta postura se encuentra en la definición 
clásica del derecho penal, desde donde se importó al ámbito electoral. 

La crítica que se le puede hacer a esta postura es, precisamente, que 
importa sin más una definición penal excesivamente estricta, sin ade-
cuarla al contexto electoral y tiende a avalar un lenguaje innecesario 
y desproporcionado en la propaganda de los partidos. Además, debe 
decirse que durante el proceso electoral federal pasado nos encontra-
mos  ante nuevas formas de calumnia en promocionales, en los cuales 
se señalaba un delito, pero no se hacía referencia a una persona en par-
ticular, sino que sólo se transmitía la imagen de fondo de la persona.

La ventaja de esta postura es que la calumnia no sería tan casuísti-
ca, pues el elemento “imputación de un delito” resulta “palpable” y no 
propicia tantos juicios subjetivos del intérprete. Además, esa acotación 
legal privilegia el derecho de la ciudadanía a contar con informa- 
ción que pudiera resultar de interés público.

• La imputación del delito no necesariamente debe formar
 parte intrínseca de la definición de calumnia.

La crítica a la postura anterior es, precisamente, que se traslada una 
definición “extranjera” (la penal) a un campo distinto (el electoral) sin 
tomar en cuenta que el contexto es distinto. Así, por ejemplo, resulta 
que el bien jurídico tutelado en el ámbito penal era el honor, pero la le-
gislación electoral no puede estar tutelando esos bienes personales de 
los candidatos (pues para eso están las vías civiles y penales), sino que 
debe tutelar –al final– el derecho de los electores a un voto informado. 
Luego entonces, existiendo diferencias en cuanto al bien jurídico, lo 
lógico es que existan también diferencias en cuanto a la definición.

La ventaja de esta postura es que contextualiza la definición al ám-
bito electoral. La desventaja es que la calumnia podría volverse más ca-
suística, pues un hecho tal daría lugar a múltiples interpretaciones sub-
jetivas, así como a establecer límites injustificados al debate público. 

Por otra parte, esta interpretación tiene la desventaja de que los 
agentes no cuenten con un criterio a priori cierto para ajustar su con-
ductas futuras, ya que la decisión de si una expresión es calumniosa 
o no, será decidida caso por caso por la autoridad. De manera que la 
función de inhibir acciones futuras que tiene el derecho sancionador 
se desvanece.

b)  Oportunidad y eficacia de la medida cautelar versus censura previa

Un reto importante para el IFE es lograr el cese de la difusión de la 
propaganda denigratoria de manera oportuna y eficaz, pues mientras 
más perdure, su alcance es mayor y, consecuentemente, repercute en 
forma negativa en el candidato o partido político afectado.

La problemática consiste en determinar qué acciones se pueden 
llevar a cabo para que las medidas cautelares puedan decretarse a la 
mayor brevedad posible, o incluso evitar de antemano la difusión de 
un promocional evidentemente denigratorio o calumnioso que se en-
cuentre pautado.
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Alternativas
 

Tratándose de los promocionales pautados, una forma eficiente para 
hacer frente a la problemática descrita más arriba sería que éstos pue-
dan ser objeto de una medida cautelar desde el preciso momento en 
que se suben al portal de pautas del IFE, sin que exista  la necesidad de 
esperar a que salgan al aire en radio y televisión.

La postura descrita sería eficaz y oportuna, pero con su adopción 
se correría el riesgo de que la autoridad electoral estuviese emitiendo 
actos inconstitucionales, puesto que el propio artículo 7 de la CPEUM 
prohíbe la censura previa. Por otra parte, el artículo 41, párrafo se-
gundo, base III, apartado D, de la CPEUM establece que: “Las in- 
fracciones a lo dispuesto en esta base serán sancionadas por el Ins-
tituto Federal Electoral mediante procedimientos expeditos, que po-
drán incluir la orden de cancelación inmediata de las transmisiones 
en radio y televisión, de concesionarios y permisionarios, que resulten 
violatorias de la ley”, por lo que la “transmisión” de la “propaganda” 
deviene un prerrequisito indispensable para el otorgamiento de las me-
didas cautelares.

Adicionalmente, surgiría el problema de la improcedencia de la 
medida cautelar de conformidad con el párrafo tercero del artículo 17 
del Reglamento, pues se estaría solicitando una medida cautelar por 
actos futuros de realización incierta. En contra se ha argumentado que 
sí se trata de actos futuros, pero no de realización probable, remota o 
incierta, sino inminente, es decir, cuya realización es cierta, en virtud 
de que si ya se encuentran en el portal correspondiente, nada impedirá 
que se trasmitan.

Conclusiones

Un  aspecto esencial en una futura reforma electoral tendría que ser 
una definición jurídica que especifique lo que debe entenderse por de-
nigración y calumnia, pues ello ayudaría a poner límite al vaivén de 
criterios que se presentan en la práctica, sin que ello implique que se 
vaya a evitar una interpretación casuística de las quejas que son pre-
sentadas ante la autoridad electoral.

Del mismo modo, resulta importante determinar el mecanismo ju-
rídico que posibilite a la autoridad electoral atender con mayor pron-
titud las medidas cautelares que versen sobre denigración y calumnia, 
pero respetando en todo momento la prohibición de la censura previa 
del marco constitucional.

Algunas voces del Consejo han considerado que debería analizar-
se la posibilidad de que el dictado de las medidas cautelares pueda 

efectuarse sobre la presunción de la realización de actos futuros inmi-
nentes, al existir algún elemento que permita presumir, desde la pre-
sentación de la queja, la inminencia de los actos futuros denunciados, 
cuya inminencia o posibilidad de materialización o existencia pueda 
ser evidenciada, con los elementos probatorios que se aporte o recabe 
la autoridad, lo cual no constituya un motivo manifiesto o dudable de 
su procedencia.

Con ello podría evitarse un posible daño por la difusión de promo-
cionales que lejos de generar un debate propositivo, pudiera generar 
un clima de violencia social, evitando la consumación de actos contra-
rios a la ley; es necesaria esta reflexión a fin de que sean modificadas 
estas prácticas en aras de perfeccionar o de modificar también conduc-
tas asociadas con ellas.

Al analizar esta posibilidad, es importante ponderar la prohibición 
de censura previa constitucionalmente prevista.

iii.9. resPonsabiLidad de Los servidores PúbLicos:
 uso ParciaL de recursos PúbLicos,
 diFusión de ProPaGanda GubernamentaL,
 Promoción PersonaLizada

Introducción

Como se recordará, una de las finalidades de la reforma constitucio-
nal y legal en materia electoral federal de los años 2007 y 2008 fue 
prohibir la difusión de propaganda gubernamental una vez iniciadas 
las campañas electorales y hasta la conclusión de la correspondiente 
jornada comicial. 

Esto, con el propósito de evitar que los servidores públicos pu-
dieran desviar los recursos e insumos a su alcance, con motivo de su 
encargo, a fin de favorecer a algún actor político, en el desarrollo 
de cualquier justa comicial. 

Así, los artículos 41, párrafo segundo, base III, apartado C, de la 
Constitución General, y 2, párrafo 2, del COFIPE, establecen que du-
rante el periodo ya señalado, se prohíbe la difusión de propaganda 
por parte de cualquier ente público (de cualquiera  de los tres niveles 
de gobierno de la República, o bien, del Distrito Federal), con excep-
ción de las campañas de información de las autoridades electorales, 
las relativas a servicios educativos y de salud, o las necesarias para la 
protección civil en casos de emergencia. 

No obstante lo estipulado en el texto constitucional, vale la pena 
discutir sobre el concepto y alcance de la denominada “propaganda 
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gubernamental”, dado que las denuncias hechas valer por los acto- 
res políticos no solamente se han referido a material visible en medios 
electrónicos o impresos cuya divulgación ha sido ordenada por entes pú- 
blicos, sino que se han esgrimido también inconformidades respecto a 
manifestaciones que, en un principio, podrían considerarse amparadas 
en el género periodístico (tales como reportajes, entrevistas, cobertu-
ras informativas, notas informativas). 

Además, conviene reflexionar sobre el alcance que tiene el prin-
cipio de imparcialidad y si en el mismo se incluye o no un deber de 
neutralidad absoluta de los servidores públicos o simplemente se hace 
referencia al uso de recursos públicos.

Finalmente, también conviene reflexionar respecto a si el procedi-
miento especial sancionador efectivamente constituye un medio para 
asegurar la impartición de justicia pronta y expedita, en lo concernien-
te a la difusión de propaganda gubernamental en radio y televisión, 
acorde a las dificultades logísticas y de tipo jurídico que enfrenta la 
institución cuando se le solicita la instauración del mismo, así como a 
la necesidad de garantizar una adecuada tutela de los bienes jurídicos 
involucrados, y el cumplimiento de los principios que rigen la función 
electoral. 

Marco normativo

La prohibición constitucional de violentar el principio de imparcia-
lidad se encuentra inserta en el artículo 134, párrafo séptimo, de la 
CPEUM, en los siguientes términos:

Los servidores públicos de la Federación, los Estados y los munici-
pios, así como del Distrito Federal y sus delegaciones, tienen en todo 
tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad los recursos públi-
cos que están bajo su responsabilidad, sin influir en la equidad de la 
competencia entre los partidos políticos.

Por otro lado, el tema de la promoción personalizada se regula en 
el artículo 134, párrafo octavo, de la CPEUM, el cual señala:

La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, que 
difundan como tales, los poderes públicos, los órganos autónomos, las 
dependencias y entidades de la administración pública y cualquier otro 
ente de los tres órdenes de gobierno, deberá tener carácter institucional 
y fines informativos, educativos o de orientación social. En ningún 
caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos 
que impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público.

Por lo que hace al rubro de la imparcialidad de los servidores pú-
blicos, el COFIPE expresa lo siguiente:

Artículo 347
1. Constituyen infracciones al presente Código de las autoridades 

o los servidores públicos, según sea el caso, de cualquiera de los 
Poderes de la Unión; de los poderes locales; órganos de gobierno 
municipales; órganos de gobierno del Distrito Federal; órganos au-
tónomos, y cualquier otro ente público:

 (…)
c) El incumplimiento del principio de imparcialidad estableci-

do por el artículo 134 de la Constitución, cuando tal conducta 
afecte la equidad de la competencia entre los partidos políticos, 
entre los aspirantes, precandidatos o candidatos durante los pro-
cesos electorales.

Además, existe el “Acuerdo del Consejo General del Instituto Fe- 
deral Electoral por el cual se aprueba el Reglamento del Instituto 
Federal Electoral en Materia de Propaganda Institucional y Polí- 
tico Electoral de Servidores Públicos”.  

Adicionalmente, se emitió el “Acuerdo del Consejo General del Ins-
tituto Federal Electoral por el que se modifica el acuerdo CG193/2011 
mediante el cual se emitieron normas reglamentarias sobre imparcia-
lidad en la aplicación de recursos públicos a que se refiere el ar- 
tículo 347, párrafo 1, inciso c) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales en relación con el artículo 134, párrafo 
séptimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en acatamiento a lo ordenado por la H. Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el recurso de apela-
ción identificado con en el número de expediente SUP-RAP-147/2011”.

Problemáticas

a) Principio de imparcialidad y neutralidad absoluta

Una postura en el Consejo General sostiene que el principio de im-
parcialidad está referido, exclusivamente, al uso de recursos públicos. 
Esto implicaría que los servidores públicos tendrían cierta libertad 
para intervenir en el proceso electoral siempre que no se hiciera uso de 
recursos públicos y no actualizasen algún supuesto típico expreso 
(propaganda gubernamental o promoción personalizada, por ejemplo).

Otra postura sostiene que los servidores públicos de alto nivel de-
ben mantenerse al margen de los procesos electorales, sin que les esté 
permitido participar activamente en los mismos, con el objeto de sal-
vaguardar el principio de equidad en las contiendas.
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Alternativas

La guía para afrontar el tema descrito con un criterio homólogo po-
dría partir de las reflexiones que se exponen en las siguientes posturas 
 adversas:

• El principio de imparcialidad se relaciona exclusivamente con los 
recursos públicos.

La razón principal para sostener que el principio de imparcialidad 
se refiere exclusivamente a cuestiones relacionadas con el uso de re-
cursos púbicos es la literalidad de la Constitución, pues ésta señala 
expresamente en su artículo 134, párrafo séptimo, que los servidores 
públicos tienen “la obligación de aplicar con imparcialidad los recur-
sos públicos que están bajo su responsabilidad”.

Así, la imparcialidad no significa que los servidores públicos están 
imposibilitados para “tomar partido” por algún candidato o partido po-
lítico, sino que tienen la prohibición de destinar los recursos públicos 
a su disposición para favorecer al candidato o partido por el que haya 
tomado una preferencia.

En otras palabras, los servidores públicos tendrían la completa li-
bertad para realizar manifestaciones de apoyo a un candidato o partido, 
siempre que –se insiste– el apoyo no implicase el destino de recursos 
públicos. No pasa desapercibido que existen ciertos pronunciamien-
to del TEPJF que prohíben la asistencia de los servidores públicos 
a eventos de proselitismo, pero cuando se relacionan con una posible 
coacción al voto, lo cual ya no tendría relación con la imparcialidad. 
Al respecto, habría que precisar que los recursos públicos no implican 
necesariamente recursos económicos, sino que también podría tratarse 
de recursos humanos, materiales u otros. Por ello, el Acuerdo del Con- 
sejo General mediante el cual se emitieron normas reglamentarias 
sobre imparcialidad en la aplicación de recursos públicos establece 
como una prohibición a los servidores públicos acudir a eventos pro-
selitistas en días y horas hábiles.

• El principio de imparcialidad implica una neutralidad absoluta.

Esta postura es más restrictiva para el servidor público, pues con-
sidera que el principio de imparcialidad, además de prohibir el uso 
parcial de recursos públicos, lo obliga a mantenerse fuera del proce- 
so electoral, pues su calidad de servidor público así se lo exige.

Como se ve, esta postura supondría que la imparcialidad es igual a 
“neutralidad” absoluta, lo cual –vale decirlo– sólo podría sustentarse 

en el resguardo al principio de equidad señalado en el artículo 41 cons-
titucional, aunque no se cuenta con la correlativa norma legal.

En ese sentido, si lo que se quiere es evitar la incidencia absolu-
ta de los servidores públicos dentro del proceso electoral, entonces 
se debería enunciar de manera explícita en una reforma que diese 
configuración legal al principio de equidad previsto en el artículo 
41 constitucional.

Los que defienden esta postura buscan evitar que un servidor pú-
blico de alto nivel utilice o emplee su posición para favorecer a un 
candidato o partido político en la contienda electoral, aun y cuando su 
intervención se limite a aparecer en la propaganda de un partido o a 
hablar a favor o en contra de candidatos o partidos en promocionales 
o entrevistas, ya que consideran que esto implicaría un beneficio in-
equitativo respecto a los demás contendientes y, consecuentemente, se 
violentara el principio de equidad en la contienda. 

Es importante mencionar que la Sala Superior del TEPJF emitió 
un criterio que se encuentra en sintonía con esta postura en el SUP-
RAP-329/2012.

Si lo que se quiere es evitar la incidencia absoluta de los servidores 
públicos dentro del proceso electoral, entonces se debería enunciar esa 
prohibición por medio de una reforma.

b) Propaganda gubernamental y uso de recursos privados

En este rubro impera la necesidad de determinar si únicamente 
debe considerarse como “propaganda gubernamental” aquélla emiti-
da por parte de entes públicos, sufragada con recursos públicos, o si 
bajo dicha voz debe incluirse también cualquier clase de material con 
determinados elementos, aun cuando no se acredite que hubiera sido 
ordenado por servidores públicos y se haya sufragado con recursos pri-
vados. En particular, si es sancionable la conducta cuando los recursos 
utilizados para la promoción personalizada son de origen privado.

Alternativas

Las posturas que en el tema se pueden advertir son las siguientes:

• La propaganda gubernamental implica necesariamente el uso de 
recursos públicos.

En un primer momento se consideró que la propaganda guberna-
mental debía entenderse como aquélla emitida por cualquier ente de 
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los tres niveles de gobierno de la República, o del Distrito Federal, 
cuya divulgación hubiera sido ordenada y sufragada con cargo a re-
cursos públicos. 

En esa misma línea, la Sala Superior del TEPJF ha conceptualiza-
do a esta clase de propaganda como el “Conjunto de actos, escritos, 
publicaciones, imágenes, grabaciones, proyecciones y expresiones 
que llevan a cabo los servidores o entidades públicas, cuya finalidad 
sea hacer del conocimiento de la ciudadanía la existencia de logros, 
programas, acciones, obras o medidas de gobierno para conseguir su 
aceptación”.40

De hecho, la norma constitucional y legal en materia electoral 
federal establecen con claridad que por “propaganda gubernamental” 
debe entenderse aquel material emitido por entes de carácter público, 
lo cual, como ya fue referido, incluso ha sido confirmado por la Sala 
Superior del TEPJF. 

• La propaganda gubernamental puede emitirse con recursos 
privados.

Existen opiniones en el sentido de hacer extensiva la propaganda 
gubernamental a todo aquello que haga del conocimiento general lo-
gros de gobierno, avances o desarrollo económico, social, cultural o 
político, o beneficios y compromisos cumplidos por parte de algún 
ente público, con independencia a si fue ordenada, suscrita o difundida 
por algún funcionario público o a que haya sido financiada con recur-
sos públicos. 

Esta postura también deriva de una definición de la “propagan-
da gubernamental” establecida por la Sala Superior del TEPJF, en la 
sentencia emitida en el recurso de apelación SUP-RAP-74/2011 y su 
acumulado SUP-RAP-75/2011, en la cual se estableció lo siguiente: 
“En este orden de ideas, es dable concluir que, en la interpretación 
del artículo 41, párrafo segundo, Base III, Apartado C, segundo pá-
rrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
2, párrafo 2, y 347, inciso e), del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, y 79-A, fracción II, de la Ley Federal de 
Radio y Televisión se debe considerar como propaganda gubernamen-
tal toda aquella información publicada que haga del conocimiento 
general logros de gobierno, avances o desarrollo económico, social, 
cultural o político, o beneficios y compromisos cumplidos por parte de 
algún ente público, independientemente de que sea ordenada, suscrita 
o difundida por algún funcionario público o que sea financiada con 
40 Sentencia del recurso de apelación identificado con la clave SUP-RAP-360/2012, 

de fecha 11 de julio de 2012. En la ejecutoria del SUP-RAP-428/2012 se retoman 
también estas consideraciones.

recursos públicos, y que por su contenido, no sea posible considerar-
los como notas informativas, difundidas en ejercicio de los derechos 
contenidos en los artículos 6° y 7° de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos”.

En términos de la conceptualización establecida por la Sala Su-
perior, lo que determinaría si una propaganda es o no gubernamental 
no es el uso de recursos públicos para su difusión –o no lo es necesa-
riamente–, sino el contenido de la propaganda de mérito, es decir, si 
hace del conocimiento general logros de gobierno, avances o desa-
rrollo económico, social, cultural o político, o beneficios y compro-
misos cumplidos por parte de algún ente público, y que no pueda ser 
considerada como una nota informativa, difundida por algún medio de 
comunicación en ejercicio de los derechos contenidos en los artículos 
6° y 7° de la Constitución.

Al respecto, ha de señalarse que durante el presente proceso elec-
toral federal se incrementaron las denuncias relacionadas con activida-
des propias del género periodístico, tales como reportajes, entrevistas, 
notas informativas, editoriales, entre otros.  

El Consejo General resolvió diversos asuntos, en los cuales señaló 
que dichas actividades debían estimarse amparadas en la libertad de 
expresión y el derecho a la información, así como en el trabajo propio 
de los medios de comunicación, ya que no se demostró de manera con-
tundente que su difusión hubiese sido ordenada por alguna autoridad, 
ni mucho menos se hubieran erogado recursos públicos para ello, de 
allí que no estableció juicio de reproche.41 

No obstante, algunos integrantes del Consejo General considera-
ron inadecuada e insuficiente la investigación realizada respecto de 
denuncias relativas a una difusión sistemática de ejercicios periodísti-
cos que pudiesen implicar actos de simulación respecto de la difusión 
de propaganda gubernamental, al haberse indagado únicamente el ori-
gen de la misma, sin establecer un análisis o investigación particular 
respecto de sus características internas y externas, desestimando to-
dos los elementos indiciarios que evidenciaban un posible fraude a la 
ley, con independencia de la ausencia de algún vínculo contractual o 
económico.

Lo anterior, tomando en consideración lo señalado por la Sala Su-
perior en el SUP-RAP-117/2010, en el que al analizar la naturaleza de 
la propaganda gubernamental, se retomó lo sostenido por el Tribunal 

41 A guisa, las resoluciones recaídas a los procedimientos especiales sancionadores 
identificados con los índices numéricos 147/PEF/224/2012; 149/PEF/226/2012 
(ambas del 21 de julio de este año), y 198/PEF/275/2012 (del día 26 del mismo 
mes y anualidad).
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Constitucional Federal alemán, en el sentido de que “el trabajo públi-
co del gobierno encuentra sus límites donde comienza la propaganda 
política, y de que si el contenido informativo de un impreso o de una 
declaración esconde una intención propagandística (al grado de que 
el contenido informativo pase claramente a un segundo plano frente 
al bombo publicitario) ello constituirá un indicio de que se está tras-
pasando los límites de lo inadmisible.”

De ahí que quienes sostuvieron esta postura consideraron que para 
establecer la existencia de propaganda gubernamental, lo primero que 
correspondería hacer sería establecer si efectivamente se trata de pro-
paganda, y partiendo de esa premisa, determinar las responsabilidades 
de los distintos sujetos implicados, mediante una investigación que 
determinase si se ha celebrado algún contrato o se han usado recursos 
públicos para ese fin. 

Cabe destacar que hasta el momento la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación no ha considerado que 
alguna entrevista, nota informativa, reportaje, o editorial, compren-
dido dentro de los supuestos antes referidos, constituya propaganda 
gubernamental. 

En ese sentido, se sugiere que, de persistir la inquietud por cuanto 
a ampliar el alcance de la hipótesis restrictiva, a fin de contar con un 
sustento legal expreso, se plantee ante el legislador la posibilidad de 
que retome este supuesto en una eventual reforma electoral federal. 

c) Expeditez del procedimiento especial sancionador en asuntos
 de propaganda gubernamental

Atento a las dificultades de tipo logístico y jurídico que enfrenta la ins-
titución, así como a la necesidad de garantizar una adecuada tutela de 
los bienes jurídicos involucrados, y el cumplimiento de los principios 
que rigen la función electoral, debe analizarse si el procedimiento es-
pecial sancionador es un mecanismo de impartición de justicia pronta 
y expedita, en lo que se refiere a la difusión de propaganda guberna-
mental en radio y televisión. 

Si bien es cierto que el COFIPE establece que el procedimiento 
especial sancionador es de carácter sumario, y que el mismo se realiza 
en plazos breves, algunas voces del Consejo General consideran que 
dicho mecanismo se encuentra rebasado. 

Lo anterior, porque cuando el legislador creó dicho procedimien-
to, nunca vislumbró que en la difusión de propaganda en radio y 
televisión pudieran estar involucrados un sinnúmero de sujetos, y a su 
vez, que las denuncias planteadas abarcarían diversos materiales o pro-

mocionales denunciados. Esto redunda en la complejidad de emplazar 
en tiempo y con las formalidades exigidas en la ley a un gran número 
de permisionarios y concesionarios en todo el territorio nacional.

Para otros, derivado de que uno de los elementos indispensables 
para el funcionamiento del modelo electoral previsto constitucional y 
legalmente bajo el principio de equidad, es la no intervención de los 
servidores públicos en la competencia político-electoral, resulta indis-
pensable que las infracciones relativas a esta materia sean conocidas 
a través de un procedimiento especial sancionador, como mecanismo 
para garantizar una adecuada tutela de los bienes jurídicos involucra-
dos, y el cumplimiento de los principios que rigen la función electoral.

Finalmente, es menester señalar que atendiendo al número de suje-
tos involucrados regularmente en procedimientos de esta naturaleza, el 
plazo de veinticuatro horas para que la Secretaría elabore el proyecto 
de resolución correspondiente resulta insuficiente. En la práctica, se ha 
ampliado dicho lapso, aplicando de manera supletoria el artículo 97 
del Código Federal de Procedimientos Penales,42 con la finalidad de 
poder revisar y contestar los argumentos de defensa hechos valer por 
los denunciados. 

Alternativas

Algunas voces sugieren plantear al legislador la posibilidad de que se 
reforme el COFIPE, a fin de que las infracciones en materia de pro-
paganda gubernamental sean conocidas a través de un procedimiento 
ordinario y no especial. 

Otras consideran que debe mantenerse la vía del procedimiento es-
pecial sancionador para cuyo caso se tendría que analizar la necesidad 
de contar con un plazo mayor entre la notificación del emplazamiento 
respectivo, y la celebración de la audiencia de ley, y adicionalmente, 
en su caso, ampliar el plazo para la elaboración del correspondien-
te proyecto de resolución, para garantizar la adecuada revisión de los 
proyectos por parte de los integrantes del Consejo General.

 

42 El cual resulta aplicable en términos de la tesis emitida por la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, identificada con la clave 
XLV/2002, y cuya voz es: “DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 
ELECTORAL. LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS DEL IUS PUNIENDI 
DESARROLLADOS POR EL DERECHO PENAL”.
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iii.10. ParticiPación de servidores PúbLicos en
 PromocionaLes Pautados en tiemPos deL estado

Introducción

Durante el desarrollo del Proceso Electoral Federal 2011-2012, el IFE 
se enfrentó al dilema de determinar si la participación de un servidor 
público en un promocional pautado por el propio Instituto actualizaba 
alguna infracción a la normatividad electoral.

El tema suscitó opiniones encontradas, tanto en el seno del Conse-
jo General del IFE como en el del TEPJF.

Marco normativo

En virtud de que el tema que ahora se estudia tiene relación con 
la atipicidad de la conducta, debe comenzarse exponiendo el trata-
miento constitucional del principio de tipicidad. Así, el artículo 14 de 
la CPEUM establece, en la parte que interesa, lo siguiente:

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple 
analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decreta-
da por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.

Luego, como el tema se relaciona también con el principio de im-
parcialidad, debe hacerse alusión a que el mismo se encuentra conteni-
do en el artículo 134, párrafo séptimo, de la CPEUM, en los siguientes 
términos:

Los servidores públicos de la Federación, los Estados y los munici-
pios, así como del Distrito Federal y sus delegaciones, tienen en todo 
tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad los recursos públi-
cos que están bajo su responsabilidad, sin influir en la equidad de la 
competencia entre los partidos políticos.

Finalmente, por lo que hace a la prohibición constitucional de 
la promoción personalizada, el artículo 134, párrafo octavo, de la 
CPEUM determina:

La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, 
que difundan como tales, los poderes públicos, los órganos autóno-
mos, las dependencias y entidades de la administración pública y cual-
quier otro ente de los tres órdenes de gobierno, deberá tener carácter 
institucional y fines informativos, educativos o de orientación social. 
En ningún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o 
símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier servi-
dor público.

Problemática

Durante el proceso electoral 2011-2012 el IFE se enfrentó al problema 
de determinar si la aparición de un servidor público en un promocional 
pautado apoyando a un candidato violentaba la normatividad electoral, 
al implicar, por ejemplo, promoción personalizada o vulneración al 
principio de imparcialidad o al de equidad. Es decir, se propició 
la oportunidad para reflexionar sobre el alcance del principio de equi-
dad y, específicamente, la relación que guarda con el principio de 
imparcialidad.

Las opiniones, tanto en el seno del Consejo General del IFE como 
del TEPJF fueron variadas y contradictorias.

Alternativas

Las posturas que al respecto existen son fundamentalmente dos:

• Prohibición de la aparición de servidores públicos en promocio-
nales pautados.

Los que defienden la postura de que la aparición de un servidor 
público en un promocional pautado violenta el principio de equidad en 
la contienda, argumentan que la sola investidura del servidor público 
implicaría que se obtuviera un beneficio inequitativo respecto a los 
demás contendientes y, consecuentemente, se violentaría el principio de 
equidad en la contienda.

En este sentido, quienes apoyan esta postura estiman que un servi-
dor público estaría impedido legalmente para aparecer apoyando a un 
candidato dentro de un promocional pautado, en virtud de que podría 
incurrir en algunas de las siguientes infracciones:

̶ Violación al principio de imparcialidad. Según estas opiniones, 
si en la elaboración del promocional se hizo uso de recursos pú-
blicos, entonces se estaría violentando el artículo 134, párrafo 
séptimo, de la CPEUM.

 Lo cierto es que es poco probable que en la realización de un 
promocional pautado se eroguen recursos del presupuesto pú-
blico (pues se trata de tiempos del Estado), pero si se llegase 
a presentar esta situación (por ejemplo, porque el servidor pú-
blico acudió a las grabaciones en horas laborales), sería irre-
levante que se trate de un promocional pautado, pues existe 
una infracción autónoma (al artículo 134, párrafo séptimo, 
de la CPEUM) que no distingue el uso específico del recurso 
público.



82

Li b r o bL a n c o •  Pr o c e s o eL e c to r a L Fe d e r a L 2011-2012

̶ Promoción personalizada. Los defensores de esta postura ar-
gumentan que también podría cometerse la infracción de pro-
moción personalizada, pues se trataría de un servidor público 
que podría aprovechar el espacio para hablar de sus posibles 
aspiraciones políticas.

 Lo dicho con anterioridad se vuelve a aplicar, pues si el ser-
vidor público utiliza el espacio para promocionarse, ya existe 
una infracción específica que atiende ese supuesto y sería irre-
levante que se tratase o no de un promocional pautado.

• Licitud de la aparición de servidores públicos en promocionales 
pautados.

El argumento de la postura contraria es que la aparición de un ser-
vidor público en un promocional pautado no violenta el principio de 
equidad en la contienda, por lo que su sola aparición (esto es, sin que 
se haga uso de recursos públicos o se haga una promoción personali-
zada) en promocionales pautados es perfectamente legal y no actualiza 
ningún supuesto típico.

Así, ante la ausencia de un tipo administrativo específico que con-
mine la aparición de servidores públicos en promocionales pautados, 
se debe llegar a la conclusión de que el IFE no puede sancionarla.

Al respecto, a pesar de que la única referencia expresa al principio 
de equidad en la redacción del artículo 41 constitucional se refiere al 
tema del financiamiento de los partidos políticos, dentro de la contien-
da electoral, la equidad debe entenderse como la garantía de que las 
condiciones materiales y jurídicas de ésta no favorecerán a alguno de 
los participantes en detrimento del resto. 

En el artículo 41 constitucional se contienen diversas reglas que 
buscan  salvaguardar el principio de equidad, a través de las cuales se 
establecen los montos de financiamiento público y límites al financia-
miento privado de los partidos políticos con el propósito de asegurar 
que cuenten con elementos para desarrollar sus actividades; se garanti-
za que los partidos políticos tengan acceso permanente a los medios de 
comunicación social a través de los tiempos del Estado y los criterios 
de distribución de los mismos; se prohíbe la contratación y/o adquisi-
ción de tiempos en radio y televisión para influir en las preferencias 
electorales; se establecen límites a la duración y gastos de precampa-
ñas y campañas; se prevé que los entes gubernamentales suspendan la 
difusión de propaganda gubernamental en periodo de campaña, y se 
prevé que la autoridad que organiza las elecciones goce de autonomía 
y sea regida por los principios de certeza, legalidad, independencia, 
imparcialidad y objetividad.

A juicio de algunos de los integrantes del Consejo General, de lo 
anterior se desprende que el análisis de una presunta vulneración al 
principio de equidad contenido en el artículo 41 constitucional, debe 
basarse necesariamente en la posible transgresión de alguno de los cri-
terios de equidad previstos en el referido precepto.

Se consideró que esta autoridad comicial está imposibilitada para 
convertir un principio constitucional (equidad) en un supuesto típico 
autónomo o bien, para derivar directamente de la Constitución un su-
puesto de infracción que no esté directa o indirectamente contemplado 
en la misma; una conclusión contraria llevaría a esta autoridad a su-
plantar al órgano de producción legislativa, puesto que en ese caso, un 
órgano administrativo, como lo es el Instituto Federal Electoral, estaría 
creando tipos de infracción, lo que se traduciría en actos materialmen-
te legislativos que no encuentran sustento legal  y que, antes bien, vul-
nerarían el principio de reserva de ley y el de tipicidad.

Ahora bien, partiendo de la ausencia de tipo administrativo, lo que 
cabría sería reflexionar si se quiere prohibir la aparición de servidores 
públicos en tiempos del Estado, en cuyo caso sería indispensable una 
reforma en tal sentido.

Conclusiones

La conclusión es que no existe un tipo administrativo que prohíba a un 
servidor público aparecer en un promocional, si se limita a apoyar a 
una candidatura y a hablar de sus aspiraciones a un cargo público (no 
de elección popular).

En esa tesitura, algunas voces del Consejo General consideraron 
que debía juzgarse una conducta de esta naturaleza a partir de una 
interpretación amplia del principio de equidad previsto en los artículos 
41 y 134 constitucionales. En sentido contrario, otros consejeros con-
sideraron que el IFE estaría imposibilitado para hacer una interpreta-
ción de la legislación de esa índole, y crear un supuesto típico nuevo 
para sancionar esa conducta.

iii.11. diFusión de inFormes de Labores de servidores
 PúbLicos en medios de comunicación sociaL

Introducción

La difusión de informes de labores y de los mensajes para darlos a 
conocer se encuentra permitida siempre que se realice bajo las moda-
lidades que establece la propia legislación, una de las cuales se refiere 
al aspecto temporal. Lo que en este apartado se analizará consistirá en 
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determinar si los criterios temporales resultan apropiados o es menes-
ter modificarlos.

Además, un tema importante a tratar también en este espacio es 
la posibilidad de que los informes de labores, así como los mensajes 
para darlos a conocer, puedan ser pagados con recursos públicos y la 
línea que separa a éstos de un posible ilícito administrativo como pro-
moción personalizada o actos anticipados de precampaña o campaña.

Es importante señalar lo siguiente:

1) El COFIPE hace una salvedad no prevista en la Constitución y que 
en estricto sentido la contradice.

2) A partir  de las interpretaciones del TEPJF, se ha permitido a servi-
dores públicos (en particular a diputados y senadores) aparecer en 
radio y televisión para dar a conocer informes que son inexistentes 
(es decir, sin que se tenga evidencia de que se hayan rendido). Al 
respecto, cabe señalar que los mensajes para dar a conocer los in-
formes no son, en sí mismos, un informe; sin embargo, las interpre-
taciones señaladas no ofrecen un análisis que permita advertir la 
finalidad de la difusión de los mensajes para, en su caso, descartar 
una promoción personal indebida.

Marco normativo

El artículo 41, párrafo segundo, base III, apartado C, segundo párrafo, 
de la CPEUM expresa lo siguiente:

Durante el tiempo que comprendan las campañas electorales federa-
les y locales y hasta la conclusión de la respectiva jornada comicial, 
deberá suspenderse la difusión en los medios de comunicación social 
de toda propaganda gubernamental, tanto de los poderes federales y 
estatales, como de los municipios, órganos de gobierno del Distrito 
Federal, sus delegaciones y cualquier otro ente público. Las únicas 
excepciones a lo anterior serán las campañas de información de las 
autoridades electorales, las relativas a servicios educativos y de salud, 
o las necesarias para la protección civil en casos de emergencia.

Por su parte, el artículo 134, párrafo octavo, señala que:

La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, 
que difundan como tales, los poderes públicos, los órganos autóno-
mos, las dependencias y entidades de la administración pública y 
cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, deberá tener ca-
rácter institucional y fines informativos, educativos o de orientación 

social. En ningún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, 
voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cual-
quier servidor público.

Esta última disposición constitucional encuentra una excepción en 
el artículo 228, párrafo 5, del COFIPE, el cual señala expresamente lo 
siguiente:

5. Para los efectos de lo dispuesto por el párrafo séptimo del artículo 
134 de la Constitución, el informe anual de labores o gestión de los 
servidores públicos, así como los mensajes que para darlos a conocer 
se difundan en los medios de comunicación social, no serán conside-
rados como propaganda, siempre que la difusión se limite a una vez al 
año en estaciones y canales con cobertura regional correspondiente 
al ámbito geográfico de responsabilidad del servidor público y no exceda 
de los siete días anteriores y cinco posteriores a la fecha en que se rinda 
el informe. En ningún caso la difusión de tales informes podrá tener 
fines electorales, ni realizarse dentro del periodo de campaña electoral.

Además, existe el “Acuerdo del Consejo General del Instituto Fe-
deral Electoral por el cual se aprueba el Reglamento del Instituto 
Federal Electoral en Materia de Propaganda Institucional y Políti- 
co Electoral de Servidores Públicos”.  

Adicionalmente, se emitió el “Acuerdo del Consejo General 
del Instituto Federal Electoral por el que se modifica el Acuerdo 
CG193/2011 mediante el cual se emitieron Normas Reglamentarias 
sobre Imparcialidad en la aplicación de Recursos Públicos a que se 
refiere el artículo 347, párrafo 1, inciso C) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales en relación con el artícu-
lo 134, párrafo séptimo de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en acatamiento a lo ordenado por la H. Sala Su-
perior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en 
el recurso de apelación identificado con en el número de expediente 
SUP-RAP-147/2011”.

Problemáticas

a) Elemento temporal

La problemática consiste en determinar si los informes de labores de 
los servidores públicos, así como los mensajes para darlos a cono-
cer, que se difundan en medios de comunicación social deben prohi-
birse durante las intercampañas y las precampañas o sólo durante las 
campañas.
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Alternativas

De la literalidad del texto constitucional y legal se desprende que no 
existe prohibición para que se difundan los informes de labores duran-
te las intercampañas y las precampañas.

El problema se presenta con el informe de labores de los legisla-
dores, pues a diferencia de lo que ocurre con los servidores públicos 
que ocupan cargos ejecutivos, no están obligados por ley a presentar  
informes de labores o de gestión, y mucho menos tienen fechas espe-
cíficas para que ello ocurra.

En ese sentido, la historia muestra cómo en cierta ocasión un grupo 
de legisladores decidió a unos meses de las campañas electorales “in-
formar” a los ciudadanos de su actuación, a pesar de que resulta obvio 
que desde el arranque de las campañas el país vive en una efervescen-
cia electoral y que el momento usado para presentar esos informes 
tenía como fin posicionar favorablemente a su partido en el contexto 
de las elecciones.43

Ante tal situación, podría valorarse sobre la pertinencia de que el 
legislador reformara el COFIPE a fin de prohibir expresamente que los 
informes de labores se difundan durante los periodos de precampañas 
e intercampañas.

En ese rubro, también debería valorarse la necesidad de que el IFE 
cuente con un registro de informes de labores para atender la tem-
poralidad en que pueden realizarse. Si se acepta esta idea, entonces 
deberían llevarse a cabo las reformas legales pertinentes. Asimis- 
mo, debería considerarse si los informes de diputados y senadores 
pueden presentarse de forma individual, lo que conllevaría tener 628 
informes de labores; o bien, que estos informes sólo se puedan presen-
tar de forma conjunta como grupo parlamentario una vez al año.

b) Alusión a partidos políticos o inclusión de sus emblemas

La problemática consiste en determinar si los funcionarios públicos 
pueden hacer alusión a partidos políticos o incluir sus emblemas, al 
rendir sus informes de labores, sobre todo durante el periodo de inter-
campañas.

43 Vid. Lorenzo Córdova Vianello, “La reforma trastocada: el caso de los ‘informes 
de labores’ del PVEM”, en id. y Pedro Salazar (coord.), Democracia sin garantes. 
La autoridad contra la reforma electoral, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, México, 2009, p. 83. 

Alternativas

• Criterio original del IFE.

Al emitir disposiciones reglamentarias sobre el periodo de inter-
campañas, el Consejo General del IFE originariamente determinó que 
los funcionarios públicos no podían hacer alusión a partidos políti-
cos o incluir sus emblemas, al rendir sus informes de labores; lo an-
terior, con el propósito de garantizar el cumplimiento de uno de los 
elementos previstos en el artículo 228, párrafo 5, del COFIPE, relativo 
a que: “En ningún caso la difusión de tales informes podrá tener fines 
electorales”. 

• Criterio original del TEPJF.

No obstante, en el SUP-RAP-70/2012, la Sala Superior determinó 
que, si bien los servidores públicos, en términos del artículo 228, pá-
rrafo 5, del COFIPE, durante la etapa de “intercampaña” responsable 
pueden rendir sus informes de gestión o de labores y difundir los men-
sajes atinentes para darlos a conocer, en los términos que refiere el ci-
tado dispositivo legal, lo cierto es que resulta desproporcionado que se 
impida a los ciudadanos a quienes se dirigen los mensajes apuntados, 
conocer auditivamente o como texto dentro del cuerpo del mensaje, a 
qué fracción parlamentaria pertenece el o los servidores públicos que 
rinden su informe y al partido político que los postuló.

Lo anterior es así, porque –de acuerdo a la Sala Superior– se debe 
armonizar, por una parte, el derecho a la información que tienen los 
ciudadanos, con base en el artículo 6° constitucional, de conocer de 
los servidores públicos sus informes de actividades, como un medio 
que contribuye a la formación de una opinión pública mejor informa-
da, para lo cual resulta necesario que identifiquen al partido político 
que postuló al citado servidor público; y, por otro lado, salvaguardar el 
principio de equidad en la contienda electoral, contenido en el artícu- 
lo 41 de la propia Ley Fundamental, lo que se traduce en que el Con-
sejo General deberá tomar todas las medidas necesarias para que, 
como resultado de esos mensajes, no se ponga en riesgo el principio de 
equidad en la contienda electoral.

Prohibir a los servidores públicos de los grupos parlamentarios que 
difundan sus informes haciendo alusión al partido político que los pos-
tuló junto con el emblema correspondiente, implica una merma sustan-
cial al mencionado derecho de información, ya que la ciudadanía no 
tendría parámetro de comparación respecto de la oferta política bajo la 
cual eligió a un determinado legislador en un pasado proceso electoral, 
en relación con las actividades que con el informe reporta que cum-
plió en el ejercicio de ese cargo.
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c) Contratación de tiempos para los informes de servidores públicos

El dilema a dilucidar consiste en determinar si resulta adecuado que 
exista la posibilidad de contratar tiempos en radio y televisión para los 
informes de servidores públicos durante los periodos de precampañas 
e intercampañas, por ejemplo, en el caso de legisladores.

El problema tiene su origen en la posibilidad –que abrió el propio 
TEPJF–44 de que con recursos privados los legisladores puedan com-
prar espacio en los medios de comunicación masiva para informar a la 
ciudadanía sobre sus acciones, con lo cual se podría volver nugatoria 
la intención del Constituyente de prohibir el mercado de compra de 
espacio en radio y televisión en materia electoral.

Alternativas

Al permitir, como lo hizo el TEPJF, que un servidor público le informe 
a la ciudadanía qué es lo que ha hecho en el desempeño de su encargo 
con recursos privados, se estaría desnaturalizando y corrompiendo el 
carácter público de ese acto.

Legitimar que ello ocurra, abriría la posibilidad de que intereses 
particulares (de quien proporciona los recursos) graviten sobre la po-
lítica.45

En esa tesitura, es importante reflexionar sobre la necesidad de re-
formar la Constitución y las leyes a fin de explicitar lo que se entendía 
implícito, y regular de forma expresa el uso de recursos públicos para 
la difusión de informes de labores.

Conclusiones

La regulación legal actual de los informes de labores podría permi-
tir que se abusase de ellos para producir efectos nocivos equiparables 
a la promoción personalizada o a los actos anticipados de precampaña 
o campaña. Además, permitir que se utilice dinero privado, trastoca 
la intención del Constituyente en la pasada reforma en materia electoral.

Por todas estas consideraciones, se estima que convendría pensar 
una modificación al diseño legal vigente, para evitar que la difusión de 
los informes de labores de los servidores públicos y los mensajes para 
darlos a conocer tengan “fines electorales”, y así garantizar la impar-
cialidad en el actuar de los servidores públicos. Asimismo, tal como 
algunos señalan al interior del Consejo General, sería adecuado anali-

44 SUP-RAP 75/2009 y SUP-RAP-82/2009.
45 Lorenzo Córdova Vianello, op. cit., p. 75.

zar que el artículo 228-5 del COFIPE y el artículo 134 constitucional 
estén en consonancia para lograr dicho objetivo. Al respecto, algunos 
partidos consideran que se necesita una ley reglamentaria del artículo 
134 constitucional.

iii.12. criterios sobre actos anticiPados de camPañas

Introducción

En el transcurso del proceso electoral pasado, el TEPJF modificó el 
entendimiento clásico de los actos anticipados de precampaña y cam-
paña, sobre todo por lo que hace al rubro del elemento temporal, el 
personal y el subjetivo. 

En las líneas posteriores se abordarán los dilemas a los que se en-
frentó el IFE en esos temas, además de analizar también el tema rela-
cionado con el tratamiento legal de los precandidatos únicos.

Problemáticas

a) Elemento temporal de los actos anticipados de precampaña y 
campaña

El criterio tradicional y –vale la pena decirlo– legal (el artículo 367, 
párrafo 1, inciso c), del COFIPE establece que, dentro de los procesos 
electorales, la Secretaría instruirá el procedimiento especial sancio-
nador, cuando se denuncie la comisión de actos anticipados de pre-
campaña o campaña. Ahora bien, durante el Proceso Electoral Fede-
ral 2011-2012 dicho criterio fue modificado por la interpretación del 
TEPJF, en el sentido de que el IFE sí era competente para conocer y 
sancionar hechos relacionados con la presunta comisión de esa clase 
de actos fuera de los procesos electorales.

El problema que se presenta es que, con los nuevos criterios del 
TEPJF, se abre la puerta para que, por ejemplo, desde ahora se puedan 
presentar quejas que versen sobre actos anticipados de campaña en 
relación a la elección presidencial de 2018.

Alternativas 

Las alternativas de solución a la problemática planteada son las si-
guientes:

• Acoger los nuevos criterios del TEPJF.

Una posible solución sería apoyar los nuevos criterios del TEPJF 
y abrir la puerta para que puedan presentarse quejas fuera de los pro-
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cesos electorales, pero poniendo un límite temporal expreso, a fin de 
evitar la presentación de quejas ad infinitum.

Si se adopta esta postura, sería indispensable reformar el COFIPE 
para que se señale expresamente el límite temporal.

Con este fin, algunas interpretaciones manifestadas en el Consejo 
General sostienen que este punto se tendría que analizar a la luz de los 
motivos que dieron origen a la reforma electoral 2007-2008, en la que 
se modificó no sólo el artículo 41 de la Constitución, sino también su 
artículo 134.

• Insistir en la postura que ha adoptado el IFE.

Para algunas voces del Consejo General, ésta sería una postura más 
apegada al espíritu de la reforma constitucional, pues queda claro que 
el procedimiento especial sancionador se ideó para que cobrara vi-
gencia durante los procesos electorales, en virtud de la urgencia que 
reclaman los mismos.

Así, si se opta por esta vía, entonces no sería necesaria una reforma 
legal, ya que en la actualidad ya existe la previsión positiva expresa. 

b) Elemento personal de los actos anticipados de precampaña
 y campaña

El dilema consiste en determinar si los ciudadanos también pueden 
cometer la infracción de actos anticipados de precampaña o si tal con-
ducta sólo puede ser cometida por los sujetos que, taxativamente y en 
forma expresa, señala la legislación electoral.

El artículo 212, párrafo 1, del Código señala que los actos de pre-
campaña son los que realizan los partidos políticos, sus militantes y 
los precandidatos. 

No obstante, la Sala Superior del TEPJF, en el SUP-RAP-15/2012, 
determinó que los sujetos a que alude el citado precepto legal (parti-
dos políticos, militantes y precandidatos), tienen un carácter solamente 
enunciativo, dado que otras entidades también podrían intervenir en 
las precampañas electorales.

Así –advierte la Sala Superior–, de la interpretación sistemática de 
lo previsto en los artículos 212, párrafo 1, del COFIPE, se sigue que 
cualquier persona (física o moral, en sentido amplio) puede tener la 
calidad de sujeto activo dentro de los actos vinculados a las precam-
pañas electorales.

Alternativas

• Acoger el nuevo criterio del TEPJF.

Una primera opción sería arropar el nuevo criterio del TEPJF, ar-
gumentando que estimar lo contrario, llevaría al absurdo de considerar 
que los actos de proselitismo llevados a cabo, por ejemplo, por los 
ciudadanos, los medios impresos, o cualquier persona física o moral, 
etc., tendentes a posicionar o promover a un precandidato, no pudieran 
reputarse dentro del espectro de los actos de precampaña.

Por lo tanto, cuando un ciudadano, dirigente, afiliado a un partido 
político o cualquier persona física o moral realizan conductas que se 
pueden clasificar como actos de precampaña, pero lo hacen antes del 
tiempo permitido por la ley, en la hipótesis planteada posiblemente 
cometen una infracción que debería ser sancionada en términos del 
artículo 354, párrafo 1, inciso d), del citado código electoral.

Ahora bien, si se adopta esta solución, entonces lo más correcto 
sería llevar a cabo una reforma para que en el COFIPE se incluya a 
los ciudadanos como sujetos activos de la hipótesis analizada. Y en 
ese caso, contemplar una posibilidad de deslinde ante actos de terceros 
que afecten directamente a aspirantes, precandidatos o candidatos.

• Insistir en la postura asumida.

Una segunda opción consistiría en reiterar insistiendo en la postura 
clásica consistente en que sólo los sujetos descritos por la ley pueden 
ser sujetos activos de la infracción, en el marco temporal definido. 

Así, el TEPJF debería modificar los criterios recientes que amplia-
ron el espectro de sujetos activos.

c) Elemento subjetivo de los actos anticipados de precampaña
 y campaña

El criterio que se había sostenido en forma reiterada era que los actos 
anticipados de precampaña y campaña se actualizaban solamente si 
tenían como propósito presentar a la ciudadanía una candidatura o pre-
candidatura en particular y se daban a conocer sus propuestas, es decir, 
su plataforma electoral.

No obstante, durante el proceso electoral 2011-2012 el TEPJF se 
apartó de los criterios descritos, pues en los hechos sobre los que versó 
el asunto (SUP-RAP-15/2012), el denunciado se limitó a manifestar 
una breve expresión en la que apoyaba a un candidato presidencial, sin 
que se presentara plataforma electoral alguna, por lo que el Consejo 
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del IFE consideró que no se actualizaba ninguna violación a la norma-
tividad electoral. Sin embargo, la Sala Superior estimó que sí se habían 
cometido actos anticipados de campaña.

Alternativa

Se estima que debería mantenerse la postura que se había seguido tra-
dicionalmente, pues ello implica mayor seguridad jurídica para los su-
jetos y criterios más objetivos para la autoridad electoral.

d) Restricción a los precandidatos únicos para el acceso a los tiempos 
de radio y televisión y en los actos y propaganda de precampaña

El dilema en este rubro podría resumirse en la formulación de las si-
guientes preguntas: ¿deben establecerse restricciones adicionales a 
la difusión de propaganda de precampaña o realización de actos de 
precampaña?, ¿los precandidatos únicos son una causa que justifica 
un trato diferenciado por parte de la autoridad?, ¿es necesario que un 
precandidato único realice actos de precampaña a pesar de que no con-
tiende con otros aspirantes a la candidatura?

Alternativas

La figura del precandidato único no se encuentra contemplada en el 
COFIPE, a diferencia de la ley electoral de Baja California (cuya in-
terpretación derivó en la acción de inconstitucionalidad 85/2009), en 
la que una disposición prevé que en el caso de precandidatos únicos, 
éstos no podrán desplegar ningún acto de precampaña. 

En este sentido, se adoptó el criterio de que las prohibiciones de 
actos anticipados de campaña son válidas para todo tipo de precandi-
datos, independientemente del régimen partidista o calidad en la que 
se encuentren, derivado de su proceso interno, como la prohibición de 
adquirir o comprar espacios en radio y televisión, así como la prohibi-
ción de hacer llamados al voto para sí o para los partidos que los pos-
tularon ya que ésa es la función de la campaña y no de la precampaña 
electoral, además de que dicho llamamiento constituye una prerrogati-
va de los candidatos durante el periodo de campañas.

En todo caso, se podría reflexionar sobre la eficacia o pertinencia 
de incorporar al Reglamento y al COFIPE la figura del precandidato 
único, en donde se desarrolle el régimen particular a que estaría  sujeto. 

Ello podría realizarse, como sostuvieron la mayoría de los conseje-
ros electorales en términos de las argumentaciones vertidas dentro del 
CG474/2011 intitulado “Acuerdo del Consejo General del Instituto 
Federal Electoral, por el cual se da respuesta a la consulta planteada 

por el Ciudadano Andrés Manuel López Obrador, en atención al oficio 
remitido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación, en la sentencia recaída al incidente de aclara-
ción de oficio en el expediente SUP-JRC-0309/2011”.

En un sentido contrario, como sostuvieron posturas divergentes 
en el Consejo General, el régimen de los precandidatos únicos podría 
establecerse bajo un análisis de la finalidad de las precampañas, que 
consiste en dar a conocer a los precandidatos con el objeto de elegir de 
entre varios. En consecuencia, si solamente se registró un precandidato 
o el partido político optó por la designación directa es innecesario que 
se lleven a cabo las actividades tendentes a la elección del candidato, 
lo cual no rompe con el principio de equidad en la contienda electoral, 
en tanto que la finalidad de la precampaña es distinta a la de la cam-
paña electoral, por tanto, si no hay procedimiento interno de selección 
interna de candidatos o únicamente se registró un precandidato, se jus-
tifica racionalmente que se prohíba hacer propaganda de precampaña 
en estos supuestos. En este sentido, algunas voces del Consejo General 
consideran que sería indispensable analizar las razones que llevaron 
al Constituyente Permanente a regular la etapa de precampañas con 
motivo de la reforma constitucional y legal en materia electoral de 
2007-2008.

Otra alternativa sería admitir que la ley electoral no puede aspirar 
a regular todas las circunstancias y contingencias que produce la com-
petencia electoral misma y renunciar a agregar más tipos, definiciones, 
prohibiciones y/o excepciones a las que ya existen en el cuerpo de la 
ley, a sabiendas de que esta opción tiende a crear incertidumbre, en 
el sentido de que las reglas se darán a partir de casos específicos y 
en apego a los criterios de los aplicadores de la norma. 





Introducción

Para el Proceso Electoral Federal 2011-2012, y en cumplimiento de 
su obligación establecida en el artículo 76, numeral 8, del COFIPE, 
el Instituto Federal Electoral (IFE) encargó a la Universidad Nacional 
Autónoma de México (UNAM) la realización de un monitoreo y aná-
lisis del contenido de las transmisiones de los programas de radio y 
televisión que difunden noticias durante los periodos de precampañas 
y campañas.

El monitoreo de programas que difunden noticias tuvo la finalidad 
de dar a conocer la cobertura que 493 noticieros de la radio y la tele-
visión dieron a los actores de la contienda electoral, estableciendo así 
un marco de exigencia pública, y fue un ejercicio complementario a 
las sugerencias de lineamientos para los noticieros respecto de la in-
formación o difusión de las actividades de precampaña y campaña de 
los partidos políticos que por disposición legal (artículo 49, numeral 7, 
del COFIPE) emitió el IFE.

De este modo, la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la 
UNAM se encargó de monitorear y analizar los 493 noticieros de ra-
dio y televisión más importantes del país durante las campañas, y 65 
de ellos durante precampañas. Para este trabajo, el IFE proveyó dia-
riamente las grabaciones de los noticieros a la UNAM, las cuales se 
generaron mediante el Sistema de Administración de los Tiempos del 
Estado (SIATE), y representaron un total de 1,828 testigos de graba-
ción para precampañas y 28,181 testigos de grabación para campañas.

Los resultados del monitoreo de ambos periodos fueron difundidos 
por el IFE a través de tres distintos medios de comunicación: 

• De manera permanente en internet en el portal http://monito-
reo2012.ife.org.mx (aún disponible).

• En desplegados quincenales en prensa nacional.
• Con promocionales de radio y televisión transmitidos en estacio-

nes de todos los estados de la República y el Distrito Federal.

Marco normativo

La reforma electoral 2007-2008 no modificó, en el fondo, la obliga-
ción del IFE de realizar monitoreos de espacios noticiosos en los me-
dios de comunicación, ni tampoco la de sugerir lineamientos para la 
cobertura de programas que difunden noticias de las actividades de los 
partidos durante procesos electorales. Por ello, el COFIPE establece, 
en su versión vigente:

Artículo 76, párrafo 8
El Consejo General ordenará la realización de monitoreos de las trans-
misiones sobre las precampañas y campañas electorales en los pro- 
gramas en radio y televisión que difundan noticias. Los resultados se 
harán públicos, por lo menos cada quince días, a través de los tiem-
pos destinados a la comunicación social del Instituto Federal Elec-
toral y en los demás medios informativos que determine el propio 
Consejo.

Artículo 49, párrafo 7
El Consejo General se reunirá a más tardar el 20 de septiembre del 
año anterior a la elección con las organizaciones que agrupen los 
concesionarios y permisionarios de radio y televisión, para presentar 
las sugerencias de lineamientos generales aplicables a los noticieros 
respecto de la información o difusión de las actividades de precam-
paña y campaña de los partidos políticos. En su caso, los acuerdos a 
que se llegue serán formalizados por las partes y se harán del cono-
cimiento público.

Para cumplir con las disposiciones legales antes citadas, el Consejo 
General aprobó varios acuerdos con motivo del PEF 2011-2012 que se 
enlistan a continuación:

• CG166/2011 (25 de mayo de 2011), por el que se instruye a la 
Secretaría Ejecutiva del Instituto Federal Electoral a que inicie las 
gestiones necesarias para la elaboración de la metodología para el 
monitoreo de espacios noticiosos.

• CG291/2011 (14 de septiembre de 2011) por el que se aprueba el 
Proyecto de sugerencias de lineamientos generales aplicables a 
los noticiarios de radio y televisión respecto de la información 

iv. monitoreo de esPacios que diFunden noticias
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o difusión de las actividades de precampaña y campaña de los par-
tidos políticos.

• CG337/2011 (11 de octubre de 2011), por el que se ordena la rea-
lización de monitoreos de las transmisiones sobre las precampañas 
y campañas federales del Proceso Electoral Federal 2011-2012 en 
los programas de radio y televisión que difundan noticias.

• CG412/2011 (14 de diciembre de 2011), por el que se aprueba el 
Catálogo de Programas de Radio y Televisión que difunden noti-
cias, así como la metodología que deberá utilizarse para realizar el 
monitoreo de las transmisiones sobre las precampañas y campañas 
federales.

Implementación del marco normativo

En cumplimiento al Acuerdo CG166/2011, la Secretaría Ejecutiva del 
IFE realizó las gestiones necesarias para la elaboración de la meto-
dología del monitoreo, que fue propuesta por el Comité de Radio y 
Televisión y construida con base en los lineamientos generales apli-
cables a los noticieros de radio y televisión aprobados en el Acuerdo 
CG291/2011, así como en sugerencias de especialistas en la materia, 
recabadas en diversos foros organizados para este fin. En la meto-
dología se establecieron cinco variables de análisis: 1. Tiempos de 
transmisión; 2. Género periodístico; 3. Valoración de la información; 
4. Recursos técnicos utilizados para presentar la información, y 5. Ubi-
cación o jerarquización de la información. 

Asimismo, el 20 de septiembre de 2011, en cumplimiento al Acuer-
do CG291/2011, el IFE puso a consideración de la industria de la radio 
y la televisión las sugerencias de lineamientos generales aplicables a 
los noticiarios de radio y televisión respecto de la información o di-
fusión de las actividades de precampaña y campaña de los partidos 
políticos.

El 10 de noviembre de 2011, atendiendo a lo instruido por el Con-
sejo General en su Acuerdo CG337/2011, el IFE firmó un convenio 
de colaboración con la UNAM para encomendarle la realización del 
monitoreo de noticieros.  

Finalmente, el IFE elaboró y aprobó (Acuerdo CG412/2011) el 
catálogo de programas que difunden noticias, en el cual se incluye-
ron los noticieros de mayor impacto a nivel nacional y en cada una 
de las entidades federativas, que fueron seleccionados con base en los 
criterios de audiencia, territorialidad, representatividad demográfica y 
relevancia política. La información para determinar el cumplimiento 
de dichos criterios se obtuvo de dos fuentes principales: de los Cen-
tros de Verificación y Monitoreo (CEVEM) del IFE, y de las bases de 
datos que integran el rating y niveles de audiencia de los programas 
noticiosos realizados por las empresas Investigadores Internacionales 
Asociados (INRA) S.C. e IBOPE AGB MÉXICO, S.A. de C.V. 

Resultados

El monitoreo de noticieros abarcó los siguientes periodos durante 2011 
y 2012:

Periodo Fechas

Precampañas Del 18 de diciembre de 2011 al 15 de febrero
de 2012

Campañas Del 30 de marzo al 30 de junio de 2012

• Precampañas

A lo largo de toda la precampaña se analizaron siete mil 700 piezas 
informativas, equivalentes a 295 horas, 03 minutos y 20 segundos de 
cobertura. De ellas, el 2.5% tuvieron una valoración expresa46 por par-
te del medio de comunicación.

Tiempo total de noticieros dedicado a precampañas

295 horas, 03 minutos, 20 segundos     

Radio Televisión

260 horas, 34 minutos, 43 segundos 34 horas, 28 minutos, 37 segundos

46 Se consideró como valoraciones expresas cuando se registraba la mención de ad-
jetivos con relación a algún precandidato.
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La UNAM presentó nueve informes semanales sobre las precam-
pañas electorales federales con los siguientes resultados:

Tiempo en noticieros en radio y televisión
dedicado a precandidatos (%)

    Josefina Eugenia Vázquez Mota 25.34

    Enrique Peña Nieto 19.14

    Andrés Manuel López Obrador 18.87

    Ernesto Javier Cordero Arroyo 18.72

    Santiago Creel Miranda 17.66

    Gabriel Quadri de la Torre* 0.28

Tiempo en noticieros en radio y televisión
dedicado a partidos y coaliciones (%)

    Partido Acción Nacional 41.86

    Movimiento Progresista 18.37

    Partido Revolucionario Institucional 17.92

    Compromiso por México 7.10

    Partido Nueva Alianza 5.93

    Partido de la Revolución Democrática 5.01

    Partido Verde Ecologista de México 2.04

   Partido del Trabajo 0.94

   Movimiento Ciudadano 0.83

• Campañas

A lo largo de toda la campaña se analizaron 156 mil 984 piezas infor-
mativas, equivalentes a 5,854 horas, 01 minuto y 03 segundos de cober- 
tura. De ellas, el 2.5% tuvieron una valoración expresa por parte del 
medio de comunicación.

Tiempo total de noticieros dedicado a campañas

5,854 horas, 01 minuto, 03 segundos

Radio Televisión

5,141 horas, 35 minutos,
32 segundos

712 horas, 25 minutos,
31 segundos

 Durante toda la campaña, la UNAM presentó 12 informes sema-
nales sobre las campañas electorales federales 2011-2012, con los si-
guientes resultados:

Porcentaje total de tiempo en noticieros de radio y televisión
dedicado a candidatos a Presidente de la República 

* El Dr. Quadri contó solamente con dos días de precampaña, por el momento en 
que fue designado como precandidato.

0% 5% 10% 15% 20% 25% 30% 35% 

Enrique Peña Nieto 

Josefina Vázquez Mota 
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31% 

27% 

26% 

16% 
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Porcentaje de tiempo en noticieros de radio y televisión dedicado a 
candidatos a Presidente de la República, por grupo de emisoras

RADIOS PERMISIONARIAS 

RADIOS CONCESIONARIAS 

RADIO ULTRA 

RADIO TELEVISA 

RADIO SOMER 

RADIO RASA 

RADIO RADIOSA 

RADIO RADIORAMA 

RADIO RADIOCENTRO 

RADIO NRM COMUNICACIONES 

RADIO MVS 

RADIO MULTIMEDIOS 

RADIO MEGACIMA 

RADIO IMER 

RADIO IMAGEN TELECOMUNICACIONES 

RADIO FÓRMULA 

RADIO CORPORADIO 

RADIO ACIR 

TV AZTECA 

TELEVISORAS UNIVERSITARIAS 

TELEVISORAS SISTEMAS ESTATALES 

TELEVISORA MULTIMEDIOS 

TELEVISORA DEL VALLE DE MÉXICO 

TELEVISORA CADENA 3 

TELEVISA 

OTRAS TELEVISORAS 

27.03% 

26.17% 

26.71% 

26.92% 

26.35% 

27.10% 

26.39% 

25.09% 

27.51% 

26.25% 

25.95% 

24.59% 

23.89% 

26.32% 

27.80% 

27.20% 

25.13% 

26.21% 

25.06% 

26.24% 

25.26% 

23.16% 

25.30% 

27.63% 

25.73% 

25.85% 

29.28% 

31.30% 

30.66% 

30.36% 

32.91% 

33.03% 

28.71% 

31.49% 

29.44% 

28.88% 

35.02% 

27.45% 

31.73% 

27.67% 

28.58% 

30.98% 

33.68% 

30.53% 

30.60% 

27.14% 

30.45% 

30.85% 

26.68% 

28.39% 

28.75% 

30.45% 

17.94% 

15.62% 

16.83% 

17.47% 

16.00% 

14.83% 

18.68% 

14.73% 

17.67% 

17.22% 

13.33% 

18.85% 

16.34% 

19.85% 

15.89% 

14.95% 

14.56% 

18.48% 

19.19% 

20.58% 

19.50% 

16.81% 

21.15% 

16.98% 

18.40% 

18.12% 

25.75% 

26.91% 

25.79% 

25.25% 

24.74% 

25.05% 

26.22% 

28.69% 

25.38% 

27.65% 

25.69% 

29.11% 

28.05% 

26.17% 

27.73% 

26.88% 

26.64% 

24.78% 

25.15% 

26.04% 

24.79% 

29.18% 

26.87% 

27.00% 

27.12% 

25.58% 

Reporte acumulado del 30 de marzo al 27 de junio del 2012 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR ENRIQUE PEÑA NIETO GABRIEL QUADRI DE LA TORRE JOSEFINA EUGENIA VÁZQUEZ MOTA 

Reporte acumulado del 30 de marzo al 27 de junio del 2012
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Porcentaje de tiempo en noticieros de radio y televisión dedicado a 
candidatos a Presidente de la República, por entidad federativa

ZACATECAS 

YUCATÁN 

VERACRUZ 

TLAXCALA 

TAMAULIPAS 

TABASCO 

SONORA 

SINALOA 

SAN LUIS POTOSÍ 

QUINTANA ROO 

QUERÉTARO 

PUEBLA 

OAXACA 

NUEVO LEÓN 

NAYARIT 

MORELOS 

MICHOACÁN 

MÉXICO 

JALISCO 

HIDALGO 

GUERRERO 

GUANAJUATO 

DURANGO 

DISTRITO FEDERAL 

COLIMA 

COAHUILA 

CHIHUAHUA 

CHIAPAS 

CAMPECHE 

BAJA CALIFORNIA SUR 

BAJA CALIFORNIA 

AGUASCALIENTES 

29.65% 

25.63% 

24.39% 

25.00% 

25.58% 

28.73% 

25.57% 

26.28% 

26.39% 

28.52% 

22.68% 

25.68% 

30.81% 

24.46% 

23.93% 

25.54% 

27.84% 

27.14% 

25.48% 

25.98% 

23.57% 

24.04% 

26.07% 

27.20% 

22.02% 

22.65% 

25.82% 

23.71% 

25.87% 

23.24% 

24.15% 

25.32% 

31.45% 

30.14% 

31.60% 

32.15% 

34.39% 

34.31% 

29.17% 

32.89% 

29.41% 

31.44% 

30.82% 

28.88% 

33.06% 

27.64% 

42.18% 

31.46% 

31.95% 

31.03% 

29.35% 

31.50% 

34.56% 

32.83% 

34.38% 

29.68% 

34.93% 

31.54% 

28.59% 

32.00% 

31.43% 

39.62% 

30.91% 

27.63% 

14.83% 

16.44% 

15.92% 

18.13% 

14.47% 

14.08% 

16.66% 

13.12% 

18.70% 

16.12% 

18.79% 

16.63% 

13.66% 

18.65% 

12.31% 

14.12% 

14.29% 

16.81% 

15.81% 

16.91% 

16.72% 

17.74% 

12.62% 

16.87% 

15.33% 

15.75% 

17.27% 

18.39% 

16.99% 

10.82% 

15.81% 

18.15% 

24.06% 

27.79% 

28.09% 

24.72% 

25.56% 

22.89% 

28.59% 

27.70% 

25.50% 

23.92% 

27.70% 

28.81% 

22.47% 

29.24% 

21.58% 

28.88% 

25.93% 

25.02% 

29.36% 

25.61% 

25.15% 

25.39% 

26.94% 

26.25% 

27.72% 

30.06% 

28.32% 

25.90% 

25.71% 

26.32% 

29.13% 

28.90% 

Reporte acumulado del 30 de marzo al 27 de junio del 2012 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR ENRIQUE PEÑA NIETO GABRIEL QUADRI DE LA TORRE JOSEFINA EUGENIA VÁZQUEZ MOTA 

Reporte acumulado del 30 de marzo al 27 de junio del 2012
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Tiempo en noticieros en radio y televisión dedicado a partidos y coaliciones

Partido Tiempo % Piezas informativas

Partido Acción Nacional 1,573 horas 27 41,567

Movimiento Progresista 1,390 horas 24 37,413

Compromiso por México 1,303 horas 22 34,099

Nueva Alianza 937 horas 16 26,168

Partido Revolucionario Institucional 493 horas 8 14,021

Partido de la Revolución Democrática 116 horas 2 2,613

Partido Verde Ecologista de México 17 horas 0.3 434

Movimiento Ciudadano 13 horas 0.2 333

Partido del Trabajo 11 horas 0.21 336

Total 5,854 horas 100% 156,984

Tiempo destinado a Senadores y Diputados federales
por partido político o coalición en noticieros de radio y televisión

         Total

Senadores
314
hrs. 

(26%)

211 hrs. 
(18%)

119 hrs. 
(10%)

138
hrs. 

(11%)

309
hrs. 

(26%)

56
hrs. 

(5%)

37
hrs. 

(3%)

9
hrs. 

(0.8%)

9
hrs. 

(0.9%)

1,202
hrs.

(100%)

Diputados 
327
hrs. 

(25%)

196 hrs.
(15%)

162 hrs.
(13%)

147
hrs.

(11%)

313
hrs. 

(24%)

66
hrs. 

(5%)

55
hrs. 

(4%)

10
hrs. 

(1%)

11
hrs. 

(1%)

1,287
hrs.

(100%)
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• Difusión de resultados

El código electoral señala que los resultados del monitoreo deben 
hacerse públicos por lo menos cada 15 días, a través de los tiempos 
destinados a la comunicación social del IFE. 

En cumplimiento a esa obligación legal, el IFE hizo públicos los 
resultados a través de promocionales en radio y televisión, y desplega-
dos en prensa nacional, tal como se muestra a continuación:

Difusión de resultados

Desplegados en prensa Promocionales de
radio y televisión*

Precampaña 13 13,880

Campaña 17 131,908

Total 30 145,788

*Transmisiones en estaciones de radio y televisión de todos los estados de la República y el D.F.

Además, a lo largo de las precampañas y las campañas electorales 
se publicaron los informes presentados semanalmente por la UNAM 
en el portal del IFE: http://monitoreo2012.ife.org.mx (el portal perma-
nece en línea en la actualidad).

Problemáticas 

• Cobertura noticiosa en radio y televisión, programas de opinión y 
otros; divergencias sobre el catálogo

El 12 de diciembre de 2011, el Comité de Radio y Televisión del IFE 
aprobó la propuesta del catálogo para el monitoreo (ACRT/037/2011), 
el cual incluyó exclusivamente a noticieros, los más importantes del 
país. La propuesta de Acuerdo resultó de un intenso debate entre los 
integrantes del Comité y el Consejo General, sobre la pertinencia de in- 
cluir en el catálogo para el monitoreo no sólo noticieros, sino también 
programas de opinión, análisis y debate. Dos consejeros emitieron un 
voto particular en contra del Acuerdo, argumentando que al excluir 
este tipo de programas (de opinión, análisis y debate) “este Organismo 
no cumple a cabalidad con su obligación legal, restringiendo con ello 
el ejercicio pleno del derecho a la información de las y los ciudadanos, 
al proporcionarles información incompleta respecto de la cobertura 
que los medios de comunicación dan al proceso electoral”.

En el mismo sentido, para los integrantes del Consejo General que 
votaron porque el monitoreo incluyera programas de opinión, análisis 
y debate “el derecho a la información de las y los ciudadanos y la li-

bertad de expresión de los medios de comunicación y sus opinadores 
son derechos interdependientes, que la autoridad no debe sustituir o 
sobreponer, sino que debió edificar una metodología integral que ga-
rantizara y protegiera ambos derechos armónicamente”.

En última instancia, el Consejo General del IFE optó por la alter-
nativa más ortodoxa para atender la siempre complicada conciliación 
de los derechos de acceso a la información y el de la libertad de expre-
sión. En este sentido, el Consejo decidió apegarse de manera literal a 
lo que establece el artículo 76, numeral 8, del COFIPE, que indica que 
el monitoreo se realizará sobre “los programas en radio y televisión 
que difundan noticias”. La mayoría del Consejo General tomó esta 
decisión argumentando que la finalidad de los programas de opinión 
es ofrecer un punto de vista, cuyo responsable es el periodista o el 
analista que lo emite. Los programas de debate obedecen a una lógica 
totalmente distinta, de crítica y opinión, protegida por el derecho a la 
libertad de expresión. Para un comentario y una opinión debidamente 
firmado, no es exigible la “equidad” ni el “equilibrio”, como sí lo es en 
espacios que informan de hechos y cuyo primer deber es justamente la 
objetividad acorde a la postura mayoritaria.

Sin embargo, la visión minoritaria del Consejo consideró que todos 
los géneros periodísticos están protegidos por el principio de libertad 
de expresión y no sólo los de crítica y opinión, y en ese sentido no se 
habría lastimado la libertad de ningún medio, programa o periodista, 
monitoreando su comportamiento libre e informando a los ciudadanos 
el tiempo que destinaban a cada candidato, coalición o partido, y al 
mismo tiempo informando cómo se valoró ese tiempo, es decir, qué 
tendencia negativa o positiva representó en favor o en contra de los 
actores políticos en competencia tanto en género de nota informativa 
como en los demás géneros periodísticos, incluido el de opinión, 
ya que dicho género sí contabilizó para la variable tiempo, pero no para 
la medición de valoración. Dicho de otra forma, el monitoreo permitió 
saber con precisión cuánto tiempo se dedica a cada partido, candida- 
to o coalición, pero cerca del 40% de ese tiempo no registró los ad-
jetivos que se expresaban en contra o en favor de algún candidato o 
partido por ser parte del género opinión, lo que impide, a juicio de 
algunos, contar con mayores datos respecto a la tendencia que en liber-
tad ejercen los espacios que difunden noticias.

• Registro de la valoración en los segmentos de opinión; divergen-
cias sobre la metodología

Tal como lo establece el Reglamento de Radio y Televisión en Materia 
Electoral, el Comité de Radio y Televisión fue el encargado de propo-
ner al Consejo General la metodología y catálogo de noticieros para 
el monitoreo. Para ello, el IFE realizó diversos foros con especialistas 
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en la materia, en los cuales –al igual que en el caso del catálogo– fue 
ampliamente discutida la pertinencia de incluir en la metodología la 
medición de valoraciones no sólo de los noticieros, sino también de 
otro tipo de programas que, según quienes defendían esa idea, tienen 
gran influencia en la formación de opinión pública. Si bien es innega-
ble el hecho de que todo programa tiene alguna influencia en quien lo 
consume, el Consejo General optó por la alternativa que ofrecía ma-
yores garantías al ejercicio del derecho a la libertad de expresión, sin 
dejar de garantizar el derecho de acceso a la información. 

Tanto el catálogo como la metodología para el monitoreo formaron 
parte del mismo Acuerdo en que dos consejeros presentaron un voto 
particular en contra. A su parecer, “el derecho a la información y la  
libertad de expresión son dos derechos que no se oponen ni se ex-
cluyen, sino que se integran y se complementan, por lo que debieron 
ser garantizados conjuntamente en la metodología, incorporando los 
programas que difunden noticias, del género opinión, análisis y deba-
te, para ser monitoreados, analizados y valorados”.

Finalmente, en la metodología aprobada quedó establecido, en el 
apartado relativo a la valoración de la información y opinión, incisos 
e) y f), lo siguiente:

e) En consideración y respeto a los principios de la libertad de expre-
sión, la información clasificada como propia del género “opinión y 
análisis, así como debate” no se analizará como información valorada 
ni positiva ni negativamente.
f) Las valoraciones se medirán en relación con los géneros periodís-
ticos, excepto el de opinión y análisis, así como debate. Así el tiempo 
total de valoraciones será equivalente al tiempo total de géneros perio-
dísticos, menos las piezas informativas de opinión y análisis, y debate. 

• Difusión de resultados

El código electoral señala, en su artículo 76.8, que los resultados del 
monitoreo “se harán públicos, por lo menos cada quince días, a través 
de los tiempos destinados a la comunicación social del Instituto Fede-
ral Electoral”.

El IFE inició con la difusión de resultados a través de desplegados 
en prensa nacional, pero pronto después de haber iniciado el proceso, 
el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) re-
solvió un juicio para la protección de los derechos político-electorales 
de un ciudadano (SUP-JDC-136/2012), en cuya sentencia ordenó al 
Consejo General y a la Secretaría Ejecutiva publicar a través de radio 
y televisión los resultados del monitoreo.

El viernes 27 de abril inició la transmisión de promocionales de 
radio y televisión con los resultados acumulados del monitoreo de la 
cobertura noticiosa de las campañas electorales, empezando por los 
correspondientes al periodo del 30 de marzo al 15 de abril.

La sentencia emitida por el TEPJF, que fue cabalmente cumplida 
por el IFE, planteó la problemática del desfase entre la generación de 
la información (resultados del monitoreo) y su publicación, así como 
una diferencia de los periodos reportados en los distintos medios en 
que se difundieron resultados (internet, prensa y radio y televisión). 
Lo anterior debido a que por los tiempos contemplados para el análisis 
de la información del monitoreo, la UNAM entregaba sus resultados 
al IFE aproximadamente una semana después de haber sido transmi-
tidos los programas monitoreados. Adicionalmente, la producción y 
posproducción técnica del promocional, su inclusión en la pauta del 
IFE y la entrega del material a concesionarios, no podía realizarse en 
menos de siete días naturales.

Esta situación condujo a que el Instituto publicara en internet, 
prensa y a través de promocionales información relativa a periodos 
distintos: en el primero la información más reciente, en el segundo con 
una semana de diferencia, y en el tercero 15 días después de haberse 
realizado el monitoreo del periodo respectivo.

Más tarde, el TEPJF emitió otra sentencia de un incidente de ineje-
cución derivado del SUP-JDC-136/2012, en que ordenó la publicación 
de los resultados del monitoreo relativos no sólo a los candidatos a la 
Presidencia de la República, sino también los relativos a la contienda 
para senadores y diputados federales. Esta sentencia, que también fue 
cabalmente cumplida por el IFE, planteó otra problemática y un ver-
dadero reto en materia de difusión de resultados, por la gran cantidad 
de información que debía comunicarse en tan sólo 30 segundos de 
transmisión. Es preciso recordar que en el proceso electoral 2011-2012 
cada fuerza política presentó 596 candidatos a diputados y senadores 
(sin contar suplentes) y un candidato a la Presidencia.

Conclusiones 

El monitoreo desarrollado por la UNAM fue una labor abarcadora y 
muy representativa, que ofreció un elemento adicional para estable-
cer condiciones de equidad en la contienda electoral. Se trató de un 
riguroso trabajo de registro y documentación, basado en elementos 
que pueden ser auditados y llegar a la misma conclusión: cada una 
de las afirmaciones del monitoreo pueden ser demostradas, no sólo en 
el estándar agregado, sino también nota por nota, pues se cuenta con 
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todos los testigos de grabación que fueron analizados, así como con las 
diferentes piezas de monitoreo que la UNAM identificó en cada uno 
de los testigos de grabación y que corresponden al análisis particular de 
cada nota informativa. Se trató del ejercicio de monitoreo más amplio 
y riguroso en la historia de los monitoreos que ha realizado el IFE, y 
probablemente en la historia de la telecomunicación en México.

Los resultados generales del monitoreo mostraron un esfuerzo del 
gremio periodístico y la industria de la radio y la televisión, por otorgar 
a los actores de la contienda una cobertura razonablemente equitativa, 
en términos del tiempo destinado a candidatos y partidos. No obstante, el 
análisis más específico, por noticiero, por grupo de emisoras, por en-
tidad federativa, exhibió una diversidad de comportamientos en la 
cobertura noticiosa que merecía evaluaciones específicas, conside-
raciones más allá de los datos duros que ofreció la autoridad electoral.

Los datos ponen de manifiesto que no siempre el número de men-
ciones en un noticiero de un candidato favorecieron o incrementaron 
su popularidad, sino que al ser personajes expuestos al escrutinio pú-
blico, las acciones que realizaron en su campaña necesariamente im-
pactaron en la cobertura que se les otorgó. Es decir, con los resultados 
del ejercicio, no fue posible identificar una relación directa entre el in- 
cremento en el número de apariciones o menciones en noticieros y 
el incremento de su popularidad o de los votos obtenidos en la elección.

En este sentido, se puede ver que hay una relación lógica entre los 
eventos o sucesos más importantes de las campañas con la cobertura 
que los medios hicieron de candidatos y partidos, aunque ello no haya 
implicado necesariamente un beneficio al candidato con mayor cober-
tura. El ejemplo más elocuente de este fenómeno resulta del análisis 
del crecimiento en la cobertura a Enrique Peña Nieto después de su 
visita a la Universidad Iberoamericana, y también el crecimiento ex-
ponencial de Gabriel Quadri, luego del primer debate.

De los testigos y ejercicio realizado por la UNAM, fue posible de-
mostrar tanto el tiempo dedicado a las campañas, como la adjetivación 
que los medios hicieron a la cobertura noticiosa de cada uno de los 
partidos y de los candidatos.

Para determinar si la información tuvo alguna valoración por parte 
del medio de comunicación (reportero, noticiero, etc.), la UNAM iden-
tificó, del total de piezas informativas analizadas, aquéllas que contu-
vieran alguna adjetivación explícita, y las registró como valoraciones: 
positivas y negativas. El monitoreo demostró que la enorme mayoría 
de las notas periodísticas, explícitamente dedicadas y diseñadas para 

la cobertura de las campañas, no fueron adjetivadas. Sin embargo, 
esto no significó que las noticias analizadas no se inscribiesen dentro 
de un contexto de opiniones favorables o desfavorables para determi-
nado candidato. Lo que resultó fundamental para poner en perspectiva 
los resultados del monitoreo, fue diferenciar entre los espacios (libres 
y legítimos) de opinión periodística y la información objetiva de las 
noticias. 

Los resultados del monitoreo fueron dados a conocer por el IFE de 
manera puntual y sistemática a través de diversos medios de difusión, 
con el fin de ofrecer a la ciudadanía información cierta, confiable y 
oportuna sobre el tratamiento que los medios de comunicación electró-
nica procuraron a los actores de la contienda electoral, y así establecer 
un contexto de exigencia pública sobre el papel de los medios de co-
municación en las campañas electorales. Queda estudiar si la opinión 
pública, a través de sus diversos canales de comunicación, hizo el aná-
lisis de fondo que los datos ofrecidos por el IFE merecían.

Ante esto, es posible identificar los retos y consideraciones a futuro 
que podría enfrentar el monitoreo, tal como lo señalan distintas voces 
al interior del Consejo General:

• Ampliación del alcance del monitoreo de noticiarios en relación al 
tipo de programas a incluirse en el catálogo.

• La posibilidad de incorporar otros ámbitos de difusión diferentes a 
la radio y a la televisión, como pueden ser sistemas de cable o de 
paga, o bien internet. 

• Posibles modificaciones a la metodología en cuanto al registro y 
valoración de cada nota informativa, su clasificación y demás datos 
asociados a cada noticiario.

• La implementación de mecanismos para hacer públicos los resul-
tados del monitoreo y sus alcances (periodicidad, campañas invo-
lucradas, mecanismos de difusión, etcétera). 

• Cómo mantener el ejercicio de monitoreo en espacios que difun-
den noticias  como un ejercicio no intrusivo, respetuoso de la liber-
tad de expresión y del periodismo.

• Establecer mecanismos tendientes a solucionar las complicaciones 
para la difusión del monitoreo.

• Que el monitoreo tenga una difusión también por entidad federa-
tiva para permitir un conocimiento oportuno del comportamiento 
local específico.

• Que la tendencia o adjetivación se reconozca como un ejercicio de 
libertad, pero se valore la pertinencia de medir su comportamiento 
e informarlo en cualquier género periodístico.
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• Presentar en los resultados generales del monitoreo, además del 
tiempo otorgado a cada candidato en radio y televisión,  el tipo de 
valoración, ya sea positiva o negativa.

• Fortalecer la difusión de los resultados del monitoreo relativos a 
la contienda de diputados y senadores, tanto a nivel federal como 
local.

• Valorar la posibilidad de realizar el monitoreo de manera perma-
nente, no sólo en periodos de precampaña y campaña, para detectar 
posibles sesgos.

 



Introducción

Por mandato constitucional y de ley, el Instituto Federal Electoral es 
la autoridad encargada de regular las encuestas o sondeos de opinión 
con fines electorales. El Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales (COFIPE) señala que el Consejo General del IFE 
determinará los criterios generales de carácter científico que adopta-
rán quienes pretendan llevar a cabo y publiquen encuestas electorales, 
“previa consulta con los profesionales del ramo o las organizaciones 
en que se agrupen”.

Para cumplir con esta atribución, el IFE llevó a cabo una serie de 
reuniones con la Asociación Mexicana de Agencias de Investigación 
de Mercados (AMAI) y otros profesionales de la demoscopia, reco-
giendo sus puntos de vista y cada uno de sus señalamientos y observa-
ciones sobre la regulación de las encuestas electorales.

Los profesionales del ramo señalaron y coincidieron en que los 
criterios que emitiera el IFE deberían ser consistentes con las normas 
y prácticas internacionales comúnmente aceptadas en la realización de 
encuestas, y respetando el pluralismo metodológico que es propio 
de toda práctica científica y profesional. 

En este sentido, se revisaron diversos códigos internacionales en la 
investigación y en estudios de opinión pública, y respetando lo señala-
do por el gremio, el Consejo General del IFE aprobó, el 14 de diciem-
bre de 2011, el Acuerdo CG411/2011 por el que se establecieron los 
lineamientos, así como los criterios generales de carácter científico que 
debían observar quienes ordenaran, realizaran y/o publicaran encuestas 
electorales para el Proceso Electoral Federal 2011-2012. Además, el 21 
de junio de 2012 se aprobó el Acuerdo CG419/2012 por el que se esta-
blecieron los criterios de carácter científico que debieron entregar a más 
tardar el 25 de junio de 2012, quienes realizarían encuestas de salida y/o 
conteos rápidos en la jornada electoral del 1 de julio pasado.

A continuación se presenta un breve recuento de las acciones lleva-
das a cabo por el IFE para dar cumplimiento a la legislación actual, los 
principales resultados, las problemáticas y las propuestas de posibles 
ajustes de ley, en relación a las encuestas electorales en México.

Marco normativo

De conformidad con el artículo 41, segundo párrafo, base V, párrafo 
noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, el Instituto Federal Electoral tiene a su cargo en forma integral y 
directa la facultad de regular las encuestas o sondeos de opinión con 
fines electorales. En este sentido, el Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, en su artículo 237, párrafo 5, dice:

 5. Quien solicite u ordene la publicación de cualquier encuesta o 
sondeo de opinión sobre asuntos electorales, que se realice desde el 
inicio del proceso electoral hasta el cierre oficial de las casillas el día 
de la elección, deberá entregar copia del estudio completo al secre-
tario ejecutivo del Instituto, si la encuesta o sondeo se difunde por 
cualquier medio…

El artículo 237, párrafo 6, del COFIPE impone una restricción a la 
difusión de los resultados de las encuestas:

6. Durante los tres días previos a la elección y hasta la hora del cie-
rre oficial de las casillas que se encuentren en las zonas de husos 
horarios más occidentales del territorio nacional, queda prohibido 
publicar o difundir por cualquier medio, los resultados de encuestas 
o sondeos de opinión que tengan por objeto dar a conocer las prefe-
rencias electorales de los ciudadanos, quedando sujetos quienes lo 
hicieren, a las penas aplicables a aquellos que incurran en alguno de 
los tipos previstos y sancionados en el artículo 403 del Código Penal 
Federal.

Finalmente, el Consejo General del IFE tiene la obligación de 
emitir criterios generales de carácter científico a los que se deben su-
jetar las personas y las empresas que realicen encuestas o sondeos, 
durante los procesos electorales federales. Así lo establece el párrafo 7 
del artículo 237 del código electoral:

7. Las personas físicas o morales que pretendan llevar a cabo en- 
cuestas por muestreo para dar a conocer las preferencias electorales 
de los ciudadanos o las tendencias de las votaciones, adoptarán los 
criterios generales de carácter científico, que para tal efecto emita el 

v. eL PaPeL de Las encuestas y su reGuLación
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Consejo General, previa consulta con los profesionales del ramo o las 
organizaciones en que se agrupen.

A fin de dar cumplimiento a las disposiciones, el Consejo General 
del IFE aprobó los siguientes acuerdos:

• CG411/2011 (14 de diciembre de 2011), por el que se establecen 
los lineamientos así como los criterios generales de carácter cien-
tífico que deberán observar las personas físicas y morales que pre-
tendan ordenar, realizar y/o publicar encuestas por muestreo, en-
cuestas de salida y/o conteos rápidos durante el Proceso Electoral 
2011-2012.

• CG419/2012 (21 de junio de 2012), por el que se establecen los 
criterios de carácter científico que deberán entregar a más tardar 
el 25 de junio de 2012, las personas físicas o morales que pre-
tendan realizar encuestas de salida y/o conteos rápidos para la 
jornada electoral del día 1 de julio del 2012.

Implementación del marco normativo

El IFE se enfrentó a una serie de problemáticas en cuanto a la re- 
gulación de los ejercicios demoscópicos. El Instituto debía salva-
guardar la libertad científica y de investigación y no podía restringir, 
metodológicamente, a quienes deseaban realizar, ordenar o publicar 
encuestas. Crear un catálogo de métodos “aceptables” o “permitidos”, 
sería impráctico y se enfrentaría a varias dificultades. Sin embargo, la 
ley exige al IFE que emita criterios que deben observar quienes orde-
nan, realizan y/o publican estos ejercicios.  

El Instituto optó por criterios científicos que obligasen a los sujetos 
regulados a transparentar, y poner a disposición del público en general, 
los métodos utilizados para encuestar y proyectar tendencias. Recono-
ciendo que las encuestas y sondeos de opinión y preferencia política 
no son ejercicios exactos que se ciñen a una metodología única, el 
IFE decidió no ser juez de los métodos utilizados en las encuestas, ni 
obligar a quienes lo realizaban a apegarse a un cierto protocolo de in-
vestigación, pero sí a hacer pública información de enorme relevancia 
para evaluar estos ejercicios. Al respecto hay partidos que consideran 
que el Instituto, atendiendo al artículo 237-7 del COFIPE, sí debería 
establecer el protocolo para la elaboración de los estudios e incluso 
señalar en él que no deben admitir los seguimientos diarios.

El IFE cumplió –en tiempo y forma– todas las obligaciones en ma-
teria de sondeos de opinión y encuestas electorales, las cuales pueden 
resumirse así:

1. Se sostuvieron varias reuniones con el gremio de los encuestadores 
para determinar los criterios de carácter científico, recogiendo sus 
puntos de vista y cada uno de sus señalamientos y observaciones. 
(24 de octubre de 2011).

2. Se comunicó a través de todos los medios a su alcance los acuerdos 
aprobados por el Consejo General (CG411/2011 y CG419/2012), 
para su conocimiento en toda la República. Los acuerdos fueron 
publicados en el Diario Oficial de la Federación. (11 de enero de 
2012 y 22 de junio de 2012, respectivamente).

3. Se recibió de manera permanente la documentación de los estu-
dios que fueron publicados, se ordenaron, y se cotejó que reflejaran 
cada uno de los criterios de carácter científico aprobados por el 
Consejo General. Cuando no le fue entregado un estudio publica-
do, se requirió formalmente en todos los casos.

4. Se presentaron al Consejo General seis informes mensuales y uno 
general sobre la publicación de encuestas por muestreo, encuestas 
de salida y conteos rápidos. En ellos se pormenorizó, punto por 
punto, el cumplimiento o no de la entrega de la información.

5. Se realizó un monitoreo nacional sobre la publicación de encuestas 
electorales durante el Proceso Electoral Federal 2011-2012.    

6. Si bien el IFE pudo contar con casi la totalidad de la información 
publicada, se presentó la problemática de que una vez publicada 
la encuesta –en especial en el ámbito local–, el responsable de su 
publicación no entregaba la información al IFE, sino hasta que la 
propia autoridad lo requería de manera formal. Esto significó más 
de 100 requerimientos oficiales de la autoridad electoral sobre las 
encuestas publicadas durante el proceso 2012, de los cuales el 88% 
corresponden a medios locales.

7. Se solicitó a las personas físicas o morales que realizarían encues-
tas de salida el día de la elección, la entrega de su marco metodo-
lógico antes de la jornada electoral, para informar al público de la 
entrega o no del mismo y del cumplimiento o incumplimiento de 
los criterios de carácter científico. 

8. Se iniciaron procedimientos de sanción por omisión en los reque-
rimientos formulados por el IFE o se dio vista a las autoridades 
penales, cuando se demostró la violación al artículo 237 del código 
electoral. Al detectarse encuestas o sondeos electorales dentro del 
periodo de veda electoral, también se dio vista a la Fiscalía Espe-
cial para la Atención de Delitos Electorales (FEPADE), pues dicha 
conducta es un delito electoral. Esto sucedió en los medios: Mile-
nio Guanajuato, Zócalo Saltillo, El Heraldo de Xalapa, El Heraldo 
de Coatzacoalcos. También se dio vista a la FEPADE para el caso de 
las retransmisoras del noticiero de televisión restringida (Milenio 
TV, Canal 120) en Nuevo León (XEAUAM, en el 1090 AM), en 
Durango (XEGZAM, 790 AM) y en Jalisco (XHGDA, 89.1 de FM). 
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Tres señales de radio de las que se cuenta con testigo grabado y 
en las cuales se difundió el resultado de su conteo rápido entre 
las 19:55 y las 19:57 horas del 1 de julio de 2012. Asimismo, por 
contravenir la normatividad electoral y omitir atender las solicitu-
des de esta autoridad se dio inicio a los procedimientos ordinarios 
sancionadores en torno al diario Criterio Hidalgo, el periódico El 
Heraldo y el periódico Excélsior.

9. Se realizaron y propiciaron varios encuentros públicos para dar a 
conocer los estudios y sus resultados, así como para discutir el de-
sarrollo y la calidad del trabajo demoscópico durante el Proceso 
Electoral Federal 2012. (28 de febrero de 2012 y 13 de junio de 
2012).

10. Finalmente, el IFE publicó en internet, para consulta del público, 
los informes conocidos por el Consejo General y todos los estudios 
que recibió, para que pudieran ser evaluados, analizados y discu-
tidos por los partidos, la opinión pública y la sociedad mexicana. 
(22 de junio de 2012).

Resultados 

El contenido de los informes sobre la publicación de encuestas por 
muestreo, encuestas de salida y conteos rápidos representa la más 
vasta documentación demoscópica y electoral que se haya generado 
en la historia de los comicios federales en el país. Los resultados más 
relevantes pueden resumirse de la siguiente manera: 

1. Como un fenómeno nuevo se observó la multiplicación de segui-
mientos sistemáticos –mensuales, semanales, e incluso diarios–, 
de la evolución del estado de la opinión pública durante el proceso 
electoral. Para el IFE significó un crecimiento extraordinario en 
la recepción de estudios, respecto a procesos electorales federales 
anteriores. Crecimiento que se observó a lo largo del mismo proce-
so, de recibir cuatro estudios en enero de 2012, se pasó a 112 en el 
mes julio, dando un total de 320 estudios entregados al IFE durante 
el proceso electoral 2012. Visto de otro modo, el incremento en la 
recepción de estudios se duplicó (144%) respecto al 2006 y se 
quintuplicó (503.8%) en relación al proceso de 2009. La cantidad 
de estudios recibidos durante los últimos tres procesos electorales 
federales se muestra en la siguiente gráfica.

Estudios recibidos por el IFE
en los procesos electorales federales (PEF) 2006, 2009 y 2012
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2. Los seguimientos sistemáticos, junto con los ejercicios puntua-
les, generaron publicaciones periódicas de encuestas y un número 
mayor de reproducciones y menciones sobre sus resultados. Con-
forme avanzó el proceso, el monitoreo del IFE sobre encuestas 
pasó de captar cuatro publicaciones originales en el mes de enero 
de 2012, a 574 publicaciones en el mes de julio. En estos meses 
se captó la reproducción de esas publicaciones originales en siete 
y en 142 ocasiones. Además se monitorearon 17 y 276 notas pe-
riodísticas referidas a encuestas, en los mismos meses. Al término 
del proceso se captaron en el monitoreo del IFE: 2,254 encuestas 
originales publicadas, que fueron reproducidas en 577 ocasiones 
y que fueron citadas en 1,602. Dando un total de 4,433 publica-
ciones realizadas respecto a encuestas sobre el Proceso Electoral 
Federal 2011-2012. 

 Si las cifras del monitoreo del IFE se ordenan de acuerdo con los 
periodos del proceso electoral, se observa el incremento de las pu- 
blicaciones al pasar de una etapa a otra. De monitorearse 125 en-
cuestas durante el periodo de precampaña, esta cifra pasó a 181 
encuestas en la intercampaña y a 1,940 durante la campaña electo-
ral. Los incrementos se dieron también con las reproducciones de 
encuestas y las notas periodísticas en cada etapa. En la siguiente 
gráfica se muestran los resultados del monitoreo del IFE sobre en-
cuestas, por cada uno de los periodos del Proceso Electoral Federal 
2011-2012.

Monitoreo por periodo del proceso, de las encuestas publicadas en el 
PEF 2012*

 
* En las semanas posteriores a la campaña, hasta el 15 de julio se captaron ocho en-
cuestas originales, 11 reproducciones y 38 notas periodísticas.
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3. El 93% de las encuestas publicadas durante el Proceso Electoral 
Federal 2011-2012 fueron verificadas por el IFE. De la revisión 
de los 320 estudios recibidos se observa que la mayoría de las em-
presas cumplieron formalmente con sus obligaciones ante el IFE, 
entregando sus estudios, sus métodos y resultados. En la siguiente 
gráfica se muestra el cumplimiento de entrega de los criterios de 
carácter científico de los estudios recibidos. 

Cumplimiento de los criterios de carácter científico de los estudios 
entregados al IFE en el PEF 2011-2012

 

4. Otro de los elementos relevantes fue el relativo a los patrocinios 
declarados de cada una de las encuestas publicadas. Los medios 
de comunicación financiaron la mayor parte de ellas. De los 320 
estudios recibidos por el IFE, en 304 casos (95%) se señaló el nom-
bre de quien ordenó la publicación, predominando los medios de 
comunicación (64%), las casas encuestadoras (18%) y los partidos 
políticos (6%). En la siguiente gráfica se muestra cada una de las 
categorías de los patrocinios declarados al IFE.
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Patrocinadores de las encuestas publicadas en el PEF 2011-2012*

* Gráfica basada en los 304 estudios recibidos por el IFE en los que se declaró su 
patrocinador.

5. Setenta personas (físicas o morales) dieron aviso al IFE a más tar-
dar el 25 de junio de 2012, de su intención de realizar encuestas 
de salida o conteos rápidos durante la jornada electoral de 2012. 
Sesenta y nueve señalaron su intención de llevar a cabo encuestas 
de salida. De ellos, 35 manifestaron la intención explícita de reali-
zar también conteos rápidos nacionales y uno informó que tenía la 
intención de realizar sólo un conteo rápido nacional. 

Problemáticas 

Las encuestas electorales han cobrado una notable relevancia en los 
recientes procesos electorales federales en México. En 2012, los 320 
estudios presentados ante el IFE y su amplia repercusión en los medios 
de comunicación, demuestran que las encuestas influyeron de manera 
importante en la deliberación y conversación pública en torno a las 
campañas. 

Por ello, junto con el auge de los estudios de opinión pública, ha 
crecido la preocupación por regular estos ejercicios demoscópicos. 
Actualmente, la parte medular de la regulación sobre la publicación de 
encuestas durante los procesos electorales federales reside en la emi-
sión de los criterios generales de carácter científico y en la entrega de 
los estudios completos que sustentan las encuestas que son publicadas. 
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Aunque existen dificultades muy importantes para hacerlo, es cru-
cial que la regulación de las encuestas se realice de manera tal que no 
se interfiera con la libertad científica y de investigación de esta acti-
vidad. Incluso, se debe ponderar si es posible regular efectivamente 
ejercicios de esta índole, sin atentar contra la libertad de expresión que 
debe prevalecer en cualquier régimen democrático.

La gran cantidad de información con que cuenta el IFE, y que fue 
oportuna y sistemáticamente dada a conocer a la sociedad a lo largo 
del proceso electoral, es la prueba documental de que se cumplió la 
ley: la mayoría de las empresas encuestadoras entregaron al IFE sus 
estudios, patrocinadores, bases de datos, métodos y resultados.

No obstante, las encuestas fueron objeto de severas críticas en los 
medios de comunicación, debido a que los datos publicados no pre-
dijeron con exactitud los resultados electorales finales de la elección 
presidencial. Ello a pesar de que algunos estudios señalaron con clari-
dad su carácter no predictivo. El uso propagandístico de las encuestas, 
por primera vez en la historia, fue introducido como argumento en la 
impugnación para invalidar la elección.

Parece que las encuestas y las casas encuestadoras enfrentaron en 
el pasado proceso electoral una disyuntiva compleja: una enorme de-
manda de información por parte de los medios de comunicación y una 
necesidad ineludible de mantener estándares de calidad, rigor y pro- 
fesionalismo. Este hecho –creciente demanda de información y 
mantenimiento de un mínimo de calidad– sea quizá uno de los de-
safíos más importantes de las encuestas en la competencia electoral 
contemporánea. 

En el análisis de lo ocurrido se ha llegado a sugerir que el reto 
demoscópico que implica estudiar la opinión de una sociedad tan des-
igual, hace que los métodos actuales puedan no ser lo suficientemente 
sofisticados para medir el ánimo de una población tan diversa; en algu-
na medida se ha señalado que la complejidad de la sociedad mexicana, 
su diversidad y desigualdad, su marginación poblacional y cultural, 
además de sus dimensiones, exigen nuevos métodos, muestras más so- 
fisticadas y de mayor cobertura. Hasta donde se ha observado en el de-
bate, parecería que los esquemas de muestreo convencionales usados 
en México resultan insuficientes para la complejidad de este país.47

Otro aspecto a considerar es el relativo a la identificación del res-
ponsable de entregar a la autoridad electoral el estudio publicado. Si 
bien el IFE pudo contar con casi la totalidad de la información publi-
47 Para conocer las posturas de los diversos analistas que participaron en el foro 

organizado por el IFE, visitar: http://www.ife.org.mx/documentos/elecciones_
mexico/index.php

cada, se presentó la problemática de que una vez publicada la encuesta 
–en especial en el ámbito local–, el responsable de su publicación no 
entregaba la información al IFE, sino hasta que la propia autoridad 
lo requería de manera formal. Por esto el IFE realizó más de 100 re-
querimientos oficiales.

El marco legal vigente establece que el responsable de entregar 
el estudio a la autoridad electoral es “quien solicite u ordena la pu-
blicación de cualquier encuesta o sondeo de opinión sobre asuntos 
electorales…”, lo que generó una aparente confusión entre los sujetos 
obligados, pues alegaban en sus respuestas que ellos sólo publicaban 
la información, sin haber “solicitado u ordenado la publicación de los 
resultados de las encuestas”.

Conclusiones

De la experiencia adquirida se pueden subrayar algunas reflexiones:

1. El IFE cumplió con sus obligacionales legales y constitucionales: 
1) emitió los criterios de carácter científico a los que debían su-
jetarse quienes realizan encuestas o sondeos, en amplio consenso 
con el gremio de la demoscopia; 2) sistematizó los estudios reci-
bidos y ordenó los elementos que los componen; y 3) realizó una 
difusión pública no sólo de informes conocidos por el Consejo Ge-
neral del IFE, sino de los estudios tal cual fueron entregados a la 
autoridad electoral. Ése fue el rol central del IFE: verificar que no 
se violentase la normatividad vigente sobre la publicación de en-
cuestas durante el proceso electoral.

2. Las encuestas son insustituibles y es inimaginable que los procesos 
electorales mexicanos carezcan de su información. Las encuestas 
son parte del debate en el espacio público mexicano, y es por eso 
mismo que deben estar sujetas a un tipo de escrutinio y a un con-
texto de exigencia que es necesario definir. 

3. Existe evidencia sólida a nivel internacional48 de que la regulación 
moderada o excesiva no tiene relación directa con la diferencia 
entre lo publicado por las encuestas y los resultados electorales. 
Tanto en países con normas muy rígidas como en los países menos 
regulados, las encuestas se han visto expuestas a escenarios de im-
precisión notables. Por eso, la discusión no se reduce a la disyunti-
va sobre si debe haber más o menos regulación, sino que sugiere la 
necesidad de un esquema que permita mayor transparencia y rigor 
científico en los datos que se ofrecen a la ciudadanía. 

48 Así se argumentó y fue una de las conclusiones del foro "Las encuestas electo-
rales: la experiencia de 2012", que congregó a las casas encuestadoras más im-
portantes del país, y tuvo el fin de analizar el rol, desempeño y resultados de los 
estudios de opinión en las elecciones presidenciales de 2012. Jueves 22 y viernes 
23 de noviembre de 2012.
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4. Es necesario fomentar un contexto de exigencia social hacia las 
empresas que realizan encuestas electorales, de modo que los ciu-
dadanos, los medios y todos los interesados puedan evaluar la ca-
lidad de cada ejercicio y distinguir las estimaciones técnicamente 
rigurosas de las que no lo son. Se podría proponer la elaboración 
de un registro histórico del desempeño y calidad de cada una de las 
encuestadoras, lo cual permitiría promover su potencial y, al mis-
mo tiempo, concientizar de sus limitaciones. Un protocolo de esta 
naturaleza podría llevarse a cabo en colaboración entre los encues-
tadores, la academia y la autoridad electoral, lo cual sería un in-
centivo para que el gremio refuerce su autorregulación, mejorando 
sus procesos y sus metodologías. 

5. Precisar los sujetos obligados en materia de publicación de encues-
tas sobre asuntos electorales. Afinar el enunciado de: “quien solici-
te u ordena la publicación” para implicar a quien publique, solicite 
u ordene la publicación, facilitaría el cumplimiento de las disposi-
ciones legales, y mejoraría la relación entre la autoridad electoral, 
los profesionales de la demoscopia, los medios de comunicación, 
entre otros actores que publican resultados de encuestas durante 
los procesos electorales. Al respecto, hay partidos que consideran 
adecuado especificar que tanto partidos y candidatos, como sus 
simpatizantes no podrán, por sí o por interpósita persona, solicitar 
u ordenar la publicación de encuestas, para evitar que éstas sean 
utilizadas como propaganda, así como puntualizar al público que 
se trata de ejercicios estimados.

6. Ante la problemática descrita se puede pensar en la ampliación de 
las capacidades del IFE para orientar las actividades demoscópicas 

en los procesos electorales, pues dadas las actuales condiciones, el 
IFE no tiene las facultades legales ni cuenta con capacidad técnica 
para validar ni analizar la eficacia científica de los estudios publi-
cados. Sin embargo, también se ha argumentado que el IFE no es el 
órgano adecuado para regular las encuestas, ya que por su carácter 
eminentemente científico, la regulación y criterios de los ejercicios 
demoscópicos deben provenir de una institución o instituciones 
académicas y científicas, y no de un órgano del Estado. Vale la 
pena reflexionar, antes de modificar la ley, sobre si efectivamente 
la vigilancia de las encuestas electorales es materia electoral y si 
corresponde a una autoridad administrativa como el IFE. Más aún, 
deben valorarse los riesgos de limitar la libertad de expresión a 
cambio de una regulación restrictiva de las encuestas electorales.

7. Resulta pertinente determinar el formato en que deben presentar-
se los estudios entregados por las casas encuestadoras, de manera 
que sus datos puedan analizarse de manera más clara, completa y 
sencilla. Así, se facilitaría el acceso a la información y los estudios 
podrían compararse fácilmente. Esto es relevante puesto que algu-
nas encuestadoras entregaron información al IFE para cumplir con 
el mandato legal, pero en un formato en el que era prácticamente 
imposible analizar la información. Éste fue el caso de la encuestas 
difundidas por Milenio, cuyas bases de datos eran entregadas en 
hojas impresas, lo que las hacía inservibles para todo efecto prácti-
co. El extremo opuesto está representado por Grupo Reforma, que 
entregaba todas sus bases de datos en archivos electrónicos 
que podían procesarse y analizarse en cualquier hoja de cálculo.
 



La implementación de las reformas en materia electoral en el PEF 
2011-2012 que tiene que ver con aspectos relativos al registro de candi-
datos, coaliciones, financiamiento y políticas de género puede calificar-
se como satisfactoria, pues fue posible afrontar y superar los desafíos 
que se presentaron. Sin embargo, resulta fundamental documentar al-
gunas cuestiones con el afán de proponer acciones de mejora. Por ello 
en este capítulo se da cuenta de estos desafíos y se exponen las acciones 
y los criterios que se generaron para resolver diversos dilemas.

vi.1. Financiamiento de Partidos PoLíticos y su obLiGación 
de rendir cuentas

Introducción

Actualmente, los temas relativos al financiamiento y a las prerroga-
tivas de los partidos políticos están contemplados en el artículo 41, 
base II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
que establece las condiciones para el otorgamiento del financiamiento 
público de los partidos políticos nacionales.

Por su parte, el COFIPE contempla las modalidades de financia-
miento público y privado (aportado por militantes, simpatizantes, au-
tofinanciamiento, rendimientos financieros, fondos y fideicomisos), 
además de especificar quiénes están impedidos de hacer donativos o 
aportaciones a favor de los partidos políticos (los poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial de la Federación, y de los estados y ayunta-
mientos, a excepción de los contemplados en la ley). Tampoco pue-
den hacerlo dependencias y organismos de administración pública de 
cualquier nivel, ni extranjeros, organismos internacionales de cual-
quier índole, ministros de culto y/o agrupaciones de cualquier religión, 
personas que vivan o trabajen en el extranjero y empresas nacionales 
mercantiles. De la misma forma, deben abstenerse de hacer aportacio-
nes o donativos personas no identificadas. 

Es necesario subrayar que las aportaciones de los simpatizantes 
son deducibles del ISR hasta cierta proporción, y que los partidos po-
líticos, a fin de transparentar sus gastos, deben contar con un órgano 
interno que se encargue de rendir cuentas a través de la entrega de 
los informes de ingresos y egresos. 

El financiamiento privado es el que se obtiene de los militantes, 
por concepto de cuotas o aportaciones, organizaciones sociales, cuotas 
voluntarias o personales que aporten los candidatos.Sobre el finan-
ciamiento proveniente de rendimientos financieros, fondos y fideico-
misos, los partidos están obligados a informar de estos ingresos a la 
Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos. Es-
tos montos deben ser en moneda nacional; para efectos de la Unidad 
de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos no existe 
restricción para librar el secreto bancario, fiduciario y fiscal, y los ren-
dimientos obtenidos serán exclusivamente para cumplir los objetivos 
del partido. 

El Consejo General del IFE determina anualmente el financia-
miento público de acuerdo a la fórmula siguiente: multiplica el núme-
ro total de ciudadanos inscritos en el Padrón Electoral, a la fecha de 
corte de julio de cada año, por el 65% del salario mínimo diario 
vigente para el Distrito Federal; el resultado de la operación constituye 
el financiamiento público anual de los partidos políticos por sus activi-
dades ordinarias permanentes.

Marco normativo

Artículos 41 de la CPEUM; 36, párrafo 1, inciso c); 48, párrafo 1, in-
ciso b), y 78 del COFIPE.

Para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 78, párrafo 
1, inciso a), fracción I, el Consejo General anualmente aprueba un 
acuerdo en el que determinan los montos que corresponden a los parti-
dos políticos nacionales por concepto de financiamiento público en los 
rubros de actividades ordinarias permanentes, actividades específicas 
y gasto de campaña cuando se trate de año electoral.

Implementación del marco normativo

En cumplimiento al Acuerdo CG431/2011 del Consejo General del 
Instituto Federal Electoral, por el que se determinan las cifras del fi-
nanciamiento público para el sostenimiento de actividades ordinarias 
permanentes, para gastos de campaña y por actividades específicas de 
los partidos políticos nacionales para el año 2012, aprobado el 16 de 

vi. Los Partidos PoLíticos en eL PeF 2011-2012
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diciembre de 2011, la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos 
Políticos procedió a ministrar los recursos a los partidos políticos na-
cionales en tiempo y forma.

Resultados 

El financiamiento para actividades ordinarias, gastos de campaña y 
por actividades específicas fue ministrado mensualmente a los parti-
dos políticos, en los rubros de actividades ordinarias y específicas, y 
bimestralmente en lo relativo al financiamiento para actividades ten-
dientes a la obtención del voto durante el primer semestre de 2012, en 
cumplimiento a lo señalado en el artículo 78 del COFIPE.

De conformidad con el Acuerdo CG431/2011, el Consejo General 
determinó el importe total de $3,361’120,841.57 como financiamien-
to público por concepto de actividades ordinarias permanentes para 
el ejercicio 2012, que se distribuyó el 30% de manera igualitaria y el 
70% conforme al porcentaje de votación obtenida por cada partido 
político en la elección de diputados de mayoría relativa inmediata 
anterior.

Financiamiento público para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes

Partido político 30% Igualitario 70% Proporcional Total

Partido Acción Nacional $144,048,036.07 $705,520,291.82 $849,568,327.89

Partido Revolucionario Institucional $144,048,036.07 $930,491,672.00 $1,074,539,708.07

Partido de la Revolución Democrática $144,048,036.07 $307,442,691.38 $451,490,727.45

Partido del Trabajo $144,048,036.07 $92,148,243.63 $236,196,279.70

Partido Verde Ecologista de México $144,048,036.07 $168,966,166.38 $313,014,202.45

Movimiento Ciudadano $144,048,036.07 $62,072,221.78 $206,120,257.85

Nueva Alianza $144,048,036.07 $86,143,302.11 $230,191,338.17

Total $1,008,336,252.47 $2,352,784,589.10 $3,361,120,841.57

El monto del financiamiento público para gastos de campaña en el 
año 2012 fue de $1,680’560,420.78, que equivale al 50% del financia-
miento público para gastos de campaña.
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Financiamiento público para gastos de campaña en el año 2012

Partido político Total

Partido Acción Nacional $424,784,163.94

Partido Revolucionario Institucional $537,269,854.03

Partido de la Revolución Democrática $225,745,363.72

Partido del Trabajo $118,098,139.85

Partido Verde Ecologista de México $156,507,101.22

Movimiento Ciudadano $103,060,128.93

Nueva Alianza $115,095,669.09

Total $1,680,560,420.78

La cifra del financiamiento público para actividades específicas re-
lativas a la educación y capacitación política, investigación socioeco-
nómica y política, así como a las tareas editoriales para 2012, fue de 
$100’833,625.25 y se distribuyó de acuerdo con el criterio 30-70 antes 
mencionado.

Financiamiento público para actividades específicas

Partido político 30% Igualitario 70% Proporcional Total

Partido Acción Nacional $4,321,441.08 $21,165,608.75 $25,487,049.84

Partido Revolucionario Institucional $4,321,441.08 $27,914,750.16 $32,236,191.24

Partido de la Revolución Democrática $4,321,441.08 $9,223,280.74 $13,544,721.82

Partido del Trabajo $4,321,441.08 $2,764,447.31 $7,085,888.39

Partido Verde Ecologista de México $4,321,441.08 $5,068,984.99 $9,390,426.07

Movimiento Ciudadano $4,321,441.08 $1,862,166.65 $6,183,607.74

Nueva Alianza $4,321,441.08 $2,584,299.06 $6,905,740.15

Total $30,250,087.57 $70,583,537.67 $100,833,625.25

El financiamiento público para el rubro de franquicias postales en 
el ejercicio 2012 para los partidos políticos nacionales correspondió al 
importe de $134’444,833.66, y el financiamiento establecido para el 
rubro de franquicias telegráficas fue de $693,497.00.

En el siguiente cuadro se detallan las multas y sanciones aplicadas 
a los partidos políticos durante 2012, en su ministración del financia-
miento público por concepto de actividades ordinarias permanentes:
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Multas y sanciones aplicadas a los partidos políticos nacionales durante el ejercicio 2012

PAN PRI PRD PT PVEM Movimiento 
Ciudadano Nueva Alianza Total

ENE 540,054.96 47,975.64 5,522,720.73 330,853.13 569,665.98 237,038.30 667,310.96 7,915,619.70

FEB 6,359,538.81 119,640.00 7,709,137.01 320,833.28 212,916.20 237,038.30 472,945.17 15,432,048.77

MAR 4,739,608.36 11,037,898.61 4,665,502.88 3,138,196.05 119,640.00 237,038.30 - 23,698,604.20

ABR 62,330.00 8,098,146.47 3,951,314.10 1,381,632.56 - 2,697,530.40 - 16,190,953.53

MAY 579,669.00 4,555,865.32 1,701,491.34 312,812.70 18,699.00 113,949.00 - 7,282,486.36

JUN 6,233.00 533,064.53 200,587.14 844,197.83 8,726.20 9,359.50 - 1,602,168.20

JUL 445,659.50 86,451.71 542,856.62 925,607.69 315,506.20 696,652.63 - 3,012,734.35

AGO 636,851.73 533,665.32 511,182.51 851,947.84 145,359.00 471,931.54 - 3,150,937.94

SEP 1,999,293.23 166,101.05 578,999.34 1,258,759.74 919,747.62 2,704,301.26 - 7,627,202.24

OCT 1,000,330.32 359,496.21 247,353.18 874,294.18 559,211.23 3,321,889.94 345,198.76 6,707,773.82

NOV 249,566.70 24,932.00 1,489,705.81 1,470,819.17 622,239.03 1,431,726.38 - 5,288,989.09

DIC 111,940.83 - 2,609,671.60 2,425,588.24 563,033.03 2,065,822.50 - 7,776,056.20

Total $16,731,076.44 $25,563,236.86 $29,730,522.26 $14,135,542.41 $3,815,463.49 $14,224,278.05 $1,485,454.89 $105,685,574.40

Una vez descontadas las multas y sanciones referidas, durante el 
año 2012, se otorgó un total de $3,255’435,267.13, equivalente al 
96.86% del financiamiento público aprobado por concepto de activi-
dades ordinarias permanentes.

Problemáticas 

La experiencia del proceso electoral de 2012 no indica ningún proble-
ma concreto, pero sí ofrece la posibilidad de revisar la viabilidad de 
tomar en cuenta otros factores para el cálculo del financiamiento pú-
blico diferentes a los ya establecidos, y que se analizan a continuación.

Uno de los temas discutidos con respecto al financiamiento es si en 
el cálculo de su monto se debe tomar como valor de referencia la vota-
ción total emitida, en lugar del porcentaje de votación nacional emitida 
obtenida por cada partido político y, por otra parte, si dicho cálculo 
debe realizarse con base en la Lista Nominal y no en el Padrón Electoral. 
Se considera que tales supuestos no serían consistentes con el sentido 
de la legislación, toda vez que con la reforma electoral de 2007-2008, 
la intención del legislador fue disminuir significativamente el gasto 
en campañas electorales y establecer una nueva fórmula de cálculo 
mediante la cual el financiamiento para actividades ordinarias no si-
guiera creciendo con motivo del incremento en el número de partidos 
políticos, permitiendo con ello claridad y transparencia sobre el costo 
que el sistema de partidos representa para la sociedad.
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Así, se puede afirmar que no es idóneo considerar como una varia-
ble para el cálculo del financiamiento público la votación total emiti-
da, toda vez que ésta no refleja la voluntad ciudadana expresada en la 
jornada electoral a través de los sufragios, ya que además de los vo- 
tos válidos otorgados a los partidos políticos se toman en cuenta los 
votos nulos, de candidatos no registrados y de los que en su caso no 
obtuvieron el 2% de la votación. Por ello, es de destacar que la fórmu-
la que actualmente se aplica para calcular el financiamiento público 
cuenta con los elementos necesarios para propiciar una distribución 
equitativa de acuerdo a la fuerza electoral de cada instituto, sin que 
ello menoscabe el derecho de los partidos políticos a las prerrogativas 
que determina la ley.

Ahora bien, en concordancia con la intención del legislador antes 
mencionada, para el cálculo del financiamiento público no es conve-
niente tomar como variable la Lista Nominal de Electores, ya que el 
número de ciudadanos inscritos en ésta corresponde a aquellas per-
sonas que cuentan con credencial para votar, mientras que el Padrón 
Electoral integra a todos aquéllos que han solicitado la credencial, in-
dependientemente de si la han obtenido o no. 

En consecuencia, el cálculo con base en la Lista Nominal daría 
como resultado una desproporción entre los recursos asignados y el 
número potencial de votantes, y con ello se limitaría a los institutos 
políticos la capacidad económica para efectuar sus actividades ordina-
rias, labores de difusión ideológica y proselitismo.

Desde otra perspectiva puede argumentarse que calcular el fi-
nanciamiento a partir de la Lista Nominal, y no desde el Padrón 
Electoral, permitiría racionalizar recursos frente a una base de vo-
tantes actualizada.

Finalmente, se ha discutido si es viable explorar alternativas para 
establecer fórmulas para el cálculo del financiamiento que permitieran 
un mejor aprovechamiento de los recursos y la creación de condicio-
nes más equitativas para la contienda electoral. Al respecto, es impres-
cindible mencionar que todo método es susceptible de mejorar, y con 
relación a la fórmula para el cálculo del financiamiento vigente, habría 
diversas consideraciones por tomarse en cuenta, entre ellas la posible 
reducción en el presupuesto asignado a cada instituto político, en caso 
de que se incrementara el número de partidos nacionales. Lo anterior 
es así, ya que el monto total del financiamiento no se incrementa de 
acuerdo al número de partidos existentes, sino que se trata del mismo 
presupuesto que se divide entre más o menos partidos. 

Otra razón para explorar nuevos procedimientos para el cálculo 
del financiamiento es la de salvaguardar de manera más eficiente las 

condiciones de equidad que deben privar en la contienda electoral, to-
mando en consideración que en la actualidad los institutos políticos 
con mayor votación o arraigo entre la población tienen de inicio una 
ventaja en razón del método para el cálculo de los topes de campaña. 

Asimismo, otro argumento para modificar el método de cálculo es 
el que se ha expresado permanentemente por los medios informativos 
y la sociedad en general en torno al elevado costo que supone mante-
ner el sistema electoral mexicano, ya que la percepción generalizada 
es que resulta un gasto oneroso.

Conclusiones 

Si bien es cierto que el actual método para el cálculo del financia-
miento es perfectible, a partir de la reforma electoral de 2007-2008, 
la aplicación de la fórmula ha cumplido con la intención del legisla-
dor de disminuir el costo de los partidos, ya que en los procesos electo-
rales de 2009 y 2012 el financiamiento público no se ha incrementado 
de manera desmesurada y, en cambio, sí ha resultado más equitativa 
la distribución de los recursos; condiciones que deben privar en el 
otorgamiento de las prerrogativas que la ley determina para los parti-
dos políticos nacionales.

El 29 de febrero de 2012 el Consejo General aprobó el Acuerdo 
CG108/2012, mediante el cual se determinó ejecutar los requerimien-
tos emitidos por el juez Quincuagésimo Sexto en Materia Civil del 
Distrito Federal, mediante los cuales decretó la retención de financia-
miento de un partido político. 

Al respecto, resulta oportuno atraer la atención de los legisladores 
sobre el tema de la retención del financiamiento por orden judicial, a 
fin de precisar en la legislación si el financiamiento es embargable por 
el IFE u otra autoridad. 

Eso significa que habrá de determinarse la naturaleza jurídica y 
los alcances del financiamiento público como prerrogativa de los parti-
dos políticos, así como acortar los tramos de competencia jurisdiccio-
nales y administrativos.

vi.2. coaLiciones eLectoraLes
 

VI.2.a. Las nuevas disposiciones legales y su instrumentación

Introducción

En congruencia con la legislación electoral federal vigente, la coali-
ción electoral es una unión temporal de partidos políticos, cuya fina-
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lidad es postular al mismo candidato a Presidente de la República, o 
las mismas fórmulas de candidatos a diputados o senadores a elegirse 
por el principio de mayoría relativa. 

En apego a las normas del COFIPE en vigor durante cada proceso 
electoral, el IFE ha registrado los convenios de coalición siguientes:

Partidos políticos
coaligados

Proceso
Electoral
Federal

Denominación
de la coalición

Partido de la Revolución Democrática
Partido Popular Socialista 1990-1991 Sin denominación

Partido Acción Nacional
Partido Verde Ecologista de México 1999-2000 Alianza por el Cambio

Partido de la Revolución Democrática
Partido del Trabajo
Convergencia por la Democracia
Partido de la Sociedad Nacionalista
Partido Alianza Social

1999-2000 Alianza por México

Partido Revolucionario Institucional
Partido Verde Ecologista de México 2002-2003 Alianza para Todos

Partido Revolucionario Institucional
Partido Verde Ecologista de México 2005-2006 Alianza por México

Partido de la Revolución Democrática
Partido del Trabajo
Convergencia

2005-2006 Por el Bien de Todos

Partido Revolucionario Institucional
Partido Verde Ecologista de México 2008-2009 Primero México

Partido del Trabajo
Convergencia 2008-2009 Salvemos a México

Partido Revolucionario Institucional
Partido Verde Ecologista de México 2011-2012 Compromiso por México

Partido de la Revolución Democrática
Partido del Trabajo
Movimiento Ciudadano

2011-2012 Movimiento Progresista

Tomando como plataforma este contexto histórico, la reforma legal 
de 2007-2008 estableció bases disímbolas para la celebración de coali-
ciones. En este sentido, destacan diferencias respecto a algunos requi-
sitos, procedimientos, alcances y plazos para el registro de convenios 
de coalición. Los principales alcances de la nueva legislación respecto 
a la regulación de coaliciones, comparada con el código vigente en 
2006, se pueden resumir de la forma siguiente:
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Regulación de la coalición COFIPE 2006 COFIPE 2008

Coalición parcial: candidatos a
diputados de mayoría relativa.

Posibilidad de registrar entre 33
y 100 fórmulas de candidatos.

Posibilidad de registrar hasta 200
fórmulas de candidatos.

Coalición parcial: candidatos a
senadores de mayoría relativa.

Posibilidad de registrar entre 6 y 20 
fórmulas de candidatos.

Posibilidad de registrar hasta 20
fórmulas de candidatos.

Candidatos a diputados y senadores 
por el principio de representación

proporcional.

La coalición registra una sola lista de
candidatos de representación
proporcional, por cada tipo

de elección.

Cada partido político registra una 
lista de candidatos de representación

proporcional, por cada tipo
de elección.

Emblema. Se identifica con un emblema propio 
o el de los partidos políticos

coaligados.

Cada partido político se identifica 
con su emblema.

Documentos básicos. Adopta y registra declaración de
principios, programa de acción y 

estatutos.

No hay documentos básicos.

Representación ante consejos
y mesas directivas de casilla.

Posibilidad de acreditar un
representante de la coalición.

Posibilidad de acreditar un
representante por cada partido

político coaligado.

Prerrogativas en radio y televisión. Coalición parcial: accede a tiempos 
de los partidos coaligados en

términos del convenio
correspondiente.

Coalición parcial: cada partido
accede a tiempos por separado.

En términos generales, las nuevas disposiciones del COFIPE de 
2008 en materia de coaliciones implicaron facilitar su implementación 
en dos aspectos: exceptuar las elecciones legislativas de representa-
ción proporcional y simplificar los requisitos para el registro de los 
convenios de coalición.

Marco normativo

Artículos 95 al 99 del COFIPE.

Implementación 

Para la puesta en práctica de las disposiciones legales en materia de 
coaliciones el Consejo General aprobó, el 7 de octubre de 2011, un 
instructivo que detalla los plazos y el procedimiento de registro, me-
diante el Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal Electoral, 
por el que se aprueba el Instructivo que deberán observar los partidos 
políticos nacionales que busquen formar coaliciones para las eleccio-
nes de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, de Senadores y 
de Diputados por el principio de mayoría relativa, en sus diversas mo-
dalidades, para el Proceso Electoral Federal 2011-2012, identificado 
con la clave CG328/2011.
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Resultados
 

Los partidos políticos nacionales registraron ante el IFE dos coalicio-
nes: la coalición parcial Compromiso por México, integrada inicial-
mente por el Partido Revolucionario Institucional, el Partido Verde 
Ecologista de México y Nueva Alianza, cuya conformación final se 
redujo a los primeros dos partidos políticos citados; así como la coa-
lición total Movimiento Progresista, conformada por el Partido de la 
Revolución Democrática, el Partido del Trabajo y Movimiento Ciuda-
dano. Los aspectos más relevantes de ambas coaliciones, se resumen 
de la manera siguiente:

Coalición parcial Compromiso por México: PRI, PVEM y NA

Acuerdo CG390/2011 (en sesión extraordinaria del CG celebrada el 28 de noviembre de 2011)

Elección Presidente
de la República

Diputados
de mayoría relativa

Senadores
de mayoría relativa

Ámbito de la coalición Nivel nacional 125 distritos electorales 10 entidades federativas

Aportaciones en efectivo a la
coalición.

PRI: 80%; PVEM: 10%; NA: 10% de su respectivo
financiamiento para gastos de campaña.

Responsable del ejercicio y
reporte de los gastos de precampaña 
y campaña.

PRI

Aportación de tiempos en radio y 
televisión para la coalición, por cada 
partido coaligado.

65% de mensajes: cada partido ejerce su prerrogativa por separado.

Aportación: 30% de 
mensajes a que tenga 
derecho.

 Aportación: 5% de mensajes a que tenga derecho.

Coalición total Movimiento Progresista: PRD, PT y MC

Acuerdo CG391/2011 (en sesión extraordinaria del CG celebrada el 28 de noviembre de 2011)

Elección Presidente
de la República

Diputados
de mayoría relativa

Senadores
de mayoría relativa

Ámbito de la coalición Nivel nacional 300 distritos electorales 32 entidades federativas

Aportaciones en efectivo a la
coalición.

PRD, PT y MC: 100% de su respectivo financiamiento
para gastos de campaña.

Responsable del ejercicio y
reporte de los gastos de precampaña 
y campaña.

Consejo de Administración, con representación de cada
partido político coaligado.

Aportación de tiempos en radio y 
televisión para la coalición, por cada 
partido coaligado.

PRD, PT y MC: 100% de sus respectivos tiempos en radio y televisión.
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Modificación de coalición parcial Compromiso por México: PRI y PVEM

Acuerdo CG73/2012 (en sesión extraordinaria del CG celebrada el 8 de febrero de 2012)

Elección Presidente
de la República

Diputados
de mayoría relativa

Senadores
de mayoría relativa

Ámbito de la coalición Nivel nacional 199 distritos electorales 10 entidades federativas

Aportaciones en efectivo a la
coalición.

PRI: 80%; PVEM: 20% de su respectivo financiamiento
para gastos de campaña.

Problemáticas

El convenio de la Coalición Compromiso por México fue modificado 
por los tres partidos políticos que la integraron, después de su registro 
ante el IFE, con el fin de desincorporar al Partido Nueva Alianza. Las 
implicaciones de tal modificación fueron sustantivas: la redistribución 
entre el PRI y el PVEM del número de candidaturas que a cada uno 
correspondió en las elecciones de senadores y diputados de mayoría 
relativa; en esta última elección, el incremento de 125 a 199 distritos 
electorales en los que participó la coalición, así como el aumento del 
10 al 20% de las aportaciones de financiamiento del PVEM, destinado 
a las campañas de la coalición.

El IFE no contaba con un antecedente de modificaciones sustancia-
les a un convenio de coalición aprobado, por ello, durante el estudio 
del convenio modificatorio se generó la cuestión de la viabilidad de 
las modificaciones y el plazo límite dentro del cual es lícito que los 
partidos políticos realicen tal cambio, así como su aprobación por el 
Consejo General, sin afectar las actividades de preparación del proce-
so electoral. En vista de que el COFIPE no prevé una regla sobre el 
particular, se optó por una interpretación que privilegiara la libertad de 
participación de los partidos políticos en el proceso electoral federal. 

La viabilidad del aumento en el número de distritos en que parti-
cipó la coalición se sustentó en la no afectación al principio de defini-
tividad de las etapas del proceso electoral, al encontrarse en marcha 
la etapa de preparación de las elecciones. La medida salvaguardó el 
principio de certeza, pues el aumento de distritos se mantuvo dentro 
de los 200 que permite el COFIPE, en una coalición parcial, aunado al 
hecho de que al no haber iniciado el periodo de registro de candidatos 
a diputados y senadores (15 al 22 de marzo del 2012), permitió a la 
postre adecuar las actividades propias de la organización del proceso 
electoral que se suscitaron a partir de dicho registro. Finalmente, se 
estimó que la modificación en cuestión no afectó derechos de ter-
ceros, dado que todavía no había iniciado el periodo de registro de 
candidatos.
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Conclusiones 

La reforma electoral de 2007-2008 simplificó la celebración de coali-
ciones, entonces exclusivas para las elecciones Presidente de la Repú-
blica, diputados y senadores por el principio de mayoría relativa, al re-
ducir los requisitos y formalidades para la aprobación de los convenios 
de coalición, sin importar que fuesen totales o parciales.

La cuestión planteada en el apartado anterior sobre la validez de las 
modificaciones al convenio de coalición, realizadas en plena etapa de 
preparación del proceso electoral, podría resolverse mediante una re-
forma al código comicial federal. En efecto, una posibilidad es prever 
en la ley que los convenios de coalición podrán modificarse de manera 
sustantiva por los partidos políticos, y deberán aprobarse por el Conse-
jo General del IFE, con la anticipación suficiente al periodo de registro 
de las candidaturas correspondiente. De esta manera se garantizaría 
que las modificaciones aprobadas no impacten de manera importante 
la definitividad de las actividades y etapas del PEF.

Al respecto, hay quienes opinan que la modificación de los con-
venios de coalición  no es objeto de reforma al COFIPE dado que los 
partidos políticos tienen en todo tiempo el derecho de modificar el 
convenio de coalición y sus efectos dependerán de la etapa y desarro-
llo del proceso electoral que sean materialmente posibles.

Finalmente, a juicio de algunos integrantes del Consejo, resulta 
pertinente que se analice el criterio de asignación de tiempos en radio 
y televisión a las coaliciones, atendiendo a si éstas son parciales o 
totales.49

vi.3. Las contiendas internas

Introducción

En los regímenes democráticos las precampañas son parte de los pro-
cesos electorales; así lo ha sostenido la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, afirmando que los procesos de selección interna deben 
considerarse como parte integral del proceso electoral. Atendiendo a 
esta idea, la reforma electoral de 2007-2008 buscó establecer un mar-
co regulatorio que definiera las condiciones de legalidad para brindar 
elementos de certeza a esta fase del proceso, como los plazos para la 
realización de los procesos internos para la selección de candidatos,  y 
las reglas aplicables a las precampañas y campañas electorales. Entre 

49 Hay partidos que consideran necesario evaluar la posibilidad de que la duración 
de las campañas federales no sea la misma, de tal forma que las de diputados y 
senadores sean más cortas que las presidenciales, lo cual requeriría modificar las 
fechas de registro para estas candidaturas.

otros asuntos, se determinó que las precampañas no podrían tener una 
duración mayor a las dos terceras partes de la establecida para las cam-
pañas constitucionales, y que la ley precisaría las sanciones aplicables 
a quienes violen dichas disposiciones.

La problemática central que se presentó en relación con las pre-
campañas, fue la disyuntiva que se enfrentó con relación al acceso de 
los llamados precandidatos únicos a las prerrogativas en radio y tele-
visión, y que planteaba un conjunto de temas no resueltos: ¿deben los 
precandidatos únicos contar con propaganda en radio y televisión, aun 
cuando, por haber sido designados de manera directa, ya no compiten 
en una elección interna?; ¿permitir el acceso a propaganda de precan-
didatos únicos genera inequidad en la contienda?;  y por otra parte, ¿es 
deseable que los partidos definan a sus candidatos con amplio acuerdo 
y de manera anticipada?

Marco normativo

Base IV del artículo 41 de la CPEUM; artículos 57, párrafos 1 y 2, 211 
al 217 del COFIPE.

Implementación 

Para efecto de regular las precampañas, el Consejo General del IFE 
aprobó los siguientes acuerdos:

• Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal Electoral, por 
el que se establece el periodo de precampañas, así como diversos 
criterios y plazos de procedimientos relacionados con las mismas 
(CG326/2011).

• Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal Electoral, por 
el cual se da respuesta a la consulta planteada por el ciudadano 
Andrés Manuel López Obrador, en atención al oficio remitido por 
la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, en la sentencia recaída al incidente de aclaración de 
oficio en el expediente SUP-JRC-0309/2011, identificado con la 
clave CG474/2011. El Instituto Federal Electoral dio contestación 
a los cuestionamientos planteados por Andrés Manuel López Obra-
dor, llevando a cabo un ejercicio de ponderación entre la libertad 
de expresión y asociación, en atención al principio de equidad en 
la contienda, con la finalidad de colmar la laguna existente.

Resultados

En lo relativo a los plazos y procedimientos de las precampañas, la 
Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos ve-
rificó el cumplimiento del marco normativo. Como resultado de dicha 
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verificación, el Consejo General aprobó las resoluciones CG286/2012 
y CG583/2012, respecto de las irregularidades detectadas en la revi-
sión de los informes de precampaña.

Por lo que hace al tema de los precandidatos únicos, si bien no 
existe regulación alguna, los diversos criterios establecidos por las au-
toridades competentes permitieron que la etapa de precampañas trans-
curriera con la certeza necesaria y dentro de un marco de legalidad, 
y que no se convirtiera en un factor que pudiera haber mermado la 
legitimidad del PEF 2011-2012.

Asimismo, durante este periodo las autoridades competentes emi-
tieron diversos instrumentos jurídicos en el sentido de limitar el ac-
ceso de los precandidatos únicos a las prerrogativas de radio y televi-
sión, bajo la premisa de mantener la equidad en la contienda, evitando 
actos anticipados de campaña y sin coartar su derecho la libertad de 
expresión.

Problemáticas 

La problemática específica se originó en Baja California, donde un 
partido político presentó una acción de inconstitucionalidad contra el 
artículo 221 de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales 
del Estado, la cual establecía que los candidatos a cargos de elección 
popular designados en forma directa, sin que mediare proceso demo-
crático de selección interna, no podrían realizar actos de propaganda 
de precampaña electoral pues ello vulneraría el principio de equidad.

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió de-
clarar constitucional el artículo controvertido, con el argumento de que 
el uso de los tiempos oficiales de radio y televisión que tienen asigna-
dos los partidos políticos, durante el periodo de precampaña, obedece 
a la necesidad de dar difusión a los procesos de selección interna, por 
lo que si la designación de candidatos es directa, o bien si existe un 
único precandidato, éstos sólo pueden acceder a los tiempos de radio y 
televisión a efecto de difundir de manera institucional sus procesos de 
selección interna mediante propaganda institucional.

De acuerdo al razonamiento de la Suprema Corte, el legislador no 
restringió el acceso de los partidos políticos a los tiempos oficiales de 
radio y televisión, sino que, por el contrario, simplemente se encargó 
de garantizar que dicho acceso no sea para efectos de promoción elec-
toral del precandidato único o candidato de elección directa.

Si bien a este antecedente se le pueden sumar algunos criterios 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (sostenidos 
en SUP-JDC-1007/2010 y su acumulado SUP-JRC-230/2010, SUP-

JRC-169/2011 y SUP-JRC-309/2011), el Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales no cuenta con una disposición 
clara y específica que regule las acciones de los precandidatos únicos 
o de candidatos de elección directa,  evidenciando una laguna legisla-
tiva que generó diversas interpretaciones con relación al acceso de los 
precandidatos únicos a sus prerrogativas en radio y televisión durante 
el proceso electoral 2011-2012.

En este contexto, la coalición Movimiento Progresista, que había 
designado como único precandidato a Andrés Manuel López Obrador, 
realizó una consulta al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe-
deración, con la finalidad de aclarar cuáles eran las acciones que podía 
realizar un precandidato único. Por Acuerdo del Tribunal, la consulta 
fue turnada al Consejo General del Instituto Federal Electoral.

 
El Consejo General del IFE llevó a cabo un ejercicio de pon- 

deración entre el derecho a la libertad de expresión y asociación y 
el principio de equidad en la contienda, con base en el cual aprobó el 
Acuerdo CG474/2011, por medio del que se dio respuesta a los cues-
tionamientos planteados por Andrés Manuel López Obrador y la coa-
lición Movimiento Progresista. 

Vale recordar que el proyecto de Acuerdo, aprobado en lo general 
por seis votos a favor y tres en contra, suscitó un amplio debate en la 
mesa del Consejo General. Dado que el código electoral no prevé el 
supuesto de precandidatura única, y en relación con el acceso a las 
prerrogativas se ciñe al ámbito de los partidos políticos, la discusión 
se centró en resolver la siguiente disyuntiva: por un lado, estaban los 
argumentos de quienes otorgaban mayor peso en la balanza al derecho 
de los partidos de ejercer su prerrogativa libremente, es decir, de deci-
dir los contenidos de su publicidad, sin importar si se trata del periodo 
de precampaña o campaña. Por otro lado, se argumentó que “permitir 
actos o propaganda en la fase de precampaña de candidatos electos en 
forma directa o de precandidatos únicos sería inequitativo para los pre-
candidatos de los demás partidos que sí deben someterse a un proceso 
de selección interna y obtener el voto necesario para ser postulados 
como candidatos; ya que ello podría generar una difusión o proyección 
de su imagen previamente a la fase de campaña”.

Luego de una profunda discusión al respecto, el Acuerdo del Con-
sejo fue aprobado en lo particular de manera unánime, en cuanto a lo 
siguiente:

Los precandidatos únicos o candidatos electos por designación direc-
ta, que realicen actos de precampaña que trasciendan al conocimiento 
de la comunidad, a fin de publicitar sus plataformas electorales, pro-
gramas de gobierno o, posicionar su imagen frente al electorado, in-
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currirían en actos anticipados de campaña, pues tendrían una ventaja 
frente al resto de los contendientes que se encuentran en un proceso 
interno en su respectivo partido político, con lo que se vulnera el prin-
cipio de igualdad, rector de los procesos electorales.

Más tarde, el Acuerdo del Consejo fue impugnado por el Partido 
Acción Nacional ante el TEPJF, que consideró como infundados los 
agravios presentados y confirmó, en definitiva, el Acuerdo impugnado.

La resolución del TEPJF, que se apegó al razonamiento de la SCJN 
en la acción de inconstitucionalidad 85/2009 antes referida,  argumen-
taba que permitir actos o propaganda en la fase de precampaña por 
parte de candidatos electos en forma directa o de precandidatos únicos, 
resultaría inequitativo para los precandidatos de los demás partidos 
que sí deben someterse a un proceso democrático de selección interna 
y obtener el voto necesario para ser postulados; aunado a que ello po-
dría generar una difusión o proyección de su imagen previamente a la 
fase de campaña.

En ese contexto, tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
como el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, con-
cluyeron que si precandidatos únicos o candidatos de elección directa 
realizan actos de precampaña a fin de publicitar sus plataformas elec-
torales, programas de gobierno, o posicionar su imagen, incurrirían en 
actos anticipados de campaña.

Conclusiones 

El tema del acceso de los precandidatos únicos a sus prerrogativas de 
radio y televisión generó un intenso debate y posturas encontradas que, 
si bien fueron encausadas de manera oficial en las diversas instancias 
competentes, la ausencia de un precepto claro y explícito al respecto 
en la legislación federal electoral, podría generar controversias sobre el 
tema. En este contexto, cabe volver a plantear y reflexionar sobre la 
pertinencia, las ventajas o el posible perjuicio, de que sean los partidos 
políticos quienes decidan libremente el uso de sus prerrogativas en 
radio y televisión.

En todo caso, podría convenir establecer un calendario para la se-
lección de precandidatos, que sincronizara los tiempos de elección in-
terna en cada instituto político, salvaguardando en todo momento el 
respeto a su vida interna.

En cuanto a los precandidatos únicos, mientras no se regule en la 
normatividad electoral este supuesto, sería necesario que se incluyera 
como parte integral del acuerdo por el que se establece el periodo de 
precampañas, así como diversos criterios y plazos de procedimientos 

relacionados con las mismas, un punto donde se definieran de manera 
clara y explícita los criterios a los que habrán de ajustarse los precan-
didatos únicos, a efecto de preservar las condiciones de equidad en 
cuestión de acceso a los medios de comunicación y proselitismo. 

vi.4. reGistro de candidatos

VI.4.a. Acceso a la información sobre candidatos

Introducción

Con motivo del Proceso Electoral Federal 2011-2012, el IFE desarrolló 
un sistema para la consulta de información sobre los datos curriculares 
de los candidatos al Congreso de la Unión, tomando en consideración 
los siguientes elementos:

1. El aumento en el número de solicitudes de información al respecto 
recibidas por  la Unidad de Enlace desde 2006, así como por medio 
de las encuestas de satisfacción de usuario ubicadas en el portal de 
internet del Instituto.

2. La necesidad de ofrecer un valor agregado al cumplimiento del IFE 
a las disposiciones que le ordena su Reglamento de Transparen-
cia, entre las que se encuentra la publicación de las listas con los 
nombres de los candidatos a diputados federales y senadores de la 
República registrados por los partidos políticos nacionales.

3. La falta de espacios en internet para que el público en general ob-
tenga este tipo de información.

4. El fomento a la cultura de la transparencia dentro de los partidos 
políticos y su promoción entre la ciudadanía en general.

5. La generación de información socialmente útil en materia electoral.

Marco normativo

Artículo 44, fracción 2, del COFIPE y los artículos 66 y 67, párrafo 
1, inciso III, del Reglamento del IFE en Materia de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública.

Implementación 

El artículo 66 del Reglamento del IFE en Materia de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública establece que la información que 
contenga los datos personales de afiliados, dirigentes, precandidatos y 
candidatos a cargos de elección popular de los partidos políticos tie-
ne el estatus de confidencial. La única excepción a esta norma es la 
información que contienen los directorios de sus dirigencias internas, 
así como los ubicados en sus listas de precandidatos y candidatos a 
cargos de elección popular, los cuales deben contener únicamente el 
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nombre completo y otros datos personales que estos últimos autoricen 
a publicar. 

En congruencia con lo anterior, se observa que la normatividad se-
ñalada no faculta al IFE para solicitar a los partidos políticos y candi-
datos a puestos de elección popular la entrega obligatoria de informa-
ción adicional a la establecida en el artículo 224 del código electoral. 
Sin embargo, el artículo 67, párrafo 1, inciso III, del Reglamento en 
la materia establece que los candidatos a cargos federales de elección 
popular podrán entregar sus datos curriculares y fotografías recientes 
al Instituto Federal Electoral en forma voluntaria.

Información sobre candidatos a 
puestos de elección popular en 

posesión del IFE

Información de candidatos 
registrados que no obra en los 

registros del IFE

• Nombre de los candidatos propie-
tarios y suplentes, organizados 
por distrito o entidad federativa.

• Partido o coalición que representan
• Número de fórmula (en el caso de 

candidatos al Senado de la Repú-
blica).

• Listas de candidatos por partido 
bajo el principio de representa-
ción proporcional.

• Fotografía reciente del candidato 
propietario.  

• Medios de contacto (redes socia-
les, página web, e-mail, etc., do-
micilio público)

• Trayectoria profesional y política.

De esta forma, para la elaboración del sistema denominado ¡Candi-
datas y candidatos: Conócelos!, el personal del IFE estableció contac-
to con los representantes de los partidos políticos nacionales durante 
los meses de marzo y abril de 2012, a fin de pedirles su apoyo para 
recopilar los datos curriculares de sus candidatos. Por su parte, los 
representantes de los institutos políticos manifestaron su acuerdo con 
la publicación de los datos y, previa consulta con las dirigencias de sus 
partidos, designaron representantes encargados de servir como enlaces 
entre sus candidatos y el Instituto.

Una vez concluidos los trabajos de diseño, el 19 de abril de 2012 
fue publicado en el portal de internet del IFE el sistema en cuestión, 
el cual comenzó a recibir información curricular de los candidatos a 
partir de ese día y hasta el 27 de junio del mismo año. Para la captura 
de la información, se elaboraron 2,548 cuentas de usuario y contrase-
ñas correspondientes a cada uno de los candidatos registrados por los 
partidos políticos al Congreso de la Unión por el principio de mayoría 
relativa, las cuales fueron entregadas a cada uno de los representantes 
de su instituto político junto con una copia del manual de uso del sis-
tema, la dirección electrónica para la captura de datos y un documento 
que describe las condiciones técnicas para el acceso al mismo. 

Con el objeto de promover el uso del sistema por parte de los can-
didatos a cargos de elección popular, los presidentes de los consejos 
locales del IFE recibieron información sobre su funcionamiento y 
operación, para que estuviesen en condiciones de asesorar a los candi-
datos y representantes interesados en proporcionar sus datos curricula-
res, así como para difundir esta información entre los miembros de los 
consejos distritales que se encontrasen en sus entidades federativas.

Resultados 

Durante el periodo de registro de la información curricular en el sis-
tema, fueron capturados los datos de 352 candidatos a diputados fe-
derales y senadores por el principio de mayoría relativa, de los cuales 
10 corresponden a candidatos del Partido Acción Nacional, 138 del 
Partido Revolucionario Institucional, 20 del Partido Nueva Alianza, 
151 de la coalición Compromiso por México y 34 de la coalición Mo-
vimiento Progresista.

Información capturada en el Sistema
¡Candidatas y Candidatos: Conócelos!

Partido político 
o coalición

Universo de
currículos Currículos capturados Total

Senadores Diputados  

364 5 5 10

145 42 96 138

145 0 0 0

364 5 15 20

219 13 138 151 

364 6 27 33

Totales 1,601 71 281 352

En cuanto a la consulta de información, desde el día de su publi-
cación y hasta el día 16 de julio de 2012, el sistema ¡Candidatas y 
Candidatos: Conócelos! recibió un total de 254,084 visitas, las cuales 
derivaron en 1’131,192 consultas a currículos de candidatos. De igual 
forma, el sistema fue objeto de menciones en espacios informativos de 
radio, televisión y prensa escrita a nivel nacional y local.
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Problemáticas
 

De acuerdo con las estadísticas presentadas, número de visitas al sis-
tema ¡Candidatas y Candidatos: Conócelos! demuestra el interés del 
público en los perfiles biográficos de quienes buscan ser sus repre-
sentantes (1,131, 192 accesos); sin embargo, el sistema presentó un 
déficit en materia de información, ya que el número de candidatos que 
registraron información adicional a la publicada por el IFE fue inferior 
al 22% del total de candidatos registrados. Entre los factores que influ-
yeron en este hecho se encuentran los siguientes:

• La falta de comunicación interna entre los candidatos y sus diri-
gencias centrales, lo que impidió que algunos candidatos conocie-
ran la existencia del sistema y su funcionamiento.

• La dificultad para contactar directamente a los candidatos, a fin de 
mantener comunicación constante con ellos para la promoción y 
funcionamiento del sistema.

• La ausencia de incentivos para que los candidatos entreguen infor-
mación curricular. 

Conclusiones

La experiencia del IFE en cuanto a la publicación de los currícula de 
candidatos a puestos de elección popular demuestra, por una parte, la 
importancia de la participación conjunta del Instituto y los partidos 
políticos, así como la disposición de estos últimos a colaborar en pro-
yectos para ofrecer más y mejor información al público para definir el 
sentido de su voto. Sin embargo, es necesario considerar la necesidad 
de establecer un mecanismo institucional para asegurar la disponibi-
lidad de este tipo de información, a partir de una reforma al marco 
jurídico vigente, la cual podría realizarse tomando en cuenta los si-
guientes elementos:

1. Considerar la entrega de la información curricular de los candida-
tos a puestos de elección popular, ya sea por mayoría relativa o re-
presentación proporcional, como una obligación de transparencia 
para los partidos políticos nacionales.

2. La información curricular considerada como pública deberá li-
mitarse a aquellos rubros que permitan a los electores conocer la 
preparación y experiencia con la que cuentan los candidatos para 
ocupar el cargo por el que se postulan, evitando en todo momento 
la publicación de aquella información que afecte su privacidad.

3. Facultar a la autoridad electoral para establecer el formato y procedi-
miento de entrega de la información, así como para su publicación.

vi.5. equidad y Paridad de Género en La PostuLación
 de candidatos

Introducción

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 223 del COFIPE, co-
rresponde a los Consejos General, Locales y Distritales del Instituto, 
en sus respectivos ámbitos de competencia, llevar a cabo el registro de 
los candidatos a senadores y diputados por ambos principios.

Para llevar a cabo esta tarea, en el PEF 2011-2012 fueron diver-
sos los actos que debieron realizar los consejos del IFE: emitir docu- 
mentos normativos sobre los criterios aplicables para el período de 
precampañas, así como para el registro de candidatos; conocer el mé-
todo de selección de candidatos adoptado por cada partido político 
nacional y determinar su procedencia; analizar las solicitudes de regis-
tro de los candidatos, con sus respectivos anexos, y verificar el cum-
plimiento a las cuotas de género así como la conformación de las listas 
de representación proporcional.

La problemática más importante en relación con el registro de los 
candidatos surgió  a partir de las determinaciones adoptadas para lle-
var a cabo la verificación del cumplimiento de las cuotas de género.

Marco normativo

Artículos 4, párrafo 1; 38, párrafo 1, inciso s); 218, párrafo 3; 219, 220, 
párrafo 1, del COFIPE.

Implementación 

En la sesión extraordinaria de 7 de octubre de 2011, el Consejo Gene-
ral del IFE aprobó el Acuerdo del Consejo General del Instituto Fe-
deral Electoral por el que se indican los criterios aplicables para el 
registro de candidaturas a los distintos cargos de elección popular que 
presenten los partidos políticos y, en su caso, las coaliciones ante los 
Consejos del Instituto, para el Proceso Electoral Federal 2011-2012, 
identificado con la clave CG327/2011, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 3 de noviembre de 2011, en cuyo punto decimoter-
cero estableció:

DECIMOTERCERO. De la totalidad de solicitudes de registro de 
candidaturas a Diputados y Senadores, tanto de mayoría relativa 
como de representación proporcional, que presenten los partidos po- 
líticos o coaliciones ante el Instituto Federal Electoral, en ningún 
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caso incluirán más del sesenta por ciento de candidatos propietarios 
de un mismo género. Además, se verificará que los partidos políticos 
hayan observado los porcentajes de género establecidos en sus pro-
pios estatutos.

Quedan exceptuadas de la regla de género señalada en el párrafo an-
terior, las candidaturas de mayoría relativa que sean resultado de un 
proceso de elección democrático.

Esto es, en caso de que el partido político, no elija a sus candidatos 
de mayoría relativa mediante un proceso de elección democrático, el 
partido político o coalición deberá presentar como máximo 180 y 38 
candidatos propietarios de un mismo género, a Diputados y Senado-
res, respectivamente o en forma proporcional dependiendo del número 
de candidatos electos por dicho proceso, procurando que la fórmula 
completa se integre por candidatos del mismo género.

Para efectos de lo señalado en los dos párrafos anteriores, debe en- 
tenderse por procedimiento democrático aquel en el que la elección de 
las candidaturas se realice de forma directa por la militancia del par-
tido o por la ciudadanía, o de forma indirecta a través de una conven-
ción o asamblea en que participe un número importante de delegados 
electos ex profeso por dicha militancia.

Las listas de representación proporcional se integrarán por segmentos 
de cinco candidaturas. En cada uno de los segmentos de cada lista 
habrá dos candidaturas de género distinto, de manera alternada pro-
curando que la fórmula completa se integre por candidatos del mismo 
género. Tratándose de la lista de candidatos a Senadores, los dos últi-
mos lugares serán ocupados por un candidato de cada género.

Este Acuerdo fue impugnado el 7 y 8 de noviembre por diversos 
ciudadanos, y el 30 de noviembre de 2011 la H. Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación emitió el SUP-
JDC-12624/2011 y acumulados, ordenando modificar el punto deci-
motercero antes citado.

Así, en sesión extraordinaria de 14 de diciembre de 2011, el Con-
sejo General aprobó el Acuerdo número CG413/2011, por el que en 
acatamiento a la sentencia del TEPJF, modificó el punto decimoter-
cero del Acuerdo por el que se indican los criterios aplicables para el 
registro de candidaturas a los distintos cargos de elección popular que 
presenten los partidos políticos y, en su caso, las coaliciones ante los 
Consejos del Instituto, para el Proceso Electoral Federal 2011-2012, 
para quedar como sigue:

DECIMOTERCERO. De la totalidad de solicitudes de registro de can-
didaturas a Diputados y Senadores, tanto de mayoría relativa como 
de representación proporcional, que presenten los partidos políticos o 
coaliciones ante el Instituto Federal Electoral, en ningún caso incluirán 
más del sesenta por ciento de candidatos propietarios de un mismo 
género. Además, se verificará que los partidos políticos hayan obser-
vado los porcentajes de género establecidos en sus propios estatutos.

Quedan exceptuadas de la regla de género señalada en el párrafo an-
terior, las candidaturas de mayoría relativa que sean resultado de un 
proceso de elección democrático.

Esto es, en caso de que el partido político, elija a sus candidatos de 
mayoría relativa mediante un proceso de elección democrático ob-
servando y privilegiando lo previsto en sus estatutos respecto de la 
forma de elección, el partido político o coalición, en todo caso, deberá 
presentar como mínimo 120 y 26 candidatos propietarios de un mismo 
género, a Diputados y Senadores, respectivamente en términos de lo 
dispuesto por el primer párrafo del artículo 219 del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Las listas de representación proporcional se integrarán por segmentos 
de cinco candidaturas. En cada uno de los segmentos de cada lista 
habrá dos candidaturas de género distinto, de manera alternada. En el 
caso de las candidaturas que conforman la cuota de género prevista 
en el artículo 220, párrafo primero, del COFIPE (mínimo cuarenta por 
ciento del total), la fórmula completa (propietario y suplente) debe 
integrarse por candidatos del mismo género. Tratándose de la lista de 
candidatos a Senadores, los dos últimos lugares serán ocupados por 
un candidato de cada género.

Como resultado de lo anterior, los días 16 y 28 de diciembre de 
2011 y 6 de enero de 2012, se recibieron diversos oficios suscritos 
por los representantes propietarios de los partidos Verde Ecologista de 
México, Revolucionario Institucional y Acción Nacional, respectiva-
mente, mediante los cuales formularon una consulta en relación con 
diversas cuestiones vinculadas con la aplicación del punto decimoter-
cero del Acuerdo CG413/2011.

Mediante oficios DEPPP/DPPF/2997/2011, DEPPP/DPPF/0041/2012 
y DEPPP/DPPF/0189/2012, de 20 de diciembre de 2011 y 3 y 16 de 
enero de 2012, respectivamente, el Director Ejecutivo de Prerrogativas 
y Partidos Políticos desahogó las consultas formuladas por los partidos 
mencionados.
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El 22 de enero de 2012, María de los Ángeles Moreno Uriegas, 
promovió incidente de inejecución de sentencia en contra del oficio 
DEPPP/DPPF/0189/2012 y similares suscritos por el Director Ejecuti-
vo de Prerrogativas y Partidos Políticos, mismo que fue resuelto por la 
H. Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fede-
ración, el 16 de febrero del mismo año dentro de los expedientes SUP-
JDC-1624/2011 y acumulados y SUP-JDC-14855/2011 y acumulados, 
señalando lo siguiente:

QUINTO. Efectos de la Resolución incidental. En atención a las obli-
gaciones impuestas por los mandatos judiciales, en este caso, se revoca 
el acto impugnado contenido en los oficios en este sentido, se declara 
que carecen de efectos jurídicos los oficios DEPPP/DPPF/2997/2011, 
DEPPP/DPPF/0041/2012 y DEPPP/DPPF/0189/2011, que giró a los 
partidos: Verde Ecologista de México, Acción Nacional y Revolu-
cionario Institucional, o cualquier otro similar que hubiere suscrito el 
Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos del IFE con 
la cual se da respuesta a la solicitud hecha al Presidente del Consejo 
General de ese instituto.

A fin de que los partidos políticos y demás órganos que deben interve-
nir en el registro de candidaturas a diputados y senadores por ambos 
principios cuenten con la información de la interpretación que debe 
darse al contenido del punto decimotercero del acuerdo CG413/2011 
por el que se indican los criterios aplicables para el registro de can-
didaturas a los distintos cargos de elección popular que presenten los 
partidos políticos y, en su caso, las coaliciones ante los Consejos del 
Instituto, para el Proceso Electoral Federal 2011-2012, el Consejo 
General del Instituto Federal Electoral, deberá informar a todos los 
partidos políticos nacionales que el referido punto de acuerdo im- 
plica que se debe garantizar el cumplimiento de la cuota de género 
por lo que, al menos el cuarenta por ciento de los propietarios de las 
candidaturas registradas por los partidos políticos a los cargos de 
diputados y senadores por ambos principios deben corresponder al 
mismo género y  para que todos los suplentes que integren el cuarenta 
por ciento de las fórmulas de candidatos de ambos principios esto es 
mayoría relativa y representación proporcional a que se refieren los 
artículo 219, párrafo 1 y 220, del Código de la materia, pertenezcan 
invariablemente al mismo género que sus propietarios.

En razón de lo anterior, el Consejo General, en sesión extraordina-
ria celebrada el 22 de febrero de 2012, aprobó el Acuerdo […] por el 
que se acata la sentencia emitida por la H. Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, en el incidente de ineje-
cución de sentencia promovido dentro de los juicios para la protec-
ción de los derechos político-electorales del ciudadano identificados 

con los números de expediente SUP-JDC-12624/2011 y acumulados y 
SUP-JDC-14855/2011 y acumulados, identificado con clave de con-
trol CG94/2012, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 8 
de marzo de 2012.

Resultados 

La reforma de 2008 no definió lo que debe entenderse por “proceso de 
elección democrático”, ni estableció si la integración de los segmentos 
de las listas de representación proporcional debe reflejarse respecto de 
la fórmula completa. Sin embargo, como resultado de los actos jurí-
dicos antes expuestos, la H. Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación estableció la inaplicación de facto 
del artículo 219, párrafo 2, del COFIPE, y precisó que las fórmulas de 
candidatos deben estar integradas por ciudadanos del mismo género.

Problemáticas 

Como resultado de las resoluciones del TEPJF, los partidos políticos 
se enfrentaron con el siguiente dilema: decidir entre el respeto de los 
derechos adquiridos de sus candidatos, muchos de los cuales habían 
sido democráticamente elegidos, o dar cumplimiento a un mandato 
jurisdiccional en favor de la equidad de género. La lógica indicaba 
que por “proceso de elección democrática” se entendió un proceso en 
el que los militantes tienen la posibilidad de expresar su preferencia 
frente a dos o más posibles precandidatos a un solo puesto de elección 
popular, lo que excluye la posibilidad de predeterminar o predecir si el 
precandidato que ha de convertirse en triunfador será de género feme-
nino o masculino. Por esta razón se pudiera considerar que la sentencia 
del TEPJF al favorecer la designación de candidatos sobre la elección 
de los mismos, afectó la democracia interna de los partidos. 

Para el 22 de febrero, fecha en que el Consejo General acató la 
última sentencia del Tribunal Electoral sobre el tema, los partidos polí-
ticos no sólo ya habían aprobado su método de selección de candidatos 
y lo habían hecho del conocimiento del IFE, sino que sus procesos 
internos de selección de candidatos ya se encontraban en su etapa final.

Lo anterior tuvo como resultado que del 15 al 22 de marzo de 
2012, fecha en que corrió el plazo para la presentación de solicitudes 
de registro de candidatos, diversos partidos y coaliciones no cumplie-
ron con la cuota de género para los candidatos a senadores y diputados 
por el principio de mayoría relativa, conforme al criterio del Tribunal 
Electoral Federal. 
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Por lo que hace a las listas de candidaturas por el principio de re-
presentación proporcional de diversos partidos, éstas no se integraron 
conforme a lo señalado en el artículo 220 del COFIPE.

En razón de lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por el 
artículo 221, párrafo 1, del referido Código, así como en el punto dé-
cimo quinto del Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal 
Electoral por el que se indican los criterios aplicables para el regis-
tro de candidaturas a Diputados por ambos principios que presenten 
los partidos políticos y, en su caso, las coaliciones ante los Consejos 
del Instituto, para el Proceso Electoral Federal 2011-2012, el IFE re-
quirió a los partidos y coaliciones, para que en el plazo de 48 horas 
rectificaran las solicitudes de registro de sus candidaturas a diputados 
y senadores por el principio de mayoría relativa y por el principio de 
representación proporcional, según el caso.

Como resultado, los partidos políticos debieron realizar diversas 
sustituciones en sus listas de candidatos, afectando con ello los dere-
chos adquiridos de candidatos previamente seleccionados, dado que, 
como se dijo anteriormente, un número importante de los candidatos 
varones sustituidos por mujeres habían sido seleccionados por un mé-
todo democrático.

Es importante destacar que, además, el Consejo General se vio 
obligado a sesionar previamente a la fecha establecida para resolver 
sobre las solicitudes de registro de candidatos, puesto que se requería 
otorgar un plazo de 48 horas a los partidos políticos para que rectifi- 
caran sus solicitudes de registro, y después constatar que éstas cumplie-
ran con los requisitos de ley, entre ellos, el cumplimiento de las cuotas 
de género, la integración de las listas y la conformación de las fórmu- 
las de candidatos.

Conclusiones 

En primer lugar, se observa como necesario ajustar el plazo estable-
cido en el artículo 225, párrafo 5, del COFIPE, con el que cuentan 
los consejos del Instituto para celebrar la sesión especial para resolver 
sobre el registro de candidatos, ya que se considera que tres días son 
insuficientes para:

• Verificar que la solicitud de registro se encuentre suscrita por la 
persona facultada para ello y contenga los requisitos de ley;

• Verificar que la declaratoria de aceptación de la candidatura con-
tenga firma autógrafa así como el cargo para el que se le postula;

• Verificar del acta de nacimiento el nombre completo del candidato 
(debiendo estar atentos a notas marginales y a pies de página), su 
género, si cumple con el requisito de edad y origen para el cargo 

para el que se le postula, y de tratarse de un candidato nacido en el 
extranjero, verificar el origen de sus padres;

• Verificar la correspondencia de la credencial para votar de cada 
candidato con el acta de nacimiento, el género y su clave de elector;

• Verificar el cumplimiento al requisito establecido en el artículo 
55, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos;

• Verificar que exista una manifestación del partido de que sus can-
didatos fueron seleccionados conforme a sus normas estatutarias, 
misma que deberá contar con firma autógrafa de la persona facul-
tada para ello;

• Verificar que los candidatos hayan presentado su informe de gastos 
de precampaña;

• En caso de presentar instrumento notarial respecto del nombre con 
el que se le conoce públicamente al candidato, verificar su coinci-
dencia con la solicitud;

• Realizar la captura de los datos de los candidatos en el sistema de 
cómputo;

• Verificar que no existan duplicidades al interior de las listas de 
cada partido;

• Que ningún candidato esté siendo postulado por más de un partido 
político o coalición;

• Que ningún candidato esté siendo postulado para más de un cargo 
de elección popular;

• Que cada partido político o coalición cumpla con las cuotas de 
género;

• Que cada partido político cumpla con los segmentos que integran 
las listas de representación proporcional;

• Que ningún partido o coalición rebase el número de candidaturas 
simultáneas a que tiene derecho; y

• Que las fórmulas se encuentren integradas por candidaturas del 
mismo género.

En el pasado proceso electoral federal se analizaron 6,442 solici-
tudes de registro.

Ahora bien, el plazo que se determine para que los consejos cele-
bren sus sesiones especiales de registro de candidatos, debería con-
templar la posibilidad de que los partidos no den cumplimiento a la 
cuota de género, a fin de que exista una sesión previa a la especial, 
en la que el Consejo General resuelva, de ser el caso, exclusivamente 
sobre cuestiones de género e integración de fórmulas y listas, y pos-
teriormente sesionen los consejos competentes. También debería con-
templar la posibilidad de realizar requerimientos –y los términos para 
ello– a los partidos o coaliciones sobre el contenido de las solicitudes 
de registro, en el caso de que éstas no cumplan con los requisitos y se 
presenten en el límite del plazo para su registro.
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En segundo lugar, a fin de otorgar certeza tanto a los partidos como 
a los candidatos y a los afiliados y simpatizantes, resulta necesario 
establecer con toda claridad los casos de excepción para la aplicación 
de la cuota de género, en el caso particular, como se encuentra actual-
mente la ley, debería precisarse en el artículo 219, párrafo 2, qué es lo 
que debe entenderse por “proceso de elección democrático”.

Finalmente, debe precisarse si las fórmulas de candidatos deben 
estar integradas por personas del mismo género o no.

 



Introducción

Por mandato de ley (artículo 70 del COFIPE), el Instituto Federal 
Electoral está facultado para coordinar la realización de dos debates 
entre los candidatos a la Presidencia de la República, así como dispo-
ner de lo necesario para su producción técnica y difusión, con la fina-
lidad de promover el ejercicio de un voto libre, informado y razonado 
de la ciudadanía. El código electoral señala que el Consejo General 
determinará el día, hora y las reglas de ambos debates, “escuchando 
previamente las propuestas de los partidos políticos”.

Para realizar esta tarea, el IFE llevó a cabo una serie de acciones 
y trabajo coordinado con los partidos políticos y coaliciones para ge-
nerar los acuerdos fundamentales sobre la fecha, lugar, hora, formato 
y reglas de los debates presidenciales a que se refiere el artículo 70 del 
COFIPE. En todo momento, la autoridad electoral fue respetuosa 
de los acuerdos tomados por los representantes de la candidata y los 
tres candidatos a la Presidencia de la República.

El Consejo General del IFE aprobó acuerdos para cada uno de los 
debates, en los cuales se establecieron las reglas detalladas, conteni-
dos, formatos y demás temas relacionados con ambos debates. 

Marco normativo

A partir de la reforma electoral 2007-2008 se estableció que el IFE 
es responsable de  la organización de dos debates entre los candidatos 
a la Presidencia de la República.  Al respecto, el COFIPE establece en 
su artículo 70 que:

1. Con motivo de las campañas para Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, el Instituto coordinará la realización de dos debates entre 
los candidatos registrados a dicho cargo, conforme a lo que determine 
el Consejo General.

De acuerdo con la normatividad vigente, los debates se realizaron 
la primera semana de mayo y la segunda semana de junio del año de la 
elección, bajo la coordinación y en términos de los acuerdos que para 
ello tomó el Consejo General del IFE, considerando la opiniones de los 

partidos políticos vertidas tanto en la Mesa de Representantes como  
en la Mesa Técnica; además, ambos eventos fueron transmitidos por 
las estaciones de radio y televisión permisionarias, como lo establece 
el artículo 70 del COFIPE:

2. Los debates serán realizados en el día y hora que determine el 
Consejo General, escuchando previamente la opinión de los partidos 
políticos. En todo caso, el primer debate tendrá lugar en la primera 
semana de mayo, y el segundo a más tardar en la segunda semana 
de junio del año de la elección; cada debate tendrá la duración que 
acuerde el Consejo General.

3. Los debates serán transmitidos, en vivo por las estaciones de radio 
y canales de televisión de permisionarios públicos, incluyendo las de 
señal restringida. El Instituto dispondrá lo necesario para la produc-
ción técnica y difusión de los debates. Las señales de radio y televisión 
que el Instituto genere para este fin podrán ser utilizadas, en vivo, en 
forma gratuita, por los demás concesionarios y permisionarios de ra-
dio y televisión. El Instituto realizará las gestiones necesarias a fin de 
propiciar la transmisión de los debates en el mayor número posible 
de estaciones y canales.

4. Las estaciones y canales que decidan transmitir, en vivo, los debates 
a que se refiere el presente artículo, quedan autorizadas a suspender, 
durante el tiempo correspondiente, la transmisión de los mensajes que 
correspondan a los partidos políticos y a las autoridades electorales.

5. Las reglas para los debates serán determinados por el Consejo Ge-
neral, escuchando previamente las propuestas de los partidos políticos.

6. El Instituto informará, en el tiempo de radio y televisión que para 
sus fines tiene asignado, la realización de los debates a que se refiere 
el presente artículo.

Para cumplir con la obligación legal del IFE de realizar dos deba-
tes, el Consejo General aprobó los acuerdos:

• CG14/2012 (25 de enero de 2012), por el que se creó la “Comisión 
Temporal encargada de elaborar y proponer al Consejo General 

vii.  Los debates PresidenciaLes en 2012
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los lineamientos, criterios o bases para la realización de los de-
bates entre los candidatos de los partidos y coaliciones durante el 
Proceso Electoral Federal 2011-2012”. 

• CG99/2012 (29 de febrero de 2012), por el que se emitieron las Ba-
ses y Lineamientos o Criterios Orientadores para la celebración de 
debates entre candidatas y candidatos a cargos de elección popular 
en el Proceso Electoral Federal 2011-2012. 

• CG120/2012 (7 de marzo de 2012), por el que se creó el Comité 
Técnico que sugeriría los formatos para la celebración de los deba-
tes previstos en el artículo 70 del Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales.

• CG224/2012 (18 de abril de 2012), por el que se determinaron las 
reglas para la celebración del primer debate y aspectos generales 
del segundo debate entre la candidata y los candidatos al cargo de 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos previstos en el artícu-
lo 70 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales.

• CG345/2012 (31 de mayo de 2012), por el que se determinaron las 
reglas para la celebración del segundo debate entre la candidata y 
los candidatos al cargo de Presidente de los Estados Unidos Mexi-
canos previstos en el artículo 70 del Código Federal de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales.

Implementación del marco normativo

Como parte de los procedimientos, etapas y acuerdos tomados para la 
realización de los debates presidenciales organizados por el IFE, el 25 
de enero de 2012 se creó la Comisión Temporal encargada de elaborar 
y proponer al Consejo General los lineamientos, criterios o bases para 
la realización de los debates entre la candidata y los candidatos a la 
Presidencia de la República (CG14/2012).  La comisión se integró de 
la siguiente manera:

• Consejero Electoral Sergio García Ramírez, Presidente
• Consejero Electoral Marco Antonio Baños Martínez
• Consejero Electoral Alfredo Figueroa Fernández
• Coordinador Nacional de Comunicación Social, José Luis Alcudia 

Goya, Secretario Técnico

La comisión fue integrada también por los representantes de los  
partidos políticos y por los Consejeros del Poder Legislativo del Con-
sejo General. 

En cumplimiento al Acuerdo CG120/2012, y con la finalidad de 
cumplir con la tarea de elaborar un documento base para la realización 
de los debates a que refiere el artículo 70 del COFIPE, el 7 de marzo 
se instaló el Comité Técnico, integrado por 11 expertos, enviados por 

reconocidas instituciones especializadas (AMAI, AMEDI, CIDE, 
COLMEX, UNAM, IPN, ITAM, UAM-X, UI, CIRT, La Red). El 20 
de marzo, el Comité Técnico presentó un Informe final con sugeren-
cias no vinculantes para la realización de los debates, las cuales se 
hicieron del conocimiento de partidos y coaliciones.

El 23 de marzo, y en cumplimiento al Acuerdo CG99/2012, se 
integró una Mesa de Representantes designados por  los candidatos 
a la Presidencia de la República para acordar, “con el más amplio 
consenso, el formato, las fechas y horas para la celebración de los 
debates, cuestiones de logística y aspectos materiales y técnicos de 
producción”.

• Primer debate

Para acordar los términos de la realización del primer debate, la Mesa 
de Representantes celebró reuniones los días 28 de marzo, 3, 10, 13 y 
16 de abril. 

Adicionalmente, por acuerdo de la Mesa de Representantes, se ins-
taló una Mesa Técnica integrada por técnicos especializados designa-
dos por los candidatos. Esta  mesa se reunió los días 9 y 12 de abril, y 
todos sus acuerdos fueron confirmados por la Mesa de Representantes, 
de manera unánime.

Con base en los trabajos y consensos adoptados por la Mesa de 
Representantes, el 18 de abril, el Consejo General del IFE aprobó el 
Proyecto de Acuerdo por el que se determinan las reglas para la ce-
lebración del primer debate y aspectos generales del segundo debate 
entre la candidata y los candidatos al cargo de Presidente de los Esta-
dos Unidos Mexicanos (CG224/2012).

El primer debate se realizó en los términos acordados por la Mesa 
de Representantes, el domingo 6 de mayo de 2012, en la Ciudad de 
México, en las instalaciones del World Trade Center, a partir de las 
20:00 horas, tiempo del centro de México, con una duración total de 
120 minutos. 

• Segundo debate

Para acordar los términos de la realización del segundo debate, la 
Mesa de Representantes celebró reuniones los días 14, 17, 22, 24 y 29 
de mayo. Por su parte, la Mesa Técnica se reunió los días 14 y 28 del 
mismo mes. 

Con base en los trabajos y consensos adoptados por la Mesa de Re-
presentantes, el 31 de mayo de 2012, el Consejo General del IFE apro-



127

Li b r o bL a n c o •  Pr o c e s o eL e c t o r a L Fe d e r a L 2011-2012

bó el Proyecto de Acuerdo por el que se determinan las reglas para 
la celebración del segundo debate entre la candidata y los candidatos al 
cargo de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos (CG345/2012).

El segundo debate se realizó en los términos acordados por la Mesa 
de Representantes, el domingo 10 de junio de 2012, en la ciudad de 
Guadalajara, en las instalaciones del Centro de Convenciones Expo 
Guadalajara, a partir de las 20:00 horas, tiempo del centro de México, 
con una duración total de 135 minutos. 

Resultados

Los resultados reportados con relación a la realización, difusión y 
transmisión de los debates previstos en el artículo 70 del código elec-
toral, son los siguientes:

2012 Primer debate Segundo debate

Personas de 18 años o más que 
vieron el debate

8 millones
900 mil 879

12 millones
913 mil 007

Fuente: IBOPE.
                                                                 

• Primer debate

Acciones emprendidas por el IFE

Con el fin de propiciar la transmisión de los debate en el mayor 
número posible de estaciones y canales, se realizaron las siguientes 
actividades:

• Firma de un Convenio de Apoyo y Colaboración entre el IFE 
y la Cámara de la Industria de la Radio y la Televisión (CIRT), 
con el objeto de establecer bases y mecanismos de colabora-
ción para que el mayor número posible de afiliados a la CIRT 
transmitieran los debates del proceso electoral 2012. 

• Notificación a 654 permisionarios (577 de los cuales son públi-
cos) e invitación a 1,681 concesionarios a nivel nacional.

• Publicación de cuatro desplegados en diversos periódicos de 
circulación nacional, dirigidos a concesionarios de la radio y 
la televisión para exhortarlos a difundir el debate, y para invitar 
a la sociedad en general a presenciarlos. Asimismo, se publica-
ron 167 inserciones en medios impresos de todo el país.

• Difusión de nueve comunicados de prensa en donde se infor-
mó sobre diversos asuntos vinculados con la realización de los 
debates.

• Información permanente en las redes sociales del IFE (Face-
book y Twitter) y sobre las características técnicas para la trans-
misión del debate en radio y televisión. 

• El Instituto dispuso lo necesario para la producción técnica 
y la difusión del debate en los términos acordados. El debate 
se promocionó a través de spots de radio y televisión, corres-
pondientes a los tiempos del Estado que el IFE tiene asigna-
dos para sus fines, desde el 22 de abril y hasta el 6 de mayo, 
con un total de 33,820 promocionales transmitidos en todo 
el país.

Cobertura del primer debate

Los resultados que arrojó el monitoreo de los Centros de Verifica-
ción y Monitoreo (CEVEM) sobre la transmisión del debate indican 
que en total, mil 92 emisoras de radio y televisión en las 32 entidades 
del país transmitieron el evento. De ellas, 170 son permisionarios que 
transmiten su señal a través de 529 estaciones repetidoras en todo el 
país, y el resto, 563 emisoras de radio y televisión, son emisoras con-
cesionarias (535 que fueron monitoreadas y que cubren otras 28 emi-
soras que operan en combos AM-FM).

Todas esas estaciones se corresponden a los catálogos con los que 
cuenta el IFE y que han sido publicados en el Diario Oficial de la Fede-
ración. Puede consultarse en: http://www.ife.org.mx/portal/site/ifev2/
Catalogo_de_Medios_Aprobados_CRT/

Emisoras de radio y televisión que transmitieron el primer debate

Régimen Emisoras
monitoreadas

Cobertura de 
las emisoras Total

Permisionarios  
(obligados) 170 359 529

Concesionarios 535 28 563

Total 705 387 1,092

Por otra parte, según datos publicados por distintas empresas de 
la radio y la televisión en el país (y que citan como fuente las cifras 
de IBOPE), el rating del debate presidencial alcanzó 10.4 puntos en 
un solo canal de televisión (Canal 5), superando en audiencia a varios 
programas que regularmente tienen alto rating y que se transmitieron 
simultáneamente al debate. Asimismo, el debate fue transmitido por 
otros canales de televisión abierta (11, 22 y 40) además de que fue 
transmitido en permisionarias y concesionarias de la radio y en la tele-
visión de paga. Hasta el 17 de enero de 2013, se habían registrado un 
total de 976,726 reproducciones del primer debate a través de internet.
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• Segundo debate

Acciones emprendidas por el IFE

Con el fin de propiciar la transmisión de los debates en el mayor 
número posible de estaciones y canales, se realizaron las siguientes 
actividades:

• Notificación a 578 permisionarios obligados a transmitir el de-
bate, e invitación a 1,757 permisionarios y concesionarios de 
todo el país para participar en la difusión del evento.

• Publicación de 175 inserciones (desplegados) en periódicos de 
todos los estados de la República, y nueve inserciones en pe-
riódicos y revistas de circulación nacional, para promover la 
difusión del segundo debate presidencial.

• Difusión de comunicados de prensa en donde se informó sobre 
las reglas del segundo debate, así como las diferentes plata-
formas electrónicas de comunicación en que se transmitió el 
debate.

• Información permanente en redes sociales del IFE sobre las ca-
racterísticas del debate en radio y televisión.

• El Instituto dispuso lo necesario para la producción técnica 
y la difusión del debate en los términos acordados. El debate 
se promocionó a través de spots de radio y televisión, corres-
pondientes a los tiempos del Estado que el IFE tiene asigna-
dos para sus fines, desde el 25 de mayo y hasta el 10 de junio, 
con un total de 36,538 promocionales transmitidos en todo 
el país.

Cobertura del segundo debate

Los resultados que arrojó el monitoreo de los Centros de Verificación 
y Monitoreo (CEVEM) sobre la transmisión del debate indican que 
en total, mil 283 emisoras de radio y televisión en las 32 entidades 
del país transmitieron el evento, es decir, 190 emisoras más que en 
el primer debate. De ellas, 180 son permisionarios que transmiten su 
señal a través de 536 estaciones repetidoras en todo el país, y el resto, 
747 emisoras de radio y televisión, son emisoras concesionarias (713 
que fueron monitoreadas y que cubren otras 34 emisoras que operan 
en combos AM-FM).

Todas esas estaciones se corresponden a los catálogos con los que 
cuenta el IFE y que han sido publicados en el Diario Oficial de la 
Federación. Disponibles en: http://www.ife.org.mx/portal/site/ifev2/
Catalogo_de_Medios_Aprobados_CRT/

Emisoras de radio y televisión que transmitieron el debate

Régimen Total
(cobertura efectiva según catálogo)

Permisionarios 536

Concesionarios 747

Total 1,283

De acuerdo a los mapas de cobertura, las emisoras que transmitie-
ron el segundo debate abarcan un territorio en donde habita más del 
95% de los ciudadanos inscritos en la Lista Nominal.

 
Cobertura del Padrón Electoral y la Lista Nominal del segundo debate presidencial

Total Cobertura de emisoras obligadas
a transmitir el debate

Cobertura de emisoras no obligadas
a transmitir el debate

Padrón
Electoral

Lista
Nominal

Padrón
Electoral % Lista

Nominal % Padrón
Electoral % Lista

Nominal %

83,678,528 76,930,518 79,834,075 95.4 73,473,144 95.5 80,242,948 95.9 73,860,873 96.0
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Por otra parte, según datos publicados por IBOPE, el debate presi-
dencial del domingo 10 de junio registró un rating acumulado de 26.84 
puntos, considerando las coberturas de los canales 2, 3, 11, 22, cadena 
3 y 34. Sólo en el canal 2, el más visto a nivel nacional, el debate tuvo 
17.42 puntos de rating. Finalmente, hasta el 17 de enero de 2013, se 
habían registrado un total de 968,969 reproducciones del segundo de-
bate a través de internet.

Problemáticas 

• La definición de reglas y formato para los debates

Con base en la experiencia en la organización de los debates del Pro-
ceso Electoral Federal 2011-2012, se puede afirmar que si bien la Co-
misión Temporal alcanzó los acuerdos necesarios para establecer las 
reglas y el formato de los debates, el trabajo y tiempo destinado a 
estas definiciones fue amplio y exhaustivo, ello no se reflejó, salvo en 
algunas características del segundo debate, en una modalidad distinta 
a la que se había visto en México en debates presidenciales de años 
anteriores.

Los datos son elocuentes para mostrar el enorme esfuerzo que im-
plicó la definición de reglas y el formato de los debates: en primer lu-
gar, se creó una Comisión Temporal encargada de elaborar y proponer 
al Consejo General los lineamientos para la realización de los deba-
tes. Para elaborar estos lineamientos, se instaló un Comité Técnico de 
especialistas de diversas y reconocidas instituciones que formularon 
varias sugerencias sobre el formato y reglas, y las documentaron en 
un informe final. Además, se conformó una Mesa de Representantes 
y una Mesa Técnica con integrantes designados por la candidata y los 
candidatos a la Presidencia de la República para acordar finalmente 
los términos del formato y reglas de los debates.

Se llevaron a cabo al menos 15 reuniones para la deliberación del 
formato y las reglas de los debates, en las que participaron conseje- 
ros electorales, representantes de candidatos, técnicos especializados, 
titulares de áreas del IFE, entre otros. No obstante, el formato y las 
reglas finalmente aprobadas podrían haber sido más flexibles e inno-
vadoras respecto a los debates entre candidatos presidenciales que se 
habían realizado antes en México.

• El número de debates

El COFIPE es claro cuando establece que “el Instituto coordinará la 
realización de dos debates entre los candidatos registrados…”. Sin em-
bargo, no existe disposición normativa alguna que prohíba la realiza-

ción de otros o más debates. En este sentido, el IFE fue consistente en 
señalar que estos ejercicios de deliberación pública no sólo no están 
prohibidos, sino que son deseables, pues contribuyen a la formación de 
opinión y al ejercicio del voto razonado.

No obstante, se suscitó una confusión pública, orquestada desde 
algunos medios de comunicación, con relación a la posibilidad y le-
galidad de realizar debates adicionales a los que por ley el IFE está 
obligado a organizar. Incluso, la Cámara de la Industria de la Radio y 
la Televisión presentó diversos cuestionamientos sobre la posibilidad 
de realizar debates y la regulación que es aplicable.  

Lo anterior respondió también a la propuesta del entonces candi-
dato de la coalición Movimiento Progresista, quien propuso la cele-
bración de doce debates organizados por el IFE durante el periodo de 
campaña. Ante dicha propuesta el Instituto atendió lo establecido en 
el artículo 70 del COFIPE, que lo faculta para coordinar dos debates 
entre los candidatos a la Presidencia de la República. Hay que desta- 
car que el Instituto no hizo una interpretación restrictiva del artículo 
70 asumiendo que sólo era posible la realización de dos debates, sino 
que dictaminó que era necesario el acuerdo de los partidos políticos 
para que el Instituto pudiera realizar otros debates. Adicionalmente, 
señaló que en todo momento los debates que se desarrollaran entre 
precandidatos y candidatos durante el proceso electoral federal y 
que no fueran organizados por el Instituto, gozarían de todas las 
garantías de libertad que ampara la Constitución Política, y que la con-
ducción de dichos debates debería ceñirse a los principios básicos del 
oficio periodístico: libertad, objetividad y trato equitativo.

En su respuesta, el IFE fue claro: “Los debates entre precandidatos 
y candidatos que se desarrollen durante el Proceso Electoral Federal en 
curso y que no sean organizados por esta autoridad electoral, gozarán 
de todas las garantías de libertad que ampara la Constitución Política. 
La conducción de los debates deberá ceñirse a los principios básicos 
del oficio periodístico: libertad, objetividad y trato equitativo”.   

Sin embargo, con excepción del organizado por el movimiento Yo 
Soy 132, en todo el proceso electoral no se realizaron más debates 
entre candidatos presidenciales que los que llevó a cabo el IFE. Por 
eso, entendiendo la importancia de estos ejercicios en los procesos 
electorales y en la construcción de democracia en lo general, han exis-
tido voces que proponen incrementar el número de debates que está 
obligado a organizar la autoridad electoral, o en su caso, evaluar la 
posibilidad de que se modifique la redacción actual y se especifique 
que se refiere a cuando menos dos debates.
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• La cobertura y transmisión de los debates

Para el proceso electoral 2011-2012 un tema que estuvo en el centro 
de atención de la opinión pública fue la obligatoriedad de transmitir 
los debates en cadena nacional. Es cierto que de acuerdo a los datos 
reportados las propias expectativas generadas sobre los debates pre-
sidenciales, así como el trabajo que se hizo por parte del IFE para 
asegurar espacios que permitieran su transmisión, posibilitaron que un 
mayor número de mexicanos dentro y fuera del territorio nacional pu-
diera presenciar en vivo y posteriormente bajo demanda este ejercicio. 

Ante la negativa pública del concesionario de Televisión Azteca de 
transmitir el primer debate presidencial y la de Televisa de difundirlo 
en su canal de mayor audiencia, el Consejo General del IFE discutió 
ampliamente en sesión extraordinaria una propuesta de los partidos de 
la Revolución Democrática (PRD), Acción Nacional (PAN), del Tra-
bajo (PT) y Movimiento Ciudadano (PMC) para solicitar a la Secre-
taría de Gobernación la transmisión en cadena nacional de los debates 
entre la candidata y los candidatos a la Presidencia de la República. La 
propuesta fue rechazada por siete votos a favor y dos en contra, con 
base en el argumento de que la ley electoral solamente obliga a los 
permisionarios públicos a transmitir los debates, tal como lo señala el 
párrafo tercero del artículo 70 del COFIPE. 

Sin embargo, quienes defendían la transmisión en cadena nacio-
nal señalaban que los debates son acontecimientos de trascendencia 
nacional, determinantes para el proceso electoral y la sustitución de 
los poderes públicos, por lo cual ameritaban ser transmitidos por todas las 
estaciones de radio y canales de televisión del país. La importancia de 
los debates en la opinión pública no fue una suposición aventurada, 
sino un hecho que puede verificarse en la relación de los cambios en 
las preferencias electorales y la cobertura que los medios otorgaron a 
cada candidato luego de la celebración de los debates.

Es preciso señalar que la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación confirmó la decisión tomada por el 
Consejo General del IFE, en la sentencia identificada con la clave 
SUP-RAP 198/2012.

Conclusiones 

La organización de los debates durante el proceso 2011-2012 cons-
tituye una experiencia inédita en la historia política del país por dos 
cuestiones de fondo: es la primera vez que el Instituto Federal Electo-
ral tiene bajo su cargo la organización, producción y transmisión de los 
debates, y por el uso de las nuevas tecnologías de la información para 

encontrar nuevas formas de llegar a un mayor número de mexicanos 
dentro y fuera del país.

Los resultados de estos dos ejercicios están a la vista. Los dos de-
bates de mayo y junio de 2012 son los más vistos en su tipo en la 
historia política de este país. El trabajo tanto técnico como logístico 
y la definición de reglas y formato previo a estos eventos permitió 
estrechar la interlocución con los partidos políticos y los equipos de 
campaña de la candidata y los candidatos, e intensificó la atención 
tanto de la ciudadanía como de los medios de comunicación hacia el 
proceso electoral en marcha.

En cuanto a la reflexión sobre la cadena nacional, hay quienes con-
sideran que por ser un tema nodal del proceso electoral, en caso de que 
los legisladores consideren que los debates deben transmitirse en ca-
dena nacional, el artículo 70 del COFIPE deberá prever la obligación 
de los concesionarios en ese sentido.

La combinación de estos ingredientes hizo posible que se cum-
pliera con el objetivo de proporcionar a la ciudadanía insumos que les 
permitan ejercer un voto razonado e informado. La autoridad electoral 
debe seguir avanzando y promoviendo esquemas que generen ejerci-
cios dinámicos y el uso de formatos abiertos que permitan el debate y 
contraste de ideas en el sentido más amplio.

La experiencia de los dos debates muestra que es necesario cuidar 
tanto los formatos de producción como las formas en que se organiza 
la deliberación pública. Fue en torno de estos aspectos que la opinión 
pública manifestó su crítica de los ejercicios.

Los debates sin duda constituyen un elemento fundamental de 
las democracias modernas para contrastar propuestas, plataformas e 
ideas y, en este sentido, seguramente constituirán una piedra angular 
del próximo proceso electoral federal.

• La definición de reglas y formato para los debates

En vista del enorme esfuerzo institucional realizado para acordar las 
reglas y el formato de los debates, que en suma no se correspondió 
con una propuesta novedosa para propiciar mejores condiciones de 
deliberación, cabe reflexionar sobre quiénes deben participar en la defi- 
nición de estos asuntos. En su caso, considerar la posibilidad de re-
plicar ejercicios y formatos que hayan sido exitosos en otros países.

Para el Proceso Electoral Federal 2011-2012, y con el objeto de 
cumplir con toda formalidad con su obligación, el IFE dejó en manos 
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de los partidos políticos y coaliciones los acuerdos fundamentales so-
bre la fecha, lugar, hora, formato y reglas de los debates presidenciales 
a que refiere el artículo 70 del COFIPE. 

• La pertinencia de incrementar el número de debates

Independientemente de que se pueda establecer como obligación de 
ley la realización de más debates, lo relevante es poder establecer una 
política de comunicación social, de difusión y promoción, que favo-
rezca la realización de este tipo de ejercicios. No es aventurado afirmar 
que una de las razones que explican la ausencia de debates organizados 
por actores distintos a la autoridad electoral, es la inhibición o inse-
guridad que existe tanto en partidos y candidatos como en medios de 
comunicación, de incurrir en alguna violación a la ley. Ello fue base 
para que en diversos medios se expresaran quejas del modelo de co-
municación definido en la ley.

Desde otra perspectiva, se puede afirmar que los debates nunca es-
tuvieron prohibidos por parte de la autoridad electoral, sin embargo, la 
propaganda simulada o presentación de un anuncio como si se tratara 
de un debate, sí está prohibida desde la reforma electoral y es impor-
tante distinguir con claridad que lo único prohibido es la simulación y 
nunca el debate.

En ese sentido sería adecuado aprovechar la experiencia de 2012, 
en donde se celebraron ejercicios de debate en el ámbito distrital y 
local, y valorar si es necesario hacer que este tipo de ejercicios tam-
bién sean obligatorios para que cuando menos exista un debate distrital 
y uno local que tenga difusión en emisoras locales y permita a los 
electores contrastar propuestas no sólo en el ámbito de los candidatos 
presidenciales.

• La cobertura y transmisión de los debates

El IFE, a través de diversas y sistemáticas acciones institucionales, 
logró que la cobertura y transmisión de los debates organizados en 
el proceso electoral 2011-2012 registrara índices de audiencia muy 
superiores a los obtenidos en ejercicios similares de años electorales 
anteriores. La discusión sobre la pertinencia de la cadena nacional de 
los debates presidenciales sigue siendo vigente y merece reflexiones 
profundas y abiertas.





El Registro Federal de Electores es una pieza clave en la construcción 
de todo proceso electoral en México. Sus obligaciones y facultades 
son amplias y constituyen la base de prácticamente todas las decisio-
nes que giran en torno a la organización y puesta en marcha de las 
elecciones, tanto federales como locales. Del Padrón Electoral de- 
penden muchos procesos, entre ellos la determinación del presupuesto 
del IFE, el cálculo del número de casillas a instalar y de funcionarios a  
capacitar, la cantidad de boletas que se deben imprimir, entre otros. 
La Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores (DERFE) 
es la responsable del registro más abarcador y actualizado de ciuda-
danos mexicanos; en el presente capítulo se ofrece un breve recuento 
de sus actividades y se plantean algunos de los más importantes retos 
enfrentados en el Proceso Electoral Federal 2011-2012.  

En el trabajo de la DERFE es fundamental resaltar el carácter diná-
mico de la población mexicana, que tiene un sistemático y permanente 
impacto en la incorporación de nuevos ciudadanos al Padrón Electoral, 
o en la actualización de sus datos. Esta dinámica demográfica obliga a 
la DERFE a una constante e incesante tarea de empadronamiento 
y depuración. 

En este capítulo se da cuenta de las problemáticas que se presen-
taron con relación a los proyectos y programas fundamentales instru-
mentados durante el Proceso Electoral Federal 2011-2012, así como 
las diferentes disyuntivas que se enfrentaron a lo largo del proceso, 
con la implementación de la normatividad electoral. 

En particular, en este capítulo se desarrollan los siguientes temas: 
vigencia de las credenciales para votar con fotografía, la credencial 
de elector como medio de identificación frente a la posible emisión de 
la cédula de identidad para mayores de edad, actualización y depura-
ción del Padrón Electoral y Listas Nominales de Electores, y finalmen-
te la actualización de la geografía electoral.

viii.1.  credenciaL Para votar con FotoGraFía

Introducción

La reforma electoral 2007-2008 trajo un cambio sustancial para el Re-
gistro Federal de Electores, al establecer una vigencia de 10 años a la 
credencial para votar (CPV), que antes era vitalicia. El establecimiento 
de la vigencia de la CPV obedeció a la necesidad de contar con un Pa-
drón Electoral y una Lista Nominal más actualizados y más confiables. 
Se trata de una definición sencilla pero de muy compleja implementa-
ción y amplísimos alcances: sacar de la circulación a millones de cre-
denciales con fotografía (las más antiguas) y renovar su equivalente.

Marco normativo

COFIPE: artículo 200, párrafo 4, sobre la vigencia de la CPV; artículo 
118, párrafo 1, inciso ll) que faculta al Consejo General para aprobar 
el modelo de la CPV, y artículo 128, inciso e), que dispone que la 
DERFE tiene como atribución expedir la credencial para votar según 
lo dispuesto en el Título Primero del Libro Cuarto del código electoral.

El artículo 200, párrafo 4, del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales establece que la credencial para votar ten-
drá una vigencia de 10 años, contados a partir del año de su emisión, a 
cuyo término el ciudadano deberá solicitar una nueva credencial.

El artículo octavo transitorio del Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales dispone que las credenciales para votar 
que tengan como último recuadro el “03” para el marcaje del año de la 
elección federal, podrían ser utilizadas para ejercer el derecho de voto 
hasta la elección del año 2009. Para el caso de las credenciales con 
último recuadro “09” el Consejo General dispondría lo necesario para 
su utilización y/o reemplazo.

viii. reGistro FederaL de eLectores
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• Acuerdo CG304/2010 (14 de septiembre de 2010) por el que se 
aplica el límite de vigencia a las credenciales para votar que ten-
gan como último recuadro para el marcaje del año de la elección 
federal el “03”, en las entidades federativas con elecciones durante 
el año 2011, en acatamiento a lo ordenado por la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en la 
Resolución del Recurso de Apelación con número de expediente 
SUP-RAP-109/2010.

Implementación del marco normativo

El Acuerdo CG304/2010 estableció que a partir del 1 de enero de 
2011 las credenciales cuyo último recuadro para marcar el voto es el 
año 2003 (credenciales 03) no podían ser utilizadas como medio de 
identificación personal, excepto en los estados y municipios con elec-
ciones locales en el año 2011, en cuyos casos la credencial perdería 
vigencia al día siguiente de la elección correspondiente. En términos 
de su registro electoral, los ciudadanos conservarían su inscripción en 
el Padrón Electoral, pero serían excluidos de la Lista Nominal.

• Acciones emprendidas para el remplazo de las credenciales 03

Con la finalidad de difundir la aceptación de la “credencial 03” 
como medio de identificación hasta el 31 de diciembre de 2010 o hasta 
el día siguiente al de la jornada electoral local respectiva, se firmaron 
los siguientes convenios de colaboración:

• Convenio de Apoyo y Colaboración suscrito el 14 de diciembre de 
2010 con la Asociación de Bancos de México, A. C.

• Convenio de Apoyo y Colaboración firmado el 16 de diciembre de 
2010 con la Secretaría de Gobernación.

• Convenios de Apoyo y Colaboración con autoridades de los go-
biernos estatales. La firma de los convenios con entidades ocurrió 
del 17 de noviembre de 2010 al 5 de marzo de 2012.

Con el objeto de orientar y motivar a la ciudadanía a que actualiza-
ra y renovara su credencial 03, se realizaron las siguientes actividades:   

• Estrategia de notificación ciudadana: se instrumentó del 16 de oc-
tubre al 15 de diciembre de 2011, a través de visita domiciliaria. Se 
realizaron un total de 3’386,683 notificaciones.

• Difusión: en el ámbito nacional, se transmitieron por televisión 
74,224 mensajes y 498 entrevistas; por radio 793,945 promociona-
les y 635 entrevistas de funcionarios del RFE; y en prensa escrita se 
publicaron 662 inserciones y 651 entrevistas. Se exhibieron 44,070 
carteles, se distribuyeron 689,515 volantes y se transmitieron men-
sajes a través de equipos de perifoneo durante 13,899 horas.

Resultados

• Credenciales 03

Para el 31 de diciembre de 2010 quedaban sin renovar 7.7 millones 
de ciudadanos con credenciales 03, las cuales tal como lo estableció 
el Acuerdo del Consejo General (CG304/2010) perdieron vigencia el 
1 de enero de 2011. De éstas, 5.6 millones fueron dadas de baja de la 
Lista Nominal en lo que se conoció como el primer evento de exclu-
sión de credenciales 03.

Más tarde, se sucedieron cuatro eventos de exclusión adicionales, 
que se llevaron a cabo luego de los procesos electorales locales cele-
brados en 2011, y en donde se dieron de baja 2.1 millones de creden-
ciales 03.

Evento de 
exclusión

Elección
local o

causa de 
baja

Credenciales
03 que 

perdieron 
vigencia

Fecha
(2011)

Fecha de 
exclusión 

de LN

1°
PÉRDIDA 
DE
VIGENCIA

5.6
millones 1 de enero 1 de enero

2° Guerrero 250,736 30 de enero 1 de febrero

3°
Baja
California 
Sur

31,175 6 de febrero 8 de  febrero

4°

México 873,800

3 de julio 5 de julio
Coahuila 178,910

Hidalgo 192,418

Nayarit 81,370

5° Michoacán 447,135 13 de
noviembre

15 de
noviembre

Total 7.7 millones de credenciales 03

Dado que la credencial para votar está únicamente vinculada al 
registro de la Lista Nominal, al perder su vigencia se excluye sólo de 
este listado, pero no del Padrón Electoral.50

50 El IFE está obligado a dar de baja de la Lista Nominal a los ciudadanos cuya 
credencial ha perdido su vigencia, pero no puede excluirlos del Padrón Electoral. 
Por ello, las credenciales 03 que no fueron renovadas y fueron dadas de baja de la 
Lista Nominal, mantienen un registro vivo en el Padrón.



135

Li b r o bL a n c o •  Pr o c e s o eL e c t o r a L Fe d e r a L 2011-2012

• Credenciales 09

En el mismo Acuerdo CG304/2010 del Consejo General se estableció 
que conforme al estudio técnico realizado por la DERFE, las creden-
ciales para votar que tuvieran como último recuadro el “09” para el 
marcaje del año de la elección federal, podrían ser utilizadas en la 
elección federal de 2012, en las elecciones locales que se llevarían a 
cabo hasta el 2 de julio del mismo año, inclusive, y en las elecciones 
extraordinarias que pudieran derivarse de dichos procesos electorales.

En cumplimiento a dicho Acuerdo, durante la Campaña de Actuali-
zación Intensa del Padrón Electoral 2011-2012, los registros de ciuda-
danos con credencial 09 en Lista Nominal se disminuyeron en poco más 
de 714 mil registros, de los cuales 683 mil remplazaron su credencial. 

Problemáticas 

El establecimiento de la vigencia de la CPV insertó al registro electoral 
en una novedosa mecánica de continua actualización, con muchas y 
complejas consecuencias en la operación del Padrón y la Lista No-
minal, pero con innegables ventajas en cuanto a la validez, sustento y 
autenticidad de la principal identificación oficial mexicana: la creden-
cial para votar.  

Las dificultades para la actualización y renovación de las CPV son 
diversas. El cambio de domicilio no reportado es un problema latente 
en la actualización del registro electoral. Gracias a la Verificación Na-
cional Muestral de 2012 sabemos que el 18.4% de los mexicanos re-
gistrados en la Lista Nominal no han reportado su cambio de domicilio 
a pesar de las campañas de actualización que difunde el IFE de forma 
permanente en todo el país. 

El que los ciudadanos no reporten su cambio de domicilio tiene dos 
implicaciones evidentes e importantes: 

a) Las localidades “expulsoras” de población presentan un Padrón 
Electoral y una Lista Nominal normalmente superior –en términos 
absolutos– a la población, pues los ciudadanos que dejan la demar-
cación disminuyen la población residente sin impactar en los ins-
trumentos registrales electorales, en tanto no reportan su cambio 
de domicilio, y 

b) Por el contrario, las localidades “receptoras” de población gene-
ralmente presentan un número mayor de habitantes que las cifras 
del Padrón Electoral y de la Lista Nominal, porque en estos casos 
los ciudadanos aumentan la población residente sin incrementar el 
Padrón ni la Lista Nominal sino hasta que reporten su cambio de 
domicilio.

Por otro lado, existe un remanente de ciudadanos sin credencial 
vigente, debido a que han perdido sus derechos político-electorales 
con motivo de resoluciones penales. Estos registros permanecen en el 
Padrón Electoral, así como los fallecidos que aún no han sido reporta-
dos a la DERFE.

Aunque la última reforma legal puso un plazo de vigencia a la 
credencial para votar con fotografía, por resolución jurisdiccional se 
excluyó de dicho plazo a los poseedores de credenciales que no se en-
cuentren dentro del territorio nacional, independientemente de su fecha 
de emisión; es decir, los ciudadanos mexicanos residentes en el ex-
tranjero, por no tener la posibilidad física y material de realizar su 
canje, siguen teniendo una credencial vigente. La consecuencia directa 
es la imposibilidad de contar con un Padrón Electoral perfectamente 
actualizado, al no existir mecanismos que permitan identificar cuáles 
credenciales están físicamente en el territorio nacional y cuáles están 
en el extranjero.

Como ya se explicó, dado que la credencial para votar está única-
mente vinculada al registro de la Lista Nominal, al perder su vigencia 
se excluye sólo de este listado, pero no del Padrón Electoral. Es decir, 
el IFE está obligado a dar de baja de la Lista Nominal a los ciudadanos 
cuya credencial ha perdido vigencia, pero no puede excluirlos del Pa-
drón Electoral. Es a esta dualidad registral a la que se debe la brecha 
existente entre el Listado Nominal y el Padrón Electoral.

Conclusiones 

Con la finalidad de evitar que continúe la brecha entre el Padrón Elec-
toral y la Lista Nominal de Electores, y mejorar la calidad de los re-
gistros electorales, sería conveniente posibilitar la baja al Padrón Elec-
toral de los registros correspondientes a las credenciales 03 y, en su 
momento, los que vayan perdiendo vigencia en el futuro.

Es indispensable buscar vías para estar en condiciones legales y 
operativas de actualizar y renovar credenciales en el extranjero. Los 
datos que ofreció el Comité Técnico del Padrón Electoral en los di-
versos informes que presentó a la Comisión del Registro Federal de 
Electores a lo largo del proceso electoral, muestran que el universo 
desconocido de CPV que trasciende las fronteras mexicanas, condena 
al Registro Federal de Electores a la imposibilidad de una actualiza-
ción total de sus bases de datos. Como se ha dicho, el Padrón Electoral 
es la base de gran número de decisiones en todos los procesos comi-
ciales, y de su actualización depende la precisión y alcance de estas 
decisiones. La acelerada dinámica migratoria y el sostenido crecimien-
to demográfico son dos retos para los cuales es fundamental encontrar 
soluciones por la vía legal e instrumental.
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viii.2. La credenciaL Para votar como medio de
 identiFicación Frente a La PosibLe emisión
 de La céduLa de identidad ciudadana

Introducción

La credencial para votar es el principal documento utilizado por los 
mayores de 18 años como medio de identificación: no hay en México 
un documento de identificación oficial que conjugue mejor las caracte-
rísticas que hacen de este instrumento un referente de la vida cotidiana: 
acreditación pública a lo largo de la últimas dos décadas, credibilidad, 
gratuidad, seguridad, proximidad y amplia cobertura.

Originalmente pensada para fines electorales, a lo largo de los úl-
timos 22 años, y ante la ausencia de un documento de identificación 
oficial que sirviera para todo fin, la credencial para votar fue adqui- 
riendo, en la ley y en la práctica, diversos atributos propios de una cédu-
la de identidad. En esto, el Estado mexicano ha invertido una inmensa 
cantidad de recursos, que hoy se reflejan en un dato contundente: 79 
millones de ciudadanos mexicanos cuentan con su credencial de elector 
vigente y la usan para todo tipo de trámites, tanto ante instancias públi-
cas como privadas. 

El Instituto Federal Electoral está convencido de la necesidad de 
contar con un documento único de identificación para los mexicanos, 
que sirva para todo fin y que sea reconocido como instrumento de 
identidad plena. Por la experiencia adquirida, los recursos invertidos, 
pero sobre todo por la confianza social y uso cotidiano de la CPV, re-
sulta pertinente plantear la posibilidad de decantar nuestra legislación 
a favor de este instrumento como único documento de identificación 
oficial.  

Marco normativo

La Ley General de Población, en sus artículos 98, 104 y 105, establece 
la obligación de los ciudadanos mexicanos de inscribirse en el Regis-
tro Nacional Ciudadano y obtener su cédula de identidad ciudadana, 
señalando a esta última como el medio de identificación oficial ante 
todas las autoridades mexicanas, ya sea en el país o en el extranjero. 
El mismo ordenamiento, en su artículo cuarto transitorio del Decreto, 
establece que en tanto no sea expedida la cédula de identidad ciudada-
na, será la credencial para votar el medio de identificación personal en 
trámites administrativos de acuerdo a los convenios que para tal efecto 
suscriba la autoridad electoral.

Por su parte, la resolución recaída en el expediente SUP-RAP-109/ 
2010 del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en su 
apartado “d) Naturaleza de la Credencial para votar con Fotografía 
como documento para ejercer el sufragio y de identificación”, precisa 
que la credencial para votar con fotografía tiene una doble función: 
como instrumento para el ejercicio del voto y como medio para identi-
ficarse, características que resultan indisolubles.

La CPV como identificación por obligación legal

1917
Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos
(texto original 1917); artículo 36.

Los ciudadanos mexicanos
deben inscribirse en los
padrones electorales.

Primera credencial:  Credencial naranja (sin fotografía)

1990

Artículo segundo transitorio 
del Decreto (1990), por el que 
se reformaron y adicionaron 
diversos artículos de la
Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.

En tanto no se establezca el 
servicio del Registro Nacional 
Ciudadano, los ciudadanos 
deberán inscribirse en los 
padrones electorales.

Segunda credencial: Credencial con fotografía

1992

Artículo cuarto transitorio del 
Decreto que reforma la Ley 
General de Población (1992).

En tanto no se expida la cédula 
de identidad ciudadana, esta 
credencial podrá servir como 
medio de identificación perso-
nal en trámites administrativos 
de acuerdo a los convenios 
que para tal efecto suscriba la 
autoridad electoral.

2007

Código Federal de
Instituciones y Procedimientos 
Electorales (COFIPE);
artículo 200, párrafos 1 y 2.

La credencial debe contar con 
los siguientes datos (entre 
otros): firma, huella digital, 
fotografía, clave del registro 
y Clave Única del Registro de 
Población.

Tercera credencial (actual): incluye CURP como dato fijo y los siguientes 
elementos de seguridad: dispositivo ópticamente variable, foto fantasma, 
firma y foto digitalizada, foto en tinta ultravioleta, código de barras con 
huellas dactilares.

 
Implementación del marco normativo

La credencial para votar fue creada para fines electorales, el instru-
mento fundamental para ejercer el derecho al voto. Sin embargo, en 
las últimas dos décadas ha logrado un reconocimiento que trasciende 
al ámbito electoral, convirtiéndose en un medio de identificación am-
pliamente aceptado.
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En cumplimiento a la disposición del Decreto de la Ley de Po-
blación (artículo cuarto transitorio del Decreto de la Ley General de 
Población de 1992), el IFE ha suscrito 76 convenios de apoyo y cola-
boración con los gobiernos de las entidades federativas, así como con 
instituciones públicas y privadas, con la finalidad de que la credencial 
para votar sea aceptada como medio de identificación para realizar 
todo tipo de trámites.

Resultados

Desde la creación de la credencial para votar en 1992, se han ido in-
corporando diferentes elementos con el propósito de contribuir a que 
continúe siendo un instrumento confiable y auténtico para ejercer el 
derecho al voto y acreditar la identidad, así como para evitar su falsifi-
cación, alteración, diversificación, duplicación y simulación.

El Instituto Federal Electoral ha emitido tres diferentes modelos de 
credencial para votar con fotografía. Sus características son similares 
entre sí y representan la evolución en la aplicación de nuevas tecno-
logías y la incorporación de elementos de mayor seguridad. Todo ello 
con el fin de garantizar la integridad de datos y evitar su falsificación.

A continuación se muestra una representación gráfica de la evolu-
ción de los formatos de la CPV:

 Esquema 
descentralizado

 Desconfianza
 Nivel de            

seguridad bajo

 Formato de
    transición

 Fotografía 
instantánea

 Esquema 
semicentralizado

 Fotografía 
incorporada al 
recoger la CPV 
en MAC 

 Alto costo
 Aceptada como 

medio de 
identificación

 Fotografía digital
 Esquema 

centralizado
 Mejoran niveles 

de servicio
 Estandariza en 

dimensiones

 Fotografía digital
 Esquema 

centralizado
 Mayor capacidad 

de producción
 Fortalecen 

niveles de 
seguridad

 Incorporación de 
la CURP

 Fortalecen la 
protección contra 
el fraude, 
alteración.  

 Auténtica por sí 
misma

 Niveles más 
elevados de 
seguridad

 Reducción de 
tiempos de entrega

 Revisión y análisis 
del esquema de 
producción y 
distribución

 Protección de 
resistencia al  
FADDS

 Cumplimiento de 
normas internacio-
nales

 Consolidar a la 
CPV como medio 
de identificación 
ciudadana

 Vínculos con la 
sociedad (servicios 
de identificación y 
autentificación)

1976

1981

1991

 Tipo “A” 
1992 a 

sept. 2001

Tipo “B”
oct . 2001 a 
sept . 2008

Tipo “C”
a partir del
5 sept. 2008

Nuevo modelo de 
credencial para votarInstituto Federal Electoral

R E G I S T R O  F E D E R A L  D E  E L E C T O R E S
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En sus 22 años de existencia, la CPV ha representado una inversión 
del Estado mexicano de alrededor de 2 mil 500 millones de dólares, 
que se refleja en los siguientes resultados:

• En los últimos seis años, el IFE entregó más de 70 millones de 
credenciales (equivalente al 88.87% de la Lista Nominal). Es decir, 
casi el 90% de las credenciales son de expedición reciente, por lo 
que cuentan con datos actualizados y con más y mejores elementos 
de seguridad y de identidad.

• Durante la CAI 2011-2012, en promedio se atendió a 60 mil ciuda-
danos por día.

• Cada año se producen en promedio 12 millones de credenciales, 
lo que implica una actualización anual del 15% de los registros en la 
Lista Nominal (79’454,802 de registros, CG322/2012)

• El porcentaje de empadronados ha alcanzado niveles superiores al 
97% en el año 2012, de los cuales el 94% de los ciudadanos residen-
tes en el país cuenta con CPV (Verificación Nacional Muestral 2012).

• Los datos definitivos del Padrón Electoral utilizados para la elec-
ción del 1 de julio de 2012 incluyeron a un total de 84’464,713 
ciudadanos, es decir, el 97% de los mayores de 18 años han sido 
incorporados al Padrón al menos una vez.

• El IFE instrumenta campañas de actualización para invitar a la ciu-
dadanía a tramitar su CPV; además, se implementan hasta nueve 
programas de depuración para garantizar que no existan duplicados, 
que los ciudadanos que fallecen, los que proporcionan datos falsos 
y los que son condenados penalmente, sean excluidos del Padrón.

• El IFE cuenta con más de 74 millones de registros con huellas dac-
tilares y 92.9 millones de imágenes faciales, todos los cuales se 
comparan biométricamente.

• Con el nuevo modelo y la previsión legal de la vigencia de la CPV, 
el IFE buscará recabar en los próximos seis años, el 100% de los 
registros ciudadanos con las 10 huellas digitales.

• El reconocimiento de la CPV como medio de identificación oficial 
ha sido formalizado en 76 convenios suscritos con gobiernos, ins-
tituciones públicas y privadas. 

• Crecimiento y cobertura del Padrón Electoral y la Lista Nominal 
(1991-2012).

No se puede pasar por alto que toda la estructura de la organización 
electoral mexicana, lo mismo en el ámbito federal que en el local, de-
pende centralmente de la existencia del Padrón Electoral y la CPV. De 
allí que el IFE sea tan enfático en el fortalecimiento y arraigo social de 
sus instrumentos.

La actual vida democrática de México no se explica sin la CPV y 
sin el Padrón Electoral. Corresponde a todas las instituciones demo-
cráticas del país velar por su preservación y permanencia.

Problemáticas 

El Estado mexicano, consciente de su obligación de garantizar este 
derecho fundamental a través de la emisión y el otorgamiento gratuito 
de un instrumento o cédula de identificación, ha colocado en su legis-
lación múltiples disposiciones encaminadas a garantizar el derecho a 
la identidad. El Registro Nacional de Población, y la ley que le dio 
luz –Ley de Identificación Personal– datan de 1933. Desde entonces, 
se establecía la existencia de una tarjeta o cédula de identificación y la 
creación del registro correspondiente. 

Sin embargo, fue hasta 1990 que se estableció en la Constitución la 
obligación de los ciudadanos de inscribirse en el Registro Nacional de 
Ciudadanos, así como la responsabilidad del Estado de expedir el 
documento que acredite la ciudadanía mexicana. La cédula de identi-
dad fue concebida como el documento que abarcaría a toda la pobla-
ción mexicana y que la dotaría de identificación para todo fin.

Entre tanto, en la práctica, la credencial para votar fungiría como 
instrumento de identificación en el territorio nacional, para lo cual se 
establecieron una serie de disposiciones legales que le fueron otorgan-
do cualidades y funcionalidades propias de un documento para acredi-
tar la identidad ciudadana.

Pero la realidad alcanzó el ideal: la intensa vida electoral de Méxi-
co fue más rápida y requirió de la emisión de la credencial para votar 
de manera perentoria. Desde entonces, convivieron el concepto ideal de 
la cédula de identidad, que no existía en los hechos, frente a la realidad 
material de un documento electoral altamente confiable y por ello ex-
tensamente utilizado: la credencial para votar.

Es así que a falta de un documento de identificación oficial, la cre-
dencial para votar se acreditó a lo largo de las últimas dos décadas 
como el instrumento de identificación más aceptado ante instituciones 
públicas y privadas en México, para prácticamente cualquier trámite.

La decisión está entre activar y poner en circulación uno o dos do-
cumentos de identidad para fines distintos o, por el contrario, apostar 
por un solo documento que pueda y deba cumplir con las necesidades 
de identificación para todo propósito.

Si bien la legislación no impide la coexistencia de la cédula de 
identidad ciudadana y la credencial para votar, la calidad como docu-
mento de identificación que ha adquirido la credencial para votar en 
los últimos años, muy probablemente implicaría una permanente yux-
taposición con la cédula de identidad, generando esfuerzos y recursos 
redundantes para el Estado mexicano, y una profunda confusión en la 
sociedad en general. 
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Pero el problema no se reduce a la duplicación de esfuerzos y re-
cursos, sino que implica la formación de dos bases de datos, con muy 
distinta ubicación institucional. La cédula de identidad ciudadana se 
edificaría sobre una base custodiada y regulada por el gobierno fede-
ral, mientras que la credencial para votar con fotografía es emitida por 
una institución autónoma y permanente, vigilada por todos los partidos 
políticos y auditada periódicamente por comités de ciudadanos exper-
tos en la materia.

Conclusiones 

• Un documento único de identidad para todo fin

Dada la ausencia de un documento o cédula para acreditar la identidad, 
a lo largo de los últimos 22 años la credencial para votar fue adqui-
riendo, en la ley y en la práctica, atributos propios de un medio de 
identificación oficial: fotografía, firma, huellas dactilares, domicilio, 
CURP, medidas de seguridad, datos biométricos, registro con vastas 
medidas de verificación y actualización de los datos, entre otros. 

A partir del reconocimiento de este hecho, resulta absolutamente 
necesario realizar un balance y discutir la viabilidad de mantener el 
proyecto formulado en 1990, a saber: dos documentos de identidad, 
emitidos por dos autoridades, actuando y sirviendo paralelamente a la 
misma sociedad nacional e incluso para los mismos fines, o si, por el 
contrario, conviene repensar la Constitución y las leyes para que sea 
sólo uno de los documentos el que juegue también el papel de cédula 
de identidad ciudadana, invirtiendo los términos del proyecto redac-
tado en dicho año.  

La coexistencia y competencia de dos documentos de identidad 
necesariamente minaría la eficacia y la cobertura de ambos, además de 
implicar costos enormes y redundantes. Además, la existencia de dos 
documentos perjudicaría a la población en general, obligando a los ciuda- 
danos a realizar dos trámites distintos, cuestión onerosa en particular 
para quienes viven en zonas aisladas o pobremente comunicadas. Es 
posible incluso, que la promoción social de la cédula de identidad en 
los siguientes años se expanda en oposición y yuxtaposición con el 
trabajo regular del Registro Federal de Electores del IFE. 

Este hecho, por sí mismo, puede representar un gasto y un esfuerzo 
no complementario si los esquemas de trabajo y colaboración no son 
debidamente diseñados ni implementados. Pero incluso así, los riesgos 
de contradicción y redundancia permanecen ante una dinámica pobla-
cional tan cambiante como la de la sociedad mexicana.

Resulta fundamental valorar las características de la instancia en-
cargada del documento de identificación oficial, e incluso considerar 
un nuevo diseño institucional que conjugue independencia, experien-
cia, protección de datos personales y mecanismos permanentes y ri-
gurosos de vigilancia, que ofrezcan garantías y certezas a todas las 
fuerzas políticas del país. 

La decisión reside en emprender un nuevo gran esfuerzo de cons-
trucción registral e instrumental o, más bien, apoyarse en los esfuerzos 
e inversiones realizados en las últimas dos décadas. 

 
En caso de ser dotado de facultades y recursos suficientes, el IFE 

cuenta con la infraestructura material y humana, así como con la expe-
riencia y conocimientos acumulados, para conjugar en un mismo do-
cumento la credencial para votar y la cédula de identidad, y se podría 
encontrar en posibilidad de expedirlo también a los menores de edad. 
Para lograr esto, el IFE haría uso de la estructura –con la que ya cuen-
ta– desplegada a lo largo y ancho del país. Todos los mexicanos se 
registrarían y actualizarían sus datos en los Módulos de Atención Ciu-
dadana del IFE, los cuales atenderían a los ciudadanos y a los menores 
de edad acompañados por sus padres o tutores. 

Para ello se requerirían algunos ajustes al Sistema Integral de In-
formación del Registro Federal de Electores (SIIRFE) para desarrollar 
un módulo específico para la captura, registro, actualización y expedi-
ción de cédulas de identidad.

Los requerimientos de crecimiento en almacenamiento y procesa-
miento de los equipos de los Módulos de Atención Ciudadana y del 
Centro de Cómputo y Resguardo Documental (sobre todo para el al-
macenamiento y custodia del expediente electrónico y físico de cada 
mexicano), así como el requerimiento de ancho de banda de los enla-
ces de comunicaciones, dependerán del posible incremento en el nú-
mero de módulos y estaciones de trabajo para la captación de trámites.

Destaca que, en todo caso, se trataría del crecimiento y fortale-
cimiento de la infraestructura ya instalada que está operando exito-
samente, y un eventual incremento en las actividades de atención, 
procesamiento y validación de trámites.

Sería posible, por otra parte, complementar los elementos biomé-
tricos que actualmente se capturan (huellas dactilares y reconocimien-
to facial), mediante el crecimiento de la Solución Integral de Identi-
ficación Multibiométrica con que cuenta actualmente el Instituto, sin 
que sea necesaria la adquisición de una nueva solución.
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Con algunos ajustes en el modelo de la credencial para votar, este 
medio podría asumir la función de la cédula de identidad sin mayores 
costos adicionales, pues se trata fundamentalmente de agregados en 
impresiones y tintas sobre la misma base física y sobre la misma in-
fraestructura de resguardo y de producción.

Es importante mencionar que la expedición en un mismo docu-
mento de la cédula de identidad y de la credencial para votar, no pone 
en riesgo la misión electoral de las micas ni requiere modelos diferen-
ciados para la acreditación de la identidad y para el ejercicio del voto. 

Lo anterior se debe a los elementos de control y seguridad que 
contiene la credencial y a que el IFE ha dispuesto mecanismos adicio-
nales para proteger el derecho al sufragio: de la misma forma en que 
un ciudadano que no está en la Lista Nominal porque sus derechos 
político-electorales han sido suspendidos por resolución judicial o por-
que presenta una credencial falsa, un menor de edad que acudiera a 
una casilla electoral el día de la elección tampoco podría votar, pues no 
estaría previsto en las listas de electores que el Instituto Federal Elec-
toral entrega en cada una de las casillas en todo el país y que imprime 
en un papel especial, cuya falsificación es imposible.

En los hechos, la CPV cumple y cubre con todas las características 
exigibles de un documento de identidad, según todos los cánones in-
ternacionales: universalidad, obligatoriedad, inmediatez, no discrimi-
nación, no reversibilidad, legalidad, autonomía, gratuidad, accesibili-
dad, marco jurídico apropiado, armonización con otros ordenamientos 
jurídicos, plazo razonable de entrega, continuidad, institucionalidad, 
interrelación de derechos, eficacia, cooperación intersectorial, valora-
ción social, fiabilidad, veracidad, seguridad, informatización, unici-
dad, entre otros. En otras palabras, la credencial posee, en los hechos, 
los elementos necesarios para constituirse en el documento de identifi-
cación para los mayores de 18 años.

Por tanto, elaborar una auténtica política de Estado, de largo plazo, 
comprehensiva y sin contradicciones ni desperdicio de recursos, exige 
de la sociedad mexicana, del gobierno de la República y sobre todo, 
del Congreso de la Unión, tomar una posición en torno a cuatro temas 
fundamentales: 

1) Actualizar, ajustar y clarificar la Constitución y ley, luego de 22 
años de experiencia.

2) Decidir si deben activar y poner en circulación dos documentos 
de identidad para fines distintos, o si por el contrario, un solo do-
cumento puede y debe abarcar y cumplir con las necesidades de 
identificación para todo propósito.

3) Decidir en qué institución depositar la administración y el res-
guardo de los datos personales de millones de mexicanos: en una 
institución del gobierno o en una institución autónoma, permanen-
temente revisada. 

4) Decidir si debe emprenderse un nuevo gran esfuerzo de construc-
ción registral e instrumental o, más bien, apoyarse en el conoci-
miento acumulado, y en los esfuerzos e inversiones realizados en 
las últimas dos décadas.  

viii.3. actuaLización y dePuración deL Padrón eLectoraL 
y Listas nominaLes de eLectores

En cumplimiento de sus objetivos, la Dirección Ejecutiva del Registro 
Federal de Electores llevó a cabo diversos programas técnico-operati-
vos, en gabinete y campo, de manera permanente, intensa y especial, 
durante el Proceso Electoral Federal 2011-2012, con el fin de actuali-
zar y depurar el Padrón Electoral.

VIII.3.a. Actualización del Padrón Electoral

Introducción

La actualización del Padrón Electoral tiene su fundamento en los 
artículos 182 y 183 del Código Federal de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales (COFIPE) y su objeto es mantener al día los niveles de 
registro del Padrón Electoral, a fin de evitar el deterioro ocasionado 
por la dinámica demográfica. 

Para el Proceso Electoral Federal 2011-2012, esta actividad se rea-
lizó a través de la Campaña de Actualización Intensa del Padrón Elec-
toral (CAI), la cual se llevó a cabo en los tres últimos meses del 2011 
y los primeros 15 días del 2012, con la instalación de módulos cuyo 
objetivo fue acercar el servicio de empadronamiento y credencializa-
ción a los ciudadanos. 

Marco normativo

COFIPE

El artículo 128 dispone que la Dirección Ejecutiva del Registro Fede-
ral de Electores tiene como atribución formar el Padrón Electoral, así 
como revisarlo y actualizarlo anualmente, conforme al procedimiento 
establecido en el Capítulo Tercero del Título Primero del Libro Cuarto 
del código electoral.

El artículo 174 señala que las dos secciones del Registro Federal de 
Electores se formarán, según el caso, mediante las acciones siguientes:
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a)  La aplicación de la técnica censal total o parcial;
b)  La inscripción directa y personal de los ciudadanos; y
c)  La incorporación de los datos que aporten las autoridades compe-

tentes relativos a fallecimientos o habilitaciones, inhabilitaciones y 
rehabilitaciones de derechos políticos de los ciudadanos.

El artículo 182 dispone que, a fin de actualizar el Catálogo General 
de Electores y el Padrón Electoral, el Instituto, a través de la DERFE 
realizará anualmente, a partir del día 1 de octubre y hasta el 15 de 
enero siguiente, una campaña intensa para convocar y orientar a la 
ciudadanía a cumplir con su obligación de inscribirse en el registro 
electoral.

El artículo 186, párrafo 1, dispone que dentro de los 30 días si-
guientes a su cambio de domicilio, los ciudadanos inscritos en el Pa-
drón Electoral deberán dar el aviso correspondiente ante la oficina del 
Instituto más cercana a su nuevo domicilio.

El artículo 188 refiere que la Dirección Ejecutiva del Registro Fe-
deral de Electores podrá utilizar la técnica censal parcial en distritos 
o secciones, o partes de éstos, en aquellos casos en que así lo decida 
la Junta General Ejecutiva, a fin de mantener actualizados el Catálogo 
General de Electores y el Padrón Electoral.

Asimismo, en términos del artículo 198, párrafo 1, la Dirección 
Ejecutiva del Registro Federal de Electores recabará de los órganos de 
las administraciones públicas federal y estatal la información necesa-
ria para registrar todo cambio que afecte al Registro Federal de Elec-
tores, entre los que se encuentran las autoridades del Registro Civil, de 
la Secretaría de Relaciones Exteriores y del Poder Judicial.

Acuerdo CG346/2011 (27 de octubre de 2011) por el que se aprobó 
la creación del Comité Técnico del Padrón Electoral, como instancia 
de asesoría técnico-científica del Consejo General, a través de la Co-
misión del Registro Federal de Electores, para el estudio de los instru-
mentos electorales que se utilizarán en las elecciones federales del 1 
de julio de 2012. 

Acuerdo CG322/2012 (24 de mayo de 2012) por el que se declara 
que el Padrón Electoral y los Listados Nominales de Electores que 
serán utilizados en la jornada electoral del 1 de julio del 2012, son 
válidos y definitivos, y que la Lista Nominal de Electores Residentes 
en el Extranjero es válida.

Acuerdo 1-257: 28/07/2011 de la Comisión Nacional de Vigilancia 
del Registro Federal de Electores, por el que se aprueban los medios 
de identificación para obtener la credencial para votar.

Implementación del marco normativo

Con el propósito de mantener actualizado el Padrón Electoral en los 
términos establecidos en el artículo 183 del COFIPE, la DERFE ins-
trumentó diversas acciones, tales como:

̶ Operación de Módulos de Atención Ciudadana

Con la finalidad de atender a los ciudadanos que solicitaron su ins-
cripción o reincorporación al Padrón Electoral, así como la actuali-
zación de su situación registral, la DERFE instaló 1,007 Módulos de 
Atención Ciudadana, a través de los cuales se efectuaron trámites 
de inscripción, cambio de domicilio, corrección de datos personales, 
corrección de datos en dirección, reincorporación, reposición y rem-
plazo de la credencial.

̶ Procedimientos para el cierre de la Campaña
 de Actualización Intensa

De acuerdo a lo establecido en el artículo 182 del COFIPE, el 15 de 
enero concluyó la Campaña de Actualización Intensa, y previendo una 
gran afluencia ciudadana en los Módulos de Atención Ciudadana  para 
realizar los diferentes trámites de inscripción y/o actualización regis-
tral al Padrón Electoral, se diseñó la Estrategia de Atención Ciudadana 
para el Cierre de la CAI 2011-2012, en la cual se implementaron una 
serie de actividades para atender a todos los ciudadanos que requirie-
ran el servicio y contrarrestar cualquier problemática en la capacidad 
de atención del Módulo de Atención Ciudadana. Como parte de esta 
estrategia se definió la entrega de solicitudes de trámite programado 
en los Módulos de Atención Ciudadana con una afluencia ciudadana 
mayor a la capacidad instalada.

̶ Procedimientos para el cierre de la Campaña de
 Reposición de Credenciales

De acuerdo a lo establecido en el artículo 200 del COFIPE, el úl-
timo día de febrero fue la fecha límite para que un ciudadano pudiera 
solicitar la reposición de su formato de CPV por robo, extravío o de-
terioro grave; en este contexto, la DERFE realizó una serie de modi-
ficaciones al Sistema Integral de Información del Registro Federal de 
Electores, con el propósito de estar en posibilidades de realizar vía el 
SIIRFE trámites de este tipo.

̶ Procedimientos para el cierre de la Campaña
 de Credencialización 

Con base en lo establecido en el artículo 190 del COFIPE, las 
credenciales para votar con fotografía estuvieron a disposición de 



142

Li b r o bL a n c o •  Pr o c e s o eL e c to r a L Fe d e r a L 2011-2012

los interesados en las oficinas o módulos que determinó el Instituto 
hasta el 31 de marzo del año de la elección.

̶ Estrategia de difusión 

Se diseñó una estrategia tendiente a informar a la ciudadanía que 
existían fechas límite para incorporarse al Padrón Electoral, actualizar 
sus datos electorales, renovar, reponer y recoger su credencial, para 
estar en posibilidad de participar en las elecciones federales del 1 de 
julio de 2012.

Resultados

Como resultados consolidados de la Campaña de Actualización In-
tensa (CAI) 2011-2012, del 1 de octubre de 2011 al 15 de enero de 
2012, se obtuvo a nivel nacional un total de 5’728,749 trámites de ins- 
cripción y actualización al Padrón Electoral (se incluyen las solicitu-
des de trámite programado), y se entregaron 4’310,605 credenciales 
para votar a los ciudadanos. En la gráfica siguiente se muestran los 
trámites obtenidos en todo el periodo de la CAI 2011-2012:

 

Igualmente, entre el 16 de enero y el 29 de febrero de 2012, 
1’110,591 electores solicitaron reposición de credencial por extravío, 
robo o deterioro grave. Además, durante la campaña de credencializa-
ción efectuada del 16 de enero al 31 de marzo, resultó que 3’695,640 
ciudadanos mexicanos acudieron a los Módulos de Atención Ciudada-
na a recoger su respectiva CPV.

Por acuerdo de la Comisión Nacional de Vigilancia (CNV), la 
DERFE instrumentó una estrategia de entrega de solicitud de trámi-
te programado para la actualización del Padrón Electoral a aquellos 
ciudadanos que no fue posible atender hasta las 24:00 horas del día 15 
de enero de 2012, con la finalidad de que acudieran entre el 16 y el 19 de 
enero, en el horario de atención del módulo a realizar su trámite. Se 
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entregaron 31,252 solicitudes de trámite programado a los ciudadanos, 
de los cuales se atendieron un total de 28,359 trámites.

Las campañas de Actualización Intensa (CAI) del Padrón Electoral 
y Reposición de Credencial para votar, se llevaron a cabo con el fun-
cionamiento de 1,007 Módulos de Atención Ciudadana a nivel nacio-
nal y 2,645 estaciones de trabajo. 

A través del Centro de Atención Ciudadana IFETEL, 31 Centros 
Estatales de Consulta Electoral y Orientación Ciudadana (CECEOC), 
y 300 Centros Distritales de Información Ciudadana (CEDIC), se aten-
dieron 6’674,066 solicitudes de orientación ciudadana.

Problemáticas 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 183 del COFIPE, durante 
el proceso electoral federal un ciudadano sólo puede efectuar su trá-
mite de actualización hasta el 15 de enero del año en que se celebren 
elecciones federales y, con base en el artículo 200 del mismo Código, 
una reposición de la CPV hasta el último día de febrero. Esta dispo-
sición imposibilita al ciudadano que extravió o le fue robada su CPV, 
obtener su reemplazo antes de la jornada electoral federal, a menos que 
recurra a una instancia administrativa, o bien, a una demanda de juicio 
ante el TEPJF.

Conclusiones 

Resulta oportuno analizar y revisar los periodos legales con los que 
cuentan los ciudadanos para solicitar su CPV cuando la extraviaron o 
les fue robada; como se ha dicho, actualmente la ley señala el último 
día de febrero del año de la elección para solicitarla. Es importante 
mencionar que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción ha sostenido otro criterio, en el sentido de que la autoridad electo-
ral en los casos referidos deberá realizar todas las acciones necesarias 
para entregarles a los ciudadanos su credencial para votar. 

En los casos de credenciales extraviadas se propone establecer un 
nuevo tipo de trámite que permita la “reimpresión” de una credencial, 
en el entendido de que en el periodo de impresión de las Listas No-
minales de Electores ya no se estaría actualizando la fotografía de los 
ciudadanos. En tal caso, sería conveniente evaluar la posibilidad de 
que la vigencia de las credenciales de este tipo fuera sólo de un año, 
de modo que el ciudadano tenga que realizar el trámite que permita 
actualizar la fotografía y los datos que no se hayan podido actualizar; 
todo ello con el fin de permitir al ciudadano ejercer su derecho al voto 
en la jornada electoral. Si se adoptara una decisión en ese sentido, 
habría que considerar que la emisión de credenciales para votar con 
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vigencia de un año, implicaría producir una credencial cuya vida útil 
es de 10 años y desecharla tan sólo después del 10% de ésta. Sería 
importante evaluar si éste puede ser considerado un uso racional de 
recursos en caso de que la cantidad de credenciales solicitadas en esta 
modalidad sea considerable.

VIII.3.b. Depuración del Padrón Electoral

Introducción

Con el fin de elevar la calidad del Padrón Electoral y de las Listas 
Nominales de Electores, durante el proceso electoral federal se rea-
lizaron diversas actividades de carácter técnico-operativo, las cuales 
tienen su fundamento en los artículos 128, 177, 198, 199 y demás re-
lativos del COFIPE.

Marco normativo

COFIPE

El artículo 199, párrafos 1, 2, 3, 4 y 5, dispone el procedimiento y las 
medidas para la cancelación de las solicitudes de trámite realizadas por 
los ciudadanos que no cumplan con la obligación de acudir a obtener 
su CPV, así como para la destrucción de los formatos de credenciales 
de los ciudadanos cuya solicitud haya sido cancelada.

El artículo 199, párrafo 8, establece que la DERFE, de acuer-
do a la resolución judicial respectiva, excluirá del Padrón Electoral 
y de la Lista Nominal a los ciudadanos que hayan sido suspendidos 
en el ejercicio de sus derechos políticos, durante el periodo que dure 
la suspensión.

Igualmente, dicho numeral señala que serán reincorporados al 
Padrón Electoral los ciudadanos que hayan sido rehabilitados en sus 
derechos políticos por mandato judicial o bien cuando acredite el ciu-
dadano que ha cesado la causa de la suspensión, o ha sido rehabilitado 
en sus derechos políticos. 

El artículo 199, párrafo 9, prevé que la DERFE dará de baja del 
Padrón Electoral a los ciudadanos que hayan fallecido, siempre y cuan-
do quede acreditado con la documentación emitida por las autoridades 
competentes o mediante el procedimiento que determine la Comisión  
Nacional de Vigilancia. 

• Acuerdo CG347/2008 (14 de agosto de 2008), por el que se aprue-
ban los Lineamientos Generales para la Depuración del Padrón 
Electoral en el marco del desarrollo de la Estrategia Integral para 

la Depuración del Padrón Electoral 2006-2012, en los cuales, entre 
otros, se establecen los procedimientos relativos a la cancelación 
de trámites, a la notificación y reincorporación de ciudadanos re-
habilitados en sus derechos políticos, de ciudadanos fallecidos y 
los lineamientos para la prevención de incorporación de trámites 
con datos presuntamente irregulares o falsos y los lineamientos ge-
nerales para la detección y baja de registros duplicados, así como 
el procesamiento y exclusión de registros por incorporación con 
datos presuntamente irregulares. 

• Acuerdo CG71/2012 (8 de febrero de 2012) por el que se aprobó el 
procedimiento de resguardo de formatos de credencial no recogi-
dos por los ciudadanos, para su implementación durante el Proceso 
Electoral Federal 2011-2012.

• Acuerdo 1-EX60:06/11/2008) por el que la Comisión Nacional de 
Vigilancia aprobó el “Procedimiento alterno para dar de baja del 
Padrón Electoral los registros de ciudadanos fallecidos”.

Implementación del marco normativo

Con la finalidad de mantener depurados el Padrón Electoral y las Listas 
Nominales de Electores, la DERFE implementó diversos procedi-
mientos de manera permanente desde abril de 2009; sin embargo, es-
tos procedimientos que se enlistan a continuación, se intensificaron de 
octubre de 2011 a abril de 2012:

• Programa de bajas por defunción. Se instrumentaron los procesos 
para dar tratamiento a las notificaciones de defunción emitidas 
por el Registro Civil, a fin de identificar el registro correspondiente 
en el Padrón Electoral, y se solicitó la exclusión del mismo de los 
instrumentos electorales.

• Programa de bajas por suspensión de derechos políticos. Este pro-
grama se ocupó de las notificaciones de inhabilitación de los dere-
chos político-electorales que emitió el Poder Judicial, en cuyo caso 
se excluyó a los ciudadanos del Padrón Electoral. Una vez recibida 
la notificación, la DERFE localizó los registros correspondientes 
en el Padrón Electoral a nivel nacional, y en los casos en que exis-
tió duda, verificó en campo la correspondencia entre la notificación 
del Poder Judicial y el registro en el Padrón Electoral.

• Programa para la detección de registros duplicados. El programa 
consistió en la identificación de registros en el Padrón Electoral 
que pudieran corresponder a un mismo ciudadano, los cuales fue-
ron comparados con elementos biométricos, confronta visual en 
gabinete y, en caso de duda, mediante entrevista a los ciudadanos. 
En los casos en que se confirmó la duplicidad, se dio de baja el 
registro más antiguo.

• Procedimiento alterno para dar de baja del Padrón Electoral los 
registros de ciudadanos fallecidos. Consistió en recabar los avisos 
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de defunciones reportadas por los ciudadanos o producto de los 
operativos que realizó la DERFE, como la Verificación Nacional 
Muestral (VNM) o la notificación a insaculados.

• Procedimiento para el tratamiento de los registros y trámites con 
datos personales presuntamente irregulares. Este procedimiento 
tuvo el fin de determinar el tratamiento de aquellos registros y trá-
mites que se identificaron mediante el uso de herramientas biomé-
tricas y elementos de texto, con la misma huella digital, pero con 
datos personales diferentes para, una vez analizados, determinar si 
era procedente la generación de la CPV, o bien, había que rechazar 
el trámite  y/o  excluir los registros del Padrón Electoral, así como 
presentar la denuncia de hechos ante la autoridad correspondiente. 

• Formulación de avisos ciudadanos, previo a la cancelación del 
trámite. Se realizó la formulación de hasta tres avisos a los ciuda-
danos que hubieran solicitado un trámite de inscripción o actuali-
zación al Padrón Electoral durante los dos años previos, con el fin 
de incentivar a que acudieran a recoger su CPV. 

• Procedimiento para la cancelación de solicitudes de trámite y apli-
cación de las bajas correspondientes (artículo 199, párrafos 1 al 5, 
del COFIPE), mediante el cual se identificaron en la base de datos del 
Padrón Electoral los registros correspondientes a las credenciales 
que no fueron recogidas por sus titulares, por lo que se excluyeron 
del Padrón Electoral y se destruyeron.

• Procedimiento para el tratamiento de registros con datos de do-
micilio irregulares. A partir de 2009 se aplicó el procedimiento 

establecido en los Lineamientos Generales para la Depuración del 
Padrón Electoral aprobados por el Consejo General del IFE el 14 
de agosto de 2008, conjuntamente con los Criterios Generales para 
la aplicación de los Lineamientos Generales para la Depuración 
del Padrón Electoral en el caso de los registros con domicilios pre-
suntamente irregulares o falsos.

• Procedimiento de reincorporación al Padrón Electoral de ciudada-
nos rehabilitados en sus derechos políticos por petición ciudadana 
en MAC. Con este procedimiento se llevó a cabo la reincorpora-
ción de los ciudadanos suspendidos en sus derechos políticos que 
fueron rehabilitados.

• Procedimiento de reincorporación al Padrón Electoral de ciudada-
nos rehabilitados en sus derechos políticos por notificación judi-
cial. Con la aplicación de este procedimiento se efectuó la reincor-
poración de los ciudadanos que se encontraron rehabilitados en sus 
derechos políticos, de acuerdo a la notificación de rehabilitación 
que el Poder Judicial entregó al IFE.

Resultados 

En cumplimiento de las actividades programadas para el Proceso Elec- 
toral Federal 2011-2012, la Dirección Ejecutiva del Registro Federal 
de Electores depuró y actualizó la base de datos del Padrón Electoral y 
la Lista Nominal de Electores, con la aplicación de los progra- 
mas de depuración, a través de los cuales se obtuvieron los resultados 
siguientes:

Periodo de Proceso 
Electoral Federal 

2011-2012
Programa Resultados 

01/10/11 al 11/05/12 Bajas por defunción - Bajas de la base de datos del Padrón Electoral: 361,227

01/10/11 al 11/05/12 Bajas por suspensión de 
derechos políticos 

- Bajas de la base de datos del Padrón Electoral: 38,046

01/10/11 al 11/05/12

Bajas por detección de
registros duplicados 

- Revisión en gabinete por elementos biométricos y confronta 
visual: 20’601,791 de duplas de presuntos duplicados.

- Bajas de registros determinados como duplicados: 164,276

01/10/11 al 11/05/12 Datos personales
presuntamente irregulares

- Bajas aplicadas. 9,940

01/01/12 al 11/05/12 Verificación de domicilios 
presuntamente irregulares

- Bajas aplicadas: 4,307

31/03/12 al 11/05/12

Cancelación de solicitudes
de trámite al Padrón
Electoral por aplicación del 
artículo 199, párrafos 1 al 5, 
del COFIPE

- Bajas aplicadas: 64,334
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A continuación se presenta un gráfico con la evolución de la de-
puración del Padrón Electoral por programa y año con corte al 31 de 
diciembre de 2011.

Evolución de la depuración del Padrón Electoral por programa

 

Es importante precisar que los programas de actualización y 
depuración recién descritos se instrumentan conforme a los procedi-
mientos y criterios que aprueban los partidos políticos representados 
ante la CNV.

Acciones emprendidas para la depuración del Padrón Electoral

• La DERFE instrumentó el Proyecto para la Formulación de Avisos 
Ciudadanos, el cual contempló dos modalidades para la entrega de 
avisos: visitas domiciliarias realizadas por el personal de las voca-
lías del Registro Federal de Electores y publicación en los estrados 
de las oficinas de las vocalías del Registro Federal de Electores en 
las juntas locales y distritales ejecutivas y en los Módulos de Aten-
ción Ciudadana. Los resultados obtenidos son los siguientes:
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Formulación de avisos ciudadanos 

Periodo Modalidad  Avisos a
formular

Avisos
entregados

Avisos no entregados 
por causa

Primer aviso 03/09/11 al 30/10/11 Visita
domiciliaria 147,638 99,564 48,074

Segundo aviso 01/11/11 al 31/03/12 Publicación en 
estrados 118,992 NA NA

Tercer aviso 16/01/12 al 29/02/12 Visita
domiciliaria 63,142 42,567 20,5751

• Asimismo, se han celebrado diversos convenios de apoyo y colabo- 
ración en materia del registro civil, entre el IFE y las autoridades 
del Poder Ejecutivo local, que fueron firmados entre el 15 de di-
ciembre de 2008 y el 24 de enero de 2012.

• Se fortalecieron las tareas de depuración preventiva en los Módu-
los de Atención Ciudadana, así como en los procesos de depuración 
correctiva en el Centro de Cómputo y Resguardo Documental. El 
número de servicios de depuración preventiva atendidos median-
te la Solución Integral de Identificación Multibiométrica, del 1 de 
octubre de 2011 al 15 de mayo de 2012, fue de 6’488,409.

• Como procedimiento alterno para excluir del Padrón Electoral los 
registros de ciudadanos fallecidos, se instrumentó el Sistema de 
seguimiento al Procedimiento Alterno de Notificaciones de Defun-
ción. En el periodo del Proceso Electoral Federal 2011-2012, se 
captaron 48,933 avisos de familiares o conocidos que informaron 
del fallecimiento de ciudadanos registrados en el Padrón Electoral 
a través de IFETEL y los Módulos de Atención Ciudadana.

• Se instrumentó una estrategia de revisión y detección de registros 
duplicados en Áreas Vecinales Específicas (AVE) y Flujos Migra-
torios en pares de municipios del país. A partir de la revisión en 
gabinete, mediante elementos biométricos y comparación visual, 
del 6 de marzo al 11 de mayo de 2012, se obtuvieron los siguientes 
resultados:

Duplas revisadas

Total de duplas revisadas Duplicados confirmados Ciudadanos diferentes

3,295,782 1,382 3,294,400

• Se seleccionaron 16,208 registros de cambio de domicilio para su 
verificación en campo. Además, se obtuvo una muestra aleatoria de 
5,490 reportes de cambios de domicilio que también se verificaron 
en campo.

 De los 16,208 registros de cambio de domicilio que se selecciona-
ron por alguno de los criterios, 22% se cancelaron por no contar 
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con la evidencia necesaria para acreditar la regularidad del movi-
miento, y los ciudadanos involucrados se reincorporaron al Padrón 
Electoral con su domicilio anterior. En el caso de los 5,490 regis-
tros seleccionados mediante muestra, este porcentaje fue de 6.8%.

Problemáticas

Los estudios realizados a la Lista Nominal en el año 2012 estiman la 
existencia de un 0.8% de registros correspondientes a ciudadanos fa-
llecidos, por lo cual resulta necesario definir mecanismos que permitan 
obtener información sobre el empadronamiento de estos ciudadanos, 
para darlos de baja de los instrumentos electorales.

El acta de defunción o notificación de defunción que emite el 
Registro Civil es el documento que permite a la DERFE aplicar una 
baja del Padrón Electoral. En ocasiones, la Dirección Ejecutiva del 
Registro Federal de Electores se enfrenta a la problemática de que los 
datos proporcionados para la expedición del acta de defunción difie-
ren de los datos proporcionados por el ciudadano al momento de la 
inscripción al Padrón Electoral; estas diferencias en los datos permiten 
que cierta cantidad de registros de ciudadanos fallecidos continúen vi-
gentes en el Padrón Electoral, pues se corre el riesgo de aplicar bajas 
indebidas por la existencia de nombres y apellidos similares en la base 
de datos del Padrón Electoral.

El artículo 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece el auto de formal prisión como una de las con-
diciones para la suspensión de los derechos políticos; sin embargo, el 
pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió una tesis 
jurisprudencial en la cual establece que el “derecho al voto se suspen-
de por el dictado del auto de formal prisión o de vinculación a proceso, 
sólo cuando el procesado esté efectivamente privado de su libertad”.

La notificación de suspensión que recibe la DERFE es procesada 
y se aplica la baja del Padrón Electoral sin tener conocimiento si dicho 
ciudadano está en libertad. Así, la DERFE se enfrenta a la disyuntiva 
de que la mayoría de los procesados en su etapa de auto de formal 
prisión se encuentran en libertad y, en ocasiones, es al momento de 
acudir a las urnas cuando se le notifica al ciudadano que sus derechos 
están suspendidos y que no podrá ejercer su voto.

Conclusiones 

Sería recomendable establecer convenios con los registros civiles 
de los estados para contar con la información de las actas de naci- 
miento expedidas, lo que permitiría omitir la solicitud de esta infor-

mación al ciudadano e incidir en la calidad de atención, tiempo de 
captación de trámite y mejoras en la productividad. 

Asimismo, para realizar una identificación plena de los ciudadanos 
fallecidos a fin de homogeneizar los datos a captar (anotar fecha de 
nacimiento y no sólo la edad del fallecido) e incluir en el acta de de-
función la clave de elector del fallecido.

Por otra parte, es conveniente que se defina jurídicamente si la 
notificación de suspensión es suficiente para suspender los derechos 
políticos de los ciudadanos. 

VIII.3.c. Listas Nominales de Electores

Marco normativo

COFIPE

El artículo 181 establece los siguientes criterios:

1. Una vez llevado a cabo el procedimiento a que se refiere el artícu-
lo 182 del mismo ordenamiento, se procederá a formar las listas 
nominales de electores del Padrón Electoral con los nombres de 
aquéllos a los que se les haya entregado su credencial para votar.

2. Los listados se formularán por distritos y por secciones electorales.
3. Los listados anteriores se pondrán a disposición de los partidos 

políticos para su revisión y, en su caso, para que formulen las ob-
servaciones que estimen pertinentes.

4. La Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores proveerá 
lo necesario para que las listas nominales se pongan en conoci-
miento de la ciudadanía en cada distrito.

El artículo 191, párrafo 1, señala que las listas nominales de elec-
tores son las relaciones elaboradas por la DERFE que contienen el 
nombre de las personas incluidas en el Padrón Electoral, agrupadas 
por distrito y sección, a quienes se ha expedido y entregado su CPV.

El artículo 195 señala que los partidos políticos, en el año en que 
se celebre el proceso electoral ordinario, podrán realizar observaciones 
a las listas nominal de electores, con base en las cuales, de resultar 
procedentes, se harán las modificaciones a que hubiere lugar y se in-
formará al Consejo  General y a la Comisión Nacional de Vigilancia a 
más tardar el 15 de mayo.

Los partidos políticos podrán impugnar ante el Tribunal Electoral 
el informe a que se refiere el párrafo anterior; si no se impugna el in-
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forme o, en su caso, una vez que el Tribunal haya resuelto las impug-
naciones, el Consejo General del Instituto sesionará para declarar que 
el Padrón Electoral y los listados nominales de electores son válidos 
y definitivos.

El artículo 197, párrafo 1, establece que la DERFE, una vez con-
cluidos los procedimientos a que se refieren los artículos anteriores, 
elaborará e imprimirá las listas nominales de electores definitivas 
con fotografía que contendrán los nombres de los ciudadanos que ob-
tuvieron su credencial para votar con fotografía hasta el 31 de marzo 
inclusive, ordenadas alfabéticamente por distrito y por sección elec- 
toral para su entrega, por lo menos 30 días antes de la jornada electoral, 
a los consejos locales para su distribución a los consejos distritales y a 
través de éstos a las mesas directivas de casilla en los términos señala-
dos en este Código.

El artículo 197, párrafo 2, dispone que a los partidos políticos les 
será entregado un tanto de la Lista Nominal de Electores con fotogra-
fía a más tardar un mes antes de la jornada electoral.

Acuerdo CG322/2012 (24 de mayo de 2012) por el que se decla-
ra que el Padrón Electoral y los listados nominales de electores que 
serán utilizados en la jornada electoral del 1 de julio del 2012, son 
válidos y definitivos, y que la Lista Nominal de Electores Residentes 
en el Extranjero es válida.

Acuerdo CG145/2012 (14 de marzo de 2012), por el que se aprue-
ba la forma y contenido de los listados nominales de electores que 
contendrán los registros de los ciudadanos que hayan resultado favore-
cidos producto de instancias administrativas y resoluciones del Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federación en materia electoral 
para la jornada electoral del 1 de julio de 2012.

Implementación del marco normativo

La DERFE realizó una serie de actividades para imprimir los nueve 
tantos de las listas nominales de electores definitivas con fotografía 
que fueron utilizadas durante la jornada electoral federal del 1 de julio 
de 2012 en cada una de las mesas directivas de casilla.

Se instrumentó el Plan de Generación, Impresión y Distribución 
de la Lista Nominal de Electores Definitiva con Fotografía, que tuvo 
la finalidad de dar objetividad y certeza en la generación del producto 
electoral que fue utilizado en la jornada electoral del 1 de julio de 
2012, así como en los comicios que se llevaron a cabo en las entidades 
con proceso electoral coincidente.

Por otro lado, la Comisión Nacional de Vigilancia y el Con-
sejo General del Instituto Federal Electoral (a través del Acuerdo 
CG145/2012), aprobaron la forma y contenido de la “Lista Nominal 
de Electores con Fotografía producto de Instancias Administrativas y 
resoluciones del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
en materia electoral para las elecciones federales de 2012”.

Resultados

La DERFE presentó, el 15 de mayo de 2012, un informe sobre las ob-
servaciones formuladas por los partidos políticos a la Lista Nominal de 
Electores para revisión, a los miembros del Consejo General del IFE y 
a la Comisión Nacional de Vigilancia.

El informe dio a conocer que fueron presentadas, en tiempo y 
forma, un total de 2’697,198 observaciones, de las cuales 2’288,117 
se refirieron a presuntos duplicados. El universo analizado fue de 
2’523,112 observaciones registradas, de las que únicamente 26,201 
fueron procedentes, y por consecuencia, sus registros fueron modifica-
dos en la base de datos electoral.
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Volumen de observaciones por año y procedencia o improcedencia 

Año Observaciones Improcedentes %  Improcedentes Procedentes % Procedentes

2006 7,332,056 7,200,169 98.20 131,887 1.80

2007 748,283 709,625 94.83 38,658 5.17

2008 114,785 113,053 98.49 1,732 1.51

2009 2,430,532 2,343,820 96.43 86,712 3.57

2010 2,138,679 2,131,915 99.68 6,764 0.32

2011 1,042,388 1,017,758 97.64 24,630 2.36

2012 2,523,112 2,496,911 98.96 26,210 1.04

Total 16,329,835 16,013,251 98.06 316,593 1.94

Una vez que concluyeron las actividades de actualización y depu-
ración de los instrumentos electorales, se obtuvo un Padrón Electoral 
con 84’464,713 ciudadanos y una Lista Nominal Definitiva con Fo-
tografía de 79’454,802 electores, la cual fue utilizada en la jornada 
electoral federal del 1 de julio de 2012, sin enfrentar impugnación al-
guna. La cobertura del listado nominal con respecto del Padrón Elec-
toral fue del 94.07%. El 24 de mayo de 2012, el Consejo General del 
Instituto Federal Electoral, en su Acuerdo CG322/2012 declaró váli-
dos y definitivos el Padrón Electoral y la Lista Nominal de Electores 
con Fotografía. 

Adicionalmente, la DERFE elaboró la “Lista Nominal de Electores 
con Fotografía producto de Instancias Administrativas y Resoluciones 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en materia 
electoral para las elecciones federales de 2012”, que quedó conforma-
da por 7,271 electores.

Finalmente, una vez concluidos los estudios efectuados por los 
integrantes del Comité Técnico del Padrón Electoral, se elaboró un 
Informe Integrado en el cual se concluyó lo siguiente:

Considerando que ha quedado acreditada la congruencia externa de 
la Lista Nominal de Electores respecto de los instrumentos registrales 
de otras autoridades, y de la dinámica demográfica del país; que la 
Verificación Nacional Muestral es un método válido para evaluar los 
instrumentos registrales del IFE y que sus indicadores también reflejan 
la dinámica demográfica de la población mexicana; que los programas 
de depuración del Padrón Electoral y de la Lista Nominal de Electo-
res responden a la intensa movilidad interna y externa de la población 
mexicana; que la distribución territorial de los Módulos de Aten- 
ción Ciudadana es eficiente y equitativa, y que éstos cuentan con una 
estructura informática adecuada, se puede concluir que el nivel de 
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precisión que ofrece el Padrón Electoral y la Lista Nominal de Elec-
tores refleja con alto grado de certidumbre las condiciones de la po-
blación registrada, y que los datos no muestran que el padrón pudiera 
contener sesgos que vulneren su confiabilidad.

Problemáticas 

A continuación se plantean las problemáticas enfrentadas vinculadas 
con los listados nominales, en el Proceso Electoral Federal 2011-2012.

• La demanda de entrega de información de la Lista Nominal de 
Electores para revisión a las 332 comisiones locales y distritales 
de vigilancia, provocó una logística compleja de distribución de 
información mediante mecanismos seguros.

• De igual forma, se presentó una complejidad logística en las activi-
dades de generación e impresión de las Lista Nominal de Electores 
Definitiva con Fotografía, ya que concurren con la impresión los 
cierres de los programas de depuración, la definición de casillas ex- 
traordinarias y las observaciones formuladas por los partidos po-
líticos a la Lista Nominal para Revisión. Esto implica que no se 
pueda mantener la programación original, y demanda un control 
complejo de las secciones que se pudieran ver afectadas por bajas, 
observaciones procedentes o cambio del tipo de casilla.

• El corte para generar la Lista Adicional producto de Instancias Ad-
ministrativas y Demandas de Juicio favorables a los ciudadanos, 
fue al 15 de junio de 2012, por lo que posiblemente un determinado 
número de ciudadanos no fueron incluidos en esta lista. En este 
proceso electoral federal se incrementó sustancialmente el número 
de electores que integraron esta lista. 

Conclusiones

A continuación se formula una serie de propuestas con relación a la 
Lista Nominal de Electores.

En lo que se refiere a la Lista Nominal de Electores Definitiva 
con Fotografía, sería oportuno revisar y, en su caso, definir el pe-
riodo de tiempo para la realización de los trabajos de revisión, tanto 
de gabinete como en campo, y análisis de domicilios presuntamen- 
te irregulares, de tal manera que no se impacten las actividades de ge-
neración e impresión de la misma.

Analizar la viabilidad de evolucionar a listas nominales electró-
nicas. Evaluar la posibilidad de reformar el Código para ampliar el 
plazo para integrar la Lista Nominal de Electores Adicional, así como 
imprimir dicho instrumento de manera descentralizada (consejos dis-
tritales) con la finalidad de optimizar tiempos y recursos. 

Además, junto con cualquier cambio que se contemple a las listas 
nominales, se deben idear mecanismos de protección de los datos con-
tenidos en las mismas para que no exista un mal uso, transferencias o 
reproducción de la información contenida allí.

viii.4. actuaLización de La GeoGraFía eLectoraL

Marco normativo

El artículo 41, párrafo V, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos señala entre las funciones del IFE la de hacerse 
cargo de la geografía electoral.

Asimismo, el artículo 53 dispone que la demarcación territorial de 
los 300 distritos electorales uninominales será la que resulte de dividir 
la población total del país entre los distritos señalados. La distribución 
de los distritos electorales uninominales entre las entidades federativas 
se hará teniendo en cuenta el último Censo General de Población, sin 
que en ningún caso la representación de un estado pueda ser menor de 
dos diputados de mayoría.

Para la elección de los 200 diputados según el principio de repre-
sentación proporcional y el Sistema de Listas Regionales, se constitui-
rán cinco circunscripciones electorales plurinominales en el país. La 
ley determinará la forma de establecer la demarcación territorial de 
estas circunscripciones.

El artículo 128 en sus incisos i) y j) del COFIPE establece que 
la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores tiene como 
atribuciones la de formular, con base en los estudios que realice, el 
proyecto de división del territorio nacional en 300 distritos electorales 
uninominales, así como el de las cinco circunscripciones plurinomi-
nales, y de igual forma mantener actualizada la cartografía electoral 
del país, clasificada por entidad, distrito electoral federal, municipio y 
sección electoral.

Asimismo, el artículo 191 en sus párrafos 2 y 3, refiere que la sec-
ción electoral es la fracción territorial de los distritos electorales uni-
nominales para la inscripción de los ciudadanos en el Padrón Electoral 
y en las listas nominales de electores, donde cada sección tendrá como 
mínimo 50 electores y como máximo 1,500.

El IFE, a través de su Consejo General, con el objeto de mantener 
actualizada la cartografía para la celebración del Proceso Electoral Fe-
deral 2011-2012, aprobó los siguientes acuerdos:
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• CG267/2011 (14 de septiembre de 2011), por el que se modifica la 
cartografía electoral a nivel de sección producto de la aplicación 
del Programa de Reseccionamiento 2010.

• CG268/2011 (14 de septiembre de 2011) por el que se aprueba 
mantener para las elecciones federales del 1 de julio de 2012, 
el ámbito territorial, las cabeceras de las cinco circunscripciones 
plurinominales, así como el número de diputados elegibles por el 
principio de representación proporcional, tal y como se integraron 
en los procesos electorales federales 2005-2006 y 2008- 2009.

• CG269/2011 (14 de septiembre de 2011), por el que aprueba la 
integración a la cartografía electoral federal del Municipio de Mar-
quelia, Guerrero.

• CG270/2011 (14 de septiembre de 2011), por el que aprueba la 
integración a la cartografía electoral federal del Municipio de Co-
choapa El Grande, Guerrero.

• CG271/2011 (14 de septiembre de 2011), por el que aprueba la 
integración a la cartografía electoral federal del Municipio de Ju-
chitán, Guerrero.

• CG272/2011 (14 de septiembre de 2011), por el que aprueba la mo-
dificación de límites municipales de Guerrero (Tecpan de Galeana-
Petatlán) en la cartografía electoral.

• CG273/2011 (14 de septiembre de 2011), por el que aprueba la 
modificación de límites municipales de Nuevo León (El Carmen-
General Escobedo) en la cartografía electoral.

Implementación del marco normativo

En cumplimiento a los Acuerdos del Consejo General del IFE 
CG267/2011, CG269/2011, CG270/2011, CG271/2011, CG272/2011, 
y CG273/2011, el marco geográfico electoral federal se modificó 
de 66,561 secciones y 2,444 municipios a 66,740 secciones y 2,447 
municipios.

Resultados

Como resultado de los recorridos permanentes efectuados por la es-
tructura desconcentrada del IFE, se integró una cartografía electoral 
con corte al 15 de enero de 2012, la cual fue utilizada para la elección 
federal del 1 de julio de 2012. De esta manera, el marco geográfico 
electoral se integró por 300 distritos electorales federales, 2,447 muni-
cipios, 66,740 secciones electorales, 212,783 localidades y 2’004,162 
manzanas.

Asimismo, como parte de los recorridos de actualización cartográ-
fica, en el período de octubre de 2010 a abril de 2012, se efectuaron 
un total de 59,257 visitas, de las cuales 38,765 fueron realizadas en 
secciones urbanas, 14,263 en rurales y 6,229 en mixtas. 

Como resultado de las visitas realizadas se incorporaron un total 
de 119,309 movimientos por el Sistema de Actualización de Claves de 
Identificación Geoelectoral (SACCIG) en la base de datos, diferencia-
dos a nivel manzana y localidad, tal como a continuación se indica.

Movimientos en base de datos Nivel manzana Nivel localidad

Alta 65,842 2,804

Baja 29,226 1,608

Inhabilitada 6,377 ------

Rehabilitada 2,600 ------

Alta con inhabilitación 6,709 ------

Corrección de nombre y tipo ------ 4,143

Total nacional 110,754 8,555

Sistema Ubicatucasilla en Google

La revisión de rasgos relevantes, específicamente las casillas electo-
rales, fue la base de la publicación de casillas en el Sistema Ubicatuca-
silla en Google. Este sistema inició su operación el sábado 23 de junio 
de 2012, con la presentación de 141,153 casillas revisadas en el portal 
http://ubicatucasilla2012.ife.org.mx/, las cuales fueron aprobadas por 
los consejos distritales en todo el país. El sistema recibió 3’333,205 
consultas del sábado 23 de junio al domingo 1 de julio de 2012; la 
mayor afluencia se presentó el día 1 de julio con 1’193,458 consultas.

Problemáticas

Si bien no se percibe ninguna problemática que implique modificación 
legal alguna, durante el desarrollo de la sistematización cartográfica se 
presentaron algunas dificultades operativas, vinculadas con la gestión 
de los recursos, la actualidad de la infraestructura informática, las 
redes de comunicación, entre otros.

Conclusiones 

La implementación de mecanismos más ágiles de tramitación, la apro-
bación de manuales operativos y reglamentos en los que se base el tra-
bajo permanente y especial de la actualización cartográfica, permitirá 
reaccionar con mayor rapidez a la transformación de la demografía 
nacional y su reflejo en la cartografía electoral federal.

De acuerdo con la experiencia del Registro Federal de Electores, 
resulta pertinente proponer un cambio en la norma con relación a las 
secciones electorales y el número de electores que las conforman, con 
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el fin de atender una nueva dinámica demográfica del país, que propi-
cia que los límites actuales de menos de 50 electores y más de 1,500 
electores, sean continuamente rebasados y obliguen a una actualiza-
ción de las credenciales de elector de los ciudadanos en un número 

significativo de secciones. Modificar los rangos legales permitirá im-
plementar procedimientos más eficaces que faciliten la emisión del 
voto del elector, y que resulten menos costosos en tiempo y esfuerzo.

 



Introducción 

El Proceso Electoral Federal 2011-2012 constituyó la organización de 
la elección con el mayor número de electores en la historia mexicana, 
que representó la tarea de integrar 143 mil 132 casillas electorales, 
preparadas para recibir el voto de casi 80 millones de electores, con la 
participación de poco más de un millón de funcionarios de casilla que 
recibieron y contaron los votos de sus vecinos.

La adecuada integración de mesas directivas de casilla se debió a 
la implementación de los documentos normativos, a la estandarización 
de los procesos y al trabajo institucional de los vocales de capacitación 
electoral y educación cívica locales y distritales del IFE. No obstante, 
es deseable perfeccionar los procedimientos aplicados que permitan 
maximizar los recursos, hacer eficientes los procesos y alcanzar resul-
tados mejores.

Por ello, en este apartado se revisarán cinco aspectos fundamen-
tales que permitieron contar con ciudadanos doblemente insaculados, 
aptos y capacitados para la jornada electoral del 1 de julio, así como 
los principales resultados y retos enfrentados:

• El procedimiento de integración de las mesas directivas de casilla
• Los requisitos para ser funcionarios de casilla
• Las figuras de los supervisores y capacitadores-asistentes electorales
• La jornada electoral
• Las casillas especiales   

Sin duda, la información que se presenta abona al fortalecimiento 
del trabajo institucional, respecto a la organización de la elección de 
los poderes Ejecutivo y Legislativo: la elaboración e implementación 
de la estrategia de capacitación, de los mecanismos informáticos que 
permitieron dar seguimiento a las tareas de capacitación, y del material 
electoral para la capacitación de los ciudadanos que fungieron como 
funcionarios de mesa directiva de casilla.

Marco normativo 

Las mesas directivas de casilla son los órganos formados por ciuda-
danos mexicanos, encargados de recibir la votación y realizar el es-
crutinio y cómputo en cada una de las secciones electorales en que 
se dividen los 300 distritos electorales del país. Se integran por un 
presidente, un secretario, dos escrutadores y tres suplentes generales; 
y se instalan por cada 750 electorales o fracción. Así lo establecen los 
artículos 5, numeral 3; 154, 155 y 239 del COFIPE.

Las casillas denominadas especiales se instalan para la recepción 
del voto de los electores que se encuentran transitoriamente fuera de 
la sección correspondiente a su domicilio y con base en diversas ca-
racterísticas geográficas o demográficas, en cada distrito electoral se 
pueden instalar hasta cinco casillas especiales (artículos 244 y 270 del 
COFIPE).

En su artículo 240, la ley electoral establece que el IFE es el en-
cargado de realizar el procedimiento para la integración de las mesas 
directivas de casilla que recibirán la votación en elecciones federales 
y señala que los consejos distritales del IFE notificarán personalmente a 
los integrantes de las mesas directivas de casilla y les tomarán la pro-
testa de ley.

Los ciudadanos que se desempeñan como funcionarios de mesa di-
rectiva de casilla debieron cumplir con los requisitos del artículo 156, 
numeral 1, del COFIPE.

Para capacitar a los funcionarios que integrarían las mesas direc-
tivas, se realizó el procedimiento de contratación de los superviso-
res electorales y capacitadores-asistentes electorales, que deberían 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 289, numeral 3, del 
COFIPE.

Implementación del marco normativo 

En materia de capacitación e integración de mesas directivas de casilla, 
el IFE ha tenido que aprobar documentos normativos que coadyuven 
en la ejecución y operación de los procesos electorales federales, en 

iX. inteGración de mesas directivas de casiLLa
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vista de la existencia de múltiples aspectos que no están contemplados, 
de manera explícita, en la ley electoral. 

Para el proceso electoral 2012, el Consejo General del IFE apro-
bó la Estrategia de Capacitación y Asistencia Electoral 2011-2012 
(Acuerdo CG217/2011), que estableció las acciones que realizaría el 
Instituto con el propósito de seleccionar y capacitar apropiadamente a 
los ciudadanos que fungirían como funcionarios de mesa directiva de 
casilla, para recibir, contar y registrar los votos el 1 de julio de 2012, 
así como asistirlos para que contaran con los elementos necesarios 
que les permitieron desempeñar adecuadamente su importante función 
electoral.

La estrategia aprobada recuperó y reunió la experiencia de los úl-
timos siete procesos electorales federales, articulando cuatro proyec-
tos en torno al procedimiento estipulado en la ley: los Programas de 
Capacitación Electoral e Integración de Mesas Directivas de Casilla 
y de Asistencia Electoral, así como el Manual de Contratación de Su-
pervisores Electorales y Capacitadores-Asistentes Electorales y los 
Mecanismos de Coordinación en materia de Capacitación y Asistencia 
Electoral.

Asimismo, en la estrategia se normaron aquellos aspectos cuyos 
procedimientos, fechas o plazos no están establecidos en el código 
electoral o que son incompatibles con el proceso de integración de las 
mesas directivas de casilla, tal como se muestra en la siguiente tabla:

Aspecto COFIPE Contenido en la estrategia de 
capacitación y asistencia electoral Problemática

Requisitos para ser funciona-
rio de casilla

Art. 156, 
incisos a) 
y h)

No está normado por impedimento 
legal.

A pesar de su interés y compromiso por participar, los ciuda-
danos con más de 70 años, así como aquellos que cuentan con 
doble nacionalidad, tienen impedimento legal para participar 
como funcionarios de casilla. Lo anterior atentando en contra de 
los derechos fundamentales consagrados en la Constitución, al 
establecer un criterio que propicia un acto discriminatorio.

Primera etapa de
capacitación electoral

Art. 240, 
inciso c)

Establece que será a partir del
9 de marzo al 30 de abril.

Se han ampliado los plazos establecidos con la finalidad de 
lograr mejores resultados en el proceso de integración de mesas 
directivas de casilla, ya que el periodo señalado en la ley resulta 
insuficiente. (El COFIPE establece que será a partir del 21 de 
marzo al 30 de abril).

Proceso de segunda
insaculación

Art. 240, 
inciso f)

Establece la fecha del
8 de mayo para realizar
la segunda insaculación.

El COFIPE señala como fecha para realizar la segunda insacula-
ción a más tardar el 14 de mayo, lo que implica que el periodo de 
entrega de nombramientos y la segunda capacitación a funciona-
rios de mesa directiva de casilla sea reducido.

Segunda etapa de
capacitación electoral

No está 
normado

Establece que será del
9 de mayo al 30 de junio.

Es importante empatar las fechas en el COFIPE para su puntual 
cumplimiento, iniciando la entrega de nombramientos al día 
siguiente a la segunda insaculación y concluyendo un día antes 
de la jornada electoral.

Integración de listado de 
ciudadanos aptos

Art. 240, 
inciso d)

Se tiene como plazo del
9 de marzo al 4 de mayo.

Se han ampliado los plazos establecidos con la finalidad de que 
sea funcional para el cumplimiento de los objetivos del proceso 
federal electoral. (El COFIPE menciona como periodo del 16 
de abril al 12 de mayo). Los plazos establecidos en el COFIPE 
reducen sustancialmente el periodo de evaluación objetiva que 
se realiza a partir del inicio  de las visitas a los ciudadanos (en el 
mes de marzo) y concluye cuatro días antes de la realización de 
la segunda capacitación.

...continúa
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Aspecto COFIPE Contenido en la estrategia de 
capacitación y asistencia electoral Problemática

Contratación de
supervisores electorales (SE) 
y capacitadores-asistentes 
electorales (CAE)

Art. 289 Establece las figuras de SE y CAE,
sus funciones, el procedimiento de
reclutamiento, requisitos
administrativos y período de 
contratación. Estipula que el CAE 
realiza tanto las funciones de
capacitación como de asistencia
electoral, con lo que se da integralidad 
a todo el proceso.

El artículo 289 sólo señala la figura de asistente electoral, la cual 
se contrata a partir del mes de mayo del año de la elección. Es 
importante modificar a febrero el mes a partir del cual se contrata 
a estas figuras.

Es necesario que el COFIPE contemple las figuras de
capacitadores-asistentes electorales y supervisores electorales, 
así como las funciones que desarrollan para la capacitación
y asistencia electoral, enunciando, en su caso, que llevarán a 
cabo actividades de asistencia al Consejo Distrital en la
preparación y desarrollo de los cómputos distritales. 

Cabe señalar que la creación de la figura del capacitador-
asistente electoral fue ratificada en la primera parte del
Considerando II, de la Sentencia del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación de fecha 22 de diciembre de 1999, 
recaída en el expediente SUP-RAP-031/99.

Requisitos para ser SE y CAE Art. 289 Se  establecen las figuras de SE y CAE  
y que cada Consejo Distrital tomará
la decisión de contratar a ciudadanos  
con más de 60 años para desempeñar 
esas funciones.

Ha sido necesario normar para considerar a las figuras que llevan 
a cabo tareas de capacitación electoral, así como el impedimento 
de haber sido representante de partido político ante mesa directi-
va de casilla en el proceso electoral inmediato anterior.

Ante la dificultad para contar con el número suficiente de aspi-
rantes, el límite de edad es un obstáculo, más aún si lo revisamos 
a la luz de garantizar lo previsto en el artículo 1, párrafo quinto, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y en la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación.

Acceso a las casillas Art. 266, 
numeral 5

En ningún caso se permitirá el acceso 
a las casillas a personas que se
encuentren privadas de sus facultades 
mentales, intoxicadas, bajo el influjo 
de enervantes, embozadas o armadas.

El COFIPE señala que corresponde al presidente de la mesa 
directiva no permitir el acceso a la casilla a personas que se 
encuentren privadas de sus facultades mentales, siendo altamente 
complejo determinar objetivamente si debe impedir o no el acce-
so por estas causas a algún ciudadano.

Instalación de la casilla Art. 259, 
numeral 2

Una vez que ya están los cuatro
funcionarios de la mesa directiva,
empiezan a instalar la casilla en
presencia de los representantes
de los partidos políticos y de los
observadores electorales (la casilla se 
instala a las 8:00 a.m. aunque no estén 
los representantes de partido político 
ni los observadores electorales).

El primer domingo de julio del año de la elección ordinaria, a las 
8:00 horas, los ciudadanos presidente, secretario y escrutadores 
de las mesas directivas de las casillas nombrados como propie-
tarios procederán a la instalación de la casilla en presencia de 
los representantes de partidos políticos que concurran. Existe 
confusión respecto a la hora de instalación de casilla con la 
hora en que inicia la recepción de la votación, sería conveniente 
establecer la distinción en el artículo y adelantar el momento de 
instalación para iniciar la votación a las 8:00 horas.
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La estrategia aprobada proporcionó dirección y certeza a las acti-
vidades que instrumentaron los órganos desconcentrados del IFE, y de 
este modo garantizó confiabilidad y transparencia en la instrumenta-
ción de los procedimientos de integración de las mesas directivas de 
casilla.

  
Resultados 

Para llevar a cabo la labor de sensibilización y capacitación de los 
más de un millón de ciudadanos que instalaron las mesas directivas de 
casilla, que contaron y registraron los votos de más de 50 millones de ciu- 
dadanos el 1 de julio, se requirió el apoyo de dos actores fundamen-
tales en la organización de las elecciones: los supervisores electorales 
(SE)  y los capacitadores-asistentes electorales (CAE).

Para el proceso se requirió contratar a 4,837 SE y 29,490 CAE, 
quienes fueron los responsables de buscar en su domicilio a 8 millones 
149 mil 532 ciudadanos sorteados para integrar las mesas directivas de 
casilla, así como proveerlos de lo necesario para el adecuado desarro-
llo de la Jornada Electoral.

El procedimiento de contratación de los SE y CAE constó de cinco 
etapas: difusión de la convocatoria-reclutamiento; evaluación curricu-
lar (primer filtro); plática de inducción (segundo filtro); examen de 
conocimientos, habilidades y actitudes (con un valor del 60%), y en-
trevista (con un valor del 40%).

La convocatoria del IFE tuvo una amplia participación con un total 
de 184 mil 724 aspirantes, lo que en la evaluación curricular constitu-
yó el 538.16% respecto del total de plazas a contratar. En la plática de 
inducción asistieron 176 mil 334 aspirantes y el examen fue presen-
tado por 144 mil 453. Finalmente, la última etapa concluyó con una 
participación de 28 mil 796 entrevistados para el puesto de SE y 87 mil 
86 para el puesto de CAE.

Concluido el proceso de selección de los SE y CAE, la siguiente 
fase de la integración de las mesas directivas de casilla fue el proceso 
de primera insaculación. El lunes 25 de enero de 2012, en sesión de 
Consejo General, se sorteó un mes del calendario, que junto con el que 
le siguió, fueron tomados como base para insacular a los ciudadanos 
que integrarían las mesas directivas de casilla. El mes resultante fue 
diciembre, por lo tanto, el 6 de marzo de 2012 se llevó a cabo a nivel 
nacional la primera insaculación, procedimiento llevado a cabo en el sis- 
tema informático ELEC2012, a través del cual, de manera aleatoria, 
se extrajo al 10% de los ciudadanos inscritos en el listado nominal en 
cada una de las 66 mil 740 secciones electorales que integran al país.

El listado nominal con corte al 15 de enero de 2012 fue de 77 
millones 166 mil 75 electores, por lo que el número de ciudadanos 
insaculados ascendió a 8 millones 62 mil 961, que correspondió al 
10.45% del listado nominal. El porcentaje es mayor al 10% debido a 
que existieron secciones electorales que tienen entre 50 y 499 electores 
en las cuales se insaculan 50 ciudadanos. De los insaculados, 4 millo-
nes 178 mil 58 fueron mujeres y 3 millones 884 mil 903 hombres. 

La siguiente fase fue la visita, notificación y capacitación de los 
ciudadanos insaculados a través de los CAE. El periodo establecido 
para la capacitación de los ciudadanos sorteados fue del 9 de marzo 
al 30 de abril de 2012, la cual se llevó a cabo con la finalidad de que el 
ciudadano conociera cómo fue sorteado, sensibilizarlo y motivarlo 
sobre la importancia de su participación como funcionario, y que iden-
tificara las principales actividades que realizaría el día de la jornada 
electoral. Además, este trabajo permitió identificar a los ciudadanos 
que son aptos, es decir, que cumplían con los requisitos de ley, y que 
aceptaran participar como funcionarios de casilla.

En términos generales, en esta primera etapa de capacitación, se 
contó con 2 millones 352 mil 227 ciudadanos aptos, cantidad que co-
rrespondió a contar con el 234.68% de ciudadanos elegibles e implicó 
contar con 2.35 ciudadanos, respecto a cada uno de los requeridos. 

El día 8 de mayo se realizó el segundo sorteo (o insaculación) de los 
ciudadanos (ciudadanos aptos) para designar a quienes integrarían 
las mesas directivas de casilla. Dicho sorteo se efectuó a partir de la 
letra “S”, letra sorteada por el Consejo General en su sesión del 2 de 
marzo de 2012. 

El número de casillas aprobadas por los 300 consejos distritales 
con fecha de corte al 2 de mayo del 2012 fue de 143 mil 172, cifra 
que contaba con el número suficiente de ciudadanos aptos y con la que 
fue realizada la segunda insaculación. En la siguiente tabla se mues-
tran los resultados de la segunda insaculación:

Funcionarios designados en la segunda insaculación

Cargo a desempeñar en la casilla Designados %

Presidente 143,154 14.2

Secretario 143,153 14.2

Primer Escrutador 143,149 14.2

Segundo Escrutador 143,147 14.2

Suplentes Generales 429,386 42.8

Total 1,001,989 100
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De acuerdo a los resultados de la segunda insaculación, 575 mil 
853 fueron mujeres y 426 mil 136 hombres. 

Los consejos distritales, a través de los CAE, entregaron a los ciu-
dadanos designados funcionarios de mesas directivas de casilla su res- 
pectivo nombramiento, se les tomó la protesta y se les impartió su 
segundo curso de capacitación. Del millón mil 924 ciudadanos reque-
ridos, se designó a un millón mil 911 y se entregaron un millón mil 907 
nombramientos.

Contando con el resultado de la segunda insaculación se dio inicio 
a la segunda etapa de capacitación, del 9 de mayo al 30 de junio de 
2012. Aunado al proceso de capacitación se llevaron a cabo los ejer-
cicios relacionados con la instalación de la casilla, el llenado correcto 
de las actas y el escrutinio y cómputo exacto de los votos, a través de 
simulacros y/o prácticas de la jornada electoral con la finalidad de que 
los funcionarios de casilla practicaran de manera vivencial los cono-
cimientos adquiridos durante los cursos de capacitación, con material 
idéntico al que se utilizó el día de la jornada electoral.

 
Durante la segunda etapa se capacitó a un total de un millón mil 

906 ciudadanos: de manera individual a 753 mil 143 ciudadanos y 266 
mil 763 de manera grupal. En relación con la asistencia a simulacros 
y prácticas, participaron 724 mil 838 funcionarios (682 mil 602 en 
simulacros y 42 mil 236 en prácticas), lo que representó el 72.34% de 
los funcionarios capacitados.

Una vez que el Consejo General, el 24 de mayo de 2012, declaró 
válido y definitivo el Padrón Electoral y la Lista Nominal de Electores, 
los consejos distritales del IFE convocaron a diversas sesiones para 
aprobar los ajustes al número y tipo de casillas. Como resultado de los 
ajustes realizados, el número definitivo de casillas aprobadas para la 
jornada electoral del 1 de julio fue de 143 mil 132 casillas.

Finalmente, el 1 de julio se instalaron 143 mil 130 casillas, en don-
de participaron 143 mil 130 ciudadanos capacitados como presidentes, 
143 mil 100 como secretarios, 142 mil 974 como primer escrutador y 
140 mil 958 como segundo escrutador. 

De las 143 mil 130 casillas instaladas, 17 mil 176 ciudadanos fue-
ron tomados de la fila, ya que alguno de los funcionarios no se pre-
sentó, lo que representó el 3.01% con respecto al total de funcionarios 
propietarios que instalaron las casillas a nivel nacional.

Es importante señalar que sólo 35 casillas se instalaron con los 
cuatro funcionarios tomados de la fila, es decir, en esas casillas no 
se presentaron los funcionarios que fueron designados, capacitados y  

que se les había entregado su nombramiento. Esta cifra representa el 
0.02% respecto al total de casillas instaladas, porcentaje que ha dismi-
nuido en relación con los procesos electorales de 2005-2006, que fue 
el 0.04%, y de 2008-2009, el 0.03%.

En el caso de las casillas especiales se instalaron 902 casillas que 
representan el 0.63% del total de las instaladas para la jornada electo-
ral. En cada una de las casillas especiales se contó con el apoyo de un 
operador del equipo de cómputo, quien fue designado por el Consejo 
Distrital del IFE.

Problemáticas 

Como puede apreciarse, la parte central del procedimiento de inte-
gración de mesas directivas de casilla se cumplió. Se instalaron 143 
mil 130 casillas en los 300 distritos electorales del país, con la parti- 
cipación de 570 mil 162 funcionarios de casilla que recibieron la vo-
tación de 50 millones 323 mil 153 ciudadanos en la jornada electoral 
del 1 de julio. Esto quiere decir que se logró instalar el 99.99% de 
las casillas a nivel nacional, y el caso de las dos casillas no instaladas 
se debió a causas no imputables a la organización de las elecciones 
federales.

No obstante los resultados obtenidos, es necesario reflexionar so-
bre los retos o dilemas enfrentados, con la finalidad de construir proce-
dimientos más eficientes y eficaces de integración de mesas directivas 
de casilla. En ese sentido, es importante centrarse fundamentalmente 
en los aspectos siguientes:

1. La primera insaculación se realizó tomando al 10% de los ciudada-
nos inscritos en la Lista Nominal, con corte al 15 de enero, sin que 
en ningún caso el número de ciudadanos insaculados fuera menor 
de 50. No obstante, la experiencia demuestra que en algunas sec-
ciones electorales ha sido imposible integrar la totalidad de casillas 
con el porcentaje que señala el código electoral, en virtud de la alta 
movilidad poblacional y la negativa a participar.

2. De acuerdo con lo que prevé el COFIPE, con los datos de los ciu-
dadanos que cumplen los requisitos legales se realiza la segunda 
insaculación a más tardar el 14 de mayo. En esta etapa es indispen-
sable conocer el número definitivo de casillas a instalar, ya que de 
éste deriva el número requerido de funcionarios para integrar las 
mesas. No obstante, el código electoral prevé que la aprobación de 
casillas se realice durante la segunda semana del mes de mayo.

3. Uno de los problemas más recurrentes que se ha presentado en 
la integración de mesas directivas de casilla es la negativa de los 
ciudadanos a participar, principalmente en la segunda etapa de 
capacitación. Actualmente el código electoral no tiene previsto el 
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procedimiento de sustituciones para contar con los siete funciona-
rios requeridos en cada casilla en la jornada electoral, por lo que el 
Consejo General ha emitido disposiciones complementarias para 
garantizar la integración y funcionamiento de las mesas.

4. La limitación en la participación de los ciudadanos colocada en los 
requisitos para ser funcionario de mesa directiva de casilla, como 
el no ser mayor de 70 años o el no haber adquirido la nacionalidad 
mexicana por naturalización, impacta en el número de ciudadanos 
insaculados con posibilidad de fungir como funcionario de casilla. 
Ante la dificultad de contar con el número suficiente de fun-
cionarios de casilla, el límite de edad como requisito resulta un 
obstáculo; aun y cuando la prohibición buscó tutelar la integridad 
física de los ciudadanos que se encuentran en dicho rango por la 
naturaleza de las actividades a desempeñar, resulta indispensable 
eliminar la prohibición, más aún porque atenta contra lo previsto 
en el artículo 1, párrafo quinto, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y la Ley Federal para Prevenir y Eli-
minar la Discriminación.

5. El requisito de que los funcionarios sean de la sección electoral 
correspondiente a la ubicación de la casilla es funcional para las ca- 
sillas básicas, contiguas y extraordinarias, pero en el caso de las 
casillas especiales resulta un impedimento para la instalación de 
un número adecuado de casillas. En ese sentido se puede afirmar 
que la razón de que no se instale más de una casilla especial donde 
se han agotado reiteradamente las boletas en elecciones anteriores 
consiste, fundamentalmente, en la falta de ciudadanos aptos y con 
disposición para ser nombrados funcionarios de mesa directiva, ya 
que este tipo de casilla suele instalarse en lugares de fácil locali-
zación (plazas públicas, terminales de transportación, etc.), pero 
donde es difícil encontrar suficientes ciudadanos para ser funcio-
narios de casilla.

6. El COFIPE no contempla la figura de capacitador-asistente elec-
toral y supervisor electoral, ni sus principales funciones, requisi-
tos y periodo de contratación. Por ello, desde 1999 se ha concen-
trado en la figura de CAE los trabajos que realizan el capacitador 
electoral y el asistente electoral, para la integración de las mesas 
directivas de casilla y las actividades de asistencia para la jorna-
da electoral. La fusión de las dos figuras en una sola ha arrojado 
resultados altamente satisfactorios, tanto administrativos como 
presupuestales, pero sobre todo en el ámbito operativo distrital, 
donde realiza sus funciones, ya que permite contar con personal 
de mayor experiencia en campo, con conocimiento de las caracte-
rísticas sociales, económicas, culturales y geográficas del distrito e 
identificado como personal del IFE. Aunado a la figura de SE que 
se encarga de apoyar en la coordinación de los trabajos de capaci-
tación y asistencia electoral, principalmente en campo, y además 
de supervisar todas las actividades de los CAE.

7. El IFE debe prever el mecanismo para establecer exclusión en las 
insaculaciones que realicen los institutos locales electorales, con 
la finalidad de no complicar y estorbar los trabajos de integración 
de las mesas directivas de casilla.

Conclusiones 

La experiencia del IFE durante la realización de las elecciones federa-
les ha permitido mejorar los procedimientos de integración de mesas 
directivas de casilla, pero también es notoria la necesidad de realizar 
modificaciones a la ley que permitan normar lo que no tiene estableci-
do y que es aprobado por el Consejo General, elección tras elección. A 
continuación se enlistan las propuestas de mejora:

• Para evitar que en algunas secciones electorales no se cuente con 
la totalidad de los integrantes de las mesas directivas de casilla, 
se podría explorar la viabilidad de incrementar el porcentaje de 
ciudadanos insaculados en la primera etapa pasando del 10 al 15% 
para contar con un mayor número de ciudadanos entre los cua-
les seleccionar a los funcionarios de casilla; eliminar el rango de 
edad para que los ciudadanos mayores de 70 años puedan partici-
par (para evitar un acto discriminatorio); eliminar el impedimento 
legal de participar para quienes poseen doble nacionalidad. Cabe 
destacar que los ciudadanos con más de 70 años, a pesar de su 
interés y compromiso por participar, están legalmente impedidos 
para ello,  y por eso es recomendable considerar la eliminación del 
límite de edad, considerando además lo previsto en el artículo 1, 
párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discri-
minación, además de la insuficiencia en el número de ciudadanos 
insaculados en muchos distritos.

• Para la designación de funcionarios de casilla en la segunda in-
saculación, es necesario hacer coincidir las fechas establecidas en 
el código electoral con las de la aprobación del número y ubicación 
de casillas. En este mismo sentido se sugiere que la fecha para la 
segunda insaculación se realice a más tardar el 8 de mayo para 
contar con tiempo suficiente para la segunda etapa de capacitación 
y cerrar adecuadamente la primera etapa (artículo 240, inciso f).

• En relación a la segunda etapa de capacitación, ésta no se encuen-
tra contemplada en el COFIPE, por lo que se considera importante 
incluirla para su puntual cumplimiento, tomando en consideración 
que debiera iniciarse la entrega de nombramientos al día siguiente 
a la segunda insaculación y concluirse un día antes de la jornada 
electoral.

• En el caso de las sustituciones de funcionarios de casilla designa-
dos, sería conveniente reflexionar si es viable agregar en la ley el 
mecanismo de sustitución en aras de contar con los siete funciona-
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rios al día de la jornada electoral. Al respecto, hay quienes consi-
deran que el método debería llevarse a cabo con el corrimiento de 
los puestos y no mediante la sustitución directa.

• Para contar con un mayor número de casillas especiales se conside-
ra necesaria una nueva regulación que permita que los funcionarios 
que las integran puedan ser de secciones electorales cercanas a la 
ubicación de la casilla, debido a la dificultad de disponibilidad de 
suficientes ciudadanos en los lugares donde comúnmente se insta-
lan. Asimismo, el Consejo General podría instruir, mediante acuer-
do, realizar los estudios que permitan recomendar con precisión a 
los consejos distritales la instalación de un número adecuado de 
casillas especiales, dentro de los márgenes que señala la ley.

• Actualmente en la ley sólo se encuentra reglamentada la figura del 
asistente electoral y las actividades que como tal realiza, sin em-
bargo, es prioritario modificar su contenido para que se regulen 
las figuras del CAE y SE, así como sus requisitos y periodo de 
contratación, derivado de la importante función que desempeñan 
en materia de capacitación electoral. Respecto a los requisitos de 
contratación, sería deseable ampliar el rango de edad para desem-
peñarse como SE o CAE, evitando que sea un impedimento para 
su contratación. Cabe señalar que la creación de la figura del ca-
pacitador-asistente electoral fue ratificada en la primera parte del 
Considerando II, de la Sentencia del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación de fecha 22 de diciembre de 1999, recaí-
da en el expediente SUP-RAP-031/99.

• En este mismo sentido, resulta pertinente que la contratación de 
esas figuras se traslade al mes de febrero. Es necesario incluir en 
el COFIPE las figuras de capacitadores-asistentes electorales y su-
pervisores electorales; así como las funciones que desarrollan para 
la capacitación, asistencia electoral, enunciando, en su caso, que 

llevarán a cabo actividades de asistencia al Consejo Distrital en la 
preparación y desarrollo de los cómputos distritales. En este mismo 
sentido deberán tener la responsabilidad de entregar los nombra-
mientos a los ciudadanos designados a través de los capacitadores-
asistentes electorales, toda vez que actualmente el COFIPE señala 
que deberán ser los integrantes del Consejo Distrital (artículo 240, 
inciso h).

• Existe confusión respecto a la hora de instalación de casilla con la 
hora en que inicia la recepción de la votación, sería conveniente 
establecer la distinción en el artículo 259, numeral 2, y en su caso 
especificar el momento de instalación para iniciar la votación a las 
8:00 horas.

• Es necesario desarrollar la normatividad correspondiente para ga-
rantizar el derecho al voto de aquellos ciudadanos que se encuentren 
incapacitados físicamente para acudir a las casillas a emitir su voto.

• En este mismo sentido es necesario reflexionar lo dispuesto por 
el COFIPE en su artículo 266, numeral 5, que señala “En ningún 
caso se permitirá el acceso a las casillas a personas que se encuen-
tren privadas de sus facultades mentales…”, pues se deposita en el 
presidente de mesa directiva la responsabilidad de determinar sin 
elementos o criterios objetivos, si debe impedir o no el acceso al 
ciudadano.

• Sería de gran utilidad para la integración de las mesas directivas de 
casilla que se contemplase la disposición legal de la imposibilidad 
que los partidos políticos nombren a los ciudadanos designados 
como funcionarios de casilla como representantes generales o ante 
mesa directiva.

• Resulta pertinente especificar de manera clara lo que el artículo 
277, inciso c), del COFIPE considera como un voto para candida-
tos no registrados.





Por segunda ocasión, el IFE realizó los trabajos necesarios para dar 
cumplimiento al Libro Sexto del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales (COFIPE), que regula el Voto de los Mexi-
canos Residentes en el Extranjero (VMRE), en el Proceso Electoral 
Federal 2011-2012. 

La implementación del proceso de votación, para esta ocasión, re-
quirió del trabajo de planeación anticipada del IFE. Esto permitió que 
el Instituto alcanzara los objetivos planteados: incrementar la parti-
cipación en la votación de los mexicanos residentes en el extranjero 
y disminuir su costo. Los resultados fueron, desde esta perspectiva, 
altamente satisfactorios: alrededor de 24.80% más de participación y 
54.49% menos de recursos financieros invertidos en relación con el 
proceso 2005-2006. Sin embargo, a la luz de la experiencia adquirida, 
el modelo postal que fue la base para la implementación del proyecto 
del VMRE, ha demostrado ser inviable, esto, si se comparan las cifras 
de participación con la dimensión de la población de mexicanos que 
residen en el extranjero. 

Los más de 40,000 sufragios del proceso 2011-2012, a pesar de 
representar un aumento respecto al ejercicio pasado, siguen siendo 
una cantidad minúscula de votos frente a los millones de ciudadanos 
mexicanos que viven en el extranjero. A pesar de las innovaciones im-
plementadas por el IFE en esta materia, para esta elección, el modelo 
de registro y voto postal que impone la ley parece que sigue siendo un 
modelo restrictivo para la participación política efectiva de los mexi-
canos en el extranjero. 

En ese sentido, es importante revisar qué requisitos de la legis-
lación pudieran estar inhibiendo la participación, incluso de quienes se 
inscriben en la Lista Nominal de Electores Residentes en el Extranjero 
(LNERE) y no envían su voto finalmente. Una somera comparación 
con la última experiencia muestra una sensible mejora tanto en los re-
gistros como en los votos efectivamente recibidos desde el extranjero. 
Sin embargo, se observa un déficit  en términos de la participación. 

 

2005-2006 2011-2012 Aumento
porcentual

Registros en la LNERE 40,876 59,115 +45%

Votos recibidos desde
el extranjero 32,632 40,961 +24.8%

Este capítulo presenta, de manera breve, los resultados que deriva-
ron de la implementación del voto extraterritorial, las problemáticas y 
dilemas enfrentados por el IFE durante su instrumentación. También 
se recogen algunas reflexiones y una serie de recomendaciones que po-
drían contribuir a facilitar el ejercicio del VMRE. Para un conocimien-
to más amplio y detallado del diseño, los procedimientos y actividades 
relacionadas con el VMRE, el IFE ha elaborado un Informe Final del 
Voto de los Mexicanos Residentes en el Extranjero 2011-2012, apro-
bado por el Consejo General en sesión celebrada el 28 de noviembre 
de 2012 y que puede consultarse en la página www.votoxtranjero.mx.

X.1.  eXPedición de La credenciaL Para votar
 a Los meXicanos residentes en eL eXtranJero,
 en territorio nacionaL

Introducción

En las últimas dos elecciones presidenciales, los mexicanos que se en-
cuentran en el extranjero han tenido la posibilidad de emitir su voto 
fuera del territorio nacional, sin embargo, además de ser una de las 
preocupaciones del IFE y de otros actores involucrados, sigue siendo 
un reclamo de muchos connacionales el hecho de no poder ejercer 
sus derechos políticos plenamente, por no contar con la credencial de 
elector (instrumento indispensable para votar), y no poder tramitarla y 
obtenerla en el extranjero. Al respecto, en este apartado se presentan 
las acciones implementadas por el IFE para expedir en territorio nacio-
nal la credencial de elector a los mexicanos residentes en el extranjero 
para el proceso electoral 2011-2012, así como algunas reflexiones so-
bre lo que podría realizarse para atender en un futuro la demanda de 
expedir credenciales para votar en el exterior.

X. voto de Los meXicanos residentes en eL eXtranJero:
 anáLisis de La seGunda eXPeriencia
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Marco normativo

Para el VMRE resultan aplicables, entre otros, los artículos 1, párrafo 
1; 6, párrafo 1; 107, párrafo 1; 128, inciso e); 171, párrafo 1; 175; 176; 
178; 179; 184 al 187; 190; 200; 314, párrafo 1; y 315, párrafo 2, inciso 
a), del código comicial. 

Implementación del marco normativo

La credencial “03” perdió vigencia el 31 de diciembre de 2010, como 
resultado de la reforma electoral de 2007-2008. Dadas las limitaciones 
para la renovación de credenciales en el extranjero, el IFE determinó 
como una excepción que las credenciales 03 pudieran utilizarse para 
votar desde el extranjero en las elecciones presidenciales de 2012. Así 
pues, con la finalidad de salvaguardar los derechos político-electorales 
de los ciudadanos mexicanos residentes en el extranjero, y garanti-
zar el ejercicio del derecho de votar, mediante Acuerdo CG224/2010  
aprobado el 7 de julio de 2010, el Consejo General dispuso en su punto 
de acuerdo octavo, que “Los ciudadanos mexicanos residentes en el 
extranjero con Credencial ‘03’, podrán solicitar, mediante servicios 
postales, del 1 de octubre de 2011 al 15 de enero de 2012, al mismo 
tiempo, su inscripción en el Listado Nominal de Ciudadanos Residen-
tes en el Extranjero y actualizar sus datos en el Padrón Electoral, con 
el fin de ejercer su derecho al sufragio en la elección federal de 2012, 
para lo cual la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores 
tomará las medidas necesarias para tal fin”.

A pesar de esta determinación de la autoridad electoral para que 
un mayor número de connacionales pudiera votar, se llevaron a cabo 
acciones a fin de promover la renovación de la credencial 03 de los 
mexicanos residentes en el extranjero. 

Por ello, se implementaron campañas de promoción para obtener 
y/o actualizar la credencial para votar (CPV) en periodos vacaciona-
les, aprovechando la visita a México de los connacionales, tanto en 
temporada decembrina como en verano, brindándoles atención en los 
módulos nacionales fronterizos y en los ubicados en estados de la Re-
pública con alta migración. Para planear la difusión de las campañas, 
se consideraron los estudios de Verificación Nacional Muestral,51 para 
definir las zonas de expulsión de connacionales, tanto de radicación 
fuera del país de manera permanente como temporal. 

A partir de la segunda quincena de diciembre de 2010, la DERFE 
habilitó 15 módulos nacionales conectados a la RED IFE. Para facili-
tar la entrega de las credenciales a mexicanos residentes en el extran-

51 Estudios realizados por la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores.

jero, a partir de octubre de 2011, los funcionarios de los módulos fijos 
con Red IFE consultaron a los ciudadanos si residían en el extranjero, 
y en caso de contestar afirmativamente se marcaba en el sistema para 
que se pusiera a disposición del ciudadano el formato de credencial en 
siete días hábiles. 

Resultados

Los trámites registrados a nivel nacional de ciudadanos que manifes-
taron ser residentes en el extranjero fueron 17,757, de los cuales la 
mayor parte se realizaron en el mes de diciembre, en que se regis-
traron 9,310, equivalentes al 52.43% del total. Prácticamente en to-
das las entidades se realizaron trámites de ciudadanos residentes en el 
extranjero.

Por otra parte, y ante la determinación del Consejo General de 
permitir el uso de la credencial 03 para votar en el extranjero en 
las elecciones de 2012 para presidente, se obtuvieron los siguientes 
resultados: 

Ciudadanos que
solicitaron su inscripción 

en la LNERE

Ciudadanos que
solicitaron su inscripción 

en la LNERE con
credencial 03

Porcentaje

61,869 13,044 21%

Ciudadanos inscritos en la 
LNERE

Ciudadanos inscritos en la 
LNERE con
credencial 03

Porcentaje

59,115 12,813 22%

Ciudadanos que
enviaron su sobre con 

boleta electoral

Ciudadanos con
credencial 03 que

enviaron su sobre con 
boleta electoral

Porcentaje

40,737 8,524 21%

Problemáticas 

Dado que es necesario que los ciudadanos en el extranjero cuenten 
con credencial para sufragar a distancia, la discusión se centra en la 
posibilidad legal de que el IFE otorgue credenciales a estos ciudadanos 
en el extranjero, o bien, se haga uso de otros documentos para su regis-
tro en la respectiva LNERE. Tal como se desprende de los resultados 
obtenidos en los procesos electorales en que se ha implantado el voto 
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extraterritorial, el procedimiento para la obtención y/o renovación de 
la credencial constituye un factor que significativamente inhibe la par-
ticipación electoral extraterritorial. 

En este sentido, la experiencia del VMRE plantea una problemática 
clara: la imposibilidad legal del IFE para emitir credenciales para votar 
en el extranjero. La solución no admite dudas: o bien se dan atribucio-
nes legales al IFE para emitir la credencial para votar en el extranjero, 
o bien, debe disponerse en la ley el uso de documentos diversos para 
el registro de los connacionales. Lo anterior, a sabiendas de que en su 
mayoría, los ciudadanos mexicanos residentes en el extranjero carecen 
de las condiciones necesarias para cumplir con la obligación de acudir 
personalmente a los módulos de atención ciudadana del IFE en territo-
rio nacional, a actualizar sus datos registrales y obtener su credencial 
para votar. Para el ejercicio del sufragio, y la necesaria inscripción 
en la lista nominal, el legislador estableció el mismo procedimiento y 
requisitos para los ciudadanos en el extranjero que para los ciudadanos 
que votan dentro del país, sin considerar las condiciones particulares 
de los primeros.

Un documento de identidad que podría ser utilizado para que los 
mexicanos residentes en el extranjero votasen desde su lugar de resi-
dencia –siempre y cuando se relacionase con un registro de la Lista 
Nominal– es la matrícula consular expedida por consulados mexicanos 
en Estados Unidos, éste es un documento que cuenta con medidas de 
seguridad y con amplio arraigo y aceptación entre los mexicanos resi-
dentes en Estados Unidos, además de que la vasta red de consulados 
en ese país ya cuenta con la capacidad de expedir masivamente este 
documento.

Es precisamente por su calidad migratoria que a la mayoría de los 
connacionales no les es posible viajar al territorio nacional para tra-
mitar o actualizar su CPV. Y aun y cuando se instalaron módulos con 
tiempos reducidos de atención para los connacionales, el trámite les 
implicaba una estancia forzosa de siete días en el país. 

Conclusiones 

Para garantizar el ejercicio pleno al voto de los mexicanos residentes 
en el extranjero, es indispensable una reforma que, o bien le confiera 
atribuciones al IFE para desplegar programas de credencialización y 
reposición de credenciales en el extranjero en periodos temporales, en 
oficinas o sedes diplomáticas de la Secretaría de Relaciones Exteriores 
y/o a través de centros o módulos que determine el IFE en el extran-
jero; o bien una reforma que determine en la ley electoral un método 
distinto para su registro en la Lista Nominal de Electores Residentes 
en el Extranjero (LNERE), como la expedición y entrega de la creden-

cial por correo o de forma virtual. Incluso, sería pertinente analizar la 
posibilidad del uso de documento distinto a la CPV para el registro de 
los connacionales tal como la matrícula consular, así como explorar la 
posibilidad y conveniencia de que la credencial contenga el domicilio 
en el cual reside el ciudadano en el extranjero. Aunado a lo anterior, 
hay quienes consideran que sería adecuado evaluar la creación de una 
sexta circunscripción en el extranjero y crear distritos en función de la 
población mexicana en cada uno de los estados americanos.

El 5 de febrero de 2013 se instaló e iniciaron formalmente los tra-
bajos del Comité Técnico de Especialistas para elaborar un análisis 
jurídico, técnico, organizativo y presupuestal de las alternativas para el 
voto de los mexicanos residentes en el extranjero, y uno de los temas 
que se analizan a fin de hacer una propuesta viable, es precisamente la 
credencialización en el exterior. 

El Comité se conformó por acuerdo del Consejo General con la 
finalidad de analizar la viabilidad de reformas al modelo actual del 
VMRE, aunque la responsabilidad de explorar las posibilidades de 
cambiar el modelo restrictivo actual por uno inclusivo está en el Con-
greso de la Unión.

X.2. eL modeLo PostaL Para eL reGistro y votación

Introducción

Con la reforma al COFIPE en 2005, para reconocer por primera vez 
el voto de los mexicanos en el exterior, se determinó el modelo pos-
tal como único método para el registro y ejercicio del sufragio de los 
mexicanos residentes en el extranjero. Este modelo ha sido instrumen-
tado por el IFE en las dos pasadas elecciones presidenciales (2006 
y 2012), de cuyas experiencias se identificaron importantes áreas de 
oportunidad para facilitar a los ciudadanos el ejercicio de su sufragio 
extraterritorial, e incrementar la participación ciudadana. 

Marco normativo

El COFIPE regula el modelo postal para el VMRE a través los artícu-
los 315, párrafos 1 y 2; 324, párrafo 3; y 326, párrafos 1 y 2 .

Implementación del marco normativo

A fin de dar cumplimiento a los preceptos legales en cita, el Consejo 
General y la Junta General Ejecutiva del IFE, en el ámbito de sus com-
petencias, emitieron los siguientes acuerdos:
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• Acuerdo CG57/2011 (24 de febrero de 2011) por el que se aprobó 
el Plan Estratégico del Voto de los Mexicanos Residentes en el 
Extranjero 2011-2012, que presentó la Comisión del Voto de los 
Mexicanos Residentes en el Extranjero (CMRE), y que estableció 
como una de sus líneas estratégicas simplificar los procedimientos 
para incrementar el número de ciudadanos inscritos en el Listado 
Nominal de Electores Residentes en el Extranjero (LNERE) y dis-
minuir la diferencia entre el número de ciudadanos inscritos y el 
número de sufragios.

• Acuerdo CG230/2011 (25 de julio de 2011) por el que se aproba-
ron los Lineamientos Generales para la conformación de la Lista 
Nominal de Electores Residentes en el Extranjero, y que estable-
cen que el IFE celebrará convenio con el Servicio Postal Mexica-
no (SEPOMEX), para instrumentar los servicios postales para el 
VMRE, el procedimiento de recepción de Solicitudes de Inscrip-
ción a la LNERE y de sobres voto, entre otras cuestiones. 

• Acuerdo CG231/2011 (25 de julio de 2011) por el que se aprobó 
el formato de la Solicitud de Inscripción a la LNERE, así como el 
instructivo de apoyo al ciudadano para su llenado y envío, para 
el Proceso Electoral Federal 2011-2012.

• Acuerdo CG147/2012 (14 de marzo de 2012) por el que se emi-
tieron los Lineamientos para la producción, integración, recepción 
y envío del Paquete Electoral Postal y recepción del sobre postal 
voto, para el Proceso Electoral Federal 2011- 2012.

• Acuerdo JGE95/2011 (31 de agosto de 2011), que definió las Ofi-
cinas Consulares de México en Estados Unidos de América para la 
instalación de equipo y contratación de personal, a fin de apoyar 
en el llenado de la Solicitud de Inscripción a la Lista Nominal de 
Electores Residentes en el Extranjero (SILNERE), durante el PEF 
de 2011-2012.

• Acuerdo JGE100/2011 (30 de septiembre de 2011), que definió los 
sitios adicionales a los dispuestos en la ley en territorio nacional y 
en el extranjero, para poner a disposición de los ciudadanos mexi-
canos residentes en el extranjero el formato de la SILNERE, así 
como el instructivo de apoyo para su llenado y envío.

• Acuerdo JGE48/2012 (15 de marzo de 2012), por el que se ordenó 
la impresión de las boletas electorales, de los sobres para su envío al 
Instituto Federal Electoral, del instructivo para el elector y de los 
sobres en que el material electoral antes descrito será enviado al 
ciudadano residente en el extranjero, y demás documentos que 
se utilizarán para atender el voto de los ciudadanos mexicanos 
residentes en el extranjero, durante el Proceso Electoral Federal 
2011-2012.

• Acuerdo JGE63/2012 (12 de abril de 2012), por el que se determi-
naron los actos necesarios para enviar, a cada ciudadano, por men-
sajería, la boleta electoral, la documentación y demás materiales 
necesarios para el ejercicio del voto, durante el PEF 2011-2012.

• Acuerdo JGE69/2012 (30 de abril de 2012), por el que se emitió el 
procedimiento para la recepción, registro, clasificación y resguardo 
de los sobres que contienen la boleta electoral, en cumplimiento a 
lo establecido en el artículo 327 del COFIPE. 

El 7 de septiembre de 2011 se firmó un Convenio de Apoyo y Cola-
boración entre el Instituto Federal Electoral y el Servicio Postal Mexi-
cano (SEPOMEX), que permitió la prestación del servicio público de 
correos consistente en la recepción, clasificación, despacho y entrega 
de los documentos y materiales requeridos con motivo del VMRE. 

Resultados

En la etapa de inscripción al LNERE, al 31 de marzo de 2012, se obtu-
vieron los siguientes resultados:

Concepto PEF 2011-2012

Piezas postales recibidas 62,294*

SILNERE recibidas 61,869

Ciudadanos inscritos en la LNERE 59,115

*Contenían SILNERE con y sin información (en blanco), demandas de Juicio para 
la protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano y documentación 
diversa.

Notificaciones de NO inscripción 
al LNERE PEF 2011-2012

SILNERE
llegó de manera extemporánea 332

SILNERE
no cumple con los requisitos 2,162

Para la etapa de recepción de los sobres voto, a partir del 30 de 
abril y hasta el 30 de junio a las 8:00 horas, se recibieron por parte del 
SEPOMEX 40,961 piezas postales, provenientes de 91 países. Además, 
se recibieron extemporáneamente 846 piezas postales de 46 países. 

Después del día 30 de junio y hasta el 31 de agosto del año 2012, 
fueron entregadas a la Unidad un total de 2,337 devoluciones de pa-
quetes, mismas que ya no fueron procesadas por ser material que al 
momento de su entrega era inhabilitado y dispuesto para destrucción.

En la etapa del envío del Paquete Electoral Postal y recepción de 
sobres con boleta electoral, se obtuvieron los siguientes resultados: 
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Concepto PEF 2011-2012

Sobres Postales Voto recibidos 40,961

Sobres Voto turnados
a escrutinio y cómputo 40,737

Votos válidos 40,714

Problemáticas

En la construcción de la logística postal se enfrentó, en primera instan-
cia, el problema que representó el correo postal certificado. De acuerdo 
con el SEPOMEX, el servicio de correo postal certificado es obsoleto 
en una gran parte de los países del mundo, por lo que la logística debió 
considerar los variados servicios prestados por los diferentes países y 
acordar con ellos los servicios que cubrieran las características sugeri-
das en la ley electoral. 

Una de las principales dificultades fue el tránsito postal lento y la 
complejidad en la entrega y seguimiento de los Paquetes Electorales 
Postales, así como en la recepción de los sobres postales voto. En lo 
general, esta problemática surge debido a que el correo postal requiere 
de mayores controles y los servicios postales a nivel mundial tienen 
procedimientos y plazos diversos que dificultan y hacen más lento 
los procesos de entrega y seguimiento de piezas postales. 

Otro problema detectado fue el relativo a los portes pagados que se 
utilizaron para garantizar la gratuidad del voto, pues hubo varios casos 
en que los correos postales extranjeros no aceptaron el porte pagado. 

Además, el registro de los electores residentes en el extranjero 
obliga a los mexicanos que desean sufragar desde el extranjero a llevar 
a cabo una serie de trámites complejos que inhiben su participación, 
dando como resultado que un gran número de Solicitudes de Inscrip-
ción a la Lista Nominal de Residentes en el Extranjero (SILNERE) 
fuesen improcedentes.  

El IFE simplificó algunos trámites y relajó, siempre en estricto 
apego a la ley y sin sacrificar certeza, los requisitos para inscribirse a 
la LNERE. Esto permitió que más SILNERE recibidas (representando 
a ciudadanos que expresaron su deseo por sufragar desde el extranjero) 
resultasen en registros en la LNERE, con relación al PEF 2005-2006. 
Sin embargo, la complejidad de los trámites, debido a la naturaleza 
postal del voto a distancia, sigue siendo un obstáculo para la participa-
ción de los ciudadanos en el extranjero. 

2005-2006 2011-2012 Cambio
porcentual

SILNERE recibidas por el 
IFE 56,295 61,869 +9%

Registros en la LNERE 40,876 59,115 +45%
SILNERE improcedentes 15,419 2,754 -82%

Conclusiones 

Si bien el modelo del voto postal elegido por el legislador procura cer-
teza y seguridad, es evidente que no facilita el voto en el extranjero. Se 
ha observado que por su complejidad y tiempos dilatados los procedi-
mientos postales, tales como el envío por correo certificado de la soli-
citud de registro a la LNERE y del sobre voto, inhiben la participación. 
Además, como se ha dicho, el servicio postal certificado es obsoleto 
en la mayoría de los países, lo que dificultó al SEPOMEX acordar y 
operar con los correos del mundo, un mecanismo para que el envío 
cumpliera en los términos de la ley. Aunado a lo anterior, la logística 
de los envíos postales presentó incidencias en varios países del mundo 
debido a la multiplicidad de servicios postales involucrada, disminu-
yendo así la participación y aumentando los costos del procedimiento.

Por otra parte, como resultado de los ejercicios de evaluación rea-
lizados al interior del IFE, con las instituciones colaboradoras y de 
las encuestas a los propios ciudadanos, es opinión generalizada que la 
modalidad para la emisión del voto vigente no debe ser la única opción 
para ejercer el derecho al voto en el exterior, incluso, se ha menciona-
do por los estudiosos del tema que un modelo de sufragio vía correo 
certificado no responde a la realidad y perfil de nuestra migración y, 
evidentemente, tampoco a una época de avances tecnológicos.

Asimismo, debe considerarse que la modalidad que se disponga 
para favorecer el ejercicio del voto y la tutela del derecho al sufragio 
extraterritorial, no tendrá como finalidad central incrementar el núme-
ro de votos válidos sino, con relación a la votación dentro del territorio 
nacional, equilibrar o al menos mejorar las condiciones de participa-
ción de los mexicanos que viven en el extranjero o se encuentran en 
tránsito fuera del país.

En este sentido, sería deseable contemplar una modalidad de regis-
tro y votación mixta, que ofrezca alternativas como votar de manera 
presencial en embajadas y consulados. Para tal fin se podría ampliar el 
convenio de colaboración que mantiene el IFE y la Cancillería, respe-
tando en todo momento la autonomía del Instituto.
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De igual manera sería factible analizar el sufragio vía electrónica 
por internet, e incluso, flexibilizando el propio modelo postal para op-
tar por el uso de mensajería o correo ordinario.

Para estas opciones se sugiere estudiar, además de la experiencia 
internacional, las recientes experiencias de otros órganos electorales 
locales que han incursionado en la votación por internet, como es el 
caso del Distrito Federal y de Chiapas.

Cualquiera de estas alternativas para votar desde el extranjero de-
berá considerar la forma de garantizar la identificación del ciudadano 
que se registra o, en el caso de la vía electrónica por internet, los proce-
dimientos de seguridad de la transmisión de cada sufragio, la secrecía 
del voto y que su emisión se realice de manera directa por los ciuda-
danos y no por un tercero. En cualquier caso, el análisis y diseño de 
estrategias debe estar enfocado a incrementar la participación electoral 
y reducir el costo de cada voto.

X.3. PLazos estabLecidos Para eL reGistro
 y votación desde eL eXtranJero 

Introducción

Si bien la ley establece que los mexicanos que viven fuera del país 
tienen derecho a votar desde el extranjero, en la práctica existen múlti-
ples aspectos que dificultan el pleno ejercicio de este derecho. Uno de 
ellos es el que tiene que ver con los plazos marcados por ley para efec-
tuar los trámites de incorporación a la LNERE y la emisión del voto. 
Hoy día, debido principalmente a la utilización del correo postal, exis-
te un desfase entre la línea de tiempo marcada para registrarse y votar 
desde el extranjero y la que corresponde a las campañas electorales.

Marco normativo

El COFIPE establece y norma los plazos para el registro y emisión del 
voto desde el extranjero, en sus artículos 315, párrafos 1, 3 y 4; 324, 
párrafo 3; y 328, párrafo 1.

Implementación del marco normativo

Para cumplir con las disposiciones legales en materia de registro y 
voto desde el extranjero, el Consejo General y la Junta General Ejecu-
tiva aprobaron, respectivamente, los siguientes Acuerdos:

• Acuerdo CG230/2011 (25 de julio de 2011) por el que se aproba-
ron los Lineamientos Generales para la conformación de la Lista 
Nominal de Electores Residentes en el Extranjero, los cuales esta-

blecen los procedimientos que implementará el Instituto Federal 
Electoral relativos al procesamiento de las Solicitudes de Inscrip-
ción a la Lista Nominal de Electores Residentes en el Extranjero, la 
integración y conformación de dicha Lista, de conformidad con el 
Libro Sexto del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales.

• Acuerdo CG147/2012 (14 de marzo de 2012) por el que se emi-
tieron los Lineamientos para la producción, integración, recepción 
y envío del Paquete Electoral Postal y recepción del sobre postal 
voto, para el Proceso Electoral Federal 2011- 2012.

• Acuerdo JGE63/2012 (12 de abril de 2012), por el que se determi-
naron los actos necesarios para enviar, a cada ciudadano, por men-
sajería, la boleta electoral, la documentación y demás materiales 
necesarios para el ejercicio del voto, durante el PEF 2011-2012. 

• Acuerdo JGE69/2012 (30 de abril de 2012), por el que se emitió el 
procedimiento para la recepción, registro, clasificación y resguardo 
de los sobres que contienen la boleta electoral, en cumplimiento a 
lo establecido en el artículo 327 del COFIPE. 

Resultados

Ante los plazos anticipados y fatales de registro, el IFE llevó a cabo 
acciones de difusión y vinculación desde un año antes de la elección, y 
emitió criterios garantistas e incluyentes, a través de la CVMRE, que 
permitieron subsanar situaciones no previstas para considerar proce-
dentes las SILNERE de algunos ciudadanos. De este modo, se logró la 
inscripción de 59,115 ciudadanos en la LNERE. 

Asimismo, y dado el largo plazo que transcurre entre el momen-
to de la inscripción y la emisión del voto, también se implementaron 
acciones de difusión y vinculación. Al final, un total de 40,961 remi-
tieron su sobre postal voto al IFE, y de éstos 40,737 fueron considera-
dos sobres voto para ser turnados a escrutinio y cómputo el día de la 
jornada electoral. 

Problemáticas

Debido a que la inscripción a la LNERE, el envío del Paquete 
Electoral Postal y la emisión del sufragio, son trámites que deben que-
dar concluidos antes de la jornada electoral, además del largo tiempo 
que éstos conllevan, resulta muy difícil que los ciudadanos cuenten 
con información suficiente que les permita formarse un juicio con re-
lación a los candidatos, y que se difunde de manera más intensa du- 
rante las campañas. Votar cuando las campañas aún no han concluido, 
implica desventajas de índole informativo al electorado que reside fuera 
del país. 
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Conclusiones 

Es deseable que el periodo de inscripción se amplíe y se encuentre mí-
nimamente alineado con el periodo de campañas electorales, a fin de 
alentar e incentivar la participación en las elecciones. La modificación 
de los tiempos para el registro y votación debe acompañarse necesa-
riamente de un modelo de inscripción y votación diferente o, al menos, 
más flexible que el vigente.

Es necesario implementar medios de votación más ágiles, que 
permitan a los ciudadanos fuera del país registrarse y votar, si no el 
mismo día en que se llevan a cabo las elecciones en México, por lo me-
nos con un desfase no mayor a las fechas previstas para las campañas 
electorales.

Asimismo, sería conveniente que se difundiera con mayor antela-
ción en medios de comunicación y lugares de reunión donde radican 
la mayor parte de los mexicanos en el exterior, información sobre su 
derecho político al voto, así como sobre las formas y tiempos para 
ejercerlo.

X.4. temPoraLidad y FinaLidad de La Lista nominaL
 de eLectores residentes en eL eXtranJero

Introducción

El Libro Sexto del COFIPE establece que la LNERE es temporal, por lo 
que el IFE está imposibilitado para conservar y hacer uso de los datos 
de ese registro para subsecuentes procesos electorales. Esta circuns-
tancia obliga a reflexionar sobre la pertinencia de mantener la LNERE 
para futuras elecciones, frente a los  esfuerzos que le implica al Instituto 
conformar desde cero una nueva lista de electores en el exterior. 

Marco normativo

Con relación a la temporalidad de la LNERE, el COFIPE establece 
disposiciones en sus artículos 317, párrafos 1 y 2; 319, párrafos 4 y 5; 
320, párrafo 2.  

Implementación del marco normativo

Para la instrumentación de las disposiciones precitadas, se emitieron 
los siguientes Acuerdos:

• Acuerdo CG230/2011 (25 de julio de 2011), por el que se aprobaron 
los Lineamientos Generales para la Conformación de la LNERE.

• Acuerdo CG144/2012 (14 de marzo de 2012), que aprueba diver-
sas disposiciones relativas a la forma y contenido de la LNERE 
utilizada con motivo de la jornada electoral del 1 de julio de 2012.

• Acuerdo CG147/2012 (14 de marzo de 2012), que emitió los Li-
neamientos para la producción, integración, recepción y envío del 
Paquete Electoral Postal y recepción del sobre postal voto, para el 
PEF 2011- 2012, y que estableció lo relativo al procedimiento para 
la entrega de la LNERE para escrutinio y cómputo.

• Acuerdo CG322/2012 (24 de mayo de 2012) por el cual se declaró 
que la LNERE fue válida. 

Resultados

La DERFE procesó las SILNERE y construyó la LNERE bajo los 
criterios establecidos en la ley electoral: conforme al domicilio en el 
extranjero, cuya lista fue proporcionada al SEPOMEX para el envío de 
los paquetes electorales; y conforme al domicilio en México, cuya lista 
se puso a disposición de los partidos políticos acreditados ante la CNV, 
de los cuales no se recibieron observaciones. En el mes de mayo de 
2012, el Consejo General declaró la validez del Padrón Electoral y los 
listados nominales de electores, así como la LNERE, no obstante que 
el número de registros fue modificándose, dadas algunas resoluciones 
del TEPJF. Finalmente, la LNERE quedó conformada por un total de 
59,115 ciudadanos inscritos para votar desde 104 países. 

Problemáticas

Ante la temporalidad y finalidad de la LNERE, en cada proceso elec-
toral federal el IFE inicia de cero el difícil proceso de su construc- 
ción. Este hecho tiene incluso implicaciones de carácter económico, 
al echar andar la maquinaria en cada elección para ir en búsqueda de 
cada uno de los ciudadanos o potenciales ciudadanos electores, y no 
permitir hacer uso de sus datos de contacto para generar comunidad a 
largo plazo y dar seguimiento a las actividades de información, vincu-
lación, difusión y promoción del derecho al sufragio. En otras pala-
bras, se pierde el contacto y vínculo ya establecido entre la autoridad 
electoral y el ciudadano que en su momento manifestó expresamente 
su intención e interés en participar en la vida política del país desde su 
lugar de residencia. 

Si bien el mecanismo establecido en el ordenamiento electoral pro-
cura contar con datos actualizados de los ciudadanos residentes en el 
extranjero, también es cierto que somete al ciudadano a la carga de 
desahogar nuevamente un conjunto complejo de trámites, para su in-
corporación a la LNERE. 
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Conclusiones

Es pertinente considerar la posibilidad de eliminar la temporalidad de 
la LNERE, y permitir el trabajo permanente con los mexicanos resi-
dentes en el extranjero y en regiones expulsoras de migrantes del país, 
difundiendo el derecho al sufragio extraterritorial a través de acciones 
permanentes de las direcciones y unidades técnicas del IFE especiali-
zadas en investigación, educación cívica, difusión y vinculación na-
cional y en el extranjero. Lo que se traduciría en una mayor difusión 
de la cultura democrática con los connacionales más allá de nuestras 
fronteras.

Otro asunto que debe reflexionarse es la posibilidad de usar los 
datos de contacto proporcionados por el ciudadano con motivo de su 
solicitud de inscripción, previa autorización de sus titulares, para futu-
ros procesos electorales. Debido a la ausencia de esta información, en 
el Proceso Electoral Federal 2011-2012 no pudieron realizarse activi-
dades de vinculación con los mexicanos que solicitaron su inscripción, 
para dar seguimiento y acompañar su proceso de emisión del voto. Sin 
afirmar que fue un factor decisivo, este hecho podría haber contribuido 
a reducir la brecha entre el número de inscritos y el número de votos 
emitidos reportados en las elecciones presidenciales de 2012. 

Por otra parte, sería conveniente explorar la posibilidad de que los 
mexicanos en el extranjero que no tengan una residencia permanente 
fuera del país, pudieran incorporarse a una Lista Nominal de Electores 
Residentes en el Extranjero Temporal, la cual se integraría para cada 
ciclo electoral presidencial.

X.5.  Limitaciones de acceso a inFormación suFiciente Para 
emitir un voto razonado Por Parte de Los meXicanos 
residentes en eL eXtranJero

Introducción

Si bien con la reforma legal de 2005 se reguló por primera vez en el 
COFIPE el ejercicio del voto de los mexicanos residiendo fuera 
del país o en tránsito, este reconocimiento no trajo consigo la posi-
bilidad de que los partidos políticos o sus candidatas y candidatos 
pudieran realizar actos de campaña en el extranjero en cualquiera de 
sus modalidades, para estas actividades.

Marco normativo

Sobre las campañas electorales en el extranjero, el COFIPE dice: 

Artículo 336
1. Los partidos políticos nacionales y sus candidatos a cargos de 

elección popular no podrán realizar campañas electorales en el ex-
tranjero; en consecuencia, quedan prohibidas en el extranjero, en 
cualquier tiempo, las actividades, actos y propaganda electoral a 
que se refiere el Artículo 228 de este Código. 

2. Durante el proceso electoral, en ningún caso y por ninguna cir-
cunstancia los partidos políticos utilizarán recursos provenientes 
de financiamiento público o privado, en cualquiera de sus moda-
lidades, para financiar actividades ordinarias o de campaña en el 
extranjero.

Implementación del marco normativo

Dada la prohibición del artículo 336 del COFIPE, el Consejo General 
del IFE aprobó el Acuerdo CG148/2012 por el cual emitió la Guía 
Técnica para la generación de los mensajes de los candidatos a la 
Presidencia de los Estados Unidos Mexicanos, que se incluirán en el 
Paquete Electoral Postal para el PEF 2011-2012, que definió criterios 
generales y especificaciones técnicas para la elaboración de materia-
les complementarios a incluir en el Paquete Electoral Postal, sobre las 
plataformas electorales y las propuestas formuladas por los partidos y 
los candidatos contendientes. 

Resultados

Derivado del Acuerdo CG148/2012, se produjo un cuadernillo infor-
mativo que sirvió de apoyo para que los ciudadanos residentes en el 
extranjero pudieran tener información de primera mano sobre las pla-
taformas y propuestas de los candidatos a la Presidencia de República, 
y se produjo también un DVD, en el que se presentaron mensajes de 
todos y cada uno de los candidatos contendientes. Este material fue 
enviado a 59,115 ciudadanos inscritos en la LNERE. Los contenidos 
fueron responsabilidad exclusiva de los partidos políticos y coalicio-
nes que las elaboraron y proporcionaron al Instituto. 

Problemáticas 

Han sido prioridades en la implementación del VMRE la difusión del 
derecho al voto y el procedimiento para su ejercicio, así como informar 
de los partidos políticos con registro, sus contendientes y propuestas.

Para la difusión del derecho al voto y su ejercicio se utilizaron 
medios masivos en México, así como medios alternativos en ciudades 
de Estados Unidos con alta migración de connacionales. Sin embargo, 
ante la prohibición de actos de campaña y proselitismo en el exterior, 
fue importante para el IFE buscar el medio que allegara a los ciuda-
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danos residentes en el extranjero, la información relacionada con los 
partidos políticos y sus candidatos para el cargo de Presidente de la 
República y propuestas.

Si bien se produjeron específicamente el cuadernillo y el DVD 
con las propuestas de la y los candidatos a la Presidencia, para abo- 
nar en los elementos de juicio del voto razonado de las y los mexicanos 
en el exterior, existe una desventaja informativa en comparación con 
quienes están dentro del territorio nacional y pueden recibir, de forma 
amplia y diversa, los mensajes de campaña y propaganda política. 

Conclusiones 

En atención a la atribución constitucional y legal que tienen los par-
tidos políticos de promover la participación electoral ciudadana, y el 
derecho que actualmente se le reconoce a los mexicanos residentes en 
el extranjero para votar en las elecciones presidenciales, resulta opor-
tuno y congruente valorar una posible reforma al ordenamiento legal, 
a fin de posibilitar que los partidos políticos y sus candidatos extiendan 
la difusión de sus plataformas, posturas y propuestas a los ciudadanos 
que se encuentran fuera de territorio nacional y, a su vez, incentiven el 
voto, a través de campañas electorales en el extranjero.

Una reforma de este tipo permitiría que los partidos políticos y 
candidatos informaran directamente a la ciudadanía sobre sus plata-
formas políticas, en cuyo caso habría que considerar las siguientes po-
sibles implicaciones: 

• La dificultad para hacer cumplir las disposiciones electorales en 
la materia que nos ocupa, debido a la imposibilidad jurídica para 
aplicar sanciones a personas que, siendo nacionales o extranjeros, 
residan fuera del territorio mexicano e incurran en violación a di-
chas disposiciones.

• Las dificultades para fiscalizar las campañas, las contribuciones y 
los gastos o erogaciones realizadas en el extranjero, pues en este 
ámbito, el IFE carece de mecanismos para verificar y corroborar el 
contenido de los informes presentados por los partidos políticos en 
relación a las actividades realizadas en el extranjero.

• La imposibilidad del IFE para administrar la propaganda en me-
dios de comunicación masiva en el extranjero y la dificultad para 
verificar la contratación o adquisición de tiempo en dichos medios, 
en el extranjero.

Un análisis de los impactos en materia de tratados internacionales, 
fiscalización y régimen sancionador, sería conveniente para estar en 
condiciones de presentar una propuesta integral, sistemática y con-
gruente con el marco normativo electoral vigente. 

Ante el derecho que actualmente se le reconoce a los mexicanos 
residentes en el extranjero para votar en las elecciones presidenciales, 
debe ponerse a su alcance información a escala extraterritorial, distin-
ta a la propaganda electoral y de los actos de campaña; por ejemplo 
programando envíos de correos electrónicos directos a los ciudada-
nos inscritos en la LNERE que contengan enlaces (links) a los debates 
presidenciales y materiales audiovisuales informativos (no propagan-
dísticos) producidos por los partidos políticos, colocados previamente 
en una página web administrada por el IFE donde se concentren para 
su reproducción y descarga.

Si bien ya se contempla la atribución constitucional y legal de los 
partidos políticos de promover la participación electoral ciudadana e 
incentivar el voto (existiendo la prohibición legal de hacer campañas 
fuera del territorio nacional), será de relevancia generar una estrategia 
específica desde el IFE, que ofrezca el acceso a más información de las 
plataformas y propuestas de los partidos políticos contendientes y la 
coloque de manera permanente al alcance de los mexicanos residentes 
en el extranjero.

X.6.  inteGración de Los votos Provenientes deL
 eXtranJero en Los recuentos totaLes
 de Los cómPutos distritaLes

Introducción

Como ocurrió con los votos emitidos por los ciudadanos en territorio 
nacional para la elección presidencial, la reforma electoral de 2007-
2008 también contempló la posibilidad del recuento total de los votos 
provenientes del exterior. Sin embargo, la reforma no se impactó en el 
Libro Sexto del COFIPE que regula el VMRE, por lo que no se esta-
blecieron las disposiciones necesarias en materia de recuento total de 
la votación, y se produjo con ello una dificultad que es importante sub-
sanar para el buen desarrollo del cómputo de la elección presidencial.

Marco normativo

El marco normativo de la integración de los votos de los mexicanos 
residentes en el extranjero al recuento de la elección presidencial, que-
dó comprendido en el COFIPE en los artículos 295, párrafos 2 y 3; 
298, párrafo 1, incisos d) y e); 332, párrafo 2; 334, párrafos 1 y 3; y, 
335, párrafo 1. 

Implementación del marco normativo

El 19 de junio de 2012 se suscribió el Convenio Específico de Cola-
boración con el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
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(TEPJF), el cual estableció las bases generales para la implementación 
y funcionamiento del Sistema de Información de las Elecciones Fede-
rales durante el Proceso Electoral Federal 2011-2012. 

Para operar debidamente los casos de recuento total de votos de la 
elección presidencial, la Dirección Ejecutiva de Organización Electo-
ral instruyó a las 300 juntas ejecutivas distritales sobre el procedimien-
to a seguir y realizó el 2 de julio el envío correspondiente de copias de 
las actas de cómputo distrital y las boletas de cada uno de los distritos 
electorales, haciendo énfasis en la forma en que las boletas deberían 
integrarse al expediente de la elección presidencial y serían entregadas 
al TEPJF. Sin registro de incidente alguno, la documentación estuvo 
en los consejos distritales oportunamente para su uso conforme a las 
disposiciones normativas.

Resultados

En esta ocasión se realizó el recuento total de votos de Presidente de 
la República en 15 distritos electorales federales. En todos estos casos 
fue posible integrar los votos provenientes del extranjero.

Problemáticas

La problemática enfrentada consistió fundamentalmente en que en la 
ley electoral se establece la posibilidad del recuento total de votos 
de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos en el 
cómputo distrital, pero al mismo tiempo instruye para que las bo-
letas correspondientes a los votos emitidos desde el extranjero sean 
remitidas por la Junta General Ejecutiva al TEPJF y no a los consejos 
distritales. 

Tal discordancia fue un aspecto a resolver en los cómputos distrita-
les de las elecciones presidenciales de 2012, puesto que, de existir un 
recuento total de votos de la elección presidencial en cualquiera de los 
distritos, siguiendo estrictamente lo estipulado por el código electoral, 
hubiera sido materialmente imposible recontar los votos provenientes 
del extranjero al no tener los consejos distritales las boletas corres-
pondientes y existiendo incluso la posibilidad de que el cómputo fuera 
impugnado por tal circunstancia.

Es de precisar que resulta ahora obsoleto reservar a la Sala Supe-
rior la posibilidad de un recuento de votos complementario ante los 
casos de impugnación, dadas las facultades que la reforma electoral  
otorgó a los consejos distritales. De ahí que el IFE promoviera ante 
la Sala Superior del TEPJF, integrar a un convenio de colaboración 
el punto de acuerdo mediante el cual las boletas provenientes del 
extranjero, marcadas con el voto de nuestros connacionales, fueran 
en primer lugar enviadas a los correspondientes consejos distritales 
luego del cómputo general realizado el día de las elecciones en el local 
único designado por la Junta General Ejecutiva, y posteriormente se 
entregaran por cada órgano distrital a la Sala Superior del TEPJF al 
realizar la entrega de los expedientes de la elección presidencial.

Conclusiones

Se estima necesario que el recuento de los votos provenientes del ex-
terior sea atendido por los órganos expresamente facultados por el có-
digo, sin distinción de los votos emitidos en territorio nacional, como 
lo establece el artículo 298, incisos d) y e), con la finalidad de cumplir 
cabalmente el cómputo distrital de la elección presidencial, particular-
mente si existen las razones o causales de ley para el recuento total de 
los votos.

Para este fin, se sugiere que, además de las actas de resultados, la 
Junta General Ejecutiva haga llegar a los consejos distritales las bole-
tas con los votos recibidos del exterior, antes del miércoles siguiente 
al día de la elección, bajo las medidas que garanticen la oportuni- 
dad de la entrega y la integridad e inviolabilidad de la documentación 
electoral.

Finalmente, no se encuentra necesidad alguna de que los votos de 
los mexicanos residentes en el extranjero sean remitidos al Tribunal 
Electoral, sino cuando éste los solicite para la atención de un recur-
so de impugnación; de esta forma se les estaría dando un tratamiento 
igual que a los votos recibidos en territorio nacional.



Introducción

De conformidad con el párrafo segundo del artículo 105 del COFIPE, 
todas las actividades del Instituto Federal Electoral se regirán por los 
principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y obje-
tividad. Para contribuir al cumplimiento de dichos principios, el Insti-
tuto ha desarrollado diversos instrumentos que permiten a los actores 
políticos y a los ciudadanos en general contar con información opor-
tuna acerca de los resultados electorales desde el mismo día en que se 
celebran los comicios federales. 

Durante el Proceso Electoral Federal 2011-2012 el IFE llevó a cabo 
tres ejercicios para garantizar la disponibilidad de información desde 
el cierre de casillas, tanto a los actores involucrados en la contienda 
electoral, como a la ciudadanía en general. Estos ejercicios, diseñados 
con características distintas para garantizar el acceso a la información 
de resultados con un alto grado de certidumbre, son:

• El Conteo Rápido. Se trata de una estimación estadística de alta 
precisión, que se realiza con base en una muestra representativa de 
las actas de casilla, y cuya metodología en 2012 fue elaborada y 
puesta en práctica por un Comité Técnico integrado por científicos 
especializados en estadística. Este ejercicio ofrece resultados la 
misma noche de la elección.

• El Programa de Resultados Electorales Preliminares (PREP). 
Ofrece resultados que obtiene de la captura de las actas de casi-
lla que se realiza durante 24 horas ininterrumpidas, a partir de las 
20:00 horas del día de la jornada electoral y hasta la misma hora 
del día siguiente. Además, actualmente el PREP digitaliza las actas 
de escrutinio, de modo que los ciudadanos y los partidos políticos 
pueden cotejar la exactitud de las cifras publicadas en internet con 
los documentos oficiales.

• El Sistema de Cómputos Distritales, Entidad y Circunscrip-
ción. Además del Conteo Rápido y el PREP, el IFE desarrolló un 
sistema informático –el Sistema de Cómputos Distritales, Entidad 
y Circunscripción– con el objeto de apoyar la realización de los 
cómputos distritales, que le permitió registrar cada una de las fases 
de los cómputos.

No obstante los niveles de certeza que históricamente han mostrado 
estos ejercicios, debe decirse que los resultados que ofrecen el Conteo 
Rápido y el PREP no son definitivos. Su objetivo es informativo, pues 
sus datos no tienen efectos jurídicos. Sin embargo, son instrumentos 
de confianza, certeza y transparencia al servicio de la ciudadanía. En 
este sentido, es preciso señalar que el único resultado válido y oficial 
de las elecciones, es el que se desprende de los cómputos distritales, 
y en su caso de los recuentos, y que dan sustento al cómputo final y la 
declaración de validez de la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación. No obstante, la prontitud y transpa-
rencia de la información que ofrecen el Conteo Rápido y el PREP es un 
elemento fundamental para generar confianza en el proceso.

Xi.1. conteo ráPido

Marco normativo

El artículo 119, párrafo 1, inciso l), del COFIPE establece como atribu-
ción del Presidente del Consejo General la de ordenar, previo acuerdo 
del Consejo General, la realización de encuestas nacionales basadas en 
actas de escrutinio y cómputo, a fin de conocer las tendencias de los 
resultados el día de la jornada electoral.

Por su parte, el artículo 125, párrafo 1, inciso ñ), de la ley electo-
ral establece que el Secretario Ejecutivo apoyará la realización de los 
estudios o procedimientos pertinentes, a fin de conocer las tendencias 
electorales el día de la jornada electoral, cuando así lo ordene el Con-
sejero Presidente. Para el caso del Proceso Electoral Federal 2011-
2012, durante la sesión extraordinaria del Consejo General celebrada 
el 14 de marzo de 2012, se aprobó el Acuerdo CG149/2012 por el 
que se determinó la realización de un procedimiento muestral (Conteo 
Rápido), con el propósito de obtener una estimación preliminar de la 
votación de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, así como 
la creación de un Comité Técnico Asesor en la materia.

Xi. resuLtados eLectoraLes
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Este Acuerdo fue impugnado por el Partido de la Revolución De-
mocrática el 18 de marzo de 2012, y revocado por el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación el 5 de mayo del mismo año.

Derivado de resolución emitida por el Tribunal Electoral, el 16 
de mayo de 2012 el Consejo General del Instituto aprobó un nuevo 
Acuerdo (CG297/2012) para realizar el conteo rápido y crear el Comi-
té Técnico que se encargaría de este ejercicio. El Acuerdo estableció 
las características y condiciones con las que debía cumplir el Conteo 
Rápido para que el IFE estuviera en posibilidad de proporcionar una 
estimación cierta de los resultados de la votación la misma noche de 
la jornada electoral.

Implementación del marco normativo

El Comité tuvo entre sus funciones establecer un Programa de Trabajo 
para la celebración de reuniones periódicas con los representantes de 
los partidos políticos y los consejeros del Poder Legislativo, con el fin 
de conocer y valorar sus opiniones; también debía informar mensual-
mente al Consejo General en las sesiones ordinarias correspondientes 
y cuando se le requiriera, de los resultados de sus deliberaciones y acti-
vidades. Finalmente, al término de su encargo, debía presentar al Con-
sejo General un informe final acerca de las actividades desempeñadas. 

El Comité fue conformado por la Dra. Guillermina Eslava Gómez, 
la Mtra. Patricia Isabel Romero Mares, el Dr. Rubén Hernández Cid, 
el Dr. Manuel Mendoza Ramírez y el Dr. Raúl Rueda Díaz del Campo. 
Asimismo, se designó al Ing. René Miranda Jaimes, Coordinador Ge-
neral de la Unidad Técnica de Servicios de Informática (UNICOM), 
como Secretario Técnico del Comité.

Resultados

A las 16:00 horas del 1 de julio de 2012, tal como se acordó por el Co-
mité, dio inicio la sesión de trabajo del día de la jornada electoral en un 
espacio reservado exclusivamente para los miembros del Comité y sus 
asistentes, así como el personal mínimo indispensable de la UNICOM 
designado para resolver cualquier eventualidad que pudiera presen-
tarse. A las 18:22 horas comenzó la captura-transmisión de la infor-
mación de las casillas pertenecientes a la muestra mediante remesas, 
cada cinco minutos aproximadamente, las cuales se fueron recibiendo 
a través del Sistema de Información del Conteo Rápido, desarrollado 
por la UNICOM. 

En la siguiente gráfica se muestra el avance en la captura-transmi-
sión de la información el día de la jornada electoral.

Patrón de llegada de las remesas. Conteo Rápido 2012

En las elecciones de 2012 el Comité decidió producir sus resul-
tados a las 22:30 hrs., en que las remesas habían acumulado el 82.46% 
de la muestra. En las elecciones de 2006, a esa hora se había alcan-
zado ya el 96.14% de las remesas; una diferencia entre 2006 y 2012 de 
13.68 puntos porcentuales. La siguiente gráfica, presenta esa compara-
ción, a través de las curvas de frecuencias de los tiempos de llegada en 
las elecciones de 2006 y 2012.

Patrón de llegada de las remesas. Comparativo

Como puede verse, existió un claro desplazamiento de los tiempos 
de las remesas en 2012 en comparación con los de 2006. De hecho, se 
puede comprobar que si se consideran las remesas hasta las 23:15 en 
ambos casos, los tiempos promedio resultan respectivamente de 127 
minutos para 2006 y de 176 minutos para 2012. Es decir, una diferen-
cia de 49 minutos que confirma, en términos generales, la hipótesis 
de que se produciría un retraso de una hora aproximadamente, en las 
llegadas de las remesas. En opinión del Comité, este retraso se debió a 
que el escrutinio y cómputo en casilla, cuyas posibilidades de control 
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se incrementaron después de la reforma de 2007-2008, requirió de más 
tiempo que en 2006.

La fracción de la muestra definitiva con la que el Comité realizó las 
estimaciones de los intervalos de votación para la elección de Presi-
dente de los Estados Unidos Mexicanos de 2012 incluyó información 
de las 32 entidades federativas del país y de los 300 distritos electora-
les en los cuales se divide el territorio nacional. 

Una vez que se obtuvo una muestra que cumplía con las carac-
terísticas necesarias para realizar inferencias estadísticas, el Comité 
produjo las estimaciones de los resultados electorales, en el sentido 
que se muestra en la gráfica siguiente:

Los intervalos de confianza de los porcentajes de votación para 
cada candidato reportados por el Comité el día de la jornada electoral, 
convergieron con los resultados finales del PREP, los cómputos distri-
tales, y el Sistema de Registro de Actas de Escrutinio y Cómputo de 
Casilla. La coincidencia en los resultados de los diferentes ejercicios 
de contabilidad de votos sólo indican una cosa: la precisión de los ins-
trumentos empleados dotaron de certeza los resultados ofrecidos por 
la autoridad electoral, que reflejaron con notable exactitud la voluntad 
ciudadana expresada en las urnas. 

Resultados convergentes del PREP, el Conteo Rápido
y los cómputos distritales en la elección presidencial

Candidatos Conteo Rápido PREP Cómputos 
distritales

Diferencia
PREP vs 
cómputos

Josefina E.
Vázquez Mota 25.1% - 26.03% 25.40% 25.41% -0.01%

Enrique Peña 
Nieto 37.93% - 38.55% 38.15% 38.21% -.06%

Andrés Manuel 
López Obrador 30.9% - 31.86% 31.64% 31.59% .05%

Gabriel R.
Quadri de la 

Torre
2.27% - 2.57% 2.30% 2.29% .01%

Asimismo, se estimó el porcentaje de participación ciudadana en 
la elección federal, cifra que reportó la noche de la elección con el 
62.74%.

Problemáticas

La decisión de llevar a cabo el Conteo y la creación del Comité Téc-
nico, se oficializó a mediados del mes de marzo de 2012, tres meses y 
medio antes de las elecciones. Este periodo contrasta con los más de 
seis meses con los que contó para realizar su tarea el Comité similar 
en 2006. En esta ocasión se contó con menos tiempo debido a que el 
TEPJF revocó el acuerdo por el cual se había aprobado la realización 
del ejercicio y la creación del Comité Técnico Asesor. Como se recor-
dará, el 5 de mayo la autoridad judicial resolvió el recurso de revoca-
ción interpuesto por el Partido de la Revolución Democrática y así, el 
acuerdo que ordenaba la realización del Conteo quedó sin efecto y 
el Comité suspendió sus trabajos. 

El 16 de mayo, el Consejo General del IFE aprobó un nuevo Acuer-
do, acatando las consideraciones del Tribunal, mediante el que se rei-
nició el proyecto, se retomaron los trabajos realizados con anterioridad 
y se reanudaron las actividades con sólo seis semanas de anticipación 
al día de la elección. 

El debate que esta controversia suscitó en torno al Conteo Rápido 
llegó incluso a cuestionar la pertinencia de emplear métodos estadísti-
cos para estimar resultados electorales, de modo que la autoridad pu-
diera ofrecer información precisa y cierta la misma noche de la elec-
ción. Este cuestionamiento fue zanjado con irrebatibles explicaciones 
de carácter científico, con relación a las características técnicas del 
ejercicio del Conteo Rápido. Su coincidencia con los resultados preli-
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minares registrados en el PREP y con los propios cómputos distritales, 
así lo demuestran.

Son las mismas características del ejercicio las que cierran el paso 
a los riesgos de anunciar a un posible ganador cuando existe una di-
ferencia mínima en los resultados arrojados por el Conteo Rápido. Lo 
anterior es posible mediante la implementación de acuerdos y mecanis-
mos como el señalado en el numeral 5 del punto noveno del Acuerdo 
CG297/2012, que establece que: “… el Comité Técnico entregará un 
reporte cada treinta minutos hasta que la fracción de la muestra recibi-
da permita producir las estimaciones con los elementos de calidad…” 
que posibiliten realizar una estimación estadística científicamente fun-
dada, con los niveles de precisión y confianza previstos, de los por-
centajes de la votación obtenida por la y los candidatos presidenciales.

Por otro lado, es importante decir que el Acuerdo CG297/2012, 
estableció que “el Consejero Presidente dará a conocer a la opinión 
pública, previo acuerdo del Consejo General, una vez que tenga el 
informe del Comité Técnico del 1 de julio de 2012, los resultados del 
Conteo Rápido, así como los rangos de votación por candidato, cuales-
quiera que sean las diferencias entre ellos”. Esto marca una diferencia 
cualitativa fundamental con el conteo rápido de 2006, que derivó en 
su desprestigio.

Finalmente, debe señalarse que invariablemente se busca el con-
senso de los partidos políticos para la realización del Conteo Rápido. 
Sin embargo, hay puntos de vista distintos, a veces incompatibles,  tal 
como lo muestran los recursos e impugnaciones interpuestos en contra 
de los acuerdos que se han señalado. Ello no ha sido obstáculo para 
que el Presidente del IFE haya cumplido puntualmente con su atribu-
ción legal de “ordenar, previo acuerdo del Consejo General, la realiza-
ción de los estudios o procedimientos pertinentes, a fin de conocer las 
tendencias electorales el día de la jornada electoral”. 

Conclusiones

El Conteo Rápido es un ejercicio basado en criterios estadísticos, téc-
nicos y científicos que ofrece un alto grado de certidumbre en la es-
timación de resultados sobre las tendencias electorales. El 1 de julio 
de 2012, gracias al Conteo Rápido, la autoridad electoral pudo ofrecer 
estimaciones precisas y propiciar así las mejores condiciones de cer-
teza para la sociedad con relación a los resultados de la elección para 
Presidente de la República.

El Comité Técnico Asesor alcanzó las siguientes conclusiones:

• La muestra se recibió en un volumen y con una cobertura geográ-
fica apropiada.

• Se estimaron los porcentajes de votación de los distintos partidos 
y/o coaliciones satisfactoriamente.

El diseño muestral usado junto con el tamaño de la colección de 
datos pueden ser evaluados a posteriori usando los resultados del 
PREP y de los cómputos distritales. Esto permite evaluar la eficiencia 
del diseño muestral y los métodos de estimación.

Sin embargo, a pesar de dichas características, hay voces en el 
Consejo que consideran que el Conteo Rápido duplica las funciones 
del PREP y que debería preferirse a este último por encima del prime-
ro, debido a la mayor certeza que ofrece.

Xi.2. ProGrama de resuLtados eLectoraLes PreLiminares

Marco normativo

El artículo 125, párrafo 1, inciso l), del COFIPE señala que es una atri-
bución del Secretario Ejecutivo del Instituto, establecer un mecanismo 
para que el Consejo General pueda realizar la difusión inmediata de 
los resultados preliminares de las elecciones de diputados, senadores 
y Presidente de los Estados Unidos Mexicanos; para tal efecto, el Ins-
tituto dispondrá de un sistema  informático para recabar los resultados 
preliminares y al cual tendrán acceso en forma permanente, los con-
sejeros y representantes de los partidos políticos acreditados ante el 
Consejo General. En ese caso, señala el mismo ordenamiento legal, 
se podrán transmitir los resultados en forma previa al procedimiento 
establecido en los incisos a) y b) del párrafo 1 del artículo 291 del 
COFIPE, consistente en la suma de los resultados asentados en las ac- 
tas que se reciben en los consejos distritales, durante la entrega 
de paquetes electorales.

Implementación del marco normativo

En cumplimiento al Acuerdo CG389/2011 del Consejo General, 
aprobado el 28 de noviembre de 2011, se creó el Comité Técnico 
Asesor para el Programa de Resultados Electorales Preliminares 
(COTAPREP), con el fin de asesorar, colaborar y dar seguimiento a 
todos los aspectos relacionados con el desarrollo y optimización del 
Programa de Resultados Electorales Preliminares (PREP). 
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El Comité fue conformado por la Mtra. Salma Leticia Jalife Villa-
lón, el Dr. Carlos Fernando José Jaimes Pastrana, el Dr. Ciro Muraya-
ma Rendón, el Dr. Rafael Pérez Pascual y el Dr. Víctor Manuel Silva 
García. Asimismo, se designó al Ing. René Miranda Jaimes, Coordina-
dor General de la Unidad Técnica de Servicios de Informática, como 
Secretario Técnico del Comité.

Mediante el Acuerdo CG342/2012, aprobado el 31 de mayo de 
2012, el Consejo General instruyó a los consejos distritales a dar se-
guimiento a la operación del  PREP 2012 y se determinó que el domin-
go 1 de julio a partir de las 20:00 horas iniciaría la difusión del PREP. 
Mientras que el lunes 2 de julio a las 20:00 horas, sería el cierre del 
flujo y recepción de datos.

Además, el 7 de junio de 2012, el Consejo General aprobó los 
lineamientos que presentó el COTAPREP para apoyar las tareas de 
supervisión que llevarían a cabo los consejos locales y distritales 
durante los simulacros nacionales y durante la operación del PREP 
(CG385/2012).  

Resultados

A través del PREP se realizó la captura de 426,510 de la primera copia 
de las actas de escrutinio y cómputo relativas a las elecciones de Pre-
sidente, senadores y diputados federales.

Para el caso de la elección de Presidente de la República, se cap-
turaron 141,935 actas de un total de 143,437, es decir, el 98.95%. De 
éstas, 139,962 se contabilizaron en el Programa –es decir, que sus re-
sultados se reflejaron en el agregado total reportado– y 1,973 actas 
no fueron contabilizadas por presentarse alguna situación particular, 
como que se hubiese excedido el listado nominal, que no contuviesen 
alguno de los datos básicos de identificación de la casilla a la que per-
tenecían, o que no hubiesen llegado junto con el paquete electoral y no 
ser proporcionadas por el Consejo Distrital, entre otras.

Al cierre de la captura de datos en el PREP, a las 20:00 horas del 2 
de julio de 2012, las gráficas relativas a los agregados nacionales de la 
votación para Presidente de los Estados Unidos Mexicanos se proyecta-
ron en las páginas de consulta del PREP, tal como muestra la siguiente 
gráfica:

Cantidad y porcentaje de votos por cada candidato a nivel nacional
 

Fuente: Programa de Resultados Electorales Preliminares.
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Para la elección de senadores, se capturaron 142,302 actas de 
144,034 existentes, lo que representa el 98.79% del total. Los resul-
tados electorales preliminares contenidos en las actas contabilizadas, 
se definieron de la siguiente manera en relación con cada partido y 
coalición:

Mayoría de la votación en los resultados preliminares
de la elección de senadores por entidad federativa

 

 

8 10 6 0 0 8

Fuente: Programa de Resultados Electorales Preliminares.

En cuanto a la elección de diputados federales, se capturaron 
142,273 actas de 144,034 totales, es decir, el 98.77%. De éstas, 140,184 
fueron contabilizadas y las restantes 2,089 no lo fueron.

Los votos para la elección de diputados federales que fueron regis-
trados en las 142,273 actas capturadas por el PREP, se distribuyeron de 
la siguiente manera a favor de cada partido y coalición:
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Mayoría de la votación en los resultados preliminares de
diputados federales a nivel distrital

 

 

53 51 70 3 0 123

Fuente: Programa de Resultados Electorales Preliminares.

Tal como se mostró al describir el Conteo Rápido, en el caso de 
la elección de Presidente de la República, existió convergencia en los 
mecanismos de información preliminar; los resultados sistematizados 
por el PREP se encontraron dentro del intervalo calculado por el Con-
teo Rápido. Para los cómputos distritales sucedió lo mismo, éstos y los 
resultados de la información capturada en el PREP, convergieron en el 
mismo sentido con mínimas diferencias (señaladas entre paréntesis) 
tal como se muestra a continuación:

DISTRITO FEDERAL

ZONA CONURBADA
DEL ESTADO DE MÉXICO

ZONA METROPOLITANA
DE MONTERREY

ZONA METROPOLITANA
DE GUADALAJARA

ZONA METROPOLITANA
DE PUEBLA
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Resultados convergentes del PREP, el Conteo Rápido y los cómputos 
distritales  en la elección presidencial

Candidato Conteo Rápido PREP Cómputos 
distritales

Diferencia
PREP vs 
cómputos

Josefina E. 
Vázquez Mota 25.1% - 26.03% 25.40%  25.41% (-0.01)

Enrique Peña 
Nieto 37.93% - 38.55% 38.15%  38.21% (-.06%)

Andrés Manuel 
López Obrador 30.9% - 31.86% 31.64% 31.59% (+.05)

Gabriel R. 
Quadri de la 

Torre
2.27% - 2.57% 2.30% 2.29% (+.01)

Fuente: Programa de Resultados Electorales Preliminares.

Por su parte, en la elección de senadores, la convergencia de los re-
sultados entre el PREP y los cómputos distritales quedó de la siguiente 
manera:

Convergencia del PREP y los cómputos distritales
para la elección de senadores

Partidos PREP Cómputos distritales Diferencia

PAN 26.34% 26.28% 0.06%

PRI 31.18% 31.25% -0.07%

PRD 18.71% 18.56% 0.15%

PVEM 5.72% 5.75% -0.03%

PT 4.62% 4.66% -0.04%

Movimiento 
Ciudadano 4.01% 4.03% -0.02%

Nueva Alianza 3.68% 3.70% -0.02%

Fuente: Programa de Resultados Electorales Preliminares.

Por lo que hace a la elección de diputados federales, los resultados 
entre el PREP y los cómputos distritales convergieron de la siguiente 
manera:

Convergencia de los resultados del PREP
y los cómputos distritales para la elección de diputados

Partidos PREP Cómputos distritales Diferencia

PAN 25.95% 25.89% 0.06%

PRI 31.84% 31.93% -0.09%

PRD 18.48% 18.36% 0.12%

PVEM 6.08% 6.12% -0.04%

PT 4.55% 4.59% -0.04%

Movimiento 
Ciudadano 3.99% 4.00% -0.01%

Nueva Alianza 4.08% 4.08% 0.00%

Fuente: Programa de Resultados Electorales Preliminares.

Como una innovación del PREP 2012, cerca del momento de cierre 
de la captura de datos, se pusieron a disposición de la ciudadanía el 
100% de las imágenes de las actas capturadas durante las 24 horas de 
operación. De esta manera, los ciudadanos estuvieron en condiciones 
de realizar un ejercicio comparativo de los resultados difundidos por 
el PREP y los que se encontraban consignados en las actas de escruti-
nio y cómputo, lo que contribuyó sustancialmente al robustecimiento 
del principio de transparencia en el que se fundan los trabajos de este 
instrumento de información preliminar. 

Una mención especial merece la auditoría realizada por la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México (UNAM), la cual se forma-
lizó mediante la suscripción del Convenio Específico de Colaboración 
para la auditoría técnica del sistema informático del PREP 2012, y que 
tuvo como finalidad la inspección del código fuente y la realización de 
pruebas funcionales. 

Dicha auditoría incluyó la revisión exhaustiva de 1,501 archivos 
con un total de 262,540 líneas de código y de la realización de pruebas 
funcionales. La UNAM emitió diversas observaciones y recomenda-
ciones jerarquizadas por su nivel de impacto. Las de importancia críti-
ca fueron atendidas en su totalidad por el IFE, y la UNAM verificó su 
correcta implementación.

Durante la entrega de resultados de la auditoría el Rector de la 
UNAM, Dr. José Narro Robles, afirmó que México cuenta con un 
PREP confiable y que sin duda reflejaría fielmente los resultados de la 
voluntad ciudadana emitida en las urnas.
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Problemáticas

Durante los días siguientes al de la jornada electoral, hubo quienes 
especularon acerca de supuestas diferencias entre los resultados asen-
tados en las “mantas” que se colocaron en el exterior de los domicilios 
donde fueron instaladas algunas casillas electorales y los registrados 
en el PREP. En primera instancia debe aclararse que los resultados pre-
liminares que se publican a través del PREP se toman de las actas de 
escrutinio y cómputo, no de las mantas que se cuelgan al exterior de las 
casillas, que no tienen ningún valor jurídico, y cuya principal función 
es la de informar a los vecinos sobre los resultados en esa casilla. Las 
mantas no tienen validez jurídica por una razón contundente: nadie 
controla que su contenido sea correcto, ni puede tampoco nadie vigi-
lar que no sea modificado. Las actas, en cambio, son firmadas por los 
funcionarios de casilla y representantes de partidos políticos, y además 
están permanentemente vigiladas por ciudadanos capacitados por el 
IFE, los representantes de los partidos políticos, y resguardadas por 
el Ejército Mexicano. Una comparación válida de resultados –porque 
surgen de la misma fuente de información (las actas de escrutinio)– es 
la que se ha planteado en párrafos anteriores, y que refleja los altos ni-
veles de convergencia entre el Conteo Rápido, el PREP y los cómputos 
distritales, aun cuando en los dos primeros casos se trata de resultados 
preliminares.

Uno de los logros del PREP y que lo ha posicionado como una 
fuente de consulta relevante, es el tiempo y oportunidad con que co-
mienza a publicar los resultados preliminares. No obstante, algunos 
actores han planteado la necesidad de que dichos resultados sean pu-
blicados aun en menor tiempo. Al respecto, es menester explicar que 
el tiempo que se requiere para publicar la información tiene que ver 
con los procedimientos, distancias, tiempos, husos horarios y otros 
elementos que determinan el volumen de información que se va cap-
turando en el sistema, sobre todo en las primeras horas posteriores al 
cierre de casillas. 

También hay quienes han propuesto no publicar información hasta 
que se cuente con la digitalización del total de las actas. La idea es 
atendible, pero es importante considerar el valor que tiene la celeridad 
de los resultados que ofrece el PREP. Poner a disposición del público 
los resultados electorales preliminares con toda prontitud es muy im-
portante para generar certeza con respecto a los resultados electorales. 
Por ello, la  pertinencia de publicar resultados preliminares hasta que 
se cuente con la digitalización de las actas, debe ponderarse contra la 
exigencia de prontitud de la publicación de resultados. 

Por otra parte, debe señalarse que para estar en condiciones de cap-
turar y digitalizar simultáneamente datos y actas, sería necesaria una 

revisión de las tecnologías con las que actualmente se desarrolla el 
PREP; revisión que actualmente se realiza no sólo para cada proceso 
electoral, sino como política de fortalecimiento tecnológico en el IFE 
de manera permanente, con la consecuente inversión económica que 
ello implicaría. Adicionalmente habría que realizar también una revi-
sión de los procedimientos con los que opera el IFE el mismo día de 
la jornada electoral. 

Finalmente, es preciso puntualizar que los problemas marginales 
que acompañan al desarrollo y operación del PREP y que son normales 
para un programa de su envergadura, no inciden en la calidad de los 
resultados que presenta, ni pone en entredicho los resultados oficiales; 
prueba de ello es que los resultados del PREP no formaron parte de los 
presuntos agravios señalados por la Coalición Movimiento Progresis-
ta, en el recurso interpuesto ante el TEPJF, para invalidar los resulta-
dos de la elección para Presidente de los Estados Unidos Mexicanos.

Conclusiones

El PREP logró sus objetivos de difundir los datos e imágenes captura-
dos con alta disponibilidad y oportunidad: brindó información precisa, 
clara y detallada de la votación ciudadana a través de los 20 portales 
de internet de difusores externos, la plataforma de Google y la confi-
guración para la consulta desde dispositivos móviles.

Se demostró, una vez más, que el PREP es un instrumento de in-
formación electoral convergente con los datos que arrojó el ejercicio 
del Conteo Rápido y con los resultados de los cómputos distritales. 
Sin embargo, hay algunas propuestas de reforma, como por ejemplo 
establecer que esta figura deje de estar a cargo del Secretario Ejecutivo 
y sea responsabilidad directa del Consejo General del Instituto.

También es importante decir que la definición del esquema de se-
guridad del PREP posibilitó que la operación se diera en un contexto 
de cero ataques cibernéticos exitosos al Programa, no obstante que se 
tiene el registro de múltiples intentos para afectar la disponibilidad 
del PREP para su consulta, sin que alguno de ellos haya alcanzado su 
objetivo.

El IFE buscará evaluar las tecnologías basadas en soluciones ina-
lámbricas que permitan acercar la captura del PREP a las casillas como 
ya se hace en otros países.
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Xi.3. cómPutos distritaLes

La reforma electoral 2007 estableció nuevas condiciones para el desa-
rrollo de los cómputos distritales, abriendo la posibilidad del recuento 
de votos por diversas causales. Además, la reforma autorizó la forma-
ción de grupos de trabajo integrados por los consejeros electorales, los 
representantes de los partidos y los vocales, que los presidirán para la 
atención del recuento total, con el propósito explícito de lograr la con- 
clusión oportuna de los cómputos distritales a más tardar el día ante-
rior al domingo siguiente al de las elecciones.

No obstante lo anterior, quedaron aspectos importantes de los 
cómputos distritales que resulta importante atender para un ejercicio 
de amplio recuento de votos.

De hecho, en las elecciones de 2009 el Consejo General del Institu-
to actualizó el Reglamento de Sesiones de los Consejos Locales y Dis-
tritales, emitió lineamientos y acuerdos diversos que complementaron 
las disposiciones de ley y posibilitaron un desarrollo adecuado de los 
cómputos distritales en términos de legalidad, certeza y oportunidad.

En especial, la normatividad aprobada por el Consejo General emi-
tió disposiciones que extendían el recurso de la formación de grupos 
de trabajo para el recuento de votos, previsto en el COFIPE para los 
casos de recuento total, a los casos de un amplio recuento de votos de-
rivado de la aplicación de las causales establecidas en el artículo 295, 
párrafo 1, inciso d) del mismo Código.

Otra de las determinaciones del Consejo General fue el estableci-
miento de rangos por los cuales se determinó el número de grupos de 
trabajo necesarios en cada caso, en relación con la cantidad de casillas 
por recontar, con base en la disposición legal de que cada grupo debía 
ser dirigido por un vocal de la Junta Ejecutiva Distrital.

En la elección intermedia fueron suficientes las medidas antes 
mencionadas, para obtener resultados distritales con toda oportunidad, 
incrementando el grado de certeza en los resultados electorales con ba-
se en el recuento de votos, porque fue exclusivamente de la elección 
de diputados federales. 

Las elecciones federales de 2012 plantearon al Instituto desafíos 
distintos que los de 2009,  principalmente por su magnitud: tres elec-
ciones federales (Presidente, de diputados y de senadores). Por ese 
motivo se consideró inviable el desarrollo de los cómputos bajo el 
esquema establecido con base en el modelo de grupos de trabajo y 
la escala de rangos utilizados en 2009, y fue necesario replantear un 

modelo que ofreciera viabilidad a un recuento de votos con mayores 
exigencias en el mismo plazo de ley.

Marco normativo y su implementación

Los artículos 293; 294, numeral 1, incisos a), b) y c), numeral 4; 295, 
numerales 1, incisos b) y d), 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9, del COFIPE, respecto 
a su artículo 294, numeral 3, establecen: 

Los Consejos Distritales, en sesión previa a la jornada electoral, po-
drán acordar que los miembros del Servicio Profesional Electoral 
puedan sustituirse o alternarse entre sí en las sesiones o que puedan 
ser sustituidos por otros miembros del Servicio Profesional Electoral 
de los que apoyen a la Junta Distrital respectiva y asimismo, que los 
consejeros electorales y representantes de partidos políticos acrediten 
en sus ausencias a sus suplentes para que participen en ellas, de mane-
ra que se pueda sesionar permanentemente.

Reglamento de Sesiones de los Consejos Locales y Distritales, 
artículos 35, numeral 3; 36, numeral 1, y los Lineamientos para la 
sesión especial de cómputo distrital del Proceso Electoral Federal 
2011-2012.

Con el mismo marco legal establecido por la reforma de 2007-
2008, mediante el trabajo colectivo en comisiones se actualizó el Re-
glamento de Sesiones de los Consejos Locales y Distritales, que fue 
aprobado por el Consejo General, así como los Lineamientos para el 
desarrollo de la sesión especial de cómputos distritales.

En estos documentos se estructuró un nuevo modelo de cómputos 
distritales con recuento, extendiendo nuevamente la facultad de for-
mar grupos de trabajo para recuentos no totales. También se estableció 
una medida equivalente a la escala de rangos de 2009 para determinar 
la cantidad de grupos de trabajo, que en esta ocasión se trató de una 
fórmula aritmética para obtener también la cantidad de auxiliares de 
recuento en cada grupo de trabajo y estandarizar así la toma de deci-
siones en los 300 distritos del país, evitando la discrecionalidad o la 
diversidad de criterios y favoreciendo la certeza.

Otra de las innovaciones importantes en el modelo de 2012 fue la 
integración del personal de las juntas ejecutivas distritales como au-
xiliares de recuento, distinguiendo la idoneidad de los supervisores y 
capacitadores-asistentes electorales para el desarrollo de esta función.

Los Lineamientos comprendieron normas para la planeación, pre-
supuestación, preparación y desarrollo de los cómputos distritales, 
para la posibilidad del uso de una sede alterna a la del Consejo Distri-
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tal, para el traslado y la custodia de la documentación electoral, para 
la conectividad informática, para la capacitación de los participantes 
en los recuentos: vocales, consejeros, representantes de partido y au-
xiliares diversos.

Fue necesario elaborar y disponer de instrumentos como el sistema 
informático de apoyo, los tres módulos del manual de capacitación, el 
cuadernillo de consulta sobre votos válidos y votos nulos, entre otros, 
para enfrentar un desafío de tal complejidad.

Algunos de los partidos políticos hicieron uso de su derecho de 
impugnación y el Tribunal Electoral resolvió confirmando la normati-
va acordada por el Consejo General, ofreciendo con ello plena certeza 
jurídica al desarrollo de los cómputos distritales.

Resultados

La aplicación del nuevo modelo de cómputos distritales ofreció los 
resultados esperados tanto de legalidad y certeza como de oportuni-
dad, lográndose el recuento más amplio de la historia de las elecciones 
federales, con el mayor grado de transparencia y certeza. También se 
obtuvieron estos resultados en el plazo establecido por la ley, entre el 
miércoles siguiente a las elecciones y antes del inicio de los cómputos 
de entidad federativa y de circunscripción plurinominal. Los siguientes 
cuadros presentan la información más representativa de estos logros.

Volumen  del  recuento  2012

Suma de casillas 
de las tres elecciones Casillas con recuento Porcentaje sobre suma

de casillas

429,390 241,790 56.31

Comparativo  2009-2012

Casillas recontadas
2009

Casillas recontadas
2012

Incremento
2009-2012

42,620 (30.6%) 241,790 (56.31%) 5.7 veces

Oportunidad en la conclusión de los cómputos

Fechas Número de distritos Porcentaje

Jueves 5 1 0.3 

Viernes 6 111 37 

Sábado 7 180 60 

Domingo 8 8 2.7 

Totales 300 100 

Lo anterior fue posible gracias a la integración de grupos de trabajo 
que contaron con la participación de vocales, consejeros, representan-
tes y auxiliares del personal de la junta ejecutiva correspondiente, es-
pecialmente capacitadores-asistentes electorales y supervisores.

A continuación se presentan los datos por elección de la cantidad 
de grupos de trabajo que se hicieron cargo del recuento de los votos.

Grupos de trabajo integrados en la elección presidencial

No. de grupos No. de distritos Porcentaje

0 3 1.0

1 6 2.0

2 2 0.7

3 7 2.3

4 273 91.0

5 9 3.0

Totales 300 100.0

Grupos de trabajo integrados en la elección de senadores

No. de grupos No. de distritos Porcentaje

0 6 2.0

1 5 1.7

2 8 2.7

3 9 3.0

4 271 90.3

5 1 0.3

Totales 300 100.0

Grupos de trabajo integrados en la elección de diputados

No. de grupos No. de distritos Porcentaje

0 10 3.3

1 2 0.7

2 9 3.0

3 5 1.7

4 270 90.0

5 4 1.3

Totales 300 100.0
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Problemáticas

No obstante los resultados evidentes de los cuadros del apartado an-
terior, el desarrollo de los cómputos distritales enfrentó riesgos que 
sería deseable que fuesen previstos y subsanados en la legislación y en 
los procesos de planeación institucional para las siguientes elecciones 
federales. 

En primer lugar existió el riesgo de exponer a los participantes a 
un desempeño al límite de sus capacidades físicas y mentales, dado 
el carácter ininterrumpido (durante 24 horas seguidas) de la sesión de 
cómputos que ha solido exigirse en las elecciones federales y que aho-
ra, con la amplitud de los recuentos, presenta demandas inusuales.

Parte relevante de este problema lo constituyó la participación sin 
reposo de los vocales, que no cuentan con una figura que comparta 
las cargas de responsabilidad que la ley les asigna, y son los únicos 
que pueden presidir los grupos de trabajo. No sucede lo mismo con 
los consejeros electorales y representantes de partidos, que en circuns-
tancias óptimas pueden contar con suplentes y por ende con periodos 
de descanso.

También la preparación de los cómputos enfrentó dificultades de 
orden técnico, debido al extenso periodo que fue necesario para la 
construcción colectiva del modelo en los dos documentos normativos 
referidos, incluido el periodo de las impugnaciones, restringiéndose 
el tiempo para la instrumentación necesaria en las últimas semanas y 
días previos a la jornada electoral, lo que devino en insuficiencias en 
la capacitación de los participantes y en la construcción del sistema 
informático y el adiestramiento de los usuarios. 

Conclusiones 

La experiencia de 2009 y 2012 en el desarrollo de los cómputos distri-
tales con recuento de votos, plantea problemas y dilemas muy claros a 
la organización de los procesos electorales siguientes, que es deseable 
sean atendidos por el Poder Legislativo para luego ser complementa-
dos instrumentalmente por el IFE.

Contar con estos elementos de certeza en el Código propiciaría 
mayor eficiencia en la preparación de las elecciones, ya que ahorraría 
esfuerzos institucionales aplicados a definiciones colectivas que han 
requerido un tiempo extenso que podría de otra forma destinarse a la 
definición de instrumentos informáticos y a la mejor capacitación de 
los participantes.

Asimismo, es importante reflexionar sobre la posibilidad de ex-
tender el plazo vigente para el desarrollo de los cómputos distritales, 
dado el esfuerzo continuo que demanda el recuento de votos a vo-
cales, consejeros electorales, representantes de partido y auxiliares 
diversos. Un plazo más amplio, mejores condiciones para el trabajo de 
cómputo, redundaría en mejores garantías de certeza y confiabilidad 
en los resultados y por consecuencia en menos impugnaciones y ma-
yor estabilidad política.

Es importante decir que la elección de Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos es la primera en ser computada y sus resultados 
reciben una amplia difusión a través de la red informática, de la inter-
net, de los medios de comunicación impresos, de la radio y la televi-
sión. Asimismo, la significativa reducción de las impugnaciones ante 
el Tribunal Electoral que han experimentado las elecciones federales 
de 2009 y 2012, por la transparencia, certeza y conformidad que re-
sultan del recuento de los votos, muestra que la exigencia cuantitativa 
al ámbito jurisdiccional ha disminuido, lo que hace irrelevante el des-
cuento de dos o tres días en el periodo para la atención de los medios 
de impugnación y en consecuencia el desahogo de la cuarta etapa del 
proceso electoral. 

De considerarse otorgar un plazo más amplio para la conclusión de 
los cómputos distritales, sería importante también reforzar el carácter 
ininterrumpido de cada uno de los cómputos distritales, dejando claro 
que sin embargo podrán declararse recesos entre el cómputo de una 
elección y la siguiente (Presidente, senadores y diputados), que permi-
tan un tiempo mínimo de recuperación de los participantes.

Si bien la elección presidencial cuenta con plazos más largos pues 
la cuarta etapa del proceso electoral federal puede concluir a más tar-
dar el 6 de septiembre del año de la elección, ampliar los plazos para 
la realización  de los cómputos distritales impactaría en las elecciones 
de diputados y senadores, pues el artículo 58 de la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral establece 
que los juicios de inconformidad  de las elecciones de diputados y 
senadores deberán quedar resueltos el 3 de agosto del mismo año para 
que, en su caso, los recursos de reconsideración que se interpongan 
contra esas sentencias sean resueltos a más tardar el 19 de agosto. 
En mérito de lo anterior se propone que, en su caso, también sean re-
formados esos plazos. 

La participación del personal de las juntas ejecutivas en los grupos 
de recuento es otro de los elementos relevantes que podrían ser incor-
porados al código electoral; especialmente de los supervisores electo-
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rales y los capacitadores-asistentes electorales, cuyos conocimientos y 
atribuciones son idóneos para esta actividad, además de ser sujetos de 
un complejo y vigilado procedimiento de selección y contratación a 

partir de una convocatoria pública. Dicha  participación tendría carác-
ter de auxiliar, siempre bajo la dirección de los vocales y la supervisión 
de consejeros electorales y representantes de partido.





Introducción

Las fórmulas y procedimientos para la asignación de diputaciones y 
senadurías son la base y garantía de la pluralidad de expresiones políti-
cas en el Congreso de la Unión, y es ahí donde radica su trascendencia 
para el sistema político y electoral. Desde la reforma electoral de 1996, 
la Constitución General y el COFIPE, en sus diversas configuraciones, 
han establecido los procedimientos para la asignación de curules en 
ambas cámaras del Congreso, dichos procedimientos han sido aplica-
dos satisfactoriamente por el IFE, desde la elección federal de 1997 
hasta la de 2012.

Marco normativo

Para la asignación de diputaciones rigen las bases generales estable-
cidas en el artículo 54 de la Constitución federal y el procedimiento 
previsto en los artículos 12 al 17 del COFIPE.

La distribución de 32 senadurías se norma por las bases señaladas 
en el artículo 56, párrafo segundo, de la Constitución federal, así como 
en el artículo 18 del COFIPE.

Implementación del marco normativo

Para la instrumentación de los procedimientos de asignación de dipu-
taciones y senadurías durante el PEF 2011-2012, el 21 de marzo de 
2012 el Consejo General aprobó dos acuerdos:

• CG157/2012, por el que se determina el mecanismo para la apli-
cación de la fórmula de asignación de las curules en la Cámara 
de Diputados, que correspondan a los partidos políticos con base en 
los resultados que obtengan en la jornada electoral del 1 de julio 
de 2012.

• CG158/2012, por el que se determina el mecanismo para la apli-
cación de la fórmula de asignación de los escaños en la Cámara 
de Senadores, que correspondan a los partidos políticos con base en 
los resultados que obtengan en la jornada electoral del 1 de julio 
de 2012.

Resultados

En estricta correspondencia con la votación obtenida por los partidos 
políticos en las elecciones de diputados y senadores, y una vez que 
las Salas del TEPJF resolvieron los medios de impugnación interpues-
tos, el Consejo General efectuó el cómputo total, declaró la validez 
de la elección, y asignó a los institutos políticos las curules que por 
el principio de representación les correspondieron en cada una de las 
elecciones.

Los resultados de la aplicación, en todas sus fases, de las fórmu-
las y procedimientos de asignación de diputaciones y senadurías, así 
como los acuerdos del Consejo General que los sustentan, son los que 
se expresan a continuación:

Asignación de diputados
por el principio de representación proporcional

Acuerdo CG582/2012 (23 de agosto de 2012)

Partido 
Circunscripción plurinominal

Diputados
1ª 2ª 3ª 4ª 5ª

PAN 14 18 11 9 10 62

PRI 11 10 10 7 11 49

PRD 5 5 10 13 11 44

PT 2 2 2 3 2 11

PVEM 2 3 4 3 3 15

Movimiento 
Ciudadano 4 0 1 3 1 9

Nueva Alianza 2 2 2 2 2 10

Total 40 40 40 40 40 200

Xii. asiGnación de diPutados y senadores
 Por eL PrinciPio de rePresentación ProPorcionaL



186

Li b r o bL a n c o •  Pr o c e s o eL e c to r a L Fe d e r a L 2011-2012

Asignación de senadores
por el principio de representación proporcional

Acuerdo CG581/2012 (23 de agosto de 2012)

Partido Senadores

PAN 9

PRI 11

PRD 6

PT 2

PVEM 2

Movimiento Ciudadano 1

Nueva Alianza 1

Total 32

Problemáticas 

• Efecto del límite a la sobrerrepresentación

Como es sabido, la reforma constitucional electoral de 1996,52 en 
cuanto a las bases del procedimiento para la asignación de diputados, 
estableció por primera vez en el artículo 54, base V, de la Constitución, 
un límite a la sobrerrepresentación política del partido político que 
obtuviese el mayor número de votos. De este modo, en ningún caso 
tal partido podría contar con un número de diputados, por ambos prin-
cipios (mayoría relativa y representación proporcional), que represen-
tara un porcentaje del total de la Cámara de Diputados que excediera 
en ocho puntos a su porcentaje de la votación nacional emitida. Los 
debates legislativos de dicha reforma dieron cuenta de que su propó-
sito fundamental fue generar reglas que promovieran los consensos y 
acuerdos entre legisladores de los distintos partidos políticos, en vez 
de imponer mayorías numéricas provenientes de los votos. El COFIPE 
reproduce esta regla en su artículo 14, párrafo 2.

Con base en estas normas, y conforme a las votaciones definitivas 
obtenidas por los partidos políticos en las elecciones de 2012, fue ne-
cesario aplicar el límite del 8% a la sobrerrepresentación que obtuvo 
el PRI en una primera fase de asignación. Ello, dado que dicho insti-
tuto político excedió en 18 curules el número máximo de diputaciones 
que podía tener con respecto a su porcentaje de la votación nacional 
emitida.53 En consecuencia, una vez ajustado al límite y asignadas las 

52 Decreto mediante el cual se declaran reformados diversos artículos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Publicado el 22 de agosto de 1996 
en el Diario Oficial de la Federación.

53 El PRI obtuvo 15,960,086 votos en la elección de diputados por el principio de 
representación proporcional, que representó el 33.59% de la votación nacional 

diputaciones que correspondían al mencionado instituto político, las 
18 curules excedentes fueron distribuidas entre el resto de los partidos 
políticos.

El Consejo General se ha ceñido a la aplicación estricta del proce-
dimiento de asignación, al tiempo que se limita a verificar que ningún 
partido político rebase el porcentaje de sobrerrepresentación permitido 
en la conformación de la Cámara Baja. No es un tema agotado, y vale 
la pena plantear algunos aspectos relevantes.

• ¿El límite del 8% a la sobrerrepresentación es el idóneo para garan-
tizar la pluralidad política de la Cámara de Diputados?

• ¿En qué medida cambiar dicho porcentaje afectaría la gobernabili-
dad del órgano legislativo?

No es tarea sencilla ni propósito del Libro Blanco definir cuál sería 
la mejor solución, por la variedad de implicaciones pragmáticas que 
tendría una modificación en este sentido. Sin embargo, sí es claro que un 
cambio en el porcentaje límite de la sobrerrepresentación tendría 
efectos políticos inmediatos. Un incremento en el límite a la sobre-
rrepresentación implicaría, a grandes rasgos, la posibilidad de que el 
partido político con mayor votación afianzara con más diputados su 
mayoría relativa en el cuerpo legislativo, e inclusive en un escenario 
de mayoría absoluta, a partir de 251 curules, y hasta alcanzar el límite 
máximo de 300 diputados con que podría contar, por ambos principios. 
Es decir, que el incremento del porcentaje podría favorecer la forma-
ción de mayorías amplias en el Congreso; hay quienes consideran que 
un cambio semejante sería contrario al principio de progresividad de 
nuestro sistema electoral. Por otro lado, una disminución en el umbral 
del 8% a la sobrerrepresentación, claramente reduciría el margen de 
presencia de legisladores del partido político que obtuviera más votos 
y se encontrara sobrerrepresentado, en beneficio de la asignación de 
más curules entre el resto de los partidos políticos, particularmente 
de aquellos cercanos a un umbral menor, o los que estén subrepresen-
tados. Es decir, favorecería la pluralidad y dificultaría la formación de 
mayorías amplias en el Congreso.

emitida. Al aplicar una primera fase de distribución por cociente natural, le co-
rresponderían 67 diputaciones plurinominales, que sumadas a las 158 obtenidas 
en la elección de diputados por mayoría relativa, provocaba que el partido en 
cuestión alcanzaría un total de 225 curules de la Cámara. Mientas que el límite 
máximo de sobrerrepresentación de este partido político era de 207 diputaciones, 
por ambos principios de elección.
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• Criterio para la asignación final por resto mayor
 en las circunscripciones

En la elección de 2012, la aplicación del procedimiento para la asig-
nación de diputados presentó un aspecto sin precedentes respecto a la 
asignación de curules por resto mayor, producto exclusivamente de la vo- 
tación nacional que obtuvo cada partido político. De tal suerte, pueden 
existir diversos escenarios de asignación dependiendo de la cantidad 
total de votos recibidos conjuntamente por los partidos políticos, así 
como específicamente por cada uno de ellos. Para visualizar esta si-
tuación, es menester conocer las diputaciones calculadas para cada 
partido político, en la etapa  de asignación por cociente de distribución 
y las que faltaba asignar por resto mayor, en cada circunscripción plu-
rinominal, como se detalla en el cuadro siguiente:54

Diputados por asignar mediante cociente de distribución y resto mayor, por partido y circunscripción

Partido 
Circunscripción

Total Resto mayor
por asignar por partido1ª 2ª 3ª 4ª 5ª

PAN 14 17 11 9 9 60 2

PRI 11 10 10 7 11 49 0

PRD 5 4 9 13 10 41 3

Partido del Trabajo 1 1 1 3 2 8 3

PVEM 2 2 4 2 2 12 3

Movimiento Ciudadano 2 0 1 2 1 6 3

Nueva Alianza 2 2 1 2 1 8 2

Total 37 36 37 38 36 184 16

Por asignar por
circunscripción 3 4 3 2 4 16

 
En razón de que faltaba distribuir 16 diputaciones por resto mayor 

en las cinco circunscripciones y entre los partidos políticos con de-
recho, para cumplir con lo establecido en los artículos 15, párrafo 2, 
inciso d), y 16, párrafo 1, inciso c) del COFIPE, se aplicaron las fases 
previstas en el  acuerdo CG157/2012, del 21 de marzo de 2012. Los 
criterios esenciales para la distribución de curules fueron: 

•  El orden de prelación para la asignación de las curules se fijará 
tomando como criterio la votación nacional emitida, primero se le 
asignará al partido político con la mayor votación nacional y así 
sucesivamente. 

54 Acuerdo CG582/2012 del 23 de agosto de 2012, considerando 37, p. 62.
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•  Se otorgarán diputaciones por resto mayor a los partidos políticos, 
en orden gradual hasta completar el número de curules que les 
corresponda, siempre que no se sobrepase el límite de 40 dipu-
taciones por circunscripción. 

•  En caso de que el resto mayor de un partido se encuentre en una 
circunscripción en la que se hubieren distribuido ya las 40 dipu-
taciones, se asignará su diputado al siguiente resto mayor en la 
circunscripción donde todavía hubiese curules por distribuir. 

•  Se respetará el número exacto de diputados de representación pro-
porcional que corresponda a cada partido político conforme a su 
votación nacional.

•  Ninguna circunscripción podrá tener más de 40 diputaciones.
 
En apego a los criterios señalados, la distribución de las 16 curules 

pendientes de asignar a los institutos políticos por resto mayor, en cada 
circunscripción, es la que se muestra en seguida:55

Partido 
político
nacional

Circunscripción 
Total

1ª 2ª 3ª 4ª 5ª

PAN 1 1 2

PRD 1 1 1 3

PT 1 1 1 3

PVEM 1 1 1 3

Movimiento 
Ciudadano 2 1 3

Nueva Alianza 1 1 2

Total 3 4 3 2 4 16

Los datos de la tabla muestran un aparente problema en cuanto a la 
distribución de diputaciones por circunscripción, porque a Movimien-
to Ciudadano se le asignaron tres curules por resto mayor para com-
pletar las nueve a que tenía derecho. La explicación es que siguiendo 
el orden de prelación preestablecido, por resto mayor le correspondería  

 
 

55 Ibídem, pp. 67 y 68.

distribuir diputados en las circunscripciones plurinominales primera, 
segunda y quinta. No obstante, hechas las rondas de asignación bajo 
el mecanismo ya descrito, resultó que las circunscripciones segunda 
y quinta ya contaban con 40 diputados, por lo que, con base en el 
principio de certeza, y de conformidad con el Acuerdo CG157/2012, 
lo procedente fue asignar a Movimiento Ciudadano dos diputados 
en la primera circunscripción y uno en la cuarta. 

Conclusiones 

Por lo que hace al primer apartado, el mecanismo de asignación que 
podría replantearse es el relativo al umbral del 8% como límite máxi-
mo a la sobrerrepresentación de los partidos políticos, pues de ello 
dependería contar con un modelo de asignación que tienda a plu-
ralizar más la repartición de escaños entre partidos minoritarios, o 
bien consolidar la mayoría del partido político que por su votación 
se encuentre sobrerrepresentado; es decir, fijar un límite razonable 
de sobrerrepresentación que privilegie la vocación democrática en la 
construcción de consensos y respeto a los partidos políticos minori-
tarios. Una opción viable sería reducir el porcentaje del límite a la 
sobrerrepresentación.

Respecto de la asignación final por resto mayor en las circunscrip-
ciones, es preciso señalar que el criterio aplicado fue el más objetivo y 
apegado al procedimiento de asignación, así como el menos lesivo 
para el partido político involucrado, ante la imposibilidad material de 
otorgarle diputados por resto mayor en las circunscripciones primera, 
segunda y quinta, donde tenía los remanentes más altos de su vota-
ción, y debía corresponderle en un primer momento. Teniendo conoci-
miento de que tal medida debió haber afectado las expectativas de los 
candidatos a diputados de Movimiento Ciudadano que no fueron asig-
nados en las circunscripciones que en principio correspondía, un crite-
rio diverso hubiese afectado los principios de certeza y objetividad, y 
desvirtuado la composición máxima de diputaciones de representación 
proporcional en cada circunscripción plurinominal, o bien, afectado el 
número total de escaños a que tuvo derecho Movimiento Ciudadano.



Introducción

El 9 de agosto de 2012 se publicó en el Diario Oficial de la Federación 
la reforma política que modificó diversos artículos de la Constitu- 
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM). Se trató 
de una reforma constitucional que impactó en múltiples sectores de la 
vida pública de los mexicanos y sus instituciones. Dos temas represen-
tan importantes retos de implementación para el IFE: las candidaturas 
independientes y la consulta popular.

Por tratarse de temas totalmente nuevos –es decir, no hay experien-
cia previa que reportar o estudiar–, el objetivo de este capítulo tiene 
más bien una mirada a futuro, y busca plantear el impacto de la refor-
ma en la normatividad electoral, para su eventual implementación.

Este capítulo ofrece algunos datos en el apartado de “Resultados”, 
a manera de insumos para contribuir a la toma de decisiones perti-
nentes con relación a la implementación de la consulta popular y las 
candidaturas independientes. 

Marco normativo

Los artículos reformados de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos que inciden en la normatividad electoral se presen-
tan a continuación.

Candidaturas independientes

CPEUM antes CPEUM reformada

Artículo 35. Son prerrogativas del
ciudadano:
(...)
II. Poder ser votado para todos
los cargos de elección popular 
y nombrado para cualquier otro 
empleo o comisión, teniendo las 
calidades que establezca la ley.

Artículo 35. Son derechos del ciudadano:
(...)
II. Poder ser votado para todos los cargos de elección popular, teniendo las 
calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de candidatos 
ante la autoridad electoral corresponde a los partidos políticos así como a los 
ciudadanos que soliciten su registro de manera independiente y cumplan con 
los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación.

Xiii. reForma PoLítica 2012: retos de imPLementación
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Consulta popular

CPEUM antes CPEUM reformada

Artículo 35. Son derechos
del ciudadano:
(...)
II. Poder ser votado para todos los 
cargos de elección popular y nom-
brado para cualquier otro empleo 
o comisión, teniendo las calidades 
que establezca la ley.

VIII. Votar en las consultas populares sobre temas de trascendencia nacional, 
las que se sujetarán a lo siguiente: 

1o. Serán convocadas por el Congreso de la Unión a petición de:
(...)

c) Los ciudadanos, en un número equivalente, al menos, al dos por ciento 
de los inscritos en la lista nominal de electores, en los términos que deter-
mine la ley.

2o. Cuando la participación total corresponda, al menos, al cuarenta por ciento 
de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores, el resultado será 
vinculatorio para los poderes Ejecutivo y Legislativo federales y para las auto-
ridades competentes.
(...)
4o. El Instituto Federal Electoral tendrá a su cargo, en forma directa, la verifi-
cación del requisito establecido en el inciso c) del apartado 1o. de la presente 
fracción, así como la organización, desarrollo, cómputo y declaración de 
resultados.

5o. La consulta popular se realizará el mismo día de la jornada electoral federal.

6o. Las resoluciones del Instituto Federal Electoral podrán ser impugnadas en 
los términos de lo dispuesto en la fracción VI del artículo 41, así como de la 
fracción III del artículo 99 de esta Constitución.

Artículo 36. Son obligaciones del 
ciudadano de la República:
(...)
III. Votar en las elecciones popu-
lares en los términos que señale la 
ley.

Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la República:
(...)
III. Votar en las elecciones y en las consultas populares en los términos que 
señale la ley.

Implementación del marco normativo

La reforma política impacta en la legislación electoral en múltiples te-
mas, los cuales se presentan en el siguiente cuadro. Además de los ar-
tículos reformados de la Constitución que implican modificaciones en 
la normatividad electoral (es decir, lo que tiene que ver con la consulta 
popular y las candidaturas independientes), hay también otros cambios 
que tienen incidencia en el trabajo del IFE (iniciativa ciudadana y ley 
de partidos) y que se incluyen a continuación.
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Candidaturas independientes

Reforma ¿Implica modificaciones? Normas que impacta

Artículo 35. Son derechos del ciudadano:
(…)
II. Poder ser votado para todos los cargos de elección popular, tenien-
do las calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el regis-
tro de candidatos ante la autoridad electoral corresponde a los partidos 
políticos así como a los ciudadanos que soliciten su registro de manera 
independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y términos 
que determine la legislación.
(...)
VII. Iniciar leyes, en los términos y con los requisitos que señalen 
esta Constitución y la Ley del Congreso. El Instituto Federal Electoral 
tendrá las facultades que en esta materia le otorgue la ley.

Se considera que debe modificarse el 
código electoral y/o emitirse la ley de 
partidos políticos, para posibilitar las 
candidaturas independientes.

Deben emitirse las reglas para la parti-
cipación ciudadana.

Prerrogativas: Acceso a radio y televi-
sión; franquicias postales y telegráficas.

Financiamiento, público y privado.

Representación ante órganos del Instituto.

Obligaciones en materia de
transparencia y fiscalización.

Asignación representación proporcional. 

Requisitos para registro. 

Causas especiales para retiro de
candidatura.  

Se debe crear todo un capítulo para 
reglamentar la participación ciudadana
o emitir una ley de participación
ciudadana.

Artículo 35. Son derechos del ciudadano:
(...)

VIII. Votar en las consultas populares sobre temas de trascendencia 
nacional, las que se sujetarán a lo siguiente: 

1o. Serán convocadas por el Congreso de la Unión a petición de:
(...)
c) Los ciudadanos, en un número equivalente, al menos, al dos 
por ciento de los inscritos en la lista nominal de electores, en los 
términos que determine la ley.
(...)

2o. Cuando la participación total corresponda, al menos, al cuarenta 
por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores, 
el resultado será vinculatorio para los poderes Ejecutivo y Legislativo 
federales y para las autoridades competentes.
(...)

4o. El Instituto Federal Electoral tendrá a su cargo, en forma directa, la 
verificación del requisito establecido en el inciso c) del apartado 1o. de 
la presente fracción, así como la organización, desarrollo, cómputo y 
declaración de resultados.

5o. La consulta popular se realizará el mismo día de la jornada electo-
ral federal.

6o. Las resoluciones del Instituto Federal Electoral podrán ser impug-
nadas en los términos de lo dispuesto en la fracción VI del artículo 41, 
así como de la fracción III del artículo 99 de esta Constitución.

Se debe modificar el  COFIPE y/o crear 
la ley de participación ciudadana.

En su caso, debe modificarse la Ley 
General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral.

En el capítulo que se adicione sobre 
participación ciudadana o en la ley de 
la materia que se emita, se deberán
desarrollar los supuestos de las
fracciones VII y VIII del artículo 35.

El propósito de la modificación es 
incluir competencias del Tribunal y de 
sus Salas para conocer de estos medios 
de impugnación.
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Consulta popular

Reforma ¿Implica modificaciones? Normas que impacta

Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la República:
(...)
III. Votar en las elecciones y en las consultas populares, en los
términos que señale la ley.

Se debe modificar el  COFIPE
y/o crear la ley de participación
ciudadana.

Las modificaciones ya fueron
mencionadas anteriormente.

Iniciativa ciudadana

Reforma ¿Implica modificaciones? Normas que impacta

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos compete: 
(...)

IV. A los ciudadanos en un número equivalente, por lo menos, al cero 
punto trece por ciento de la lista nominal de electores, en los términos 
que señalen las leyes.

Se considera que no se requiere reforma 
alguna al COFIPE.

La actividad del IFE es proporcionar la 
información del total de ciudadanos en 
Lista Nominal de Electores para efecto 
de calcular el porcentaje.

Artículo 116. El Poder público de los estados se dividirá…

II. 
(...)

Las Legislaturas de los Estados regularán los términos para que los 
ciudadanos puedan presentar iniciativas de ley ante el respectivo 
Congreso.

Se considera que no se requiere reforma 
alguna al COFIPE.

Este artículo corresponde a los estados, 
por tanto, es a las legislaturas estatales a 
quien, en su caso, competen las
modificaciones.

Sin embargo, sí puede resultar una
participación del IFE consistente en la 
verificación del número de ciudadanos 
que apoyen las iniciativas.

Transitorios

Reforma ¿Implica modificaciones? Normas que impacta

Transitorios

Artículo segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la legis-
lación para hacer cumplir lo dispuesto en el presente Decreto, a más 
tardar en un año contando a partir de la entrada en vigor del mismo.

Se considera que deben emitirse las 
reformas al COFIPE, a la Ley General 
del Sistema de Medios de Impugnación 
en Materia Electoral y/o expedirse la 
ley de partidos políticos y la ley de 
participación ciudadana.

Las reformas al COFIPE, a la Ley de 
Medios de Impugnación, la creación de 
la ley de participación ciudadana y/o 
de la ley de partidos políticos, deben 
quedar listas en el término de un año.
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Resultados

A manera de antecedente, este apartado incluye la información relativa 
a las solicitudes vinculadas con candidaturas independientes y la aten-
ción que el IFE, con el marco legal vigente, dio a cada una de ellas.

Este apartado también ofrece algunos datos sobre posibles costos 
y consideraciones acerca de la implementación de la consulta popular, 
de modo que se cuente con un insumo para tomar las decisiones perti-
nentes al respecto.

• Solicitudes de candidaturas independientes PEF 2011-2012

El Consejo General del IFE aprobó, en sesión especial celebrada el 
29 de marzo de 2012 y de manera unánime, el Acuerdo CG191/2012 
confirmado por el TEPJF, por medio del cual se declararon im- 
procedentes las solicitudes de candidaturas independientes (cuadro), 
en cumplimiento del artículo 35, párrafo II, de la CPEUM, vigente en 
ese entonces; lo que establecen los artículos 5, 36 y 218 del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; así como en 
tesis de jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Todas las disposiciones otorgaban el derecho exclusivo de los parti-
dos políticos de solicitar el registro de candidaturas a puestos de elec- 
ción popular. 

Solicitudes de registro de candidatos independientes,
por tipo de elección

Presidente de la 
República

Diputados 
federales por 

mayoría relativa
Senadores Total de

solicitudes

56 24 3 83

• Posibles costos de la consulta popular

Para este apartado se realizó un ejercicio de aproximación a los 
costos que implicaría llevar a cabo la consulta popular. Para esta esti-
mación por concepto de documentación, materiales, almacenamiento 
y su distribución, se consideraron los siguientes aspectos:

1. Un padrón estimado de 90’000,000 de ciudadanos.
2. Suministro de tres papeletas para la consulta, dos actas, un sobre, 

un cartel y un cartel de resultados, todos ellos por  cada casilla.
3. Suministro de una funda para forrar las urnas intermedias y una 

urna nueva en elección presidencial, así como 10 lápices marcado-
res por casilla.

4. Almacenamiento y distribución de estos documentos y materiales 
en la bodega de la DEOE, considerando un costo proporcional con 
respecto al resto de los documentos y materiales de las elecciones 
federales.

5. Se consideró un índice inflacionario del 4% anual para la estima-
ción de costos.

También se utilizarían otros documentos en los consejos distritales 
que serían generados por los sistemas de la Red-IFE.

Con el propósito de realizar el ejercicio de presupuestación del 
costo de alimentación y cafetería de la sesión de cómputo y la renta 
de mobiliario de casilla de la consulta popular, se determinaron los 
siguientes elementos:

1. Costo diario de alimentación por persona de $280.00 para las elec-
ciones intermedias del PEF 2014-2015  y  $313.60 para las eleccio-
nes presidenciales del PEF 2017-2018.

2. Costo diario de cafetería por consejo distrital de $1,000.00 para el 
PEF 2014-2015 y $1,120.00 para el PEF 2017-2018.

3. Número estimado de asistentes a la sesión de cómputo: 30 por día.
4. Número de días promedio de duración de la sesión de cómputo: 

tres. 
5. Número de consejos distritales: 300.
6. El número de casillas se determinó en función del promedio de 

incremento entre los procesos electorales federales del año 2000 al 
2012, siendo éste de 6.004939125%. Para las elecciones interme-
dias del PEF 2014-2015, se estima un total de 151,727 casillas, y 
para las elecciones presidenciales del PEF 2017-2018 un total de 
160,838 casillas.

7. Se estableció la renta de una mesa por casilla.
8. Se consideró un índice inflacionario del 4% anual.

A continuación se detallan estos costos:
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Documentos para la consulta popular

Documento
Costo / casilla Costo total por elección

Elección
intermedia

Elección
presidencial

Elección
intermedia

Elección
presidencial

Papeleta (media carta, papel bond con 
medidas de seguridad en impresión y 
marca de agua).

$434.71 $486.87 $65,957,244.17 $78,307,197.06

Acta de la jornada. $30.67 $34.34 $4,653,467.09 $5,523,176.92

Sobre. $5.45 $6.11 $826,912.15 $982,720.18

Cartel de resultados casilla. $5.06 $5.67 $767,738.62 $911,951.46

Cartel de resultados distrital (parte 
proporcional para asignar un costo 
promedio por casilla).

$0.09 $0.10 $13,655.43 $16,083.80

Total documentos por casilla. $475.98 $533.09 $72,219,017.46 $85,741,129.42

Materiales para la consulta popular

Material
Costo / casilla Costo total por elección

Elección
intermedia

Elección
presidencial

Elección
intermedia

Elección
presidencial

Funda para urnas en cartulina bristol 
color Pantone 2587U y texto calado en 
blanco.

$13.44 $0.00 $2,039,210.88 $0.00

Urnas en plástico de polipropileno 
transparente de 38 x 38 x 38 cm, impre-
sas a una tinta color Pantone 2587U.

$0.00 $123.73 $0.00 $19,900,485.74

Total materiales por casilla. $13.44 $123.73 $2,039,210.88 $19,900,485.74

Almacenamiento y distribución para la consulta popular

Almacenamiento y distribución

Costo / casilla Costo total por elección

Elección
intermedia

Elección
presidencial

Elección
intermedia

Elección
presidencial

Almacenamiento en bodega de la 
DEOE. $25.30 $28.85 $3,838,693.10 $4,640,176.30

Distribución en el envío custodiado. $10.01 $11.41 $1,518,787.27 $1,835,161.58

Total almacenamiento y distribución 
por casilla. $35.31 $40.26 $5,357,480.37 $6,475,337.88

Total documentación y material
electoral. $524.73 $697.08 $79,615,708.71 $112,116,953.04
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Alimentación y cafetería para la sesión de cómputo de la consulta popular

Alimentación y cafetería de la
sesión de cómputo 

Costo / Consejo Distrital Costo / Consejo Distrital

Elección
intermedia

Elección
presidencial

Elección
intermedia

Elección
presidencial

Alimentación. $840.00 $940.80 $7,560,000.00 $8,467,200.00

Cafetería. $3,000.00 $3,360.00 $900,000.00 $1,008,000.00

Total alimentación sesión de cómputo 
y renta de mobiliario (mesa). $3,840.00 $4,300.80 $8,460,000.00 $9,475,200.00

Renta de mobiliario para la consulta popular

Renta de mobiliario (mesa)
Costo / casilla Costo total por elección

Elección
intermedia

Elección
presidencial

Elección
intermedia

Elección
presidencial

Renta de mobiliario (mesa). $50.00 $56.00 $7,586,350.00 $9,006,928.00

Total renta de mobiliario (mesa). $50.00 $56.00 $7,586,350.00 $9,006,928.00

Total alimentación y cafetería de la 
sesión de cómputo y renta de
mobiliario (mesa).

$3,890.00 $4,356.80 $16,046,350.00 $18,482,128.00

Costo total de la consulta popular
Elección intermedia Elección presidencial

$95,662,058.71 $130,599,081.04

Cabe advertir que el costo no incluye el impacto presupuestal de la 
elaboración (contenidos e impresión) y distribución de los materiales 
didácticos para la capacitación de los funcionarios de casilla o perso-
nal que se hará cargo de implementar la consulta.

Conclusiones 

La puesta en práctica de la reforma política implica desafíos sustanti-
vos, tanto por las modificaciones que deberán hacerse a la normativi-
dad electoral, como por las dificultades en el plano operativo. Como 
puede verificarse en el apartado del “Marco normativo” y su imple-
mentación, las modificaciones que deben realizarse al código electoral 
son múltiples y afectan, en lo que refiere a las candidaturas indepen-
dientes, a temas tan importantes como el de las prerrogativas y el fi-
nanciamiento, la fiscalización y los procesos de registro de candidatos. 
Por su parte, con relación a la consulta popular, la reforma impacta 
fundamentalmente al tema de organización electoral, capacitación 
electoral y educación cívica.
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Como lo establece el artículo transitorio segundo de la reforma 
política, se tiene un plazo de un año, contado a partir de su entrada en 
vigor, para implementar las disposiciones reformadas. Esto es, la fecha 
límite para realizar las adecuaciones legales correspondientes es el 10 
de agosto de 2013.

• Candidaturas independientes

Toda vez que el Congreso de la Unión no ha realizado las modificacio-
nes correspondientes al COFIPE, el IFE se encuentra legalmente im-
pedido para garantizar el derecho de los ciudadanos a registrarse como 
candidatos independientes. En particular no está autorizado para:

• Asignar tiempos en radio y televisión.
• Entregar listados nominales a candidatos independientes.
• Realizar la verificación de firmas y datos dentro del padrón para 

registrar una candidatura independiente.
• Convenir con institutos electorales locales lo necesario para su-

perar los secretos bancario, fiduciario y fiscal, para fiscalizar los 
recursos de los candidatos independientes. 

A fin de posibilitar plenamente el ejercicio de este derecho por los 
ciudadanos, se requiere modificar el COFIPE, en diversos apartados:

Ubicación Artículos Comentarios

Libro Primero. De la integra-
ción de los poderes Legislativo 
y Ejecutivo de la Unión.

títuLo Primero. Disposiciones 
preliminares.

Artículo 1, párrafo 2, inciso b).

Artículo 2, párrafo 3.

En ambos casos se requiere la modificación, dado que el dispositivo legal establece el 
derecho exclusivo de los partidos políticos.

tituLo tercero. De la elección 
de Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos y de los 
Integrantes de la Cámara de 
Senadores y de la Cámara de 
Diputados.
Capítulos primero y segundo.

Artículo 11, párrafos 2 y 3.

Artículos 12 a 18.

Es necesario establecer cómo afectaría la votación y, en su caso, los espacios de mayo-
ría relativa ocupados por los candidatos independientes que resulten ganadores, en el 
cálculo de la representación proporcional tanto de diputados como de senadores.

tituLo tercero. Capítulo Ter-
cero. Disposiciones comple-
mentarias.

Artículo 21, párrafo 3. Se debe establecer que en caso de elecciones extraordinarias tiene derecho a participar 
el candidato independiente respectivo.

Libro seGundo. De los partidos 
políticos. Título Primero. Dis-
posiciones generales.

Artículo 22, párrafo 2.

Artículo 23, párrafo 2.

Debe incluirse la prohibición de la participación de organizaciones gremiales en apoyo 
de las candidaturas independientes.

Debe incluirse como atribución del IFE, la de vigilar que las actividades de los candida-
tos independientes se ajusten a las disposiciones legales.

...continúa
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Ubicación Artículos Comentarios

Capítulo Tercero. De los
derechos de los partidos
políticos.

Capítulo Cuarto. De las 
obligaciones de los partidos 
políticos.

Artículos 36 a 40. Además de modificarse el rubro de ambos capítulos, también deben preverse los dere-
chos y obligaciones de los candidatos independientes.

Capítulo Quinto. De las
obligaciones de los partidos 
políticos en materia de
transparencia.

Artículos 41 a 45. Además de modificarse el rubro, también deben preverse las obligaciones de los candi-
datos independientes en esta materia.

tituLo tercero. Del acceso a 
la radio y televisión, el
financiamiento y otras
prerrogativas de los partidos 
políticos.

Artículos 48 a 92. Se debe modificar el rubro e incluir el articulado correspondiente para establecer las 
prerrogativas a las que tendrán acceso los candidatos independientes y en el capítulo 
tercero del mismo título, la forma en que serán fiscalizados. Capítulos cuarto y quinto, 
régimen fiscal y franquicias postales y telegráficas a que tendrán derecho.

Libro tercero. Del
Instituto Federal Electoral.

Título Primero. Disposiciones 
preliminares.

Artículo 105, párrafo 1, inciso h).

Artículo 106.

Debe adecuarse para incluir a los candidatos independientes en la atribución del Insti-
tuto para la administración del tiempo que corresponda al Estado en materia de radio y 
televisión.

Incluir que los recursos destinados a los candidatos independientes no forman parte del 
patrimonio del IFE.

Libro tercero. Del
Instituto Federal Electoral.

Título Quinto. De las
Mesas Directivas de Casilla.

Artículos 154 al 160. Se debe incluir en los artículos antes señalados la conformación de las mesas directivas 
de casilla y las atribuciones de los funcionarios derivado de la consulta popular.

Libro quinto. Del proceso 
Electoral. Título Segundo. 
De los actos preparatorios de 
la elección, al Título Cuarto. 
De los actos posteriores a 
la elección y los resultados 
electorales.

Artículos 211 al 312. Este libro tiene que adecuarse en su totalidad, pues las referencias son en exclusiva 
a los candidatos de los partidos políticos, desde los métodos para la selección de los 
candidatos; el registro ante los órganos del Instituto; la realización de precampañas y 
las campañas; la participación en debates; el procedimiento para la integración de las 
mesas directivas de casilla; el escrutinio y cómputo de los votos; hasta el día de la jor-
nada electoral, en el que se reconoce a los representantes de los partidos ante las mesas 
directivas de casilla y en los actos posteriores, en especial en las sesiones de cómputo 
distrital y local, así como en la sesión de cómputo de representación proporcional que 
realiza el Consejo General.

Libro séPtimo. De los
regímenes sancionador
electoral y disciplinario
interno. Título Primero.
Capítulos primero a cuarto.

Artículos 340 al 371. Se debe modificar para incluir entre los sujetos obligados a los candidatos independien-
tes, así como para determinar el tipo y sanción a la que pueden ser acreedores por el 
incumplimiento de las disposiciones establecidas en la normativa electoral.

Capítulo Quinto. Del
procedimiento en materia de 
queja sobre financiamiento y 
gasto de los partidos políticos.

Artículos 372 al 378. Debe modificarse el rubro y adicionarse el articulado referente a los candidatos inde-
pendientes.
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Las modificaciones que se realicen tendrán impacto en los regla-
mentos vigentes del Instituto, tales como quejas, fiscalización, radio 
y televisión, sesiones de los Consejos General, Locales y Distritales e 
interior, entre otros.

• Consulta popular

La consulta popular, al igual que todos los mecanismos de partici-
pación ciudadana, requerirá de la emisión de una ley de participación 
ciudadana que norme la intervención del IFE en esos procesos y 
la consecuente adecuación a la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral.

En principio, la disposición constitucional establece que el pro-
cedimiento de emisión de la voluntad ciudadana en el marco de una 
consulta popular se lleve a cabo de manera simultánea al de la elección 
federal, por lo que resultaría factible que se realizara en todas y cada 
una de las casillas electorales que se instalasen el día de la jornada 
electoral.

Para ello, las mesas directivas de casilla deberán contar con los 
insumos para atender la consulta; es decir deberán disponer de mo-
biliario adecuado, un número de documentos suficientes para la emi-
sión del sufragio conforme al Listado Nominal de Electores, actas 
y el material necesario para el ejercicio ciudadano: urna adicional, 
cartel de resultados, entre otros. Adicionalmente deberá reflexionarse 
sobre la viabilidad de que sean los funcionarios de mesa directiva de 
casilla, voluntarios que pertenezcan a organizaciones de la sociedad 
civil, instituciones académicas, prestadores de servicio social o perso-
nal contratado específicamente, los responsables de recibir y contar las 
decisiones de los ciudadanos sobre la consulta.

Es preciso establecer los plazos y mecanismos mediante los que 
el Congreso de la Unión llevará a cabo la convocatoria a la consulta, 
para no violentar los periodos de precampaña, campaña, intercampaña 
y veda del proceso electoral. 

Pudiera ser necesario solicitar el apoyo de instituciones académi-
cas u otras instancias para elaborar las preguntas motivo de la consul-
ta, tutelando que éstas no tengan relación con las plataformas de los 
candidatos a cargos de elección popular y cuidando que ninguno de 
los reactivos induzca la respuesta o favorezca a algún candidato o 
partido político.

La propuesta institucional tendría que orientarse a que haya so-
lamente una urna adicional para atender la consulta, sin importar el 
número de temas o preguntas, aunque éstas sí debieran incorporarse 

en papeletas individuales que podrían ser de un tamaño menor al de 
la boleta electoral tradicional, debiendo estar diferenciadas por alguna 
característica particular (color) en el caso de consultarse diversos te-
mas (esquela).

En elección intermedia se aprovecharían las urnas usadas en la 
elección anterior (las de presidente o senadores), considerando un cos-
to mínimo para su identificación. En elección presidencial se tendría 
que prever el gasto de una urna adicional para depositar las papeletas 
de la consulta popular en cada una de las casillas.

Es fundamental determinar el lugar y momento en el que deberá 
llevarse a cabo el cómputo y declaración de resultados para que pue-
dan desarrollarse de manera exitosa la consulta y la jornada electoral, 
los cómputos distritales y hasta la declaración de validez de la elección 
de que se trate.

Un aspecto medular que se deberá considerar es el conteo de la 
respuesta ciudadana a los planteamientos de la consulta: el escrutinio 
y cómputo de las boletas de la consulta, ¿se debe realizar en primera 
instancia en la casilla por los funcionarios de la mesa directiva, o por 
los consejos distritales, por el personal contratado, miembros del Ser-
vicio Profesional, prestadores de servicio social, voluntarios de orga-
nizaciones de la sociedad civil o de instancias académicas?

El hecho de que el escrutinio y cómputo se lleve a cabo en la propia 
casilla tiene la ventaja de que los resultados preliminares se difunden 
el mismo día de la jornada electoral; sin embargo, presenta la desven-
taja de que llevar a cabo un escrutinio y cómputo adicional en la casilla 
retrasaría la clausura de la misma, y por lo tanto el paquete electoral 
llegaría a la sede del Consejo Distrital dos o tres horas más tarde, lo 
que podría demorar la sistematización y difusión de los resultados de 
la elección por el Programa de Resultados Electorales Preliminares 
(PREP).

Esta desventaja podría superarse con el uso de un instrumento de 
comunicación electrónica que permitiera enviar la información del 
acta PREP directamente de la casilla al Consejo Distrital.

En este sentido conviene considerar como otra de las opciones, 
que los funcionarios de mesa directiva de casilla no sean quienes ad-
ministren la mesa de consulta popular, sino que se elija a un número 
de ciudadanos del mismo segmento insaculado, que sea capacitado 
exclusivamente con ese fin. Esta medida propiciaría que la consulta 
no se convirtiera en un elemento que distrajese a los funcionarios del 
desarrollo de la votación en la casilla y el escrutinio y cómputo.
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En caso de optar porque el conteo se realice por los consejos dis-
tritales, para evitar que el conteo correspondiente a la consulta popular 
interfiriese con los cómputos distritales de la elección federal, conven-

dría que se realizase algunos días después de concluidos los segundos; 
resultaría adecuado que el cómputo de los resultados de la consulta 
iniciase el segundo lunes posterior al día de la jornada electoral.





caPítuLo ii. administración de Los tiemPos deL estado
 en radio y teLevisión

ii.3. eL Formato de Los PromocionaLes

Distribución de tiempos de promocionales pautados

Promocionales pautados totales durante el PEF 2011–2012

Periodo Partidos Autoridades Total

Precampaña 5,029,791 8,315,056 13,344,847

Intercampaña * 387,419 9,156,274 9,543,693

Campaña 17,055,823 2,924,912 19,980,735

Veda 0 887,218 887,218

Total 22,473,033 21,283,460 43,756,493

*Incluye materiales de partidos políticos que participaron en una precampaña local 
durante la intercampaña federal.

a. Promocionales pautados durante la precampaña federal
 (18 de diciembre de 2011 al 15 de febrero de 2012)

Distribución general de la pauta en precampaña

Actor Ámbito Promocionales Porcentaje Promocionales Porcentaje

Partido
Federal 4,779,157 36

5,029,791 38
Local 250,634 2

Autoridad
Federal 6,568,141 49

8,315,056 62
Local 1,746,915 13

Total 13,344,847 100 13,344,847 100

Xiv. aneXo técnico
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b. Promocionales pautados durante la intercampaña federal
 (16 de febrero al 29 de marzo de 2012)

Distribución general de la pauta en intercampaña

Actor Ámbito Promocionales Porcentaje Promocionales Porcentaje

Partido
Federal 0 0

387,419 4
Local 387,419 4

Autoridad
Federal 7,175,327 75

9,156,274 96
Local 1,980,947 21

Total 9,543,693 100 9,543,693 100

c. Promocionales pautados durante la campaña federal (30 de 
marzo al 27 de junio de 2012)

Distribución general de la pauta en campaña

Actor Ámbito Promocionales Porcentaje Promocionales Porcentaje

Partido
Federal 15,061,774 75

17,055,823 85
Local 1,994,049 10

Autoridad
Federal 2,353,406 12

2,924,912 15
Local 571,506 3

Total 19,980,735 100 19,980,735 100

d. Promocionales pautados durante la veda electoral
 (28 de junio al 1 de julio de 2012)

Distribución general de la pauta en la veda electoral

Actor Ámbito Promocionales Porcentaje

Autoridad
Federal 686,165 77

Local 201,053 23

Total 887,218 100
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ii.6. emisoras comunitarias

El siguiente cuadro expone una relación de dichas emisoras a partir de 
la información proporcionada en el informe enviado por la AMARC-
México, y cuáles son sus características. Cabe señalar que todas y cada 
una cuentan con permiso de operación, no tienen techo presupuestal 
público, son operadas por voluntarios sin pago y su situación financie-
ra es comprobable.

Radio Calenda

Figura legal: Radio Calenda 
La Voz del Valle A. C.

Fecha de emisión del permiso: 
22 de abril de 2005

Frecuencia y potencia autori-
zada: 107.9 FM 1000 watts

San Antonino
Castillo Velasco,
municipio de
Ocotlán, Oaxaca.

Atiende población zapoteca de los valles de Oaxaca. Alto grado de migración 
hacia los USA, lo que conlleva problemas de desintegración familiar, contagio
de sida especialmente en mujeres que son infectadas por sus parejas. Están en 
una zona donde el agua es un recurso escaso, por lo que promueven el mejor uso 
y aprovechamiento, tanto para el consumo humano como para sistemas de riego. 
Zona de sismos constantes en la que hay que promover una cultura de la preven-
ción de desastres. Promueven la educación intercultural bilingüe, recuperación 
del idioma indígena, tradiciones y costumbres, derechos humanos y asesoría a 
migrantes.

Atiende a tres 
distritos con 
un total de 20 
comunidades 
de los valles.

Radio Jen Poj

Figura legal: Kukoj A. C.

Fecha de emisión del permiso: 
6 de diciembre de 2004

Frecuencia y potencia
autorizada: 107.9 FM con 
1000 watts

Santa María
Tlahuitoltepec,
Mixe, Oaxaca.

Población de la Sierra Mixe de Oaxaca. Atiende las problemáticas de los
derechos de los pueblos indígenas, salud, desarrollo sustentable, empresas
sociales indígenas regionales, educación intercultural bilingüe, desarrollo integral 
comunitario, asesoría agropecuaria y diversificación de cultivos. Transmite en 
mixe en un 80%.

Considerada zona de alta marginalidad.

Ocho
municipios 
de la
Sierra Mixe
de Oaxaca.

Radio Nandía

Figura legal: Mie Nillu
Mazateco A. C.

Fecha de emisión del permiso: 
22 de diciembre de 2004

Frecuencia y potencia
autorizada: 107.9 FM
con 370 watts

Mazatlán Villa
de Flores, 
Oaxaca.

Población mazateca de Oaxaca. Mazatlán se encuentra prácticamente aislada 
en comunicaciones y vías de acceso terrestre. Es considerada por organismos 
internacionales como el Banco Mundial, zona de alta marginalidad. También, la 
Secretaría de Desarrollo Social considera que esta región se encuentra en pobreza 
extrema. Trabaja con la educación intercultural bilingüe.

Salud, desarrollo sustentable y diversidad agropecuaria para romper con el mo-
nocultivo del café. Derechos de los pueblos indígenas y procuración de justicia. 
Transmite en lenguas mazateca, náhuatl y español.

Atiende a siete
comunidades 
de la Sierra 
Mazateca.

Radio Uandarhi

Figura legal: Uandarhi A. C.

Fecha de emisión del permiso: 
6 de diciembre de 2004

Frecuencia y potencia autori-
zada: 107.9 FM 200 watts

Municipio de
Uruapan, 
Michoacán.

Atiende a la población indígena migrante en Urupan; 50% de su programación es 
en purépecha. Temas que trabaja: salud, educación, nutrición, ecología, género, 
adicciones, migración y los derechos humanos, políticos y civiles. Asesorar a la 
población campesina en el desarrollo sustentable. Fortalecimiento de la lengua, 
tradiciones, usos y costumbres.

Es la única que atiende a la población indígena de la región, así como a la
población rural que está en las afueras de Uruapan.

200,000 hab. 
área purépecha- 
urbana.
Barrios tradi-
cionales y 320 
colonias de 
la ciudad de 
Uruapan.

...continúa
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Radio Erandi

Figura legal: Frente Cívico 
Pueblo Unido A. C.

Fecha de emisión del permiso: 
14 de marzo de 2005

Frecuencia y potencia
autorizada: 107.9 FM
con 500 watts

Municipio de
Tangancícuaro,
Michoacán.

Atiende población semi urbana, campesina y a la minoría purépecha de la zona. 
Existe una alta migración por lo que este municipio es considerado una de las 100 
microrregiones de mayor expulsión de mano de obra a los Estados Unidos. 30% 
de la programación es en purépecha y la restante en español. Graves problemas de 
familias desintegradas, y de una población joven en riesgo de alcoholismo y
drogadicción, la situación del campo vulnerable y gran desgaste de los recursos 
naturales. Focalizan su programación en adultos mayores, cuidado de la salud 
y servicios. Difusión de los derechos laborales y derechos humanos, desarrollo 
sustentable y apoyo a la cultura y tradiciones de la minoría indígena.

Atiende 20 
comunidades 
con población 
campesina e 
indígena.

Radio Cultural FM

Figura legal: Radio Cultural 
FM A. C.

Fecha de emisión del permiso: 
22 de diciembre de 2004

Frecuencia y potencia
autorizada: 107.9 FM
con 300 watts

Municipio de
Tepalcatepec,
Michoacán.

Su población principal a atender es la campesina y migrante. El contexto de su 
área sufre acelerado desgaste de los recursos naturales y abandono de los campos 
por el proceso de migración, problemas con familias desintegradas y violencia 
intrafamiliar, alcoholismo en jóvenes y adultos, drogadicción en jóvenes. Di-
funde temas de orientación agropecuaria, desarrollo sustentable, salud sexual y 
reproductiva, integración familiar, así como promover el respeto de los derechos 
humanos, especialmente de los migrantes y las mujeres.

Cubre dos
municipios 
y 38
encargaturas.

Radio Bemba FM

Figura legal: Comunicadores 
del Desierto A. C.

Fecha de emisión del permiso: 
31 de mayo de 2005

Frecuencia y potencia
autorizada: 95.5 FM
con 4000 watts

Municipio de
Hermosillo,
Sonora.

Atiende a la población joven que vive en las zonas marginadas de la ciudad. 
Una población joven creciente en riesgo de drogadicción pues es zona de fuerte 
influencia del narcotráfico, creciente problema de adolescentes embarazadas, 
problemas de violencia intrafamiliar y contra las mujeres, pandillerismo y homo-
fobia. Escasez de agua y desgaste creciente de los recursos naturales. Difunde los 
derechos humanos,  el  medio ambiente, la salud sexual y reproductiva, la equidad 
de género y las nuevas propuestas culturales de la población joven, espacios para 
la comunidad lésbico-gay

600 mil
habitantes.

Radio Ecos de Manantlán 

Figura legal: Ecos de
Manantlán A. C.

Fecha de emisión del permiso: 
22 de diciembre de 2004

Frecuencia y potencia
autorizada: 107.9 FM
con 39 watts

Municipio de
Zapotitlán de
Vadillo, en el 
estado de Jalisco.

Atiende a población campesina. Se encuentra en la zona del Volcán de Colima
por lo que están en constante contingencia. Alto flujo de población migrante. 
Campos de cultivo donde trabajan los jornaleros en condiciones de
hacinamiento y sin protección contra plaguicidas. Problemas de alcoholismo y 
creciente uso de estupefacientes, especialmente en población joven. Difunde la 
cultura de la protección civil, de conocimiento y respeto de los derechos humanos, 
de comunicación y enlace de la población migrante, información y capacitación a 
productores campesinos con una visión de desarrollo sustentable, la educación y 
la cultura popular.

31 comuni-
dades, con 
población rural 
migrante.

...continúa
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La Voladora Radio

Figura legal: La Voladora
Comunicación A. C.

Fecha de emisión del permiso: 
9 de mayo de 2005

Frecuencia y potencia
autorizada: 97.3 en FM
con 300 watts.

Municipio de
Amecameca,
Estado de México.

Atiende población campesina y suburbana. Están en la zona de contingencia 
del volcán Popocatépetl. Difusión de una cultura de la prevención de desastres, 
contenidos culturales; así como fomentar contenidos para el desarrollo sustentable  
para valorar y cuidar el medio ambiente de la región, cuidado de la salud sexual y 
reproductiva y equidad de género, el conocimiento, respeto y fomento de los dere-
chos humanos, la integración y difusión de las distintas iniciativas ciudadanas de 
la región, ya sean sociales, recreativas, culturales, deportivas o de cualquier otra 
índole; y en su momento, servir como medio de enlace entre la población y las 
autoridades civiles y militares, especialmente en casos de contingencia volcánica.

Cubre siete
municipios.

Radio Tierra y Libertad

Figura legal: Por la Igualdad 
Social, A.C.

Fecha de emisión del permiso: 
19 de febrero de 2010

Frecuencia y potencia
autorizada: 98.5 en FM
con 20 watts. 

Monterrey,
Nuevo León.

Atiende población obrera y urbana marginal de la colonia Tierra y Libertad de la 
ciudad de Monterrey. 

Cubre la
colonia obrera 
Tierra y 
Libertad en la 
periferia
de la ciudad de 
Monterrey, 
Nuevo León.

Radio Xalli

Figura legal: Comunicadores 
Filo de Tierra Colorada, A.C. 

Fecha de emisión de permiso: 
19 de febrero de 2010.

Frecuencia y potencia
autorizada: 97.9 en FM
con 250 watts.

San Miguel
Xaltepec, Palmar
de Braco, Puebla.

200 mil habitantes, población rural migrante con alto índice de marginación en el 
estado de Puebla. 

Tres
municipios.

Radio Evolución

Figura legal: Voz Flor y
Canto, A.C.

Fecha de emisión de permiso: 
19 de febrero de 2010.

Frecuencia y potencia
autorizada: 102.1 de FM
con 20 watts.

Otumba, Estado
de México.

300 mil habitantes rurales del Estado de México. La radio da servicio de comu-
nicación a personas campesinas de la región proporcionando información sobre 
cultivos alternativos. Cuenta con una programación que integra la perspectiva de 
género. 

Otumba.

...continúa
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Zaachila Radio

Figura legal: 
Cultura y Comunicación de 
Zaachila A.C.

Fecha de emisión de permiso: 
19 de febrero de 2010.

Frecuencia y potencia
autorizada: 96.3 de FM
con 20 watts de potencia. 

Villa de Zaachila, 
Oaxaca.

Habitantes de población de origen indígena zapoteco. La radio cumple una 
función social reforzando las características culturales indígenas zapotecos de la 
región. 

Zaachila.

Radio Tepoztlán

Fecha de emisión del permiso: 
19 de febrero de 2010.

Frecuencia y potencia
autorizada: 92.3 de FM
con 164 watts.

Tepoztlán,
Morelos.

Atiende a población rural de varios pueblos, algunos de ellos de habla náhuatl, 
muchos migrantes mixtecos que llegan a la zona a trabajar. Entre sus radioes-
cuchas hay profesores rurales. La programación fomenta la música tradicional 
local y regional. Tiene programas de interés comunitario como la situación de la 
educación que hay en las localidades. Atiende a mujeres y población migrante en 
general. Temas como la salud de la población y el cuidado del medioambiente son 
parte fundamental de la programación.

Tres
 municipios.

Radio Aro/Relax FM

Fecha de emisión de permiso: 
19 de febrero de 2010. 

Frecuencia y potencia
autorizada: 104.5 de FM
con 20 watts.  

Ciudad
Nezahualcóyotl, 
Estado de México.

Atiende a población urbano-marginal migrante, fundamentalmente obreros y 
comerciantes del oriente de Ciudad Nezahualcóyotl. 

Colonias del 
oriente de
Ciudad
Nezahualcóyotl.

 

ii.7. La veriFicación de PromocionaLes transmitidos
 y Los instrumentos Garantes Para resarcir
 incumPLimientos: vistas, requerimientos
 y reProGramación de Los materiaLes

• Precampaña

Durante el periodo de precampaña, del 18 de diciembre de 2011 al 15 de 
febrero de 2012, el porcentaje promedio de cumplimiento nacional 
de la transmisión de los promocionales ordenados por el IFE fue del 
96.61% en las 1,551 estaciones de radio y televisión monitoreadas.
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Grado de cumplimiento de los pautados:

Pautados Cumplimiento %

8,792,331 8,494,595 96.61

Grado de cumplimiento de los pautados por tipo de actor:

Actor Pautados Cumplimiento %

Autoridades 5,469,575 5,270,853 96.37

Partidos 3,135,640 3,044,461 97.09

Coaliciones 187,116 179,281 95.81

Total 8,792,331 8,494,595 96.61

El  porcentaje de cumplimiento de los pautados de los partidos 
políticos nacionales y locales:

Actor Pautados Cumplimiento %

PAN 901,409 876,393 97.22

PRI 1,110,408 1,078,622 97.14

PRD 305,004 296,345 97.16

PT 94,832 91,530 96.52

MC 65,857 63,575 96.53

PVEM 364,796 354,945 97.30

PNA 278,588 270,357 97.05

Partidos locales 14,746 12,694 86.08

Total general 3,135,640 3,044,461 97.09

• Intercampaña

Grado de cumplimiento de los pautados por tipo de actor:

Pautados Cumplimiento %

6,306,696 6,090,081 96.57

Grado de cumplimiento de los pautados por tipo de actor:

Actor Pautados Cumplimiento %

Autoridades 6,049,703 5,840,920 96.55

Partidos 254,383 246,665 96.97

Coaliciones 2,610 2,496 95.63

Total general 6,306,696 6,090,081 96.57

Porcentaje de cumplimiento de los pautados de los partidos políti-
cos nacionales y locales:

Actor Pautados Cumplimiento %

PAN 68,007 66,622 97.96

PRI 69,270 67,725 97.77

PRD 38,002 37,381 98.37

PT 18,870 18,541 98.26

MC 12,629 12,381 98.04

PVEM 21,348 20,970 98.23

PNA 18,640 18,299 98.17

Total general 246,766 241,919 98.04

• Campaña

Grado de cumplimiento de los pautados:

Pautados Cumplimiento %

13,257,822 12,942,178 97.62

Grado de cumplimiento de los pautados por tipo de actor:

Actor Pautados Cumplimiento %

Autoridades 1,944,346 1,900,529 97.75

Partidos 10,701,386 10,446,416 97.62

Coaliciones 612,090 595,233 97.25

Total general 13,257,822 12,942,178 97.62
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Porcentaje de cumplimiento de los pautados de los partidos políti-
cos nacionales y locales:

Actor Pautados Cumplimiento %

PAN 3,082,483 3,010,340 97.66

PRI 3,748,399 3,663,595 97.74

PRD 1,078,355 1,052,701 97.62

PT 353,575 344,353 97.39

MC 253,384 246,429 97.26

PVEM 1,216,781 1,188,128 97.65

PNA 947,479 924,850 97.61

Partidos locales 20,930 16,020 76.54

Total general 10,701,386 10,446,416 97.62

• Periodo de veda y jornada electoral

Grado de cumplimiento de los pautados:

Pautados Cumplimiento %

590,474 574,809 97.35

caPítuLo iii. Justicia eLectoraL eXPedita:
  eL Procedimiento sancionador eLectoraL

iii.6.  estadística GLobaL sobre queJas, medidas
 cauteLares y medios de imPuGnación

III.6.a. Información cuantitativa

Del 7 de octubre de 2011 al 31 de agosto de 2012, se recibieron en 
total, a nivel nacional, 1,587 quejas, de las cuales 1,371 se radicaron 
como procedimientos especiales sancionadores y 216 como procedi-
mientos ordinarios sancionadores. De las 1,371 quejas radicadas como 
procedimientos especiales sancionadores, 925 se radicaron en las jun-
tas distritales del Instituto Federal Electoral y 446 en la Secretaría del 
Consejo General del IFE.

a) Procedimientos especiales sancionadores

• Procedimientos especiales sancionadores tramitados
 en los consejos distritales

Los 925 procedimientos especiales sustanciados en los órganos subde-
legacionales del Instituto se distribuyeron por entidad federativa como 
se muestra a continuación:

Entidad Total Entidad Total

Aguascalientes 19 Nayarit 12

Baja California 11 Nuevo León 26

Baja California Sur 4 Oaxaca 39

Campeche 7 Puebla 59

Chiapas 96 Querétaro 11

Chihuahua 46 Quintana Roo 17

Coahuila 2 Morelos 1

Colima 9 San Luis Potosí 7

Distrito Federal 92 Sinaloa 9

Durango 16 Sonora 15

Guanajuato 13 Tabasco 8

Guerrero 18 Tamaulipas 8

Hidalgo 36 Tlaxcala 63

Jalisco 11 Veracruz 63

México 172 Yucatán 1

Michoacán 14 Zacatecas 20

Total 925

Fuente: Sistema Integral de Quejas y Denuncias.

El siguiente cuadro muestra la clasificación de las quejas presenta-
das en los órganos subdelegacionales, según el tema o materia princi-
pal de los hechos denunciados: 
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Tema o asunto Número de quejas

Propaganda contraria a la normatividad
electoral* 638

Actos anticipados de precampaña o campaña 103

Difusión de propaganda gubernamental 124

Promoción personalizada de servidores
públicos  32

Utilización indebida de programas sociales
de gobierno  19

Denigración y calumnia    9

Total 925

* Se refiere específicamente a la colocación de propaganda en lugares prohibidos o 
que no les corresponden, obstrucción o destrucción de propaganda.

• Procedimientos especiales sancionadores tramitados
 a  nivel central

Las 446 quejas radicadas como procedimientos especiales sanciona-
dores en la Secretaría del Consejo General, fueron interpuestas por los 
siguientes actores:

• 296 por partidos políticos 
• 94 por ciudadanos 
• 34 por institutos electorales locales
• 15 procedimientos oficiosos
• 7 por diversas personas  morales

De la información anterior, se tiene la siguiente representación grá-
fica en porcentajes:

 

El número de quejas radicadas como procedimientos especiales 
presentadas por partido político denunciante es el siguiente:

Partidos políticos o coaliciones Número de quejas

Partido Acción Nacional 99

Partido Revolucionario Institucional 116

Partido de la Revolución Democrática  36

Partido Verde Ecologista de México 26

Partido del Trabajo   8

Movimiento Ciudadano   4

Nueva Alianza   1

Movimiento Progresista   2 

Alianza por un Mejor Sonora   2

PT y MC  1

PRD y MC  1

Total 296

Ahora bien, las 446 quejas se interpusieron en razón de los siguien-
tes motivos (materia):

Materia Número de quejas

Actos anticipados de precampaña o campaña 93

Propaganda contraria a la normatividad electoral 90

Adquisición o contratación de tiempo en radio 
y/o televisión 90

Denigración o calumnia 81

Difusión de propaganda gubernamental 50

Promoción personalizada de servidores públicos 
(violación al artículo 134, párrafo octavo de la 
Constitución y, en su caso, artículo 228, párrafo 
5, del COFIPE)

36

Incumplimiento de las medidas cautelares orde-
nadas por la Comisión de Quejas y Denuncias 5

Incumplimiento en la transmisión de la pauta or-
denada por el IFE 1

 
 

Partidos políticos, 
66.3% 

Ciudadanos, 
21.1% 

Institutos 
electorales locales, 

7.6% 

Procedimientos 
oficiosos, 3.4% Personas morales, 

1.6% 
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En el cuadro siguiente se encuentra la representación gráfica en 
porcentajes:

 

El cuadro siguiente muestra el número de quejas radicadas como 
procedimientos especiales concluidos y pendientes de concluir:

Número de quejas 
recibidas

Quejas resueltas, concluidas
o dadas de baja Número de quejas por resolver

Número Porcentaje Número Porcentaje

446 412
(327 expedientes) 92.4 34

(14 expedientes) 7.6

Número de quejas radicadas como procedimientos especiales 
concluidos:

Resueltas por el Consejo General
Quejas

desechadas

Quejas
remitidas

a juntas distritales

Baja
administrativa Total

Fundadas Infundadas Acuerdos de
incompetencia

88
(62 resoluciones)

241
(190 resoluciones)

11
(9 expedientes)

53
(50 expedientes)

12
(9 expedientes) 7 412                

(327 expedientes)
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b) Procedimientos ordinarios sancionadores

Del 7 de octubre de 2011 al 31 de agosto de 2012, se radicaron 216 
quejas como procedimientos ordinarios sancionadores.

Estas 216 quejas se interpusieron en razón de los siguientes moti-
vos (materia):

Materia Número de quejas

Violaciones al principio de imparcialidad 65

Actos de coacción al voto 65

Incumplir resoluciones de la autoridad electoral 13

Propaganda contraria a la normatividad electoral 11

Quejas en contra de consejeros electorales
distritales 11  

No proporcionar información 10

Aportaciones en especie 7

Otros 34

La siguiente imagen muestra la representación gráfica en 
porcentajes:
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Actos de coacción al voto 

Violaciones al principio de 
imparcialidad 
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